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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de  Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda, y de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia Salas. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 83ª, ordinaria, en 23 de enero de 2018; 84ª, especial, y 85ª ordinaria, ambas en 24 de enero de 2018, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero inicia un proyecto de reforma a la Constitución Política de la República (boletín N° 11.617-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas y tipificando los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (boletín Nº 10.739-07).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto que modifica la Ley General de Educación para incorporar en el nivel de enseñanza media contenidos de educación financiera básica (boletín N° 10.034-04).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República, para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental.



Con el segundo señala que aprobó, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto que modifica el artículo 54 bis de la Ley General de Cooperativas, en lo relativo al límite de descuentos voluntarios en favor de cooperativas (boletín N° 11.199-03).



Con el tercero indica que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises (boletín N° 9.452-09).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con los dos siguientes informa que ha dado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:



-El que crea el Registro Nacional de Corredores de Propiedades y regula el ejercicio de dicha actividad (boletín N° 10.391-03) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Economía.



-El que modifica la ley N° 8.946, que fija el texto definitivo de las leyes de pavimentación comunal, en materia de ejecución de obras provisorias de emergencia por los municipios (boletín N° 11.288-06) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en el control de constitucionalidad respecto de los siguientes proyectos de ley:



-El que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín N° 10.647-09).



-El que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



-Sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



-El que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (boletín N° 10.683-06).



-El que modifica la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, para otorgar un ascenso póstumo de carácter honorífico al personal de las ramas que las conforman (boletín N° 9.992-02).



-El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín N° 11.200-06).



-El que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (boletín N° 6.106-10).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Remite sentencias definitivas dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las disposiciones que se indican:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que consagra penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 418 del Código Procesal Penal.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que contempla penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 387, inciso segundo, del Código Procesal Penal.



-Artículo 248, letra c), del Código Procesal Penal.



-Artículo 196 ter, de la ley N° 18.290, de Tránsito.



-Inciso primero del artículo 29 del decreto ley N° 3.538, de 1980, Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República:


Contesta consulta, formulada por el Senador señor De Urresti, acerca de la denuncia efectuada por la Asociación de Funcionarios No Docentes de Servicios Menores de la Educación Municipalizada de Asistentes de la Educación de la comuna de Río Bueno (AFUSER), relativa a la desvinculación de siete asociados de dicha entidad.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Da respuesta a requerimiento de información, formulado en nombre del Senador señor Chahuán, sobre el valor de las prestaciones médicas otorgadas por el sistema de salud de las Fuerzas Armadas para el año 2018.



Del señor Ministro de Hacienda:


Remite antecedentes sobre el monto del bono trimestral de zonas extremas para los asistentes de la educación que se desempeñan en la provincia de Chiloé; consulta realizada en nombre del Senador señor Quinteros.



Comunica respuesta a consulta, expedida en nombre del Senador señor García, acerca de la aplicación del artículo 8° de la ley N° 20.780, modificatoria del sistema de tributación de la renta, que se ha extendido al sector agroindustrial.



De la señora Ministra (S) de Hacienda:


Atiende acuerdo del Senado relativo a la habilitación de establecimientos hospitalarios del sistema público que indica para que puedan realizar trasplantes de médula ósea (boletín S 1.956-12).



Informa sobre el alcance del beneficio dispuesto en la Partida 09, referido al pago de un bono para las manipuladoras de alimentos que presten servicios en establecimientos de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena; consulta efectuada en nombre del Senador señor Bianchi.



Del señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos:


Remite datos sobre el programa de representación jurídica de menores del SENAME en convenio con la Corporación de Asistencia Judicial; petición enviada en nombre del Senador señor Guillier.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Senador señor Prokurica, relativo a la presentación de un proyecto de ley que modifique el acceso al aporte previsional solidario.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Contesta petición, expedida en nombre del Senador señor Bianchi, en cuanto al corte de suministro de agua potable ocurrido en la localidad de Puerto Natales en el mes de octubre de 2017.



Envía respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Larraín, relativa a la administración del muelle Maguillines, de Constitución, Región del Maule.



Informa acerca de la solicitud, expedida en nombre de la Senadora señora Von Baer, tocante a la situación que afecta a la draga Ernesto Pinto Lagarrigue, de Valdivia.



Anexa antecedentes referidos a ciertos proyectos contenidos en el “Plan de Reconstrucción de Atacama”; materia consultada en nombre del Senador señor Prokurica.



Informa solicitudes, enviadas en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las siguientes materias:



-Mantenciones realizadas en el estero Nonguén, de la ciudad de Concepción, en el período indicado.


-Datos sobre el estudio de impacto ambiental del puente industrial en la Región del Biobío.



-Acciones preventivas realizadas para evitar incendios forestales.



-Proyecto de borde costero entre la Región del Biobío y Ñuble.



Atiende preocupaciones, manifestadas en nombre del Senador señor De Urresti, relativas a los siguientes asuntos:



-Reparaciones efectuadas a la barcaza Andalué.



-Proyecto de “Construcción de Protección Costera del Fuerte y Plaza de Corral”, Región de Los Ríos.



-Solicitud de evaluación de urbanización del borde costero de Río Bueno, hasta la desembocadura del lago Ranco.



Del señor Ministro (S) de Obras Públicas:


Consigna datos sobre el término de las obras del puente Cau Cau, de la Región de Los Ríos; materia solicitada en nombre del Senador señor Ossandón.



Contesta peticiones de información, manifestadas en nombre del Senador señor Navarro, en relación con lo siguiente:



-Obras en la Ruta Q-60-O, sector Hualqui-Quilacoya, Región del Biobío.



-Datos sobre instituciones individualizadas, localizadas en zonas de riesgo a lo largo del país.



-Accidentes ocurridos en la ruta de la madera, en el período indicado.



Da respuesta a las siguientes consultas, formuladas en nombre del Senador señor De Urresti:



-Cumplimiento de la sanción administrativa de suspensión del Registro de Contratistas aplicada a la empresa individualizada.



-Inicio de obras en la caleta Mehuín.



De la señora Ministra de Salud:


Anexa información del proceso de encasillamiento de los profesionales de la salud; consulta efectuada en nombre del Senador señor Lagos.



Da respuesta sobre el estado del proyecto del Hospital Base de Valdivia; petición expresada en nombre del Senador señor De Urresti.



Contesta solicitud relativa a los establecimientos de salud públicos y privados que se emplazan en zonas de riesgo de inundaciones, formulada en nombre del Senador señor Navarro.



De la señora Ministra (S) de Salud:


Remite datos sobre las siguientes materias consultadas en nombre del Senador señor Navarro:



-Situación de salud que afecta a una menor de la ciudad de Talca.



-Tasa de rechazo de solicitudes de pacientes para ser trasplantados.



-Fallecimientos de personas en listas de espera o con una garantía de oportunidad GES atrasada.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Responde solicitud, expedida en nombre del Senador señor De Urresti, acerca del proyecto habitacional “Nueva Esperanza”, de la comuna de La Unión.



Expide antecedentes sobre subsidios habitacionales otorgados en el período indicado; consulta realizada a solicitud del Senador señor Ossandón.



Informa sobre las obras de pavimentación y mantención de las aceras del país, a petición del Senador señor Navarro.



Remite información sobre la situación de una persona discapacitada deudora del SERVIU; materia consultada en nombre del Senador señor Bianchi.



De la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones:


Atiende requerimiento del Senador señor Horvath referente al transporte marítimo en la carretera austral.



Adjunta respuesta a consulta, enviada en nombre del Senador señor García, sobre la restitución del puente ferroviario del río Toltén, que une a las comunas de Freire y Pitrufquén.



Del señor Ministro (S) de Bienes Nacionales:


Comunica antecedentes sobre el proyecto de Red de Parques de la Patagonia; requerimiento realizado en nombre del Senador señor Horvath.



Del señor Ministro de Energía:


Envía antecedentes relativos a los proyectos eólicos que se encuentren operativos o en planificación futura en la Región del Biobío; pregunta formulada en nombre del Senador señor Navarro.



De la señora Ministra (S) de Energía:


Atiende petición del Senador señor Navarro acerca de las plantas de generación de energía termoeléctrica existentes en la Región del Biobío.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:


Adjunta datos de las comunas declaradas turísticas en la provincia de Chiloé; materia requerida en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Subsecretario (S) de Servicios Sociales:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor De Urresti, relativa a la construcción de una carretera eléctrica que afectaría a algunas comunas de la Región de Los Ríos.



Del señor Subsecretario (S) de Justicia:


Responde solicitud, expresada en nombre del Senador señor Bianchi, para informar sobre la implementación de un servicio de alimentación en los establecimientos carcelarios de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios:


Contesta inquietud del Senador señor Ossandón relativa a la fiscalización de las plantas de tratamiento que abastecen de agua a la Región Metropolitana.



Da respuesta a requerimiento, manifestado en nombre del Senador señor Navarro, referente a las denuncias efectuadas por el mal olor emanado de aguas estancadas y basura acumulada en la calle Arturo Hughes, de la comuna de Coronel.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente:


Expide antecedentes sobre la denuncia realizada por daño medioambiental en contra de la empresa individualizada por el funcionamiento del Complejo Forestal e Industrial (CFI) Nueva Aldea; materia requerida por el Senador señor Navarro.



Del señor Superintendente (S) de Electricidad y Combustibles:


Envía respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Senador señor García, acerca de la capacidad técnica de la empresa señalada para otorgar suministro eléctrico a la localidad de Nehuentúe.



Del señor Presidente del Consejo Regional de Valparaíso:


Transmite acuerdo de ese Consejo sobre medidas por considerar para mitigar impacto ambiental en casos que señala.



De la señora Intendenta (S) de la Región de Atacama:


Da respuesta a consulta del Senador señor Prokurica acerca de diversas materias relativas al cargo de coordinador regional de recursos hídricos de esa Región.



Del señor Intendente de la Región del Biobío:


Responde diversas consultas del Senador señor Navarro relativas a los siguientes asuntos:



-Acciones preventivas de incendios forestales.



-Obras de reposición de la cárcel El Manzano I.



Del señor Alcalde (S) de la comuna de Santiago:


Responde sendas consultas formuladas en nombre del Senador señor Navarro acerca de las siguientes cuestiones:



-Proyecto de remozamiento del puente Pío Nono.



-Modelo de gestión del Teatro Novedades.



Del señor Alcalde de la comuna de Talcahuano:


Contesta consulta del Senador señor Navarro respecto a las compañías de bomberos de esa comuna que cuentan con subvención por parte del municipio para el pago de seguros de vida de los voluntarios.



Del señor Alcalde (S) de la comuna de Santa Bárbara:


Informa acerca del posible daño ambiental que causaría en el sector Quillaileo la construcción de una mini central hidroeléctrica en el río Huequecura; materia consultada por el Senador señor Navarro.



Del señor Alcalde (S) de la comuna de Natales:


Contesta inquietud del Senador señor Bianchi acerca del estado actual de los trámites para habilitar un cementerio en la localidad de Dorotea, en dicha comuna.



Del señor Fiscal Regional de Valparaíso:


Atiende solicitud de información respecto del asunto que indica; materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile:


Informa solicitud, expedida en nombre del Senador señor Navarro, concerniente a las denuncias recibidas por robos en estacionamientos, en el período indicado. 



Del señor Director General (S) de la Policía de Investigaciones de Chile:


Envía respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, relativa a la tala ilegal de bosque nativo en el Parque Nacional Alerce Costero, de la comuna de Corral.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo del Biobío:


Responde petición del Senador señor Navarro sobre diversos aspectos de los complejos habitacionales CNT Angol y Manzana M de esa Región.



De la señora Secretaria Regional Ministerial (S) del Medio Ambiente de Los Ríos:


Contesta requerimiento, formulado en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de las denuncias recibidas por el uso del humedal Cotapos, de Isla Teja, como vertedero de desechos ilegales. 



De la señora Secretaria Ministerial (S) de Bienes Nacionales de la Región de La Araucanía:


Adjunta respuesta, enviada en nombre del Senador señor García, sobre el estado de la regularización de propiedades rurales del Campamento Esperanza, de la comuna de Ercilla.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción:


Remite antecedentes solicitados en nombre del Senador señor De Urresti acerca del acuerdo alcanzado entre esa institución y la empresa SQM, ante el Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Santiago, que pone fin a la disputa por discrepancias en los contratos de arrendamiento y proyectos relacionados con la explotación del litio desde el Salar de Atacama.



Del señor Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos:


Contesta petición de información, del Senador señor Girardi, referente a la efectividad y eficacia de la normativa actual en materia de trata de personas.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero de la ley N° 19.561, información acerca de las bonificaciones forestales.



Del señor Director del Instituto de Salud Pública de Chile:


Informa sobre solicitud, expresada en nombre del Senador señor Navarro, para efectuar un examen de metales pesados a los habitantes de la comuna de Coronel.



Del señor Director (S) del Instituto de Salud Pública de Chile:


Anexa antecedentes relativos a los resultados de vigilancia del Laboratorio de Micotoxinas en Alimentos, en el período indicado; petición formulada por el Senador señor Navarro.



Del señor Director Nacional (OR.OC) del Servicio Agrícola y Ganadero:


Comunica respuesta a petición de información, expedida en nombre del Senador señor Navarro, en cuanto a las fiscalizaciones efectuadas por esa entidad. 



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores:


Envía información de los centros de residencia de protección de niños vulnerados; materia solicitada en nombre del Senador señor Espina, con adhesión de los Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, García-Huidobro, Larraín, Letelier, Prokurica, Quinteros, Tuma y Walker, don Patricio.



Del señor Director Nacional (S) de CONADI:


Atiende requerimiento relativo al programa de capacitación, formación y habilitación de la pesca artesanal orientado a las familias mapuches de ciertas localidades de la Región de Los Ríos; materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti.



Del señor Director Regional del Servicio de Evaluación Ambiental de la Región del Biobío:


Remite información referente a las centrales termoeléctricas localizadas en esa Región, solicitud efectuada en nombre del Senador señor Navarro.



De la señora Directora (S) del Servicio de Salud Araucanía Sur:


Da respuesta a consulta, expresada en nombre del Senador señor García, sobre el respaldo presupuestario de la convocatoria al concurso público para especialistas.



Del señor Director Ejecutivo (S) del Servicio de Evaluación Ambiental:


Informa sobre el inicio de un proceso de evaluación ambiental para el desarrollo del proyecto minero denominado “Proyecto Caliente”, en la comuna de Los Andes; consulta formulada por el Senador señor De Urresti.



De la señora Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado:


Atiende inquietud planteada por el Senador señor García, acerca del cronograma de restitución del puente ferroviario sobre el río Toltén, que une a las comunas de Freire y Pitrufquén.



Responde consulta, formulada por el Senador señor De Urresti, relativa a la infraestructura o red ferroviaria de EFE que la empresa FEPASA utiliza en el tramo entre San Felipe y Los Andes.


De la señora Gerente General del Banco del Estado de Chile:


Contesta pregunta del Senador señor De Urresti sobre financiamiento de automóviles híbridos que serán utilizados como taxis colectivos.



Del señor Director de Política Consular del Ministerio de Relaciones Exteriores:


Da respuesta a petición, expresada en nombre del Senador señor Chahuán, referente a antecedentes del tratamiento médico efectuado en el hospital de Oruro, en Bolivia, a la persona que se individualiza.



Del señor Secretario General (S) de la JUNAEB:


Responde petición, consultada en nombre del Senador señor Bianchi, para implementar medidas de difusión de la “Beca de Integración Territorial”.



Contesta requerimiento de información, efectuado en nombre de la Senadora señora Goic, acerca de la inclusión del bono de la ley N° 19.583, para trabajadores de zonas extremas, en las bases de licitación pública del Programa de Alimentación Escolar.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona la legislación relativa a los beneficios otorgados a Bomberos de Chile por accidentes y enfermedades y la demás aplicable a esa institución (boletín N° 11.465-22) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza la legislación bancaria (boletín N° 11.269-05) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla. 

Mociones



De los Senadores señor García-Huidobro, señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que obliga a los establecimientos de expendio de comidas y bebidas a ofrecer agua potable gratuita a sus clientes (boletín Nº 11.606-11) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Salud.



De los Senadores señoras Muñoz y Allende y señores Harboe, Guillier y Pizarro, con la que dan comienzo a un proyecto de ley sobre el uso de agua de mar para desalinización (boletín Nº 11.608-09) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha dado su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto que establece incentivos al retiro para los funcionarios del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, y les otorga el derecho a percibir la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882, en la forma que indica (boletín N°11.585-05).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Lagos, para ausentarse del país a contar del día de mañana.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta. 

V. ORDEN DEL DÍA

CONTIENDA DE COMPETENCIA ENTRE CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y CORTE SUPREMA DE JUSTICIA POR ACCIÓN DECLARATIVA DE MERA CERTEZA INTERPUESTA POR FUNCIONARIOS DE DIRECCIÓN GENERAL DE AERONÁUTICA CIVIL

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúa la discusión de la contienda de competencia promovida por el señor Contralor General de la República, al tenor de lo dispuesto en el artículo 53, N° 3, de la Carta Fundamental, en relación con el recurso de casación en el fondo deducido ante la Corte Suprema en los autos rol N° 76325-2016, caratulados “Rodríguez Mendoza Héctor Eduardo con Dirección General de Aeronáutica, Fisco de Chile”, radicados en la Cuarta Sala del Máximo Tribunal, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.913-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 77ª, en 3 de enero de 2017.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 71ª, en 12 de diciembre de 2017.



Discusión: 



Sesión 86ª, en 6 de marzo de 2018 (queda pendiente la discusión).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En cuanto a la solicitud formulada por algunos Senadores en la sesión de la mañana respecto a cómo continuaríamos la tramitación de esta contienda de competencia, tras consultar a los Comités se llegó al acuerdo de distribuir los tiempos por Comité, siendo factible su acumulación. 



El señor Secretario va a dar cuenta de los tiempos que corresponden a cada uno de ellos, considerando un total de tres horas. 

El señor COLOMA.- ¿Es una consulta?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Un acuerdo, Su Señoría. 



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los tiempos distribuidos, como señaló el señor Presidente, son los siguientes, pudiendo cada Comité acumularlos, previa comunicación a la Mesa... 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Excúseme, señor Secretario, pero quiero dejar constancia de que dicha distribución de tiempos corresponde a la fundamentación de voto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Decía que los tiempos asignados a cada Comité son:



-Partido Demócrata Cristiano e Independiente: 35 minutos. 



-Partido Unión Demócrata Independiente: 30 minutos. 



-Partido Por la Democracia: 30 minutos. 



-Partido Renovación Nacional: 30 minutos. 



-Partido Socialista e Independiente: 30 minutos. 



-Independientes y Partido Amplitud: 20 minutos. 



-Partido PAÍS: 5 minutos. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se me ha pedido abrir la votación. 



¿Habría acuerdo?

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (presidente).- Para referirse a otro tema, tiene la palabra el Senador señor Araya. 

El señor ARAYA.- Señor Presidente, quería pedir la autorización de la Sala para abrir por 24 horas un plazo de indicaciones al proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletín N° 9.692-07). 



--Se accede a lo solicitado.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, en la Cuenta de hoy día se informó que la Cámara de Diputados ha aprobado, por unanimidad, el proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Corredores de Propiedades (boletín N° 10.391-03), y se envió a la Comisión de Economía. Por ello solicito que en dicha instancia, cuando corresponda, se trate en general y en particular. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo propuesto?

El señor MOREIRA.- Sí. 

El señor COLOMA.- Sí.



--Así se acuerda. 

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según lo acordado por los Comités, tiene la palabra en primer término el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, quiero agradecer, en 30 segundos, el cariño y el apoyo que he recibido al reintegrarme a mis funciones como Senador.



Y, en segundo lugar, como usted ha señalado que se abrirá la votación, quiero que se especifique cómo debemos pronunciarnos: ¿votar que sí implica apoyar la posición de la Contraloría?



Lo consulto para que haya absoluta claridad al respecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Considero que, como se trata de una contienda de competencia promovida por el señor Contralor, se entiende que quien vote “Sí” apoya la posición de la Contraloría, y el que vota “No”, no está de acuerdo con ella.



Por acoger la contienda, sí; por rechazarla, no.



Les ruego a los Comités que distribuyan sus intervenciones a fin de evitarnos dificultades respecto al tiempo que ocupe cada Senador para fundamentar su posición.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la materia sobre la que debemos pronunciarnos en el día de hoy es de vital importancia para nuestra sociedad y, en particular, para nuestra institucionalidad.



El tema de fondo se origina en la justa expectativa que tiene un grupo de trabajadores públicos en cuanto a obtener reparación frente al daño previsional ocasionado por el sistema de AFP, instalado sin legitimidad hace más de treinta años.



Nuestra sociedad ha expresado de manera contundente su rechazo a un sistema de ahorro previsional que sirve para financiar el mercado de valores, pero no para proveer pensiones dignas.



El sistema político institucional no ha enfrentado el dilema de fondo. Se ha postergado una decisión crucial obligando a los trabajadores a buscar en los organismos administrativos o en los tribunales de justicia una respuesta a su clamor.



En este vacío político institucional se origina la contienda de competencia. Y no es el primer caso donde la sociedad debe judicializar los conflictos no resueltos por la institucionalidad política, como las modificaciones de contrato de las ISAPRES.



No es bueno para nuestra democracia que las instituciones permanentes se vean tensionadas a través del Poder Legislativo por la falta de resolución política, en uno u otro sentido, en materias que son de exclusiva iniciativa del Poder Ejecutivo. 



Sin embargo, han sido numerosos los proyectos de ley que hemos aprobado en democracia en este Congreso intentando colocar parches al tan deslegitimado sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones para reparar en parte el daño ocasionado a los trabajadores, como las innumerables iniciativas de ley destinadas a otorgar incentivos al retiro a los distintos gremios del sector público, sin avanzar en resolver el tema de fondo, que tiene que ver con garantizar un sistema de seguridad social para los trabajadores y las trabajadoras de Chile.



Ahora, respecto a la materia en discusión sobre la controversia de competencia entablada por la Contraloría General de la República, es preciso reconocer las facultades exclusivas del organismo contralor para resolver las cuestiones de orden administrativo que rigen al sector público, tal como lo establece en el artículo 6° de la ley ya citada -abro comillas- “corresponderá exclusivamente al Contralor informar sobre derechos a sueldo, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo, y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización, para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen.



“Del mismo modo, le corresponderá informar sobre cualquier otro asunto que se relacione o pueda relacionarse con la inversión o compromiso de los fondos públicos”.


Pero, además, el mismo artículo 6°, señor Presidente, limita al organismo contralor para intervenir en asuntos que son litigiosos “o que estén sometidos al conocimiento de los Tribunales de Justicia”.



Con la misma fuerza que le da la exclusividad, también le dice que tiene un límite. Y este tiene que ver -repito- con materias de carácter litigioso.



Dicho eso, se nos ha convocado hoy día a dirimir si a los tribunales de justicia les corresponde la resolución de la demanda planteada por los trabajadores, o si es la Contraloría General de la República la que debe resolver de manera exclusiva.



Señor Presidente, un significativo número de trabajadores de la DGAC reclama que se ha cometido un error en el encasillamiento, y que su régimen previsional está señalado claramente en la ley N° 18.458, en el literal b) del artículo primero, que incluye como miembros de las Fuerzas Armadas -abro comillas- “a los empleados civiles”, lo que les está provocando un daño económico y patrimonial, y una discriminación arbitraria.



Los tribunales han respondido primero, en un fallo de primera instancia, rechazando la acción presentada y declarando que los funcionarios de DGAC están sujetos al DL 3.500. Luego, la Corte de Apelaciones de Santiago revocó la sentencia y hoy día se encuentra pendiente el recurso de casación, por lo que el proceso aún no ha concluido.



Señor Presidente, lo que está en juego aquí no es solo hacer justicia respecto a la demanda en contra del Estado interpuesta por los trabajadores, sino también lo relativo a las facultades que tiene un poder del Estado, como son los tribunales de justicia, para resolver materias de carácter litigioso. Y puede que sus fallos o sentencias nos gusten o no, pero no es posible desatenderlos ni menos interrumpir su proceso, impidiendo que se lleve a cabo, como lo establece la propia Ley Orgánica de Tribunales.



El fondo de este debate tiene que ver con reconocer la autonomía y las atribuciones de los tribunales de justicia, y en este caso, de la Corte Suprema.



Por ello, señor Presidente, por razones de tiempo voy a resumir mi intervención señalando que, en mi opinión, si el Fisco, que es la parte demandada, recurre de casación, es porque no existe contienda de competencia con los tribunales de justicia. Por ello, insto a este Senado a que respete y preserve las instancias que todos los ciudadanos tienen para reclamar su legítimo derecho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, Honorable Sala, el día de hoy el Senado ha sido convocado para conocer sobre la contienda de competencia trabada por el señor Contralor General de la República en contra de la Corte Suprema de Justicia.



La decisión que hoy tomará el Senado es una atribución jurídica y, como tal, debe fundamentarse en argumentos de Derecho, y no basarse en la equidad o en otras consideraciones, sean estas políticas, económicas o de otra índole. En tal sentido, se tornan especialmente relevantes los argumentos jurídicos que puedan resolver en un sentido o en otro.



Por lo señalado precedentemente, antes de entrar al fondo del tema en cuestión, creo necesario realizar una precisión que no es menor y que, a mi juicio, debe guiar el debate el día de hoy: El Senado ha sido convocado a resolver la contienda de competencia, pero en ningún caso ha sido llamado, mediante la resolución que se tome ahora, a zanjar cuál es el régimen previsional que les corresponde a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil.


Así las cosas, el pronunciamiento de la Sala del Senado se refiere única y exclusivamente a determinar si la demanda que interpusieron 1.331 funcionarios de la DGAC en contra del Fisco de Chile puede o no continuar su tramitación ante la Corte Suprema de Justicia.



Dicho lo anterior y entrando al fondo del tema, creo que para resolver adecuadamente el problema planteado al Senado hay que tener en consideración diversos aspectos:



Un primer punto por resolver dice relación con la naturaleza jurídica de la acción deducida. Así, la demanda interpuesta por los 1.331 funcionarios de la DGAC ha sido denominada “de mera certeza o declarativa”.



Dilucidar lo anterior no es menor porque parte importante de la defensa realizada por la Contraloría General de la República radica en el hecho de que se objeta la competencia del Poder Judicial para declarar de manera general y abstracta el régimen previsional de los funcionarios de la DGAC.


En este sentido, la Contraloría cuestionó la referida acción, tanto por no tener un reconocimiento legal tácito en nuestra legislación civil como por la falta de idoneidad de esa acción para ser interpuesta a fin de resolver el conflicto jurídico planteado entre el Fisco de Chile y estos 1.331 funcionarios.



Frente a lo anterior, conviene precisar que, si bien es cierto nuestra legislación civil no consagra expresamente la regulación de las acciones de mera certeza, no lo es menos que dicho tipo de acciones han tenido un amplio reconocimiento tanto en la doctrina como en la jurisprudencia.


Ello porque, aun cuando estas acciones no se encuentran reguladas expresamente en la legislación nacional, nada obsta a que en virtud de los distintos principios que informan el Derecho Civil puedan desarrollarse y nacer a la vida del derecho, situación que, como ya señalé, ha sido reconocida ampliamente por la doctrina y por la jurisprudencia, ya que nuestros tribunales de justicia resuelven día a día varias acciones de este tipo.


En tal sentido, aun cuando en la demanda interpuesta por los 1.331 funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil ante el 29° Juzgado Civil de Santiago, caratulada “Rodríguez y otros con Fisco de Chile", causa rol C-4017-2012, se señala que es una “demanda de mera certeza”, lo cierto es que, a mi juicio, no se trata de una acción de mera certeza propiamente tal, sino que corresponde a lo que uno podría denominar “acción de condena”, ya que no se busca la declaración en abstracto sobre el régimen previsional de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, sino que se le pide expresa y concretamente al tribunal resolver respecto de la situación de 1.331 funcionarios, para lo cual le solicitan que realice una correcta interpretación de las normas legales que regulan su régimen previsional.



En este mismo sentido, queda claro que no se persigue una declaración de mera certeza, puesto que no se quiere corroborar un derecho, sino que, por el contrario, se busca una sentencia constitutiva que establezca que el régimen previsional de los funcionarios demandantes es el que rige al personal de las Fuerzas Armadas y no el referido al decreto ley N° 3.500.



Por lo demás, creo que también desvirtúa los argumentos de la Contraloría en cuanto a que se estaría solicitando al Poder Judicial declarar en forma abstracta y general, a través de la acción de mera certeza, la situación previsional de los funcionarios de la DGAC. Eso no es efectivo, pues no hay que olvidar que las sentencias judiciales tienen el denominado “efecto relativo”, esto es, que la sentencia que ha dictado en este caso la Corte de Apelaciones de Santiago, y eventualmente, si el Senado rechaza la contienda de competencia, la que determine la Corte Suprema, solo afecta a las partes que han intervenido en el juicio, y en ningún caso reviste carácter o alcance general. 



Prueba de ello es que al revisar el fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago vemos que señala expresamente en su parte resolutiva que el derecho se le concede a “cada uno de los actores”, es decir, a los 1.331 demandantes y no a la totalidad de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil. 


Un segundo punto a resolver se halla relacionado con determinar el fundamento jurídico en el cual se sustenta la intervención del Poder Judicial en esta materia.



Solo quiero recordar aquí que, conforme a lo que dispone la Constitución Política en su artículo 19, número 3°, se consagra como derecho fundamental a todas las personas el acceso a la justicia.



Y ese derecho fundamental se cumple de diversas formas: entre otras, a través del principio de inexcusabilidad de los tribunales de justicia, consagrado en el artículo 76, inciso segundo, de la Carta Fundamental.



En tal sentido, la demanda interpuesta por 1.331 funcionarios de la DGAC cumplió con todos los requisitos legales y formales para su interposición, por lo cual esos trabajadores han realizado el legítimo ejercicio de un derecho: el acceso a la justicia.


Por su parte, el 29° Juzgado Civil de Santiago, en su minuto, y la Corte de Apelaciones de Santiago, en su oportunidad, al conocer de la presente demanda y habiendo verificado que se cumplieron los requisitos legales y formales para su tramitación, se abocaron al conocimiento del asunto y emitieron pronunciamiento sobre él, conforme al principio de inexcusabilidad.



Así las cosas, habiendo sido reclamada legalmente la intervención de los tribunales civiles llamados a conocer del asunto, estos no pueden realizar una declaración de admisibilidad previa sobre la materia que ha sido sometida a su decisión, ni mucho menos analizar si el contenido de lo demandado tiene o no solución legal expresa.



De esta forma, si los tribunales de justicia estiman que el conflicto jurídico sometido a su decisión no es de aquellos respecto de los cuales deben conocer, la única herramienta legal de que disponen para rechazar su conocimiento es la declaración de incompetencia absoluta. Así, por ejemplo, si una persona que ha perdido la ciudadanía demanda ante un tribunal civil para obtener su rehabilitación, este debe declararse incompetente y remitir los antecedentes al Senado, ya que es una atribución exclusiva y excluyente de esta Alta Corporación pronunciarse en este tipo de materias.


En este mismo sentido, el legislador, al regular la declaración de incompetencia absoluta, precisó que ella puede ser declarada de oficio por el órgano jurisdiccional, en primera instancia, y excepcionalmente, en segunda instancia. Ello, porque hay que recordar lo que dispone el artículo 110 del Código Orgánico de Tribunales: “Una vez fijada con arreglo a la ley la competencia de un juez inferior para conocer en primera instancia de un determinado asunto, queda igualmente fijada la del tribunal superior que debe conocer del mismo asunto en segunda instancia”.



Asimismo, la declaración de incompetencia absoluta pueden solicitarla las partes en el juicio.



Y aquí hay que tener presente lo siguiente.



En primer lugar, el 29° Juzgado Civil de Santiago estimó que era competente para conocer de la demanda de los 1.331 funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, radicando la competencia en dicho tribunal como consecuencia de ello, y a su turno, en la Corte de Apelaciones de Santiago.



De otro lado, las partes del juicio no discutieron la competencia del tribunal para conocer del asunto. De esta manera, el demandado, Fisco de Chile, quien legalmente es representado por el Consejo de Defensa del Estado, no objetó aquello, sino que compareció a todos los actos del proceso sin cuestionar la competencia del tribunal que estaba conociendo del asunto.


Hay que tener presente que, conforme lo dispone la ley orgánica constitucional del Consejo de Defensa del Estado, a este organismo le corresponde la representación de las distintas instituciones públicas. Y entre ellas se encuentra...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor ARAYA.-... la Contraloría General de la República.



Por todo lo señalado precedentemente, soy de la opinión de que no existe contienda de competencia, o en su defecto, esta deber ser rechazada y tiene que seguir conociendo del asunto la Corte Suprema de Justicia.



Quiero precisar que mi votación en esta materia en ningún caso significa poner en duda la potestad dictaminadora de la Contraloría General de la República. Esta seguirá existiendo, y continuará siendo una atribución privativa del Órgano Contralor.


En tal sentido, conviene recordar que, dada la naturaleza legal de la Contraloría, ella no representa a la Administración, sino que solo le corresponde el control de los actos administrativos del Estado. Y como correctamente precisó el Ministro de la Excelentísima Corte Suprema Sergio Muñoz, el acto administrativo de encasillar a los funcionarios en determinado régimen previsional lo realizó el Director General de Aeronáutica Civil, lo que no fue cuestionado por el Órgano Contralor, sino que, muy por el contrario, este ha mantenido el criterio respecto del régimen previsional de los funcionarios.



Como corolario de lo anterior, el acto administrativo sometido a control jurisdiccional a través de la demanda que interpusieron los 1.331 funcionarios es el encasillamiento que realizó en su oportunidad la DGAC respecto del régimen previsional de sus trabajadores. Y es aquí, a mi juicio, donde queda absolutamente claro que los tribunales no han intervenido en una atribución propia de la Contraloría, dado que no han emitido ningún dictamen de carácter general en el ámbito administrativo, sino que, muy por el contrario, solo están ejerciendo su facultad jurisdiccional al controlar un acto administrativo.


Señor Presidente, en honor al tiempo, quiero terminar con un último punto que no considero menor y que se relaciona con el alcance de lo que resuelva el Senado el día de hoy. 



Como ya señalé, el Contralor General de la República trabó contienda de competencia para solicitar que la Corte Suprema no se avoque el conocimiento de la causa que se tramita...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Redondee la idea, señor Senador.

El señor ARAYA.-... ante el 29° Juzgado Civil de Santiago. 


Pues bien, soy de los que creen -y comparto lo que en su minuto señaló el Ministro Sergio Muñoz- que, en el evento de que el Senado le dé la razón al Contralor General de la República, queda a firme la sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago, ya que la resolución que hoy se debe tomar, dada la petición del Contralor, solo ha sido solicitada respecto de la Corte Suprema de Justicia y en ningún caso sobre lo que resolvió el tribunal de alzada.



Existiendo un vacío constitucional, dado que no se regula cuál es el alcance real de la declaración que hoy se realiza acá, estimo que el Senado no posee atribución hoy día para invalidar actos jurisdiccionales que ya se encuentran firmes y ejecutoriados, como es lo resuelto en este minuto por la Corte de Apelaciones de Santiago.


En razón de los argumentos expuestos, señor Presidente -reitero-, soy de la tesis de rechazar la contienda de competencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero felicitar al Contralor General de la República y al representante de la Corte Suprema, el Ministro Sergio Muñoz, porque creo que prestigia a las instituciones de nuestro país, dentro del principio de la bilateralidad de la audiencia, lo que hemos escuchado de ambas exposiciones.



En segundo término, expreso mi respeto por la acción judicial que dedujeron los mil y tantos trabajadores de la Dirección General de Aeronáutica Civil frente al Poder Judicial, ejerciendo un derecho.



Y en tercer lugar, deseo resaltar que, efectivamente, el Senado está llamado a resolver como un tercero imparcial, pronunciándose conforme a Derecho. 



Hecha esa aclaración, quiero compartir dos reflexiones: una de orden más general, relacionada con lo que se halla en juego, más allá de esta contienda de competencia, y otra relativa al mérito mismo de ella.



Lo primero que quiero connotar es que una de las características fundamentales de la democracia representativa, la democracia constitucional, la democracia deliberativa y del Estado de Derecho, es la separación efectiva de los Poderes del Estado, de los poderes públicos, desde Montesquieu en adelante.



Ese es un principio fundante de la democracia, actuando cada órgano, cada institución dentro de su esfera de competencia.



Aquello lo recojo en un libro que publiqué sobre América Latina, donde acuño el concepto “democracia de instituciones”. Eso es la República: el respeto por las instituciones, partiendo por la Constitución.



¿Por qué digo esto? Porque hay cosas preocupantes respecto de lo que está ocurriendo a nivel de los Poderes del Estado y de ciertas instituciones.



Lo planteo con mucho respeto.



Muchos expertos hablan de “activismo legislativo”. Por ejemplo, la Corte Suprema, por la que tengo el mayor respeto, muchas veces en sus fallos tiende a constituirse en un colegislador, en distintas materias.



En seguida, resulta inquietante la tendencia del Tribunal Constitucional en cuanto a convertirse en una suerte de poder paralegislativo.



Aquello es muy preocupante desde el punto de vista del principio de legalidad. Por ejemplo, cuando se pronuncia respecto del SERNAC a partir de un documento de la Cámara de Comercio de Santiago denominado “téngase presente”, casi de oficio, actuando mucho más allá del marco constitucional y de la ley orgánica que lo rige.



Dicho Tribunal se va erigiendo en un órgano paralegislativo, que tiende convertirse en una suerte de sucedáneo de lo que fueron los Senadores designados.



En ese contexto debe abordarse esta materia: la separación efectiva de los Poderes del Estado, la relación que se deben las instituciones y los poderes públicos.



Al respecto, miremos lo que está ocurriendo en la “Operación Huracán” entre el Gobierno, el Ministerio Público y las policías; veamos lo que fue la relación entre el Ministro de Hacienda y el Banco Central en la crisis asiática del año 98.



Entonces, mi primer llamado de atención es a ver esta acción en una perspectiva más amplia: primacía de la Constitución, de las instituciones.



Eso es la República.



Hay que evitar estos activismos legislativos que a veces ocurren en fallos de los tribunales, o la tendencia del Tribunal Constitucional a constituirse en un poder paralegislativo.



Ahora, pasando al mérito de esta contienda de competencia, aquí hay dos normas que se deben tener a la vista (entre otras, pues son las más importantes).



Primero, la del artículo 76 de la Constitución Política, sobre el Poder Judicial, que en su inciso primero señala: “La facultad de conocer de las causas civiles y criminales”, etcétera. Y en su inciso segundo agrega: “Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competencia” -lo subrayo: ¡y en negocios de su competencia!- “no podrán excusarse” -los tribunales- “de ejercer su autoridad,”.



Por lo tanto, la inexcusabilidad, que es un principio básico, se halla condicionada a que los tribunales actúen dentro de su esfera de competencia, aún más, teniendo a la vista el principio de legalidad contemplado en el artículo 7° de la Carta Fundamental (doy por sentado la supremacía constitucional del artículo 6°), que expresa: “Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley.


“Ninguna magistratura, ninguna persona”, en fin. Es la clásica definición de la Constitución del 25.



Entonces, si nos preocupamos por la democracia representativa, la democracia de instituciones, la supremacía constitucional, el principio de legalidad en general, con mayor razón debemos aplicar esos principios, en que hay una aparente tensión entre el artículo 76 de la Carta con su artículo 7°, que no es tal, pues aquello se ha de interpretar de manera sistemática y armónica.



Es cierto, la inexcusabilidad es un principio básico del orden constitucional chileno. Pero el órgano jurisdiccional pertinente está condicionado a pronunciarse cuando así se lo requiera “en negocios de su competencia”.



Por consiguiente, a mi juicio aquí no existe ningún vacío legal. Acá hay textos expresos -y no me pronuncio sobre el fondo- relacionados con el régimen previsional que debiera ser aplicable al personal de la Dirección General de Aeronáutica Civil.



En cuanto al personal de planta ya sabemos lo que rige.



La ley N° 18.948, en sus artículos 61 y 62, es muy clara sobre el régimen previsional y de seguridad social del personal de planta de las Fuerzas Armadas. Y no es aplicable la excepción del artículo cuarto transitorio.



También se refiere al “restante personal”.



Yo no sé cuál será el mejor régimen previsional en teoría. No corresponde pronunciarnos sobre el particular.



La Constitución es clara en sus artículos 98 y 99 respecto de las atribuciones de la Contraloría General de la República, que básicamente son el control de la legalidad de los actos de la Administración (función principalísima), la fiscalización del ingreso y la inversión de los fondos del Fisco.



Aquello es texto expreso.



El artículo 6° del decreto N° 2.421, del Ministro de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, es clarísimo en cuanto a sus facultades para dictaminar en diversas materias, tales como jubilaciones, pensiones de retiro, régimen previsional y de seguridad social.



¡Para qué insistir!



Ley N° 16.752, de la Dirección General de Aeronáutica Civil, servicio dependiente de la Fuerza Aérea y que cabe, por lo tanto, dentro de la esfera de control de la Contraloría General de la República.



Reitero: me estoy refiriendo a textos expresos; no estoy opinando.



El artículo 4° del Código Orgánico de Tribunales, que existe desde siempre, prohíbe al Poder Judicial mezclarse en atribuciones de otros poderes públicos, y viceversa: principio de la separación efectiva de los poderes públicos.



Principio de legalidad: artículo 7° de la Constitución Política.



No estoy dando opinión, sino citando los textos de la Carta Fundamental y de la ley para decir que aquí no hay vacío legal ni incertidumbre jurídica y para afirmar categóricamente que sí existe un texto expreso en materia de régimen previsional del personal de las Fuerzas Armadas, más allá de lo que fuera deseable. 



Hay un texto expreso en la Constitución Política; en las leyes orgánicas y en las normativas que señalé; en el decreto N° 2.421, etcétera.



También se halla el principio de deferencia que se deben los poderes públicos, unos respecto de otros. Y lo relativo al impacto fiscal.



El señor Ministro de la Corte Suprema dice: “No es un problema económico; es un problema jurídico”.



¡Cierto! Esta contienda de competencia es un asunto jurídico. Pero tiene consecuencias económicas. Y nosotros, bajo dos parámetros, no podemos prescindir de ello.



El primero es el orden público económico.



Existe el llamado “orden público económico”, concepto relacionado con la responsabilidad fiscal, la estabilidad macroeconómica, el principio de legalidad, en fin.



Y hay otro principio, que no es constitucional, sino ético: la ética de la responsabilidad (Max Weber).



¿Qué significa? Que uno debe tomar decisiones atendiendo al efecto que ellas vayan a tener en los demás; en este caso, en las instituciones del Estado, en el funcionamiento de los poderes públicos.



Hay, pues, un orden público económico, una ética de la responsabilidad, un principio de deferencia que evidentemente señalan importancia respecto de los montos.



Y existe un precedente. Porque cuando uno resuelve o falla de determinada manera genera aquello. De modo que no podemos prescindir de tales consideraciones.



Entonces, el tema de fondo es jurídico. Habiendo texto expreso en la cuestión debatida, no hay vacío legal ni incertidumbre jurídica. Y creo que corresponde acoger la contienda de competencia promovida por la Contraloría General de la República, partiendo de la base de que seguramente aquí habrá votación dividida.



¡Legítimo! Es la democracia deliberativa; este es el Parlamento.



Termino con lo siguiente.



Yo sugiero que como Senado, cualquiera sea la definición, a favor o en contra de la cuestión de competencia, al menos dejemos claramente establecido que lo relacionado con el régimen previsional es una materia exclusiva de los poderes colegisladores.



El día que nos movamos de ese principio vamos a estar en problemas.



Esta es una cuestión de principios y de orden constitucional.



Solo a los poderes colegisladores les cabe definir las materias previsionales. Si no, veamos el drama que vivió Chile en los años cincuenta, sesenta, principios de los setenta. Y los remito al discurso del Presidente Eduardo Frei Montalva del 21 de mayo de 1970, donde demuestra con impotencia, con frustración, con algo de rabia, cómo el orden público económico fue perforado en la medida que se fueron olvidando ciertos principios fundamentales como el de legalidad, supremacía constitucional, separación de los poderes públicos, etcétera.



Ojalá que podamos aprobar por unanimidad, cualquiera sea el pronunciamiento que adoptemos ahora, una declaración en el sentido de que lo relativo al régimen previsional es única y exclusivamente materia de los poderes colegisladores.



Por eso, votaré a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, en honor al tiempo, no voy a repetir varios conceptos que se han emitido aquí. Tampoco me referiré al orden público económico.



Creo que en esta instancia no nos corresponde pronunciarnos sobre el fondo de los argumentos de la demanda de los funcionarios de la Dirección de Aeronáutica ni cabe analizar los efectos derivados de acoger o rechazar aquella.



Lo que procede al resolver una contienda de este tipo es exclusivamente determinar cuál de los dos entes en disputa es el competente para zanjar determinada cuestión y en caso alguno superponerse en las atribuciones de este y fallar la materia de fondo.



Pero, antes de entrar a pronunciarme sobre el asunto al que hemos sido convocados, no puedo dejar de referirme a ciertas condiciones de contexto de esta contienda.



Me pregunto por qué el sistema político no ha sido capaz hasta ahora de resolver, en un sentido u otro, las demandas de los funcionarios de la DGAC. Incluso, el Contralor ha llegado a sostener que hay un daño previsional manifiesto para ellos. 



Tales situaciones no pueden prolongarse indefinidamente. Y eso es responsabilidad de los poderes en los que recae la función legislativa, principalmente el Ejecutivo, toda vez que se trata de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



Asimismo, si bien es cierto que la Contraloría General de la República cuenta con claras facultades para dictaminar en lo atinente a remuneraciones y derechos previsionales de los funcionarios públicos, no lo es menos que ellas tienen su origen en un marco legal que data de hace varias décadas y que existe un amplio desarrollo jurídico posterior que exige la actualización del marco aplicable al Órgano Contralor.



La gravitación que han alcanzado los temas de probidad y transparencia en los últimos años y la necesidad de modernizar el Estado, incluyendo a los entes de la administración pasiva, como la Contraloría, son desafíos de la mayor importancia.



Por otro lado, en algunas oportunidades se presentan situaciones en que la Contraloría o los tribunales pretenden resolver asuntos propios de la Administración en su rol esencial de satisfacer las necesidades de la población, lo que supone siempre una priorización de alternativas, como es propio de toda política pública.



Esta confusión en los límites del ámbito de atribuciones de cada cual debe ser abordada de manera de dar mayor certeza a los propios órganos y, por cierto, a los ciudadanos. 



En definitiva, se precisa remirar nuestro entramado institucional, desde la Constitución. Y espero que el nuevo Gobierno lo incluya dentro de sus objetivos, sin perjuicio de nuestras propias responsabilidades como Poder Legislativo.



Señor Presidente, entrando derechamente en materia, me parece que se trata de una contienda de competencias que no son equivalentes. En efecto, ambas tienen una jerarquía diferente: de una parte, la facultad jurisdiccional del Poder Judicial está definida en la Constitución; en tanto, la de la Contraloría, la de emitir dictámenes, lo está solo en su propia ley orgánica. 



Por otro lado, en cuanto a su naturaleza, las dos facultades son distintas. Si bien pueden recaer sobre un mismo asunto, difieren en su alcance e imperio; esto es, la capacidad de hacer cumplir lo juzgado.



Mientras las sentencias de los tribunales solo afectan a las partes y tienen imperio, los dictámenes de la Contraloría son obligatorios para toda la Administración; o sea, tienen efectos generales, pero no cuentan con imperio.



En consecuencia, no se advierte una verdadera contienda de competencias, sino más bien un conflicto en cuanto al fondo entre lo resuelto en sede administrativa y lo resuelto en sede judicial. Y, en este plano, me parece que la supremacía judicial es clave en nuestro marco constitucional.



En definitiva, estoy por rechazar la contienda de competencia entablada, porque creo que es inexistente. Pero prevengo que esto no puede considerarse una opinión a favor o en contra de la pretensión de los funcionarios de la DGAC. 



Ambas facultades, la de la Contraloría y la de los tribunales, están plenamente vigentes, tienen su oportunidad precisa para desplegarse y no deben tocarse entre sí.



Incluso, si se acogiera la pretensión del Contralor y los demandantes requirieran previamente su dictamen, de todas maneras los tribunales seguirían siendo competentes para conocer de las impugnaciones que se presenten en contra de las decisiones adoptadas. 



Este hecho pone en evidencia la supremacía de la facultad  jurisdiccional para resolver todo tipo de controversias o reclamaciones que surjan de parte de los ciudadanos; y ello no puede ser limitado por la acción de un órgano de la Administración, por muy valiosos que sean los principios que sostiene.



Voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el 6 de marzo del 2012 un grupo de funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil (1.331) interpuso una acción declarativa de mera certeza en contra del Fisco de Chile y de la DGAC con el objeto de “poner término a la situación de incertidumbre jurídica que se ha producido con motivo de un vacío legal” relacionado con el sistema previsional que debe corresponderles a los referidos trabajadores.



A raíz de dicha acción, se inició en los tribunales un procedimiento que buscó determinar si, de acuerdo a la petición de ese grupo de funcionarios, correspondía aplicarles el régimen jurídico previsional común a todos los chilenos, el de las AFP, o el régimen excepcional destinado a las Fuerzas Armadas y, por lo tanto, pasar a depender de CAPREDENA.



Tal situación originó en su momento un reclamo del Órgano Contralor, el cual señaló que, conforme a la Ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República -decreto N° 2.421, de 1964-, le compete a dicho ente la facultad de determinar esta materia. En particular, su artículo 6° señala que “Corresponderá exclusivamente al Contralor informar sobre derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo, y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización, para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen.”.



A partir de esa definición, y no obstante que los procedimientos judiciales avanzaron del tribunal respectivo a la Corte de Apelaciones de Santiago y de esta a la Corte Suprema, no ha sido posible que el predicamento planteado por la Contraloría sea acogido por los tribunales de justicia.



Por lo tanto, en uso de sus atribuciones, la Contraloría reclamó primero ante el Tribunal Constitucional acerca de la contienda de competencia que se habría suscitado entre los tribunales y ella (tribunales inferiores, por así decirlo; no los tribunales superiores, porque la competencia en la materia está radicada en el Senado); apeló de esa injerencia -entre comillas- en sus atribuciones por parte de aquellos, y dicho órgano constitucional acogió la solicitud y declaró que, efectivamente, no les correspondía a los tribunales pronunciarse sobre el asunto sin que antes la Contraloría hubiera tomado razón, a través de un dictamen, del planteamiento pertinente.



Con posterioridad, al llegar el caso a la Corte Suprema, la Contraloría hizo un planteamiento ante nosotros. Es lo que pudimos oír esta mañana en los alegatos tanto del Contralor como del Ministro Muñoz, en representación de la Corte Suprema. Y es sobre ello que ahora debemos adoptar una decisión, en uso de nuestras atribuciones.



Al respecto, debo señalar que, efectivamente, en este caso se está produciendo una contienda de competencia, porque la Corte Suprema y otros tribunales están conociendo una reclamación de los funcionarios de la DGAC acerca de una materia que, según el Órgano Contralor, está reservada con exclusividad a otro órgano del Estado: la Contraloría General de la República; y que la acción de los tribunales en esta materia solo es pertinente una vez que haya existido un dictamen de aquella. No existe otra forma de permitir que los tribunales actúen; de lo contrario, se le estarían quitando a la Contraloría atribuciones exclusivas.



Por consiguiente, se produce el diferendo acerca de a quién le corresponde pronunciarse sobre esta materia, de quién es competente para resolver la materia.



Nos corresponde, pues, pronunciarnos sobre la cuestión específica y estrictamente jurídica. 



Quiero precisar que nuestro pronunciamiento no dice relación con la situación del régimen previsional que afecta hoy a los funcionarios de la DGAC. Nosotros no estamos discutiendo en torno a las bondades o defectos del sistema previsional; no estamos debatiendo acerca de la legitimidad de las aspiraciones de los funcionarios de la Dirección de Aeronáutica Civil respecto al régimen que creen justo tener.



Aquí estamos discutiendo si corresponde que el reclamo de dicho funcionario sea resuelto por los tribunales de justicia o si se requiere en forma previa a su intervención un pronunciamiento de la Contraloría General de la República.



Por los antecedentes que hemos podido escuchar y atendidos los fundamentos que se han dado en esta larga discusión -en la Comisión de Constitución los oímos durante mucho tiempo-, nos parece que hay principios que debiéramos tener a la vista para poder resolver esta materia y que nos hacen entender el reclamo del Órgano Contralor con respecto a su competencia.



Ello, por una razón muy sencilla: si no se acoge el reclamo de la Contraloría y los tribunales entran a conocer del asunto sin el dictamen previo, lo que estarán haciendo en la práctica será inhibir, privar a aquella del ejercicio de una atribución que le es exclusiva.



El artículo 6° que leí le entrega en forma previa a la Contraloría el derecho a determinar y a interpretar las normas respecto de cualquier petición que en materia de pensiones, jubilaciones, montepíos, en fin, formulen los funcionarios públicos.



Si tal derecho no se respeta porque los tribunales deciden intervenir, entonces están restringiendo una competencia específica, que es prerrogativa exclusiva, de un órgano del Estado. Por lo tanto, se le está quitando su competencia en determinada materia.



Las explicaciones que el Ministro Muñoz dio tanto en la Comisión cuanto aquí no se han hecho cargo de aquella situación.



El Ministro Sergio Muñoz -y en general los Ministros de la Corte Suprema- tiene una versación jurídica de excepción (yo les tengo gran admiración y respeto a los Ministros del Máximo Tribunal; los hemos conocido; en estos 24 años prácticamente me ha tocado participar en la nominación de todos ellos). Sin embargo, me ha sorprendido que sobre este punto específico, que es donde radica la médula de la discusión, no se haya pronunciado.



Al revés, entró en el fondo del asunto, diciendo: “Las personas tienen derechos y hay que buscar cómo les resolvemos el problema”.



¡Está muy bien!



Pero nosotros, ante todo, respondemos al Estado de Derecho y al orden de competencias que establece nuestro ordenamiento constitucional y jurídico. En consecuencia, nos corresponde resolver la cuestión de acuerdo a eso.



Repito: sobre ese punto el Ministro Muñoz  no se pronunció.



Dos son los principios que se han invocado en esta materia para poder proceder, por parte de los propios funcionarios y en algunos alegatos del Ministro: uno -es más bien un fundamento-, la declaración, de mera certeza solicitada por los funcionarios, y dos, el principio de inexcusabilidad.



Al respecto, yo quisiera señalar que cuando se trata de actos de mera certeza se dice que se está ante una situación en la que hay incertidumbre jurídica sobre determinada materia. Pero cuando nos hallamos frente a una situación que tiene años de solución y acerca de la cual existen una normativa vigente y una aplicación consistente de ella, resulta extraordinariamente difícil pensar que nos encontramos ante un caso de incertidumbre jurídica y que, por tanto, es necesario hacer una declaración de mera certeza para zanjar aquella.



¡No existe incertidumbre!



¡Hay  precedentes claros y consistentes!



¡Existen leyes que establecen y afirman los principios!



Por consiguiente, hablar de que quienes reclaman tienen necesidad de una declaración de mera certeza en la materia no corresponde.



Ahora, cuando el Ministro Muñoz nos dice aquí que no se trata de un acto de declaración de mera certeza sino de un reclamo en contra del encasillamiento de los funcionarios, me parece que está actuando ultra petita. Porque aquí no se le está preguntando por su opinión respecto de cuál tendría que ser el reclamo de los funcionarios. Él debe responder acerca de cuál es el reclamo de los funcionarios. Y el reclamo es de declaración de mera certeza.



En consecuencia, también ha sido extraña la declaración hecha por el Ministro Muñoz en cuanto a que aquí no hay necesidad de una declaración de mera certeza. Ello, quizás porque advierte que no existe incertidumbre.



En realidad, no hay incertidumbre, pues se trata de una materia regulada por ley desde 1985, mediante normas aplicadas sin excepción desde ese año. Entonces, la acción en comento no puede determinarse como necesaria, ya que hay certeza.



Más bien, pareciera ser una manera de modificar el sistema legal que nos rige en materia previsional. Pero eso es extremadamente peligroso, porque los regímenes previsionales, cualesquiera que sean, deben ser resueltos y modificados solo por la vía legal.



El principio que señalaba recién el Senador Walker -estoy seguro de que todos lo compartimos- puede ser vulnerado si la Corte Suprema entra en una interpretación que diga “¡No, no, no! ¡Si estos siempre debieron haber sido miembros de la Fuerzas Armadas!”, en circunstancias de que la ley N° 18.458, de 1985, es una normativa excepcional a un régimen que se les aplica a todos los chilenos: solo a los miembros de las Fuerzas Armadas, y pensando en los uniformados que cumplen una labor muy específica, se les ha dado un régimen excepcional.



Por consiguiente, en cuanto a la extensión de dicho régimen a personas que laboren en instituciones o servicios vinculados al sector Defensa -la DGAC, FAMAE, la CNI, etcétera-, no parece pertinente que la resolución sea mediante la interpretación judicial, pues por esa vía se rompe el principio de excepción que establece el ordenamiento jurídico previsional y, en definitiva, terminen legislando los tribunales.



Nosotros no podemos aceptar ese mecanismo, que rompe el principio constitutivo del Estado de Derecho.



Por lo tanto, no podemos dar la razón al planteamiento de que aquí se necesita una declaración de mera certeza ni a ningún tipo de interpretación que sirva de pretexto para modificar el régimen previsional chileno.



¿Será bueno? ¿Será malo? Esa es materia de otra discusión.



De hecho, el actual Gobierno instaló una propuesta de modificación del régimen previsional. El próximo también es partidario de enmendarlo. Pero ese es un debate con respecto al mérito del asunto de fondo, el cual se debe dar en la instancia pertinente, pero no a propósito de una interpretación que cambia lo que la historia y la jurisprudencia han establecido en cuanto a quiénes son las personas a las que se les aplica el mencionado régimen excepcional.



¡Solo le compete al legislador resolver un eventual cambio del régimen previsional!



El segundo principio es el de inexcusabilidad.



Por cierto, los tribunales no pueden excusarse del conocimiento de una materia de su competencia, ni aun a pretexto de que no existe ley que le permita resolverla.



La pregunta es si en este caso existe ley.



Ya está claro que  existe ley: una ley general que establece un régimen previsional y una excepcional que determina a quiénes se les aplica un sistema distinto.



No hay, pues,  una discusión sobre incertidumbre legal.



Pero la siguiente pregunta es: ¿Y son estos negocios de su competencia? Porque eso es lo que debemos definir.



Pues bien, yo considero que el principio de inexcusabilidad no posibilita que los tribunales asuman esta materia, porque el ordenamiento legal ha determinado, cuando existen dudas o dificultades al respecto, que corresponde obtener un dictamen de la Contraloría antes de un pronunciamiento judicial.



El procedimiento establecido -bueno o malo- dispone que, cuando un funcionario o un grupo de ellos quieren un pronunciamiento acerca de qué régimen previsional les corresponde, eso debe ser definido en primera instancia por el organismo contralor.



No se trata de que los tribunales no puedan intervenir, sino de que lo hagan con posterioridad. Luego, existe un control jurisdiccional, pero en el momento pertinente.



Por lo tanto, al actuar del modo como estos lo han hecho, obviamente se saltan la competencia propia de la Contraloría y alegan una cierta inexcusabilidad que no procede, porque se estaría terminando con dichas atribuciones. No pueden, sobre la base de dicho principio, conocer de cualquier cosa cuando hay entidades competentes para actuar antes.



¿Se puede reclamar ante los tribunales del dictamen del Contralor? Sí. Ese será el momento del control jurisdiccional.



El Ministro señor Muñoz decía que varios reclamantes han obtenido un pronunciamiento de la Contraloría. Así es. Pero este reclamo judicial no ha obedecido a dictámenes específicos, sino a la búsqueda de una declaración de mera certeza, la que, por lo tanto, no cabe aplicar.



Creo que se busca un pretexto para modificar el ordenamiento legal y que no es menor en sus consecuencias. Ignoro el costo, pero solo la extensión en la DGAC implicaría una cantidad significativa de millones de dólares. Y si la medida se aplica para ese servicio, los funcionarios de muchas instituciones que se encuentran en la misma situación van a requerir, con razón, el mismo derecho.



Se trata de una cifra no menor, en el incremento anual, del orden de 150 millones de dólares.



El señor Ministro no puede decir que los problemas económicos no existen.



Todos quisiéramos una previsión como la de las Fuerzas Armadas. Sin embargo, como el país no puede pagarla, no podemos darnos ese lujo.



Por alguna razón se ha establecido la excepción, la cual tiene que ser interpretada restrictivamente, porque las consecuencias económicas no pueden ser obviadas.



En consecuencia, el asunto de fondo dice relación con la necesidad de respetar el principio de la competencia entregada a la Contraloría General de la República, sin perjuicio de que los funcionarios afectados puedan reclamar jurisdiccionalmente si no les satisface el dictamen respectivo. Eso establece el artículo 3º de la ley Nº 19.880 al fijarse el control jurisdiccional de las determinaciones que ese organismo adopte.



Lo anterior se ha hecho en reiteradas ocasiones, y, de seguirse el procedimiento adecuado -esto es, que el organismo contralor actúe primero y que el control jurisdiccional proceda luego respecto de su resolución-, estaremos manteniendo nuestro ordenamiento jurídico. Ello no ha ocurrido en este caso, motivo por el cual es necesaria una corrección.



Por lo tanto -y con esto termino-, se debe acoger el planteamiento de la Contraloría General de la República y expresar que, mientras ella no se pronuncie sobre el régimen previsional que cabe aplicar a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, ningún tribunal -no este u otro- puede admitir a tramitación un reclamo o una declaración de mera certeza. Solo emitido tal dictamen procederá el control jurisdiccional, lo que va en plena línea con el fallo del Tribunal Constitucional.



Quiero manifestar expresamente que no es correcto lo dicho por el Ministro señor Muñoz en el sentido de que si aceptamos el dictamen de la Contraloría se dará el cúmplase al fallo de la Corte de Apelaciones, porque lo establecido por el Tribunal Constitucional -y lo que acogeremos al suscribir esa tesis, si así lo decide la mayoría del Senado- es que ningún organismo jurisdiccional, ni la Corte Suprema ni una Corte de Apelaciones ni un tribunal de primera instancia, puede conocer de la materia sin que antes se haya pronunciado el organismo contralor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, hemos sido convocados como Senado para resolver sobre una contienda de competencia. Esa es nuestra responsabilidad esta tarde.



Después de escuchar las latas intervenciones tanto del Contralor General de la República como del Ministro señor Muñoz, expresidente de la Corte Suprema y en su representación, así como el informe que nos entregó el Senador señor Harboe en nombre de la Comisión, no cabe duda de que el asunto no es sencillo.



Si lo fuera, no se observaría lo que estamos viendo. Lo digo desde el punto de vista jurídico, por haberse escuchado durante la mañana, al igual que ahora, que existen interpretaciones diferentes.



Por otro lado, el fondo de la cuestión es si existe o no una contienda de competencia.



Con todo, no puedo dejar de señalar que si no se hubiera impuesto el sistema de las administradoras de fondos de pensiones, creado durante la dictadura, no estaríamos en esta situación. Desgraciadamente, esa es la realidad que han vivido muchísimos trabajadores, y no hemos logrado, como país, una reforma que permita garantizarle a la gente lo que sería justo al término de la edad laboral. Sé que ese no es el tema que nos ocupa, pero no puedo dejar de mencionar el perjuicio sufrido por miles de personas, de distintos sectores.



Como se ha dicho, los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil acudieron a un juzgado civil frente a una incertidumbre jurídica relativa a su situación previsional. Como todos los trabajadores y ciudadanos, tienen el legítimo derecho a accionar ante un tribunal para esclarecer cualquier hecho. En las últimas décadas han sido encasillados por el jefe de Recursos Humanos de la DGAC bajo el régimen previsional general regido por el decreto ley N° 3.500, de 1980, que regula las administradoras de fondos de pensiones.



Recordemos que el derecho a accionar contra la Administración del Estado es de rango constitucional. El inciso segundo del artículo 38 de la Carta expresa que “Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño.”. Entonces, quitarles a los trabajadores la posibilidad de acudir a la justicia sería vulnerar un derecho establecido en la Ley Fundamental.



Como contrapartida, los tribunales se rigen, frente a las acciones, por el principio de inexcusabilidad, consagrado en el artículo 76 de la Constitución, el cual se traduce en un deber de respuesta ante las peticiones de ciudadanos o de trabajadores.



Existen, además, dos normas de rango legal que hacen compleja la intervención de la Contraloría en asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales.


En efecto, la ley Nº 19.880, sobre Procedimientos Administrativos, establece, en el inciso tercero del artículo 54, que “Si respecto de un acto administrativo se deduce acción jurisdiccional por el interesado, la Administración deberá inhibirse de conocer cualquier reclamación que este interponga sobre la misma pretensión.”.


En el mismo sentido, en el artículo 6º de la ley de la Contraloría se establece que esta no intervendrá ni informará los asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales, como es el caso que nos ocupa.



En suma, normas constitucionales establecen el derecho de acción de los ciudadanos y el deber de respuesta de los tribunales, mientras que dos disposiciones de rango legal impiden al órgano contralor actuar en asuntos sometidos al conocimiento de estos últimos. Me parece que son argumentos suficientes, los que me hacen rechazar la contienda de competencia.



Por otro lado, si bien la ley de la Contraloría establece, en el artículo 6º, la atribución de ese organismo para informar exclusivamente sobre pensiones de retiro, jubilaciones, etcétera, ella es limitada cuando las cuestiones se encuentran entregadas a organismos jurisdiccionales.



Finalmente, tenemos que asegurarle al ciudadano, frente a cualquier decisión de los órganos de la Administración del Estado, la posibilidad de accionar ante los tribunales, y serán estos los que dirán si son competentes o si hay o no argumentos para acoger la petición. A mi juicio, este derecho fundamental no debe vulnerarse, ya que es deber del Estado garantizar su ejercicio y respeto.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.



Dispone de un minuto adicional.

La señora ALLENDE.- Gracias, señor Presidente.



El derecho a accionar es un pilar del debido proceso que debemos garantizar  para todos, en especial para los trabajadores.



Solo deseo consignar que si se trata de entrar a la modificación del sistema previsional, ello es materia de ley, por cierto. Tendrían que hacerlo los colegisladores. Ese será un desafío insoslayable para el país de ahora en adelante, pues creo que no es posible que un pequeño grupo cuente con el privilegio de disponer de un sistema previsional del cual carece el conjunto de la población y que genera una enorme diferencia, como es evidente. Por desgracia, eso nunca hemos logrado solucionarlo. Ha llegado la hora de meter mano en el asunto de fondo, que es dicho sistema y su enorme inequidad e injusticia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, previo a pronunciarme sobre la cuestión central, quiero hacer ver que el tema previsional que hoy día nos convoca, entre otras cosas, ante el hecho de que un sector laboral se muestra afectado por la obligación de imponer en las administradoras de fondos de pensiones, no es más que una muestra clara y concreta de la grave crisis de nuestro actual régimen en la materia, que urge modificar en forma profunda, ya que el sistema ha demostrado ser incapaz de entregar pensiones dignas.



En relación con la controversia planteada y que en esta ocasión debemos resolver jurídicamente, como jueces, estimo que no existe una contienda de competencia, pues la atribución de la Contraloría es de fuente legal y corresponde a su potestad dictaminadora. Por su parte, la potestad jurisdiccional de la Corte Suprema es de fuente constitucional y legal.



En virtud de ello, no cabe la posibilidad de contienda alguna, porque, en definitiva, la función de cada órgano es de distinta naturaleza, formal y material: una es administrativa, de determinación del sentido y alcance de las leyes de esta índole, y la otra es jurisdiccional. Por lo tanto, no se podría entrar en concurso o en conflicto.



Sumado a lo anterior, el derecho de acceso a la justicia para todo ciudadano se encuentra asegurado en tratados internacionales y, en especial, en el caso de la Administración, en el artículo 38 de la propia Constitución Política. Por ello, desconocer la posibilidad de accionar ante un tribunal significaría una grave vulneración de tal derecho por parte del Estado.



Tampoco es cierto que sea necesario acudir primeramente al ente administrativo para poder preparar la vía judicial a través de un recurso de ilegalidad, porque ni la Constitución ni una ley establecen que debe existir un reclamo administrativo para poder intentar una acción judicial.



Asimismo, existe unanimidad entre los constitucionalistas en el sentido de que las acciones de mera declaración de certeza se encuentran reconocidas por nuestro derecho y son totalmente admisibles como una posibilidad de petición a un tribunal.



¿Cuál es la declaración que pretenden los funcionarios de la DGAC? Ellos fundamentan su posición citando el artículo 21 de la ley N° 16.752 y el artículo 2° de la ley N° 17.931. Ambos cuerpos legales establecen expresamente que el sistema previsional que les corresponde es el de las Fuerzas Armadas. Plantean que dichas disposiciones no han sido derogadas por la legislación posterior dictada sobre la materia, en especial la ley N° 18.458. Por lo tanto, ese personal permanecería en el sistema de la CAPREDENA.



Pues bien, dicho asunto, de interpretación jurisdiccional y judicial, puede y debe ser definido por los tribunales de justicia, siendo absolutamente legítimo que estos decidan basados en una interpretación jurídica y armónica de las normas en juego.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, el tema central por resolver es la contienda de competencia.



Creo que ella es al menos desigual.



Si dirimimos que la Corte Suprema carece de competencia, sabemos exactamente cuál será el resultado: todo indica que el efecto jurídico de la determinación originaría la nulidad de todas las actuaciones precipitadas en el juicio.



En concreto, esa sería una desestimación inmediata de la pretensión de los trabajadores de la Dirección General de Aeronáutica Civil, quienes seguirían sujetos al sistema de las AFP.



Otra tesis, expuesta acá, es que si fallamos a favor de lo planteado por la Contraloría, quedaría firme la resolución de la Corte de Apelaciones.



Al menos al Senador que habla se le hace muy difícil sostener que si un tribunal superior se halla imposibilitado de conocer, quedaría firme la resolución de tribunales inferiores.



Por el contrario, si dirimimos que la Corte cuenta con competencia, el resultado es incierto, puesto que esta Corporación ni por asomo puede presumir el contenido de un fallo que aún no se pronuncia.



Como observarán Sus Señorías, con una decisión sabemos cuál es el efecto inmediato; con la otra, lo desconocemos.



De lo que sí nos hallamos impuestos es de que la fuente normativa de la potestad dictaminadora de la Contraloría se halla consagrada -se ha dicho acá- en el artículo 6° de su ley orgánica. En cambio, la función jurisdiccional de conocer los conflictos jurídicos que ocurren en la sociedad es de rango constitucional. Esta es la esencia del funcionamiento de un Estado de Derecho.



Además, existe una doble cara, pues se garantiza el derecho de cualquier ciudadano a accionar ante los tribunales para hacer valer sus legítimas pretensiones. La tutela judicial efectiva es un derecho humano: el de toda persona para acceder a uno de ellos, hacerle un planteamiento y obtener una respuesta jurídica en tiempo prudente. Y se basa en el principio de la inexcusabilidad: aun a falta de ley, siempre se debe dar una respuesta ante una acción.



Por eso, me inclino porque el Senado sea un canal que haga fluir el funcionamiento de las instituciones.



Mantengo una posición sobre el conflicto de fondo. Creo que los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil están sujetos en su labor a igual riesgo que el personal militar -he sido testigo de procedimientos al interior de aeropuertos y de la actuación de no sé si la totalidad, pero sí de un número importante de ellos- y que no debiera existir discriminación en cuanto a los sistemas previsionales. Pero no seré quien lo decida. Es preciso retroceder un paso antes y reconocer el derecho de esos trabajadores de llevar su pretensión ante la justicia y obtener un fallo.



La Contraloría tiene mucho que decir, por supuesto, y por ello fue emplazada a través del órgano con la personería para la representación estatal: el Consejo de Defensa del Estado.



Por lo demás, es bueno recordar que fue este último organismo el que presentó el recurso de casación ante la Corte Suprema. El mismo Estado pidió el pronunciamiento del Máximo Tribunal. A fin de cuentas, este es un caso Fisco contra Fisco.



La incongruencia debe llamarnos a la reflexión. Y también es una invitación al próximo Gobierno a que en el Congreso discutamos en profundidad una reforma previsional que les garantice a todos, militares y civiles, pensiones dignas y haga innecesario que un grupo de personas trate de escapar de un sistema injusto, que tiene en la pobreza a muchos adultos mayores. ¡Ese es el debate que la sociedad nos exige!



Mientras eso ocurre, dejemos que las instituciones -en este caso, el Poder Judicial- funcionen adecuadamente. En efecto, los trabajadores de la Dirección General de Aeronáutica Civil quieren salir del régimen de las AFP; quieren cambiar el estado en que se encuentran producto de lo que califican de error: el encasillamiento consagrado en el decreto ley N° 3.500, de 1980; quieren que se declare que les corresponde la aplicación de otro sistema, que es el contemplado en el decreto con fuerza ley N° 1, de la Subsecretaría de Guerra, y que se reviertan los efectos de la aplicación de la primera normativa citada. ¡Eso es un litigio y no una declaración de mera certeza! Porque entiendo que los recurrentes no abrigan ninguna duda de que sus derechos han sido vulnerados. Como ha estimado la Corte Suprema, se trata de una acción constitutiva.



Voy a votar a favor de la competencia de esta última, que tendrá que llegar a una definición. No es la primera vez ni será la última en que un tribunal dirima las condiciones en que un modelo previsional de salud o de garantía de otros derechos sociales se aplica a un determinado grupo.



De hecho, ello pasa todos los días en salud con los recursos de protección contra las isapres, porque tampoco…



¿Me concede un minuto, señor Presidente, para terminar?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

El señor QUINTANA.- Gracias.



Hacía referencia a los recursos de protección que se resuelven respecto a las isapres, porque tampoco hemos logrado avanzar lo suficiente en establecer en este ámbito un sistema que ponga por delante los derechos de las personas.



Como señalé al partir mi intervención, la contienda es desigual y voy a votar para que sea un poco menos desigual. Que la Corte Suprema dirima.



Gracias, señor Presidente.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa el siguiente documento: 

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (boletín N° 8.924-07).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solo puedo dar cuenta de este documento, pues estamos en votación.

El señor LETELIER.- ¿Se puede tomar la decisión de ponerlo en tabla mañana? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Al final de la sesión veremos.



También se ha pedido recabar la unanimidad para que mañana se analice en Comisiones unidas de Salud y de Hacienda el proyecto que traspasa el establecimiento de salud de carácter experimental, Hospital Padre Alberto Hurtado, a la red del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente y delega facultades para la modificación de las plantas de personal del mencionado Servicio (boletín N° 11.484-11). 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, seguimos viéndolo en la Comisión pero nos llegó una iniciativa sobre los profesores.



No se halla presente el Presidente de la Comisión, pero puedo decir que estamos citados a otra reunión a la misma hora. Entonces, no calza.



Déjeme conversarlo, señor Presidente, para ver cómo podemos armonizar los horarios.



Es cuanto quería plantear: no lleguemos a acuerdo hasta que podamos conversar en qué momento se puede hacer.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Queda pendiente el acuerdo.



Ustedes me informarán.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¿lo otro queda para mañana?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo veremos.

)-------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, una cuestión previa sobre el procedimiento.



Desde 1993 hasta hoy se han promovido siete contiendas de competencia (seis tuvieron pronunciamiento del Senado, mientras que una fue retirada por la Contraloría General de la República). La mayoría de ellas fueron promovidas en contra de cortes de apelaciones. Esta, en cambio, se dirige a la Corte Suprema.



Como cuestión previa resulta importante recalcar que, no obstante estar expresamente consagrada la facultad exclusiva de esta Corporación de resolver las contiendas de competencia que se susciten entre autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia -lo preceptúa el artículo 53, número 3°, de la Constitución Política de la República-, no existe un procedimiento reglado y definitivo para realizar este trámite.



Sin duda, en lo futuro debería pensarse en este aspecto.



Lo señalo, porque la Comisión de Constitución del Senado estudió durante un buen tiempo esta contienda de competencia, en la que tuvimos la oportunidad de escuchar no solo al requirente y al requerido, sino también, a muchos abogados que nos ilustraron con sus posiciones respecto de esta materia.



Pero la demora no tuvo que ver con un mero capricho, sino más bien con una decisión de los Comités en cuanto a autorizar que los alegatos de requirente y requerido se hicieran en Sala, situación que ya había ocurrido con anterioridad en la Comisión de Constitución.



El Senado debe discutir sobre una modificación al Reglamento para contar con un procedimiento más expedito, toda vez que esta causa se originó en 2012 y llegó a conocimiento de esta Corporación a fines de 2016. La hemos analizado durante mucho tiempo. Se requiere, pues, una modificación de procedimiento.



Señor Presidente, lo primero que me parece relevante manifestar es qué resolvemos hoy y cómo debemos hacerlo.



Se ha dicho que hoy el Senado de la República ha de dilucidar cuál es el régimen previsional al cual deben estar adscritos los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil. 



La verdad es que eso no es cierto. Esta Corporación, como se expresó, debe fallar, en virtud de su atribución exclusiva y en condición de juez, de tribunal, respecto de una contienda de competencia, y en particular sobre lo que se nos ha solicitado.



Al respecto, permítame leer a los Honorables Senadores y Senadoras la parte petitoria de quien motivó esta contienda de competencia, el señor Contralor General de la República, pues eso nos fijará el marco y el tema sobre el cual debemos pronunciarnos.



En concreto, el Contralor pide que el Senado: 



“1. Se sirva darle trámite y que, en definitiva, declare que la Excma. Corte Suprema, al avocarse al conocimiento del recurso de casación en el fondo rol N° 76325-2016, deducido en contra de la sentencia de segunda instancia dictada por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago en la causa “Rodríguez Mendoza con Fisco”, se ha atribuido una competencia que no le corresponde, desconociendo las facultades que de forma exclusiva el artículo 6° de la ley N° 10.336 otorga a la Contraloría General de la República.


“2. Se sirva oficiar a la Excma. Corte Suprema, a fin de que se inhiba de seguir conociendo del citado recurso en causa rol N° 76325-2016, suspendiendo su tramitación mientras se resuelve la presente contienda.”.


El resto dice relación a la citación de autoridades.



En consecuencia, señor Presidente, el propio Contralor General de la República fija el marco: el Senado debe pronunciarse sobre si corresponde o no que se inhiba la Corte Suprema de conocer un recurso de casación en el fondo, interpuesto por el Consejo de Defensa del Estado.



Esa es la materia por considerar.



La pregunta entonces es: ¿cómo debemos fallar?



Sobre el particular, la doctrina no es unánime. 



¿Se trata de una votación política que nos permite analizar el contexto y el conjunto de variables sociales, económicas y políticas de la cuestión sometida a nuestra consideración?



¿Será el nuestro un rol similar al que el Constituyente le otorga a la Cámara Alta cuando oficia de tribunal de segunda instancia en las acusaciones constitucionales aprobadas por la otra rama del Congreso, donde se toman en consideración un conjunto de cuestiones políticas para adoptar una decisión? 



Claramente, no.



Ya el profesor Tavolari y otros lo señalan: nuestro rol en esta actuación, por mandato constitucional, debe ceñirse al Derecho, a la Constitución y a la ley. En fin, nuestra actuación debe buscar dar una adecuada interpretación al Derecho para dirimir un conflicto entre instituciones públicas.



Dicho lo anterior, nuestro razonamiento jurídico nos lleva en primer término a dilucidar si existe o no contienda de competencia y, en caso de que la decisión sea afirmativa, si la contienda es positiva o negativa.



¿Cuándo hay contienda de competencia? Cuando dos o más instituciones públicas se arrogan competencia sobre un mismo asunto o cuando ninguna de ellas se cree competente para abordarlo.



En el caso que nos convoca existiría una contienda de competencia positiva aparente, por cuanto la Contraloría General de la República solicita que la Corte Suprema se inhiba de conocer un recurso de casación que ha sido sometido a su consideración por el Consejo de Defensa del Estado a propósito de una sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago, cuyo origen radica en un conflicto previsional ventilado ante el 29° juzgado civil de Santiago.



El Contralor manifiesta que se trataría de una acción de mera certeza, que son aquellas que buscan aclarar determinado aspecto; sería una resolución declarativa con relación a la aplicación de la ley. En particular, lo pide respecto de la Corte Suprema.



El problema es que en la acción declarativa de mera certeza no hay demandados. Lo que se hace en ese caso es pedir que la institución realice una interpretación para ver cuál es el derecho aplicable.



En la materia que nos ocupa existen demandantes y demandados. Basta ver el libelo ante el 29° juzgado civil.



Se produce un conflicto evidente, por cuanto los funcionarios consideran que su sistema de encasillamiento no se ajustó a la ley. Y, a su vez, hay la naturaleza de un conflicto que sirve de base. Existe un acto jurídico respecto del cual se reclama: el encasillamiento.



Considero importante señalarlo, ya que, si bien nosotros no vamos a decidir respecto del régimen previsional que asiste -o debiera asistir- a los funcionarios, nuestro rol tiene que ver con dilucidar si existe o no contienda de competencia, para luego, si existiere, resolverla.



A ese respecto, señor Presidente, permítame señalar que, según algunos autores y profesores -tal como lo ha planteado, por ejemplo, don Francisco Zúñiga, a quien tuvimos la oportunidad de escuchar en la Comisión de Constitución-, la contienda de competencia sería más bien aparente que real por cuanto las facultades de la Corte Suprema emanan del texto constitucional, mientras que las facultades de la Contraloría General de la República emanan del texto legal. Habría allí una diferencia, según el profesor, que podría hacernos dudar de la existencia de dicha contienda.



En segundo lugar, se está pidiendo que la Corte Suprema se inhiba de conocer un recurso de casación en el fondo.



¿Por qué habría de inhibirse la Corte Suprema de conocer un recurso de casación en el fondo que ha sido legalmente incoado? ¿No sería eso una vulneración del principio de inexcusabilidad que asiste a los tribunales de justicia?



¿Alguien está dudando de la facultad interpretativa de la Contraloría General de la República?



Nadie.



¿Alguien está dudando de los dictámenes que la Contraloría General de la República ha emitido?



Nadie.



Lo que se está discutiendo acá es una cosa distinta. Este Senado de la República no debe resolver respecto ni del contenido de los dictámenes, ni tampoco de lo fallado en el fondo por el tribunal civil, sino, más bien, de la deferencia que corresponde tener respecto de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia.



¿Por qué la Corte Suprema de Justicia ha de inhibirse de conocer un recurso de casación en el fondo?



Algunos han señalado como argumento los enormes costos económicos que podría representar una decisión distinta a la de aceptar la tesis del Contralor. Permítanme señalar que el Derecho requiere también de abstracción de la situación.



¿Qué pasaría si el caso en discusión hoy día, la contienda de competencia, no fuera sobre el régimen previsional, sino que versara, por ejemplo, sobre un permiso de edificación donde hay diferencias de interpretación entre la Contraloría y los tribunales superiores? ¿Habría una discusión en cuanto a si se trata de una facultad de la Contraloría o de los tribunales? ¿O bien el debate estaría dado por las eventuales implicancias económicas que puede tener un fallo en uno u otro sentido?



¿Por qué digo esto, señor Presidente? Porque no es correcto que el Senado de la República atienda a consideraciones de hecho distintas de las de derecho, tal como he señalado en su oportunidad.



Señor Presidente, déjeme señalar también que el Senado de la República ha de tomar una decisión muy importante. Pero cualquiera que sea el resultado de la votación, no cabe ni puede caber ninguna duda de que los regímenes previsionales son resorte del dominio máximo legal. No es la Contraloría General de la República, ni son los tribunales de justicia los que fijan los regímenes previsionales. Eso corresponde a la ley, por mandato constitucional. Es más, por eso mismo el Constituyente consideró que las modificaciones a los regímenes previsionales son incluso de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, del Presidente de la República, para darles mayor protección y estabilidad a esos derechos.



Dicho lo anterior, considero fundamental también hacer presente que en la Comisión de Constitución tuvimos en vista el fallo del Tribunal Constitucional. Y déjeme decirle, señor Presidente, que en el último tiempo hay muchas cosas del citado Tribunal que yo ya no comparto, porque evidentemente está intentando exacerbar sus funciones.



Así ha procedido con este Congreso Nacional en sus últimos fallos, donde incluso se ha permitido cambiar parte de textos de proyectos de ley aprobados, exacerbando sus funciones. También lo ha hecho con los tribunales de justicia a través del recurso de inaplicabilidad, incluso sacando hacia el lado todas las sanciones que aquellos han impuesto. Y de igual modo procedió en materias de contienda de competencia.



Me ha llamado la atención que los intervinientes en el debate hayan discutido sobre quién determina el régimen jurídico. Ya he señalado que el régimen jurídico lo determina la ley. Es esta la que establece cuál es el régimen jurídico previsional, no otra institución. Así lo disponen los artículos 6° y 7° de la Constitución Política. Los principios de supremacía constitucional y de legalidad mencionados en esta discusión son tremendamente relevantes. El artículo 76 de la Constitución Política también establece las facultades de la Corte Suprema para conocer, juzgar y resolver las causas sometidas a su pronunciamiento.



Señor Presidente, el Senado ha de resolver en derecho. Y, si ello es así, entonces lo que corresponde es aceptar la facultad de la Excelentísima Corte Suprema de pronunciarse en esta materia y de no inhibirse de conocer el recurso de casación en el fondo.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, nos hemos dado cita para resolver una contienda de competencia entre la Contraloría General de la República y la Corte Suprema de Justicia, porque la primera manifiesta que hay una controversia.



Por cierto que subyace un conflicto: el rechazo al sistema previsional de las AFP por parte de millones de trabajadores chilenos. Eso se encuentra en el corazón de lo que ha generado este debate hoy. Porque muchos trabajadores -no solamente los funcionarios de la DGAC- consideran que el sistema de AFP ha sido un fracaso, que no ha cumplido lo prometido. Así, todos o una abrumadora mayoría de los trabajadores enfrentan hoy la eventualidad de jubilarse y empobrecerse.



En lo personal, no me cabe la menor duda de que eso se halla en el inicio de la acción legal de miles de trabajadores, entre los que se cuenta este grupo, que recurrió a los tribunales de justicia para tratar de cambiar, en sede administrativa también, de sistema previsional.



El Ministro Muñoz señaló que este grupo de trabajadores se encuentra mal encasillado. No ha quedado claro cuál es la consecuencia que se deriva de ese reconocimiento. Algunos tienen hoy día una interpretación. Lo cierto es que -y a eso me voy a referir después- en esta oportunidad nos invitan a decidir si los tribunales de justicia están obligados a escuchar un pronunciamiento de la sede administrativa de la Contraloría General de la República antes de actuar.



Señor Presidente, yo no soy abogado, pero no necesito serlo para saber que cuando se cambia de sede administrativa contenciosa de la Contraloría a los tribunales de justicia, aquella se inhibe y no se pronuncia hasta que estos resuelvan. Y así debe proceder en todas las materias.



Lo que ahora se desea plantear para mí es un absurdo, porque siempre la norma ha sido que los tribunales deben llegar a su cometido. Sin embargo, se pretende interrumpir ese proceso, probablemente porque no gustó la sentencia de la Corte de Apelaciones.



Yo voy a dar mi opinión personal, señor Presidente, sin referirme a la Corte de Apelaciones. A mi juicio, no es por la vía judicial que se puede cambiar el sistema previsional al cual uno está adscrito. Y siento que la ley es muy clara, por desgracia -¡por desgracia!-, en el sentido de que el personal civil y todos los que no son uniformados no tenemos derecho a un sistema previsional de privilegio como el que poseen los funcionarios de las Fuerzas Armadas actualmente.



Por ende, uno esperaría que al producirse un desacuerdo respecto de lo que falló la Corte de Apelaciones se recurra, a través de los mecanismos vigentes, a la Corte Suprema. Muchos no desean que eso ocurra porque dudan de lo que esta última va a resolver. Otros ya tienen una convicción sobre lo que esta dictaminará. Por eso, algunos se encuentran muy contentos con una u otra solución de esta contienda de competencia.



A nosotros no nos corresponde pronunciarnos sobre el fondo -si la Corte Suprema va a fallar en un sentido u otro- ni, incluso, sobre el aspecto jurídico de lo que ocurrirá si se acepta la contienda de competencia de la Contraloría General de la República.



Al pronunciarnos se presume que nosotros no deberíamos evaluar las consecuencias, sino resolver en derecho lo que corresponde.



Entiendo que los colegas de las bancas de enfrente van a defender la tesis de la Contraloría General, algunos quizás pensando en los efectos de decidir sobre este asunto en un sentido o en otro.



Señor Presidente, no tengo la menor duda de que aquí no hay una contienda de competencia. ¡No la hay!



Espero que los que dicen que la Corte Suprema ya resolvió esto antes de recibir la acción legal estén equivocados, porque no puede ocurrir que, por medio de tales mecanismos, se trate de cambiar algo cuya esencia es de otro origen. Me refiero al debate que este Congreso deberá realizar para reformar el sistema previsional que rige a la abrumadora mayoría de los chilenos.



No será a través de un fallo de la Contraloría ni de una sentencia de algún tribunal de justicia que se logrará hacer justicia previsional para los millones de trabajadores de nuestro país.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, Honorable Sala, luego de bastantes meses de discusión en la Comisión de Constitución, donde escuchamos tanto al representante de la Corte Suprema como al Contralor General de la República, así como a abogados constitucionalistas, a los gremios involucrados y a distintas autoridades invitadas, nos dimos a la tarea de resolver -es lo que hoy día nos convoca- la contienda de competencia planteada. 



Hemos escuchado distintas opiniones, innumerables intervenciones en un sentido y en otro. 



Estamos llamados a votar y dirimir esta contienda de competencia. Antes de anunciar mi votación y la argumentación jurídica respectiva, es bueno expresar que la Constitución precisamente nos exige eso: dirimir la cuestión.



La Contraloría ha establecido que existe una contienda, razón por la cual ha buscado paralizar un proceso que, legítimamente, los trabajadores de la DGAC y sus asociaciones han iniciado ante los tribunales de justicia. Lo señaló muy bien esta mañana el Ministro Muñoz. Dichos funcionarios han recurrido al Poder Judicial de modo legítimo para reclamar por una situación que -seamos claros- se originó legalmente: problemas de encasillamiento.



Al respecto, hicimos la discusión relativa al juego entre la ley Nº 16.752, de 1968, y la Nº 18.458, de 1985. Valga la referencia a los años: en el primer cuerpo legal regía un sistema democrático, con el Parlamento funcionando; en el segundo, el proyecto tuvo su origen en la Junta de Gobierno, sin Congreso, sin debate.



Hago este punto porque la situación que nos invitan a resolver es de naturaleza jurídica, pero también hay un debate político de fondo. 



Seamos claros: aquí estamos ante la situación de miles de trabajadores -en este caso, más de 1.300 han recurrido a los tribunales y hay otros tantos esperando- que se hallan bajo un sistema previsional que no tiene correlato ni con su trabajo ni con sus imposiciones. Por lo mismo, ellos han ejercido el derecho de acudir a los tribunales de justicia.



Ahora se da la disquisición respecto de si hay o no contienda de competencia y si debe continuar o no el proceso. En mi opinión, acá no estamos ante una contienda de competencia. Los tribunales son absolutamente competentes para seguir conociendo de tales causas. Están los recursos correspondientes, entre ellos el de casación. Acá no hay nada resuelto. Los trabajadores y sus abogados saben perfectamente que puede fallarse en cualquier sentido, como es legítimo en un Estado de Derecho.



Establecer, a través de una contienda de competencia, una situación que sustrae la capacidad de conocimiento de los tribunales y la posibilidad de los ciudadanos para recurrir judicialmente por el encasillamiento del que han sido objeto, lo cual incide directamente en su condición laboral y en su sistema previsional, significa atentar absolutamente, a mi juicio, contra el normal procedimiento de quienes tienen capacidad para recurrir a los tribunales de justicia.



Quienes somos abogados sabemos de buenos y malos resultados. Así ocurre en las distintas instancias (la primera y la segunda), lo mismo que con el recurso de casación.



Se argumentó en esta Sala que la Contraloría busca resguardar los fondos públicos. Permítame, señor Presidente, decirles a esta Sala y a quienes nos siguen por televisión que yo también estoy por la custodia de los dineros públicos. Nunca voy a tomar una decisión que implique dilapidarlos o no protegerlos. En eso debemos ser responsables. 



¡Esa no es la línea de ecuación! 



El punto es que en este país existe un sistema previsional injusto, arbitrario y de privilegio para algunos. Y ante ello los trabajadores están, legítimamente, reclamando sus derechos.



¡Es el debate sobre el régimen previsional chileno el que nos convoca! ¡Ese es el debate político que al menos a mí me corresponde abordar, y es el debate que, como socialista, voy a dar a propósito de la cuestión que se somete a nuestra consideración!



¿Existen argumentos para plantear la contienda? Creo que no. Las razones ya fueron esbozadas en la Comisión y reiteradas hoy en esta Sala al escuchar cada una de las presentaciones.



Señor Presidente, nosotros queremos que haya justicia, que los tribunales resuelvan en derecho, y que, de una vez por todas, exista un sistema previsional distinto. 



Por ello, voto en contra de la contienda de competencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, por lo que dijo esta mañana el magistrado don Sergio Muñoz, el fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago ya habría tenido validez y, por lo tanto, lo que decidamos aquí, radicado solo en la Corte Suprema, no generaría mayor efecto y los intereses de los trabajadores de la Dirección de Aeronáutica Civil, si esa fuera la interpretación correcta, ya estarían resueltos. 



No soy abogado, pero eso fue lo que escuché esta mañana. Y me encantaría que fuese así, pues todos sabemos de la profunda injusticia que representa el régimen previsional chileno y la necesidad de efectuar un debate nacional que permita establecer un sistema que realmente haga justicia a los trabajadores.



También entiendo los argumentos del magistrado Muñoz cuando señala que los miembros del Poder Judicial han ido tomando crecientemente la defensa de ciertos principios de igualdad, para que todos tengan, más o menos, los mismos derechos y las mismas garantías en determinado ordenamiento judicial, político, económico, es decir, global.



Sin embargo, quiero establecer que el Senado no se puede limitar a hacer una mera interpretación jurídica, porque los que estamos acá, en su mayoría, no somos abogados ni juristas. La Cámara Alta es una instancia política, no jurídica. Por lo tanto, el aspecto jurídico es un elemento, entre un montón de otros, que debemos tener en debida consideración.



En esa línea, cabe hacer presente en este debate que la Contraloría General de la República cuenta con ciertas facultades específicas, como es velar por la correcta aplicación de leyes y reglamentos en toda la Administración Pública.



Asimismo, creo que ningún órgano del Estado puede estar ajeno al control jurisdiccional de sus decisiones, pero el ordenamiento establece ciertas condiciones y ámbitos de competencia. Si no, habría una completa arbitrariedad.



En tal sentido, tenemos que cuidar -nuestros fallos o resoluciones, sin duda, producen consecuencias- que ningún organismo quede ajeno al control jurisdiccional, dentro de su ámbito de competencia -esta es la condición-, pero tampoco cabe permitir que un Poder del Estado extienda sus facultades más allá de lo que la ley le establece como competencia. Por consiguiente, lo que no puede ocurrir es que se hagan interpretaciones que en los hechos impliquen modificación, exclusión o ampliación de normas legales vigentes, en este caso del Poder Judicial, porque en tal caso significaría inmiscuirse en un área reservada al legislador (el Ejecutivo y el Legislativo).



Por lo tanto, siendo legítima la preocupación de velar por el principio de igualdad, creo que hay limitaciones: las propias disposiciones legales existentes. Si hubiese incertidumbre jurídica, si no hubiese ley, sería razonable aclarar el punto. Pero, existiendo una norma legal, la situación cambia: su interpretación le corresponde a la Contraloría.



Por otro lado, hay que evaluar las consecuencias de lo que eso acarrea. Nosotros no podemos no asumir los efectos de las decisiones que tomamos. En ese sentido, veo un peligro: la posición expresada esta mañana por el magistrado don Sergio Muñoz implicaría, en ese afán de velar por el principio de igualdad, una suerte de pretensión de expandir las competencias propias del Poder Judicial, que terminaría, a mi juicio, afectando el sistema de pesos y contrapesos constitucionales y, por ende, debilitando o generando una incertidumbre dentro de nuestra institucionalidad.



Por esa razón, me alegro si se resolvió el problema de los trabajadores de la Dirección General de Aeronáutica Civil, pero, honestamente, creo que el gravísimo problema previsional, el más grave de todos los que plantea nuestro sistema, no corresponde resolverlo a través de fallos judiciales. Debe sincerarse. Y al Poder Ejecutivo y al Legislativo les cabe abrir un debate nacional, con la participación de todos los sectores, para asumir realmente esa gran deficiencia que existe en nuestra institucionalidad, de modo de poder entregar pensiones decentes a todos los trabajadores.



Repito: no estimo que haya un vacío legal; lo que hay es una mala ley, una ley injusta y arbitraria, pero no es, como digo, competencia de los tribunales resolver la situación, pues ello le corresponde al sistema político.



En muchos sectores de nuestro país existe la creciente sensación de que nosotros no estamos cumpliendo con nuestro deber, ni el Ejecutivo ni el Legislativo, para enfrentar este problema que ya en los años noventa sabíamos que iba a ser el gran escollo para la reconstrucción de la democracia. Y su infinita postergación ha llevado a que legítimamente los ciudadanos empiecen a buscar otras instancias para resolver genuinas demandas por mejorar su situación previsional. En este caso, se ha recurrido a los tribunales.



Creo que los tribunales tienen que aplicar la ley. Pueden hacer presente una opinión acerca de la injusticia o insuficiencia de determinada normativa, pero no pueden arrogarse la labor legislativa y, por la vía de la interpretación, ampliar o restringir normas legales vigentes, porque de esa manera quedaríamos sometidos a una arbitrariedad creciente. En algunos casos, a lo mejor, aplaudiríamos, pero en otras decisiones podríamos estar absolutamente en contra y quedaríamos ante una situación absolutamente impredecible para la institucionalidad.



Por la misma razón, señor Presidente, me inclino a pensar que la reclamación de la Contraloría sí tiene fundamento. Y ojo con esto, porque podría producir consecuencias muy graves para nuestra república.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, durante todo el día de hoy ha quedado de manifiesto el origen de la contienda de competencia, que es, precisamente, la demanda de un grupo de funcionarios de la DGAC, actualmente adscritos al sistema de las AFP, para ser incorporados al régimen previsional de las Fuerzas Armadas.



Lo que no se ha dicho durante todo el día de hoy es que se trata de una antigua controversia, que ya supera los veinticinco años y que ha sido zanjada, en forma unánime, por la Contraloría General de la República, a través de sucesivos dictámenes emitidos por los últimos seis Contralores.



La razón de esta jurisprudencia administrativa consistente y permanente es muy simple: el texto inequívoco de la ley N° 18.458, del año 1985, que establece que tal personal debe quedar adscrito a las normas del decreto ley N° 3.500.



Esta ha sido la interpretación que ha existido durante los últimos veinticinco años.



Dicho lo anterior, es por cierto importante dejar constancia de que lo que le corresponde a este Senado -y a ello estamos abocados- es, precisamente, no resolver el fondo de la materia, sino ver los aspectos jurídicos envueltos. Pero eso, como aquí se ha expresado por parte de Honorables Senadores, no significa que esta Corporación deba pasar por alto a lo menos dos aspectos relevantes, como si estos no existieran: que el daño previsional que efectivamente afecta al personal de la DGAC debe tener una solución legislativa, y que el costo de resolver tal situación es particularmente alto.



Desde mi punto de vista, siempre es importante detenerse y preocuparse en estos debates jurídicos, pues de pronto existe una verdadera jungla de normas que se interpretan y se arguyen en un sentido o en otro.



¿Cuál es la norma matriz, la norma fundamental, aquella que hace, por así decirlo, de cabeza de proceso en esta discusión? En este caso lo es, claramente -se ha mencionado, pero hay que reiterarlo-, el artículo 6° de la ley N° 10.336, Orgánica de la Contraloría General de la República. ¿Y qué señala esta norma? Algo muy simple, que no se puede pasar por alto: “Corresponderá” -y aquí viene la palabra crucial, la palabra clave, la palabra absolutamente central- “exclusivamente al Contralor informar sobre derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo, y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización, para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen”.


Señor Presidente, ¿cuál sería el sentido de la expresión “exclusivamente” si en definitiva esta atribución pudiera ser desafiada, suplantada o reemplazada por la acción de uno o más tribunales de justicia? Si así fuera, la palabra “exclusivamente” perdería absolutamente su sentido. O sea, la interpretación que se da para sostener que aquí no existe una contienda de competencia pasa por alto un hecho fundamental: que estamos discutiendo una atribución que el propio legislador ha establecido como exclusiva. 



Pocas veces el legislador señala que una atribución es exclusiva, salvo cuando quiere reafirmar dicho carácter. ¿Por qué? Porque lo normal es que simplemente establezca: “Tal institución o autoridad poseerá tal facultad o competencia”. Con eso basta. Pero, cuando el legislador expresa “Esta atribución o competencia será exclusiva”, lo que está señalando, obviamente, es que quiere excluir a todo otro organismo, a todo otro órgano, a toda otra autoridad, para que no se inmiscuya en la competencia conferida en exclusiva a determinada entidad.



Ese es el fondo de la discusión. ¡Ahí está! Y hay que evitar evadirse del punto central. 



Lo que están haciendo los tribunales -y por eso es correcta esta contienda de competencia- es, precisamente, inmiscuirse en una atribución exclusiva.



Entonces se plantea: “Es que los tribunales de todas maneras deben abocarse al conocimiento de la causa”. 



Revisemos, pues,  el asunto en conformidad a los principios de la legislación.



¿Qué establece el artículo 7° de la Constitución, que consagra el principio de legalidad? “Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes,” -y agrega- “dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley”. ¡Dentro de su competencia!



El principio de inexcusabilidad, contenido en el artículo 76 de la Carta Fundamental, plantea exactamente lo mismo: “Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competencia, no podrán excusarse de ejercer su autoridad”. 


Otro precepto que ha sido mencionado durante todo el día de hoy es el artículo 108 del Código Orgánico de Tribunales. ¿Qué señala? “La competencia es la facultad que tiene cada juez o tribunal para conocer de los negocios que la ley ha colocado dentro de la esfera de sus atribuciones”.


Si la propia ley estatuye que existe una facultad que debe ejercerse en forma exclusiva, es obvio que ella no puede estar, simultáneamente, en dos esferas distintas; no puede estar en dos partes a la vez, porque está, exclusivamente, en una. 



Tal es el fondo de esta contienda, y por eso es correcto que se haya planteado.



Dicho lo anterior, señor Presidente, considero particularmente importante dejar sentado qué debieron haber hecho los tribunales. Estos -y quiero insistir en que aún están a tiempo para hacerlo, como ya lo han hecho algunos, tratándose de una incompetencia absoluta-, debieron declararse incompetentes de oficio para conocer de esta materia. Como este proceso todavía no está fenecido, aún están a tiempo para hacerlo, porque no se trata de una incompetencia relativa, sino de una incompetencia absoluta.



Simultáneamente con lo señalado, deseo hacer presente a este Senado cuál es el efecto general que tendría el no acoger esta contienda de competencia. Y ya no me estoy refiriendo, específicamente, al caso de los trabajadores de la Dirección General de Aeronáutica Civil. 



De verdad, estoy convencido de que no es una exageración afirmar que parte importante de la interpretación legal sobre la Administración Pública, Estatuto Administrativo y servicios públicos, quedaría, de ahora en adelante, en un permanente entredicho, ya que en el futuro todos los dictámenes de la Contraloría podrían ser desafiados o amagados de ser sustituidos, precisamente por acciones que se entablen ante los tribunales de justicia, invadiendo, de esta forma, las facultades que tiene (vuelvo a la palabra central) “exclusivamente” la Contraloría General de la República.



Señor Presidente, al inicio de mi intervención señalé que la situación de los funcionarios de la DGAC debe abordarse, como han dicho otros señores Senadores, por la vía legislativa. 



Pues bien, trasladar a funcionarios públicos de un régimen previsional a otro no solo es una materia netamente legislativa, sino que también implica disponer de cuantiosos recursos públicos.



Por lo mismo, así como no corresponde que los tribunales reemplacen a la Contraloría, tampoco corresponde que lo hagan respecto al Poder Ejecutivo y el Legislativo. Lo concreto es que, como se ha señalado en esta controversia, legislar es competencia del Congreso Nacional y dictaminar con efectos vinculantes para los órganos de la Administración es competencia de la Contraloría General de la República. Ni lo uno ni lo otro corresponde a los tribunales de justicia.



Por último, señor Presidente, creo que es importante hacerse cargo de una argumentación que no fue reiterada en la mañana pero que sí se expresó en las intervenciones que tuvieron lugar en la Comisión de Constitución.



Ha señalado el representante de la Corte Suprema que si el Senado acogiere la contienda de competencia promovida por la Contraloría General de la República, esto simplemente inhabilitaría a la Corte Suprema y dejaría subsistente el fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago.



Honestamente, deseo dejar constancia de que me parece una interpretación profundamente equivocada.



En primer lugar, por algo de sentido común: ¿qué razón habría tenido esta contienda de competencia a la que nos hemos abocado durante un año? Habría sido algo absolutamente estéril.



En segundo término, el procedimiento es uno solo, y este no está fenecido.



Y el propio artículo 7º de la Constitución establece con toda claridad que cuando se actúa en contravención a las normas de dicho precepto la actuación es nula y origina las responsabilidades y sanciones que la ley señala.



Creo, señor Presidente, que es forzar al máximo una interpretación sostener que el Senado de la República puede decretar que la Corte Suprema es incompetente para conocer de una materia y que acto seguido ella misma sostenga que sí es competente para hacerlo un tribunal inferior. Porque si esta fuera la fórmula, entonces, todas las contiendas de competencia deberían iniciarse con los tribunales de primera instancia.



En consecuencia, esa argumentación debe ser desechada.



Por las razones expuestas, voto por acoger la contienda de competencia promovida por la Contraloría General de la República.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que hemos asistido a un debate que indiscutiblemente nos lleva a reflexionar acerca del sistema previsional chileno.



Sabemos que en estos momentos uno de los grandes temas que se deben afrontar en nuestro país, tanto por el Gobierno que se va como por el que viene, es el de ver cómo dar una solución al problema previsional en su conjunto.



Esto se debe precisamente a que el sistema previsional es discriminatorio y no es igualitario, no es equitativo. Porque en este caso hay un sector uniformado y un sector civil de las Fuerzas Armadas con un régimen diferente. Los funcionarios con uniforme de las Fuerzas Armadas cuentan con un sistema, mientras que el personal civil, y en este caso específico el de la DGAC, tiene otro régimen. Esto fue determinado en el artículo 1º de la ley Nº 18.458, porque yo creo que esa normativa reemplazó a la ley de 1968. Es mi convicción; puedo estar equivocado.



Y esa es una situación que se repite también en el ámbito civil. ¡Cuántos proyectos de acuerdo hemos aprobado! Yo mismo presenté un proyecto de ley -sin tener, por supuesto, iniciativa para hacerlo desde el punto de vista constitucional, porque ella corresponde a la Presidenta de la República- sobre el daño previsional. ¿Por qué? Porque hubo gente que en 1980, con el cambio del sistema previsional en el ámbito civil, quedó en el sistema antiguo, en el IPS, y otros pasaron a las AFP, y son sistemas diferentes. Y muchos funcionarios públicos quisieran volver al régimen antiguo y no mantenerse en las AFP. La consecuencia es que este tipo de situaciones seguirá repitiéndose.



En cuanto al personal no uniformado, si uno lee el artículo 1º de la ley Nº 18.458, está claro a quiénes se aplica el sistema previsional de las Fuerzas Armadas, de CAPREDENA. Se nombran expresamente y no está contemplado el personal de la DGAC, aun cuando uno quisiera que así fuera; y es una aspiración legítima del sector civil de las Fuerzas Armadas tener el mismo régimen. Pero no está determinado; no se expresó. Y como se ha mencionado muy bien aquí, eso es materia propia de una ley.



Es tan así el hecho de que no está contemplado ese personal que, si uno lee el informe -y felicito a la Comisión de Constitución por el trabajo que se hizo para informarnos a fin de que nos formáramos convicción- constata que hay tres acuerdos adoptados por el Senado, a solicitud de los propios funcionarios que hoy día concurren a esta discusión, que piden que se mande un proyecto de ley para modificar la normativa pertinente y se los incorpore a CAPREDENA.



Y no ha habido respuesta de ningún Ejecutivo, ni de este Gobierno ni del anterior, en orden a incluir a estos funcionarios, los cuales -es cierto- tienen un daño previsional efectivo. Ello se planteó muy bien en la mañana por el Contralor y por el Ministro Muñoz. Ese personal sufre un daño previsional en general, como consecuencia de que las imposiciones tanto de estos funcionarios como los de otras reparticiones son muy inferiores respecto de sus remuneraciones efectivas. Y aquí hemos estado aprobando leyes para dar cierta compensación a lo anterior con el incentivo al retiro, mediante el cual los funcionarios jubilan a determinada edad y se les otorga una compensación, porque se ha reconocido que ha habido daño previsional.



Si uno revisa el informe, en los años 2004, 2005, 2006, 2007, 2011, 2014 y 2016 hubo reclamos de estos funcionarios para que se les encasillara dentro del personal sujeto a CAPREDENA. Y hay dictámenes negativos sobre el particular, nos guste o no.



Pero, además, el artículo 6º de la Ley Orgánica de la Contraloría es de una claridad muy grande, en el sentido de que establece que es atribución exclusiva del Contralor, como aquí se ha recalcado en varias oportunidades, “informar sobre derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos”.



A la vez, como se ha mencionado, si se vulnera esta facultad exclusiva de la Contraloría, la autoridad que asuma esa acción estará actuando en forma nula, porque irá contra el artículo 7º de la Constitución, que también aquí ha sido citado.



¿Y qué sucede con el tema de fondo, si quisiéramos solucionar el problema? Se requiere una ley. ¿Por qué? Porque lo dice la Constitución. El artículo 63 dispone, en el número 4), que solo son materias de ley “Las materias básicas relativas al régimen jurídico laboral, sindical, previsional y de seguridad social”. Y luego el artículo 65 señala que es facultad exclusiva del Presidente de la República “Fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, jubilaciones, pensiones, montepíos, rentas”.



Por lo tanto, nadie puede discutir lo realizado respecto del tema previsional. Y así ha sido reconocido incluso en las propias solicitudes que se han formulado al Ejecutivo, a través de los acuerdos que hemos adoptado los Senadores, para que envíe un proyecto de ley que solucione el problema.



Entonces, no podemos entrar a interpretar. Y aquí uno tiene que asumir responsabilidades, les guste o no.



No es posible que un tribunal, por muy legítima que sea su autoridad para otras funciones que puedan corresponderle, pretenda modificar el sistema previsional mediante un fallo. Efectivamente, el tribunal de primera instancia rechazó la demanda a que se ha hecho mención; luego se va a la Corte de Apelaciones y en un fallo dos por uno se determina que les corresponde ingresar al sistema de CAPREDENA; y posteriormente se recurre de casación ante la Corte Suprema, y hoy día el Consejo de Defensa del Estado se encuentra defendiendo los intereses fiscales. Pero no podríamos estar de acuerdo con este mecanismo, porque sería una contradicción aceptar que por la vía de un fallo judicial se modifique un sistema previsional, se modifique la ley Nº 18.458.



Además, existe otro precedente. Nos guste o no, el Tribunal Constitucional ha declarado recientemente, respecto a este caso preciso, que no corresponde modificar el sistema previsional del personal en comento por la vía jurisdiccional.



Entonces, lo que se debe hacer es claro. Hay que representar que en esta materia se encuentra involucrado lo que ha de ser la reforma al sistema previsional chileno, para evitar este tipo de discriminaciones y comparaciones odiosas o que tengamos que debatir en el Senado sobre la competencia o no competencia, cuando el asunto de fondo es algo mucho más importante: cómo podemos tener un sistema previsional realmente bien financiado. Y por eso mismo el artículo 67 de la Constitución establece que cualquier gasto debe estar financiado.



Y como se ha expresado muy bien acá -si bien, efectivamente, no es cierto que pueda condicionar o no nuestra resolución-, y según los informes que uno ha tenido a mano, el costo de tomar la decisión de incorporar a este personal civil a CAPREDENA sería del orden de 900 mil a mil millones de pesos.



Ello requeriría buscar una forma de financiamiento. Porque, si no, estaríamos aprobando una medida que significaría una ilusión. No se puede aprobar un beneficio respecto al cual no se indica su forma de pago. ¡Deben buscarse los recursos, y para eso se necesita una ley! El país debe ponerse de acuerdo sobre cómo va a financiar en el próximo tiempo las pensiones de sus trabajadores y de las personas que laboran en el sector privado.



Me encantaría estar en una posición diferente, pero si uno analiza las cosas con frialdad y aplica exactamente las normativas jurídicas y constitucionales que nos rigen, no hay otra fórmula más que votar a favor de la Contraloría en esta contienda de competencia.



He escuchado a algunos decir: “Bueno, ¿por qué no esperamos que falle la Corte Suprema el recurso de casación en el fondo?” Personalmente, considero que eso sería un error; no creo que falle a favor o en contra. Lo importante es que se diga que aquí hay un tema que se debe solucionar.


En cuanto a que se ha vulnerado la competencia de la Contraloría, opino que así es. Es su facultad exclusiva el evacuar informes sobre la materia. Y como se ha señalado muy bien acá, no hay temas de inexcusabilidad. Porque si acaso alguien siente que se vulneran particularmente sus derechos por un dictamen del Contralor, y la propia autoridad tuvo que reconocerlo aquí, en el estrado, esa persona puede recurrir a los tribunales a reclamar en contra de dicho dictamen. Y tendrá que ver si obtiene un resultado positivo o negativo.



Por tales razones, señor Presidente, votaré a favor de la Contraloría, en el sentido de que tiene competencia exclusiva sobre esta materia.


Espero que este Gobierno (el próximo; de este no queda nada) y este país asuman, de una vez por todas, que se debe buscar una solución al problema previsional de los chilenos en su conjunto, que no abarca solo el caso -muy justo, seguramente- de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, sino que corresponde a la totalidad de los pensionados o futuros jubilados de nuestro país.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, las atribuciones exclusivas del Senado están contenidas en el artículo 53 de la Constitución. Son diez y revisten la máxima relevancia.


Entre las primeras se encuentra la capacidad de acusar o destituir, en determinadas condiciones, a autoridades de la República. Y la tercera es precisamente poder dirimir cuestiones de competencia que se produzcan entre poderes públicos. Y, obviamente, se entiende que esta atribución tiene una importancia como pocas.


No sé si fue el Ministro Muñoz o el Contralor quien señaló que la última controversia de esta naturaleza se produjo hace veinte años. Es decir, esto es algo muy excepcional y extraño. Pero hay un mecanismo para dirimir a quién le corresponde la competencia para resolver, en determinados casos, una cuestión sometida a conocimiento de una o de ambas instancias.



Por lo tanto, aquí lo relevante es entender dónde está la cuestión de fondo, en qué punto se da la controversia.



Después de haber leído los informes (la gente no tiene por qué saberlo, pero aquí llegaron un montón de informes provenientes de partidos, de la Comisión de Constitución y de los distintos constitucionalistas consultados respecto de este punto), uno se da cuenta de que la clave está en hacerse una pregunta: ¿Qué se busca con la demanda que genera la controversia?


Básicamente, la respuesta es generar un pronunciamiento sobre el régimen previsional aplicable en este ámbito. Eso es lo que al final se persigue. Legítimamente, uno puede buscar, en distintas instancias, pronunciamientos acerca de determinadas situaciones. Y ya sea que se pretenda cambiar una interpretación que se ha aplicado desde 1985 de manera inalterada, o ya sea que se produzca a propósito de algo que puede haber sucedido ayer, lo concreto es que la demanda pretende modificar la interpretación que se ha dado a una norma de carácter previsional. Y, en este caso, vinculada a que 1.331 funcionarios pasen a CAPREDENA.



Ese es el meollo del asunto que genera esta discusión.



Entonces, la pregunta que cabe hacerse es: “¿A quién corresponde lo anterior?”. 



Si uno analiza el punto, por lo menos en lo personal, lo primero que hay que ver es cuándo intervienen los tribunales, en qué circunstancias. Y es posible determinar que eso sucede cuando hay un litigio vinculado a la legalidad, en el caso de un acto administrativo o de alguna actividad o decisión relacionada con ella, o cuando existe la privación de un derecho. De este campo estamos hablando.



Uno tiene que plantearse si aquí hay una discusión respecto a la legalidad de un acto administrativo. Y, objetivamente, a mí me parece que no la hay. Tanto es así que la demanda no habla de que exista una ilegalidad. Ella plantea que hay que buscar una interpretación distinta, pero no de que exista un caso de ilegalidad, ni tampoco una privación de estos derechos.


Lo que se está haciendo a través de esta demanda es buscar cambiar esa interpretación, que es producto de una ley que no ha sido modificada en los últimos 34 o 35 años.



Entonces, no pareciera que pudiera decirse que el Poder Judicial o los tribunales son los que deben resolver el tema.


Pero hay un segundo aspecto que se debe plantear (lo digo porque se argumentó, y hay que hacerse cargo de ello): ¿Hay inexcusabilidad? A mí esto también me queda dando vueltas. ¿Puede un tribunal decir: “No me voy a hacer cargo de determinado problema”?



Hay que analizar lo que dice el artículo 76 de la Constitución y el artículo 10 del Código Orgánico de Tribunales. Y este último ampara que los tribunales pueden intervenir “en negocios de su competencia”.



Entonces, lo que uno debe preguntarse, acto seguido, es lo siguiente: ¿Es un asunto en el que alguien más tiene competencia o hay un tema respecto del cual puede interpretarse que la tiene? 



Yo considero muy importante señalar, como se ha hecho en otras ocasiones, que el artículo 6° de la Ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, dispone que  “Corresponderá exclusivamente al Contralor informar sobre derecho a sueldos,  gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre  los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo.”.



Y, más adelante, agrega: “Del mismo modo, le corresponderá informar sobre cualquier otro asunto que se relacione o pueda  relacionarse con la inversión o compromiso de los fondos públicos, siempre que se susciten dudas para la correcta aplicación de las leyes respectivas.”.



Entonces, ahí radica el asunto de fondo: eso dice la norma que debemos interpretar. Esta es una disposición histórica. Nosotros no hicimos una Ley Orgánica de la Contraloría. Y esos artículos en particular se han aplicado durante numerosos decenios. 



Objetivamente, aquí está amparado el derecho de la Contraloría. Y, sobre esa base, uno no puede hablar de que la inexcusabilidad no se cumpliría en el evento de que no hubiera un pronunciamiento. Porque hay un órgano del Estado que, por mandato constitucional y legal, está resolviendo una interpretación que se le exige en función de cómo se aplican los estatutos en determinada forma.


Entonces, señor Presidente, sé que no es fácil llegar a estas conclusiones. Es complejo, es discutido. Entiendo la angustia de los 1.331 funcionarios, y uno podría multiplicar esta cifra varias veces en lo relativo al sistema previsional. Obviamente, esto tiene mucho que ver con la falta de imposiciones en el ámbito público respecto de los sueldos que se pagan. Y se nota al final cuando se obtiene la jubilación, que suele ser muy inferior conforme a lo cotizado.



Pero, siendo ese el problema, uno no puede buscar la modificación de la ley a través de una interpretación judicial. Porque, ¿saben qué pasa? Y lo han dicho varios señores Senadores: eso puede tener aspectos  muy distintos. 



El día de mañana, si uno valida ese criterio, también puede validar que se restrinjan determinados beneficios. Porque si se hubiera dicho que esto se quiere para la ampliación de ciertas prestaciones, igualmente sería factible requerir después la aplicación de restricciones a determinado tipo de personas, o que se realicen divisiones, cuestiones que a mi juicio serían poco razonables desde una perspectiva legal. 



Si uno desea modificar la interpretación dada a una norma -y ello es perfectamente legítimo-, debe procurar cambiar la ley.



Esto es lo que eventualmente le corresponde realizar al Parlamento, al Presidente, si se dan las condiciones necesarias para eso. 



Asimismo, se ha planteado un argumento lógico que también quiero sumar. Ello, porque acá no solo se trata de análisis jurídico; hay una cosa de sentido común, de la cual no me puedo abstraer. 



Nosotros aprobamos, por unanimidad -¡los mismos que estamos acá!-, un proyecto de acuerdo para solicitarle al Gobierno el envío de un proyecto de ley al objeto de cambiar la interpretación de la norma en comento. ¡Y todos lo votamos favorablemente! 



Si alguien pensaba que aquello no era materia de ley, entonces no debería haber votado a favor de algo que, con razón, plantearon funcionarios y dirigentes del servicio pertinente.



O sea, para mí es un argumento razonable que una modificación, de ser necesaria -lo cual es perfectamente discutible-, deba realizarse por la vía de la ley. 



Pero de alguna manera pretender que sean los tribunales los que amplíen o restrinjan una norma legal -cuestión que, insisto, puede resultar evidente-, me parece que contraviene lo que debería ser la correcta aplicación de la justicia. 



Siendo ese el caso y estando definidas las disposiciones legales aplicables, desde mi perspectiva, en este caso en particular resulta evidente que hoy día existe una cuestión de competencia y que debemos esperar una resolución de la Contraloría. Incluso, eventualmente alguien podría plantear algún requerimiento legal sobre la materia.



Entonces, no corresponde interpretar esto de cualquier otra manera. Claro, a lo mejor uno podrá decir que desea arreglar un problema particular. Pero ello no se puede hacer al margen de la institucionalidad, abriendo espacios para que, a través de interpretaciones, se amplíen o restrinjan derechos distintos de los establecidos en función de la Constitución y la ley. 



Por último, señor Presidente, me quiero hacer cargo de algo que se dijo anteriormente: que aquí hay un vacío legal. 



A mi juicio, no existe un vacío legal sobre el particular.



Tenemos una ley, que puede ser buena o mala, y que es factible de modificar. Pero no es cierto lo que se plantea en el sentido de que, por haber un vacío legal, se requiere una interpretación por parte de los tribunales. 



Adicionalmente, se dice incluso que nosotros habríamos sido convocados para resolver mediante una ley tal vacío.



Pero acá no solo resolvemos los vacíos legales: también modificamos, ampliamos, interpretamos. De lo contrario, no habría leyes. 



Y no se trata de que haya o no vacíos legales, sino de la forma como funcionan los sistemas legislativos. Me parece fundamental dejar en claro aquello. 



En resumen, señor Presidente, por razones jurídicas de fondo, en función de los efectos que generaría entender que las interpretaciones judiciales pueden modificar las disposiciones legales; por un asunto de lógica en cuanto a los proyectos de acuerdo aprobados por este Senado, y por el concepto mismo que se está discutiendo, me parece que corresponde aceptar lo que aquí se ha planteado respecto de la cuestión de competencia. 



He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se acoge la solicitud planteada por el señor Contralor General de la República (16 votos a favor, 12 en contra y 3 pareos). 



Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Guillier, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Harboe, Letelier, Quintana, Quinteros y Rossi.


No votaron, por estar pareados, los señores García, Pizarro y Tuma.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa los siguientes documentos: 

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar consejero del Banco Central de Chile al señor Alberto Naudon Dell’Oro, conforme a lo dispuesto en el artículo 7° del artículo primero de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central (Véase en los Anexos, documento 8). 



De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Máximo Pacheco Matte, por el período que indica (boletín N° S 1.966-05), haciendo presente para su tramitación la urgencia contemplada en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 9).



--Quedan para tabla.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, usted planteó que se debía tomar un acuerdo -desconozco si ya se adoptó- con respecto al proyecto sobre identidad de género, el cual, como se acaba de dar cuenta, viene con “discusión inmediata”.



La iniciativa se encuentra en tercer trámite constitucional. Como existe discrepancia con la Cámara de Diputados, la idea es mandarlo a Comisión Mixta. Por ende, como no vamos a sesionar ni viernes ni sábado, pido que el referido proyecto se vea mañana para que se produzca dicha instancia.



Ese es el objeto. 

El señor COLOMA.- ¿Solo eso?

El señor LETELIER.- Sí. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si hubiera acuerdo de la Sala, el proyecto se eximiría del trámite de Comisión, y mañana nos pronunciaríamos sobre el particular.



Así se procederá. 

)-----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solo quiero precisar que el acuerdo para acoger el requerimiento de la Contraloría es porque se entiende que se le atribuyen prerrogativas exclusivas a dicho organismo para conocer de estas materias antes que los tribunales, sin perjuicio del control jurisdiccional posterior. 



Creo que para la interpretación de nuestro acuerdo es importante que aquello quede consignado. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Podemos dejar la constancia que plantea Su Señoría.



Así se hará.

)-----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el Senador Coloma hizo una consulta relacionada con lo que solicité hace un momento.



Entiendo que el asunto ya está resuelto, y la iniciativa pertinente, que se halla en tercer trámite, se pondrá en tabla a fin de rechazar las modificaciones que introdujo la Cámara Baja. Ello, para que se envíe a Comisión Mixta. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ya que contamos con el quorum suficiente para adoptar acuerdos, le pregunto a la Sala si existe ánimo para despachar algún proyecto de la tabla de hoy. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, podríamos resolver de inmediato lo que planteé.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Primero está el informe de la Comisión Mixta, que figura en el número 3 del Orden del Día, que no requiere quorum especial para su aprobación. 

El señor MONTES.- Señor Presidente, ¿por qué no vemos lo relativo a los dos nombramientos?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Senado está citado mañana a una sesión especial al objeto de ocuparnos en el nombramiento del director de la empresa Televisión Nacional de Chile. Y el nombramiento del consejero del Banco Central lo podemos ver al comienzo de la sesión ordinaria. 



¿Les parece a Sus Señorías tratar de inmediato el proyecto sobre identidad de género, con el objeto de rechazar las modificaciones de la Cámara de Diputados y enviarlo a Comisión Mixta?



Acordado.

RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE DERECHO DE IDENTIDAD DE GÉNERO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona, Lagos y Letelier, en tercer trámite constitucional, que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.924-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señoras Lily Pérez y Rincón y señores Lagos, Letelier y Escalona):



En primer trámite: sesión 20ª, en 7 de mayo de 2013 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 84ª, en 24 de enero de 2018.



Informes de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 49ª, en 27 de agosto de 2013.



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (segundo): sesión 58ª, en 26 de octubre de 2016.



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (segundo informe complementario): sesión 58ª, en 26 de octubre de 2016.



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (nuevo informe complementario del segundo informe): sesión 17ª, en 30 de mayo de 2017.



Discusión:



Sesiones 87ª, en 21 de enero de 2014 (se aprueba en general); 19ª, en 31 de mayo de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 20ª, en 6 de junio de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 21ª, en 7 de junio de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 22ª, en 13 de junio de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 23ª, en 14 de junio de 2017 (se aprueba en particular); 87ª, en 6 de marzo de 2018 (se rechazan las enmiendas de la Cámara de Diputados y el proyecto pasa a Comisión Mixta). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo acordado precedentemente, se darían por rechazadas las modificaciones introducidas por la Cámara Baja y el proyecto se enviaría a Comisión Mixta.



--Se rechazan las proposiciones de la Cámara de Diputados y, en consecuencia, la iniciativa pasa a Comisión Mixta.
 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ahora, corresponder ir al tercer punto del Orden del Día.
CONVIVENCIA DE MEDIOS DE TRANSPORTE. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte, con urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.217-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 18ª, en 18 de mayo de 2016 (se da cuenta).



Comisión Mixta: sesión 77ª, en 3 de enero de 2018. 



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 3ª, en 21 de marzo de 2017.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 49ª, en 3 de octubre de 2017.



Hacienda: sesión 49ª, en 3 de octubre de 2017.



Mixta: sesión 85ª, en 24 de enero de 2018. 



Discusión:



Sesiones 4ª, en 22 de marzo de 2017 (queda para segunda discusión en general); 6ª, en 5 de abril de 2017 (se aprueba en general); 55ª, en 18 de octubre de 2017 (queda para segunda discusión en particular); 61ª, en 21 de noviembre de 2017 (se aprueba en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Parlamento derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de la enmienda efectuada por el Senado en el artículo único (que pasó a ser artículo 1°), consistente en la sustitución del numeral 19 (que pasó a ser 24), que figura en la página 61 del comparado que Sus Señorías tienen a la vista.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las diferencias, formula una proposición que consiste en aprobar el texto que fue despachado por la Cámara de Diputados para dicho numeral, la cual acordó con los votos a favor de los Senadores señora Muñoz y señores Letelier y Matta y de los Diputados señoras Carvajal y Pacheco y señor Venegas, y los votos en contra de los Senadores señores García-Huidobro y Ossandón y de los Diputados señores Norambuena y Leopoldo Pérez.



Asimismo, corresponde informar que la Cámara de Diputados, en sesión de 24 de enero, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto que quedaría de aprobarse el informe.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.


Ofrezco la palabra.


¿Habría acuerdo para aprobar el informe de la Comisión Mixta?

El señor PÉREZ VARELA.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PÉREZ VARELA.- No tenemos el boletín comparado, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El comparado se repartió, señor Senador.

El señor PÉREZ VARELA.- Puede que yo no lo tenga. Pero, en todo caso, sería bueno saber lo que resolvió la Cámara de Diputados.

El señor GIRARDI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este proyecto es muy importante, y tiene su origen fundamentalmente en la sociedad civil: en el mundo de los ciclistas y de las organizaciones vinculadas a la ciudad, en los peatones, quienes formulan una proposición justamente para establecer ciertas prioridades, tal como se está haciendo en todas las urbes del planeta.



¿Para qué es la ciudad? La ciudad es principalmente para los peatones. Es un espacio de convivencia, de fraternidad, de comunidad.



También debiera ser para los ciclistas; para el transporte público, y, finalmente, para el transporte privado, el más individualista, el cual se halla relacionado con los autos particulares.



Hoy día, lamentablemente, el modelo de ciudad que tenemos, a diferencia de lo que ocurre en Europa, está orientado hacia los autos. De hecho, los alcaldes se preocupan más de los hoyos de las calles que de las veredas para los peatones, lo que es una paradoja en urbes con cada vez más adultos mayores, quienes sufren por la falta de espacios de bien común: no existen suficientes áreas verdes, ni lugares donde caminar, e incluso las veredas se han transformado en una verdadera amenaza.



Sin embargo, nuestras autoridades aparentemente le dan un estatus de dignidad mayor al auto que a las personas.



El proyecto cuyo informe de Comisión Mixta estamos discutiendo busca articular la convivencia entre ciclistas, peatones, automovilistas, niños y niñas y personas que ocupan la ciudad.



El punto más controvertido acá tiene que ver con la civilización, con la modernidad, con lo que está ocurriendo en todas las ciudades del planeta. Y es que, para garantizar la convivencia, fraternidad y armonía entre los distintos actores (peatones, ciclistas, usuarios del transporte público y automóviles), se reduce el límite máximo de velocidad de 60 a 50 kilómetros por hora.



¿Por qué? Porque la única manera de que los peatones y ciclistas ocupen la ciudad es aplicarles a los automovilistas ciertas restricciones, que se hallan relacionadas fundamentalmente con aspectos de salud, accidentabilidad y sobrevivencia en los accidentes.



Es un problema logarítmico.



Si a una persona la atropella un vehículo que va a 80 kilómetros por hora, sus posibilidades de salvar con vida son mínimas. En cambio, si es arrollada a una velocidad inferior a 50 kilómetros por hora, tiene grandes posibilidades de sobrevivir.



Y ello ocurre muchas veces. Yo mismo viví una experiencia cercana: un estudiante de medicina fue atropellado en La Florida por un conductor que venía a más de 60 kilómetros por hora, y falleció.



Si una persona, aunque transite en bicicleta, es embestida por un automovilista que no tiene una cultura de respeto hacia los peatones y ciclistas, sus posibilidades de sobrevivencia son mínimas si el vehículo circula por sobre los 60 kilómetros por hora. Por el contrario, si el automóvil es conducido bajo los 50 kilómetros por hora tiene grandes posibilidades de sobrevivir.



Entonces, ¿qué queremos acá? Que las personas puedan usar su bicicleta, que anden a pie tranquilamente. Ello, además, trae aparejados beneficios en materia de salud absolutamente indesmentibles, los cuales están corroborados por instituciones, estudios científicos (caminar más de media hora, andar en bicicleta, en fin).



Quienes transitan en bicicleta no solo contaminan menos: también ocupan menos infraestructura pública; son responsables con el conjunto de la sociedad por utilizar determinados espacios, desarrollar actividades más solidarias e impedir gastos en salud que son evitables.



En Chile mueren 300 personas diarias por diversas causas: 200 fallecen producto de un infarto, o por un accidente vascular, o por cáncer, y 100 de ellas caen muertas prematuramente. 



Si la gente anduviera en bicicleta, si tuviera lugares donde caminar, esa situación sería totalmente distinta.



A nuestro juicio, este proyecto surge de lo democrático; de la dimensión de la convivencialidad; de la solidaridad, de restarle un espacio al individualismo, a decir “cada cual resuelve sus propios problemas” y empezar a construir una comunidad, ciudades pensadas en el bien común.



Europa ha avanzado de manera muy acelerada en esta materia.



De hecho, para los jóvenes europeos el auto ya no es un factor de estatus: andan a pie, en bicicleta.



Yo desearía que también en la sociedad chilena avanzáramos en tal sentido.



Valoro a alcaldes de distinto signo que están trayendo bicicletas de China para…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto adicional para concluir.

El señor GIRARDI.- Gracias.



Decía, señor Presidente, que en China -y Chile está tomando esa experiencia- uno puede subirse a una bicicleta en cualquier lugar. Y también es factible dejarla en el punto que se desee.



En ciudades como Beijing millones de jóvenes, de niñas y niños, de adultos mayores andan en bicicleta.



En nuestro país eso sería un suicidio, condenar a la gente a correr un riesgo, lo que es totalmente inaceptable, pues muchas personas podrían fallecer o sufrir lesiones gravísimas por la cultura de convivencialidad que tenemos con los autos.



Muchos alcaldes, encabezados incluso por los que hoy día se hallan en la Oposición y que mañana van a ser Gobierno, han tomado esa iniciativa. Pero un ejercicio mínimo es darles a los ciudadanos que optan por la solidaridad garantías mínimas de prevención.



Los ciclistas pueden llevar a cabo prácticas de seguridad, de respeto a las señalizaciones del tránsito. Pero las más de las veces son los automovilistas los que no los respetan.



Entonces, bajar la velocidad mínima en la ciudad es una medida de convivencia, de solidaridad, de respeto por la vida. Ello, para promover una vida sana, una ciudad sana, una ciudad inteligente y afectiva.



No es que no queramos que circulen los vehículos. Pero estos pueden convivir con peatones, ciclistas, niños y niñas, quienes muchas veces ven ocupados todos los espacios producto del privilegio que poseen los automovilistas.



Démosles jerarquía a las personas, a los niños, a los peatones, a los ciclistas, y también respetemos el derecho de los autos a circular. Hoy día existe una situación totalmente asimétrica, una jerarquía absolutamente absurda en la materia.



Insisto: no podemos tener a alcaldes de todos los signos políticos preocupados de tapar los hoyos de las calles para que los autos no se lesionen, abandonando totalmente las veredas, que también debieran ser atendidas, ya que en Chile la población es cada día más mayor.



Debiéramos estar pensando en la ciudad del siglo XXI, donde habrá un porcentaje altísimo de adultos mayores (muchos vivirán 100 años). Y para ellos serán más importantes las veredas, los parques, las zonas iluminadas, los lugares donde caminar, la convivencia vial, la existencia de conductores que respeten a las personas que una ciudad que solo privilegie al automóvil.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor LETELIER.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, pido segunda discusión para este proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ha pedido segunda discusión. Ella deberá realizarse en la siguiente sesión.



--El proyecto queda para segunda discusión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que mañana tenemos sesión de 11 a 14. Comenzaríamos con el proyecto que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología, siempre que se hubiere recibido el oficio respectivo de la Cámara de Diputados.



También podríamos pronunciarnos sobre el nombramiento de consejero del Banco Central.



Por la tarde, en la sesión especial que está citada de 15:45 a 16, nos ocuparíamos en el nombramiento del director de la empresa Televisión Nacional de Chile. 



Luego proseguiremos con la sesión ordinaria, en la que escucharemos a los señores Senadores que terminan su mandato.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, tuvimos la primera discusión de un informe de Comisión Mixta que resuelve un asunto. La segunda se realizará en la próxima sesión.



Lo planteo para que fijemos bien nuestro itinerario de mañana, pues la segunda discusión podría efectuarse en la sesión extraordinaria citada a partir de las 11.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La ubicación en la tabla dependerá de las urgencias existentes.

El señor LETELIER.- Muy bien.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa. 
PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor DE URRESTI: 


A los señores Ministro de Relaciones Exteriores y Director Ejecutivo de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile, para que remitan información sobre DÉCIMO ANIVERSARIO DE CONVENIO DE COOPERACIÓN Y HERMANAMIENTO HOSPITALARIO ENTRE HOSPITALES PEDIÁTRICOS DOCTOR EXEQUIEL GONZÁLEZ CORTÉS, DE CHILE, Y DOCTOR OVIDIO ALIAGA URÍA, DE BOLIVIA.



A la señora Ministra de Educación, pidiéndole antecedentes acerca de INICIATIVA SOBRE CRUCE A CHILE DE ALUMNOS BOLIVIANOS PARA SU EDUCACIÓN EN COMUNA DE COLCHANE.



A la señora Ministra de Salud y al señor Director Ejecutivo de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile, solicitándoles información en cuanto a CONVENIO CON URUGUAY EN MATERIA DE POLÍTICAS DE TRASPLANTE DE ÓRGANOS.



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Ministro del Medio Ambiente, al objeto de que informen en torno a EJECUCIÓN DE PROYECTO “MANEJOS DE RESIDUOS ORGÁNICOS PARA EL CUIDADO DE MI BARRIO”.



A los señores Ministro de Agricultura y Director Ejecutivo de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile, requiriéndoles antecedentes vinculados a ACUERDO CON AGCI PARA COMBATE A CAMBIO CLIMÁTICO EN SECANO COSTERO DE REGIÓN DE O’HIGGINS.



A la señora Ministra de Minería y al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, pidiéndoles envío de antecedentes relativos a ESTUDIOS E INVESTIGACIONES PARA DETERMINACIÓN DE POTENCIAL CHILENO PARA EXPLOTACIÓN DE COBALTO.



A la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, solicitándole información y estadísticas en materia de SUBSIDIO PARA ADQUISICIÓN DE TAXIS COLECTIVOS ELÉCTRICOS.



Al señor Ministro de Energía, requiriéndole COPIA DE COMPROMISO PÚBLICO-PRIVADO PARA PROMOCIÓN DE ELECTROMOVILIDAD.



Al señor Intendente de Los Ríos, al señor Rector de la Universidad Austral y a la señora Directora Ejecutiva de la Fundación para la Innovación Agraria, pidiéndoles antecedentes sobre PROYECTO “PROGRAMA DE INNOVACIÓN Y CREACIÓN DE VALOR EN LOS SECTORES AGROPECUARIO, ALIMENTARIO Y FORESTAL DE REGIÓN DE LOS RÍOS”.



Al señor Director Ejecutivo de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile, solicitándole información acerca de ACREDITACIÓN DE AGCI ANTE FONDO DE ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO E INICIATIVAS IMPLEMENTADAS EN NUESTRO PAÍS CON RECURSOS DE ESA FUENTE.



Al señor Director Ejecutivo de la Agencia de Sustentabilidad y Cambio Climático, requiriéndole antecedentes relativos a FIRMA DE ACUERDO PARA GESTIÓN DE CUENCA DEL LAGO PANGUIPULLI.



Al señor Director Ejecutivo del Instituto de Fomento Pesquero, pidiéndole información respecto de ANUNCIO DEL IFOP SOBRE REFUERZO EN MEDICIONES ENTRE REGIONES DEL BIOBÍO Y DE LOS LAGOS ANTE EVENTUAL PRESENCIA DE MICROALGAS NOCIVAS.



Del señor GARCÍA:



A la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones y al señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, reiterándoles solicitud de información atinente a CRONOGRAMA PARA RESTITUCIÓN DE PUENTE FERROVIARIO SOBRE RÍO TOLTÉN, ENTRE COMUNAS DE FREIRE Y DE PITRUFQUÉN.



A la señora Intendenta de La Araucanía, iterándole oficio vinculado con INQUIETUD DE COMUNIDAD VECINAL LA HERRADURA, DE PADRE LAS CASAS, POR ENTREGA DE AGUA POTABLE.



Al señor Alcalde de Temuco, expresándole PREOCUPACIÓN VECINAL ANTE EXTRACCIÓN DE ÁRIDOS EN RIBERA DE RÍO CAUTÍN POR EMPRESA MAQFRONT LTDA.



Al señor Alcalde de Ercilla, reiterándole solicitud de información sobre CRONOGRAMA Y AVANCE DE PROCESO DE LOTEO Y TRASPASO DE TERRENOS A COMITÉ DE VIVIENDA EL PROGRESO, DE LOCALIDAD DE PIDIMA.


Al señor Presidente del Consejo Directivo del BancoEstado, a fin de reiterar oficio para que se estudie INSTALACIÓN DE SERVIESTADO EN VICTORIA.



Al señor Director Regional de Obras Hidráulicas de La Araucanía, para que se informe respecto de EXTRACCIÓN DE ÁRIDOS EN RIBERA DE RÍO CAUTÍN POR EMPRESA MAQFRONT LTDA.



Al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de La Araucanía, con el objeto de pedir CONSTATACIÓN DE DENUNCIA DE VECINOS DE PORTAL DE BOTROLHUE POR POLUCIÓN Y RUIDOS DE CHANCADORA.



Al señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de La Araucanía, a fin de que proporcione antecedentes acerca de PROCESOS DE REGULARIZACIÓN DE PROPIEDAD DE VECINOS DE CAMPAMENTO ESPERANZA, VILLA PIDIMA, COMUNA DE ERCILLA.



Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, al señor Intendente de Biobío, a la señora Alcaldesa de Hualpén, al señor Presidente del Directorio de ENAP y a la señora Directora del Servicio de Vivienda y Urbanización del Biobío, para pedir opinión acerca de LENTITUD EN REUBICACIÓN DE HABITANTES DE SECTOR VILLA EL TRIÁNGULO Y NUEVA EL TRIÁNGULO.



A las señoras Ministra de Vivienda y Urbanismo y Directora del Servicio de Vivienda y Urbanización del Biobío, requiriéndoles antecedentes sobre AVANCE EN ENTREGA DE SUBSIDIOS HABITACIONALES A FAMILIAS DE COMUNA DE CAÑETE.


Al señor General Director de Carabineros de Chile, consultándole por ESTATUS DE FUNCIONAMIENTO DE ACTUAL UNIDAD DE CARABINEROS DE CHILLÁN ORIENTE EN SECTOR VILLA PRECORDILLERA.


Al señor General Director de Carabineros de Chile, a la señora Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito y al señor Director de Tránsito y Transporte Público de Tomé, solicitándoles informar sobre NÚMERO DE SEMÁFOROS EN COMUNA DE TOMÉ y ACCIDENTES DE TRÁNSITO EN SECTOR DE PUNTA DE PARRA EN ÚLTIMO LUSTRO; y a los dos últimos, además, considerar INSTALACIÓN DE SEMÁFORO EN CRUCE DE PUNTA DE PARRA.


A la señora Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, a fin de que haga llegar COPIA DE ANTECEDENTES DE RESPALDO ANTE  DEMANDA DE NULIDAD DE DERECHO PÚBLICO CONTRA SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES.


A los señores Intendente de Biobío y Director Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, pidiéndoles dar a conocer CANTIDAD DE INCENDIOS FORESTALES OCURRIDOS EN REGIÓN DEL BIOBÍO DURANTE ESTE VERANO. 


A los señores Alcalde de Concepción y Gerente General de Ferrocarriles del Sur, a fin de que dispongan COLOCACIÓN DE MALLAS Y HABILITACIÓN DE PASOS EN VÍA FÉRREA UBICADA EN VICUÑA MACKENNA, COMUNA DE CONCEPCIÓN. 



Al señor Alcalde de Curanilahue, al objeto de que informe acerca de MEDIDAS PARA DISMINUCIÓN DE RIESGO DE INUNDACIONES.



Al señor Alcalde de Cañete, para que indique AVANCE EN ENTREGA DE SUBSIDIOS HABITACIONALES A FAMILIAS PARTICIPANTES EN PROTESTA REALIZADA EN RUTA P60R, CRUCE DE CURACAVÍ, EN MARZO DE 2018.



A la señora Directora del Servicio de Vivienda y Urbanización del Biobío, pidiéndole remitir copia de ESTUDIOS DE SUELOS EN SECTOR VILLA EL MIRADOR, PROVINCIA DE ARAUCO, Y FECHA APROXIMADA DE COMIENZO Y TÉRMINO DE REPARACIÓN DE VIVIENDAS.



Al señor Presidente del Directorio de la Empresa de Servicios Sanitarios del Biobío, solicitándole detallar NÚMERO DE FISCALIZACIONES Y CANTIDAD DE GRIFOS NUEVOS INSTALADOS EN ÚLTIMO LUSTRO EN REGIÓN DEL BIOBÍO.



Del señor TUMA:



Al señor Subsecretario del Interior, con el propósito de que envíe RENDICIÓN DETALLADA DE GASTOS DE SUBVENCIÓN A CUERPO DE BOMBEROS DE PERQUENCO ENTRE AÑOS 2016 Y 2017.

)----------(



--Se levantó la sesión a las 19.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS

1
OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL PARA MODIFICAR LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA 

(11.617-07)

MENSAJE Nº 407-365/

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, he resuelto someter a vuestra consideración el presente proyecto de reforma constitucional.

I. ANTECEDENTES

La necesidad de una Nueva Constitución ha sido un imperativo de las fuerzas democráticas desde la generación y entrada en vigencia de la Constitución de 1980 y se ha posicionado como uno de los temas centrales en la sociedad chilena durante los últimos años. 

Los movimientos sociales desde el año 2011 han incorporado dentro de sus demandas la urgencia del cambio constitucional, la academia lleva años sosteniendo una discusión de alto nivel sobre el cambio constitucional, por lo que se planteaba a la política el desafío de dar respuesta a esta demanda de más de 37 años e iniciar el camino hacia una Nueva Constitución en el Chile democrático actual. 

La experiencia comparada nos muestra que los textos constitucionales no solo cambian en momentos de crisis o quiebres institucionales, sino que es posible reemplazarlos, de manera pacífica, sin afectar el funcionamiento del Estado y a través de mecanismos que respeten la institucionalidad vigente. Claros ejemplos de lo anterior han sido los casos de Suiza, Suecia, Canadá, Australia, Finlandia y Colombia, quienes, con las particularidades propias de cada país, fueron capaces de generar sus cambios constitucionales en democracia. Estos cambios se han realizado, por regla general, en procesos graduales y donde el diálogo político fija el ritmo del cambio.

Además, se ha demostrado que cuantas más instancias de participación intervengan en la elaboración de una Constitución mejor será el proceso deliberativo y mejor fundamentada será la formación de preferencias de los ciudadanos respecto de una Nueva Constitución. 

A partir de lo anterior, tuve la convicción de que las instituciones políticas no pueden quedar rezagadas a los nuevos desafíos que impone la modernización democrática, y que somos precisamente los actores políticos quienes tenemos la responsabilidad de impulsar políticas que permitan la adaptación de las instituciones a los cambios que experimenta la sociedad.

Es así que propuse al país que la Nueva Constitución fuese una de las tres reformas de fondo de mi Gobierno, junto con la reforma educacional y la reforma tributaria. 

En mi Programa me comprometí a realizar un Proceso Constituyente democrático, institucional y participativo. Propuse generar un texto constitucional que pudiera responder a las demandas y desafíos actuales de nuestro país, en donde se encuentren las tradiciones democráticas y republicanas y que sea producto del consenso de los diferentes sectores de nuestra sociedad. 

Siempre he creído que Chile merece que su Constitución reconozca y se base en un sistema plenamente democrático; que recoja las normas y principios de derechos humanos reconocidos en Chile y en el ámbito internacional; que establezca un equilibrio entre los derechos fundamentales plenamente garantizados, y un adecuado sistema frenos y contra pesos entre los poderes del Estado.

Por lo anterior, presenté el Proceso Constituyente Abierto a la Ciudadanía como mecanismo de cambio constitucional, expresando que: “Chile necesita una nueva y mejor Constitución, nacida en democracia y que exprese la voluntad popular. Una legítima y respetada por todos, que la convierta en un motor de unidad nacional. Eso ha sido lo que consistentemente ha venido demandando la ciudadanía y es uno de los principales compromisos por los que fui elegida (…) Por eso la Constitución debe ser el techo común de nuestra patria, que nos albergue a todos, nos proteja a todos y nos permita avanzar juntos”. 

Así, mi propuesta se ha sostenido en cinco pilares claves: 1) entender la Constitución como un acuerdo político y social de convivencia cívica, que sirva como marco jurídico general para el desenvolvimiento de la política, requiriendo acuerdos políticos amplios y legitimidad social; 2) la necesidad de que Chile cuente con una Constitución nacida en democracia, con instancias efectivas de participación y en donde se gobierne por acuerdos mayoritarios y con respeto de las minorías; 3) que la Nueva Constitución debe retomar la tradición constitucional chilena, republicana, democrática y social; 4) la convicción de que el país cambió, y se requiere de un nuevo texto que pueda dar cuenta de todos estos cambios y que nos permita hacer frente a los desafíos del futuro, donde todos los proyectos políticos, bajo un ambiente pluralista, puedan desarrollarse; y 5) la participación pública incidente como elemento legitimador y de reformulación del ejercicio del poder constituyente. 

II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO

I. La tradición constitucional chilena, republicana, democrática y social, como marco para la Nueva Constitución

Desde mi Programa de Gobierno he sostenido que Chile debe reencontrarse con sus valores republicanos y dar origen a la Nueva Constitución, en la que confluyan las tradiciones constitucionales liberales, democráticas y sociales y que sea fruto de un auténtico consenso constitucional.

En nuestra historia constitucional se ha construido una tradición republicana y democrática que se caracteriza por la supremacía constitucional, el adecuado equilibrio entre los poderes del Estado, la ampliación progresiva de la ciudadanía y los derechos de las personas. Junto con ésta, desde inicios del siglo XX, la perspectiva social del Estado fue un eje fundante y configurador de nuestro constitucionalismo.  Es esta tradición una de las fuentes inspiradoras para la Nueva Constitución que presento en este proyecto.

Lo anterior ha sido posible no obstante los complejos contextos en los cuales las constituciones previas han tenido su origen: su mayoría es producto de situaciones de excepción institucional, en espacios de deliberación restringidos y con ausencia de participación pública. Sus contenidos y el desarrollo democrático de nuestro país permitieron su legitimación en el tiempo, debiéndose acometer reformas para avanzar hacia tal fin.

En el transcurso de nuestra historia observamos dicha tradición. Las diversas cartas fundamentales presentan ciertos elementos comunes que conforman los principios orientadores, lo que se hace evidente en su concepción acerca de los derechos, los órganos del Estado y las características de la institucionalidad. 

La conformación de esta tradición responde a la adecuación entre texto constitucional y el contexto en que las constituciones han sido redactadas. De esta manera, el constitucionalismo chileno promueve una adecuación y actualización permanente de sus contenidos a las necesidades y exigencias políticas, sociales, económicas y culturales de cada período. Bajo esta lógica, tal como señala el jurista alemán Karl Loewenstein, las constituciones deben adaptarse a las condiciones sociales en constante cambio. 

Lo anterior se expresa en que existen normas que son propias de nuestra cultura constitucional y que han persistido sin grandes variaciones entre las diferentes cartas fundamentales, tales como la división de poderes, la elección democrática de las autoridades, las normas sobre soberanía, nacionalidad y ciudadanía, los derechos fundamentales como parte nuclear de la Constitución y las reglas de formación de la ley, entre otras, que han sido reproducidas en términos similares desde las primeras constituciones. 

La conservación de ciertos elementos que nos identifican y que poseen un fuerte carácter republicano fueron antecedentes directos de las Constituciones posteriores. Por ello, ahora debemos basarnos en la solidez de nuestras tradiciones jurídicas, la democratización progresiva y en la construcción de un Estado de carácter social durante el siglo XX. Al mismo tiempo, debemos dar curso a nuestra capacidad de avanzar hacia una sociedad más abierta y moderna que responda a los cambios políticos, sociales y culturales de las últimas tres décadas.

A partir de los primeros textos constitucionales se han incorporado nuevos elementos en nuestro ordenamiento jurídico institucional, tal como el establecimiento de una República basada en la soberanía popular, el gobierno representativo, la consagración de los derechos fundamentales y la primacía de la ley. Desde la última parte del siglo XIX se inició un proceso que permitió la ampliación y profundización de los derechos políticos a través de la eliminación del voto censitario, la incorporación de las mujeres en la vida política, la inserción de los analfabetos al padrón electoral, así como también de los extranjeros avecindados en Chile por más de 5 años y, finalmente, la ampliación del derecho a voto a los chilenos residentes en el exterior. 

La Constitución de 1828, establecida por un Congreso Nacional Constituyente, instituyó las bases del ordenamiento constitucional democrático al expandir el derecho a sufragio y establecer un capítulo especial relativo a los derechos  de las personas, consagrando la libertad personal, el derecho al debido proceso y la libertad de emitir opinión. Asimismo, esta Constitución se sostiene en la igualdad entre las personas, indicando que no hay grupos privilegiados y suprimiendo los privilegios mayorazgos y títulos de nobleza.

La Constitución de 1833 surge como consecuencia de la batalla de Lircay y del triunfo de los pelucones y su mirada conservadora de la sociedad y del orden institucional. Su redacción estuvo encomendada a la Gran Convención, establecida en la Constitución de 1828, compuesta por treinta y seis miembros, dieciséis diputados y veinte ciudadanos probos e ilustrados, los que podían también ser miembros del Congreso, para luego ser aprobada por el mismo Congreso Nacional.

Esta Constitución tenía por objeto establecer un nuevo orden político caracterizado por una figura presidencial fuerte y con amplias atribuciones, pues se sostenía en la idea de que este tipo de liderazgo permitiría generar un sistema marcado por la estabilidad. A su vez, estableció un Congreso Nacional bicameral, donde la iniciativa de ley radicaba en la Cámara de Diputados, el Senado o el Presidente de la República a través de moción o mensaje y un poder judicial basado en una única magistratura a nivel nacional. 

Las principales reformas de este texto apuntan a la ampliación de los derechos políticos de la ciudadanía, las reformas electorales de 1874, 1888 y 1890, ampliaron el derecho a sufragio, otorgaron mayor transparencia al proceso electoral y reforzaron el secreto del voto, tras el afianzamiento del sistema de partidos políticos y la creciente oposición liberal a las prerrogativas presidenciales.

La Constitución de 1925 llega como respuesta a la crisis de la denominada República Parlamentaria, a manos del movimiento “ruido de sables”, que suspende el orden constitucional vigente, clausura el Congreso Nacional y exilia al Presidente de la República. Su elaboración estuvo encomendada a una Comisión Consultiva de ciento veintidós integrantes, con participación de civiles y militares. 

Se establecieron dos subcomisiones: la primera subcomisión de reforma que tuvo por objeto preparar el proyecto de reforma; y la segunda que tuvo por finalidad examinar el mecanismo para la discusión y aprobación (Asamblea Constituyente). La subcomisión de reforma estuvo integrada por quince personas, directamente llamadas por el Presidente de la República, quien presidió la subcomisión. En total se reunieron treinta veces. En tanto, la subcomisión de mecanismo, que debía organizar la Asamblea Constituyente, sólo se reunió tres veces, no volviendo a ser convocada por el Presidente.

Este texto constitucional fue aprobado mediante un plebiscito en agosto de 1925.

Esta Constitución retornó al régimen presidencial, con una fuerte separación de funciones. Se incorporó la renovación de la Cámara de Diputados cada 4 años, los requisitos para ser electo Diputado y Senador, estableciéndose, además, el Tribunal Calificador de Elecciones. 

El texto constitucional se caracterizó por su capacidad de incorporar las demandas propias de la denominada “cuestión social” y extender el sistema de derechos hacia los sectores más desprotegidos de la sociedad. Así, se estableció un régimen democrático y social con la ampliación de los derechos mediante la incorporación de la libertad de conciencia, la libertad de enseñanza y educación, el derecho de reunión, la protección al trabajo y el derecho de asociación, entre otros. Todos ellos persisten en nuestro sistema constitucional actual en términos similares. Reafirma totalmente su carácter social la reforma constitucional de 1967 que modificó el derecho de propiedad y permitió la realización del proceso de reforma agraria. Dispuso que la propiedad reconoce un límite en la función social y que ésta comprende “cuanto exijan los intereses generales del Estado, la utilidad y la salubridad públicas, el mejor aprovechamiento de las fuentes y energías productivas en el servicio de la colectividad y la elevación de las condiciones de vida del común de los habitantes”.

Durante la vigencia de esta Constitución se incorporaron sectores de la sociedad que hasta ese momento se encontraban excluidos. Por un lado, las mujeres, a través del voto en las elecciones municipales de 1935, y en las presidenciales y parlamentarias de 1949. Por otro lado, destaca la inclusión de los no videntes en 1969 y de los analfabetos en 1972. 

Hasta ese momento, la tradición constitucional chilena, que se caracterizaba por ser republicana, democrática y social, se interrumpió abruptamente con el Golpe de Estado el 11 de septiembre de 1973. La Junta de Gobierno tempranamente manifestó su intención de avanzar hacia una nueva Constitución para lo cual se atribuyó el poder Constituyente.

La Constitución de 1980 es producto del  golpe de Estado de 1973 y surge durante la dictadura que le siguió, a través del D.L. N° 128 el cual confirió a la Junta de Gobierno el poder constituyente y las facultades para modificar, suspender y derogar la Constitución, aprobando una nueva en su reemplazo. 

De esta manera, la Junta de Gobierno, mediante el Decreto Supremo N° 1.064 del 25 octubre de 1973, encargó a la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución la elaboración de un anteproyecto de Nueva Constitución. La Comisión estuvo presidida por Enrique Ortúzar Escobar e integrada por otros siete miembros. La revisión final recayó primero en el Consejo de Estado y posteriormente en el General Augusto Pinochet y su ratificación se realizó a través del plebiscito del 11 de septiembre de 1980. 

Esta Constitución interrumpió la tradición política y constitucional descrita anteriormente, estableciendo una arquitectura institucional que modificó radicalmente el camino constitucional trazado. Los ejes rectores originales de esta concepción político-jurídica son cuatro: 1) el establecimiento de una sociedad de libertades con primacía de los derechos económicos; 2) el rol subsidiario del Estado; 3) la fijación de una democracia no pluralista y tutelada; y 4) la consagración y ejecución de la doctrina de la seguridad nacional. 

La Constitución inició su vigencia en un plebiscito totalmente irregular y sosteniéndose en artículos transitorios que suspendieron las elecciones, el funcionamiento del Congreso y el normal desenvolvimiento de todas las instituciones. La dictadura militar elaboró las primeras leyes electorales y de partidos políticos, siendo el Tribunal Constitucional, en un hecho inédito e impensado en aquella época, el órgano que dio curso al proceso democrático. 

 La transición a la democracia planteó como desafío realizar importantes modificaciones al texto vigente, las que han buscado democratizarlo y dotarlo de legitimidad, cuestión que aún se encuentra pendiente. Por lo anterior, si bien esto nos ha permitido gozar de una democracia estable, aún persiste la urgencia de un cambio constitucional. 

Desde el retorno a la democracia se han realizado treinta y nueve reformas que han incidido en más de doscientas cincuenta disposiciones. En 1989 se realizó una gran reforma, que nos permitió transitar a la democracia, incorporando como límite de la soberanía los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana y suprimiendo la restricción al pluralismo político. 

En 1991 se dictaron leyes relativas al delito de terrorismo y amnistía y descentralización del país respectivamente.

Entre los años 1994 y 1997 se realizaron cinco reformas constitucionales relativas a la duración del mandato presidencial, la composición del poder judicial, a la administración del Estado y la creación del Ministerio Público.

En el año 1999 se agregan cuatro reformas constitucionales en materia de funcionamiento de los tribunales, equidad de género, reconocimiento de la educación parvularia y normas relativas al Tribunal Calificador de Elecciones. En el período comprendido entre 2000 y 2003, se realizaron cuatro reformas, las que apuntaban a revisar el funcionamiento del Congreso Nacional, el estatuto de los ex Presidentes de la República, la consagración del derecho a la libre creación artística y la obligatoriedad de la educación media. 

En el año 2005, bajo el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos, se realizó la reforma más sustantiva a la actual Constitución con el objetivo de eliminar los enclaves autoritarios existentes; así, se suprimió la institución de  los  senadores vitalicios y designados, se eliminó el rol garante de las Fuerzas Armadas y se disminuyó su poder, al igual que el del Consejo de Seguridad Nacional.

Desde 2005 han sido veintidós las reformas que se le han efectuado a la Constitución vigente. Dichas modificaciones se han centrado en materias tales como la cesación del cargo por infracción a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral; elección popular del órgano ejecutivo del Gobierno Regional; autonomía constitucional al Servicio Electoral; obligatoriedad del segundo nivel de transición y financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor educacional; adecuación de las fechas de las elecciones presidenciales; modificación de la ley que regula los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández; normas relativas a Gobierno y Administración Regional; habilitación al legislador para fijar fecha de entrada en vigencia de leyes procesales en diversas regiones; integración de la Cámara de Diputados; ejercicio del voto de chilenos residentes en el extranjero; obligatoriedad de Rendición de Cuentas al país de los Presidentes de la Cámara y del Senado; obligatoriedad de Defensa Jurídica; supervigilancia y control de armas; declaración de patrimonio e intereses de las autoridades e incompatibilidades del cargo de Ministro; aprobación del Estatuto de Roma; asociacionismo municipal y personalidad jurídica de derecho privado municipal; inscripción automática en los Registros Electorales; y modificación de la fecha para rendir cuenta ante el Congreso Pleno por parte del Presidente de la República. 

 Es así que la Nueva Constitución busca retomar la tradición constitucional republicana, democrática y social que es parte de nuestra historia, pero también persigue que sea una Constitución moderna, actualizada y acorde a los cambios políticos, sociales y culturales que el país ha enfrentado en los últimos años, permitiendo a la vez responder a los desafíos futuros. 

Esta convicción da sustento a nuestro desafío actual que es dotarnos de una Nueva Constitución nacida plenamente en democracia y que, a diferencia de las Constituciones anteriores, se realice a través de un procedimiento democrático, con instancias reales de participación ciudadana y dentro de los canales de la institucionalidad vigente.

II. Proceso Constituyente Abierto a la Ciudadanía

En octubre de 2015 presenté al país el Proceso Constituyente Abierto a la Ciudadanía como propuesta de cambio constitucional. Es una política de Estado, que se inicia en mi Gobierno pero que se extiende al nuevo periodo presidencial. Es respetuosa de la institucionalidad vigente y del Congreso Nacional como poder constituyente derivado e incorpora a los ciudadanos y ciudadanas como protagonistas. 

El Proceso Constituyente incorpora la discusión pública incidente de los ciudadanos sobre los asuntos constitucionales como un elemento central, de una manera institucionalizada, permitiendo el diálogo y la convergencia para la construcción de acuerdos sobre la Constitución. Es abierto a la ciudadanía, por cuanto los ciudadanos pueden participar sin discriminaciones e incidir en la discusión constitucional por medio de los diferentes mecanismos participativos e institucionales contemplados para ello, siendo la incidencia el elemento esencial de la participación pública.

El proceso considera tres momentos: el Encuentro, la Deliberación y la Soberanía. El Encuentro se refiere a la fase participativa y consiste en la participación pública a nivel local, provincial y regional. Para dar garantías de transparencia, inclusión y ausencia de sesgo político en esta primera etapa, creé el Consejo Ciudadano de Observadores del Proceso Constituyente. La Deliberación consiste en la discusión sobre los contenidos constitucionales en la sede constituyente acordada por el Congreso Nacional. Finalmente, la Soberanía se refiere al plebiscito final ratificatorio del cambio constitucional.

Durante mi mandato, hemos desarrollado la etapa del Encuentro, a través de la fase de educación cívica y constitucional, los diálogos ciudadanos en sus distintos niveles y la entrega de las Bases Ciudadanas para una Nueva Constitución. Adicionalmente, se dio inicio a la etapa de la Deliberación, mediante la presentación en abril de 2017, del proyecto de reforma constitucional al Capítulo XV, que incorpora un mecanismo para su reemplazo total y el envío del presente texto al Congreso Nacional.

La Etapa Participativa del Proceso Constituyente Abierto a la Ciudadanía

La Etapa Participativa tuvo el desafío de convocar a las personas a participar en la discusión sobre los temas constitucionales, generando condiciones que favorecieran la confianza de la ciudadanía respecto de su real incidencia en la propuesta final sobre la Nueva Constitución.

Para que ello ocurriese, se determinó que la Etapa Participativa debía contar con un modelo en que la participación y las conversaciones de las personas llegaran a conclusiones colectivas de forma colaborativa. Junto con ello, se estimó necesario involucrar a diversos actores de la sociedad, quienes, asumiendo diferentes roles, apoyarían tareas tales como la observación a través del Consejo Ciudadano de Observadores que reunió a destacadas personalidades y abogados constitucionalistas del país; la sistematización que se radicó  en el Comité de Sistematización que se estableció para tal efecto; la facilitación del diálogo por medio de los 199 facilitadores contratados por el Sistema de Alta Dirección Pública, y las campañas de educación y motivación diseñadas para la participación. Todos estos elementos   fortalecieron el desarrollo  de esta etapa. 

Uno de los principales desafíos de esta etapa tuvo que ver con el diseño e implementación de varias instancias de deliberación que permitieron la participación de todas las personas en su diversidad territorial, etaria, social y cultural, y que facilitó su posterior sistematización para la construcción de las Bases Ciudadanas para la Nueva Constitución.

La Etapa Participativa se desarrolló entre el 23 de abril y el 6 de agosto de 2016, y consideró tres niveles de participación: 1) el nivel local compuesto por la Consulta Individual y los Encuentros Locales; 2) el nivel provincial, desarrollado a través de los Cabildos Provinciales; y 3) el nivel regional desarrollado a través de los Cabildos Regionales. El objetivo de cada uno de estos niveles fue integrar, debatir y acordar sobre los contenidos para la Constitución mediante la metodología diseñada por el Gobierno denominada “convergencia deliberativa”, que buscó la generación de acuerdos sobre los asuntos constitucionales, registrando también, los acuerdos parciales y los desacuerdos entre las personas. 

En esta primera etapa, denominada el Encuentro, se realizaron más de 9 mil instancias de discusión constitucional, y participaron 204.402 personas, ciudadanos chilenos o extranjeros residentes en Chile y también chilenos residentes en el extranjero, mayores de 14 años. Cabe destacar que los Encuentros Locales Autoconvocados, como mecanismo innovador de participación pública, permitieron que las personas en diferentes instancias (trabajo, familia, amigos, lugares de estudios, entre otros) se reunieran a deliberar sobre la Constitución política. Las reglas de inclusión, no discriminación y ampliación de la ciudadanía, permitieron la participación de jóvenes, de personas pertenecientes a los pueblos indígenas y especialmente canalizó un alto interés de las mujeres, cuya participación alcanzó un 54% en estos encuentros. Lo anterior demuestra que las mujeres solo necesitamos iguales condiciones para igual participación.

La Etapa Participativa concluyó con la elaboración de las Bases Ciudadanas para una Nueva Constitución, que reflejan de manera fiel lo que las personas acordaron durante el proceso y en donde la ciudadanía es el actor central en la definición y priorización de sus contenidos. Para esto, se consideraron y sistematizaron todas las opiniones expuestas en los distintos niveles de participación y deliberación, siendo esta información trazable hasta su origen y a través de una metodología replicable.

Las Bases Ciudadanas se componen de  la sistematización del resultado de los distintos niveles de participación del Comité de Sistematización;  la síntesis de la sistematización de resultados del Consejo Ciudadano de Observadores; y del Informe de Observación del Consejo Ciudadano de Observadores.

Este documento, dadas sus características, corresponde al insumo esencial para la elaboración del  proyecto de cambio Constitucional que aquí presento, y recoge la incidencia de la participación pública en los diferentes niveles territoriales diseñados para ello, cumpliendo con los desafíos de democratización y legitimación antes señaladas. 

Este proceso ha sido reconocido internacionalmente tanto en términos de participación como de innovación. De hecho, según lo planteado por la OCDE (2017), los Encuentros Locales Autoconvocados se constituyen como una buena práctica que permite nivelar el juego participativo y promover la inclusión. A su vez, este mecanismo participativo permitió dar voz a sectores generalmente no considerados, lo que  queda evidenciado en el hecho de que algunos conceptos constitucionales clave priorizados por los ciudadanos no están incluidos actualmente en el debate político o en la Constitución chilena actual. Por otra parte, esta iniciativa puede ayudar a fortalecer y profundizar las políticas públicas, haciéndolas más participativas e inclusivas, especialmente mediante la participación de otras instituciones clave.

En complemento con lo anterior, se llevó a cabo una etapa participativa indígena y un Proceso de Consulta Constituyente Indígena acorde al Convenio 169 de la OIT. 

La Etapa Participativa Indígena se realizó en todo el territorio chileno y tuvo tres modalidades de participación, a saber, encuentros convocados, encuentros autoconvocados y participación individual, en los cuales participaron un total de 17.016 personas, entre mayo y diciembre de 2016.

El Proceso Constituyente Indígena recoge las propuestas formuladas por los nueve pueblos indígenas. La convocatoria al proceso de diálogo fue amplia y abierta a todas las instituciones representativas de los pueblos indígenas. Por su parte, el Proceso de Consulta Constituyente Indígena, que constituye la primera consulta a nivel mundial en materias constitucionales, contó con la participación del Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) como observador del proceso, además del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), como garante y observador del proceso.

Adicionalmente, se realizó durante octubre y noviembre del año 2016 el proceso “Yo opino, es mi derecho” a cargo del Consejo Nacional de la Infancia, en colaboración con el Ministerio de Educación. Este proceso buscó generar un espacio de participación deliberativo para niños, niñas y adolescentes con el objeto de recoger su visión sobre el ejercicio de sus derechos y sus propuestas para el nuevo el trato del Estado con la niñez y la juventud. 

Esta instancia destacó la importancia de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y en él participaron 424.446 estudiantes a nivel nacional. 

Así, la participación se ha instituido como un principio rector de nuestro proceso. La Etapa Participativa es una experiencia inédita en nuestra historia republicana, y también novedosa respecto de los procesos constituyentes de las últimas décadas, al establecer participación pública como etapa anterior a la fase de deliberación del órgano constituyente. Este fue el proceso de cambio constitucional de mayor participación a nivel comparado, con un alto grado de innovación, en un ejercicio de profundización democrática, que permite fortalecer los mecanismos de participación y de vinculación entre el Estado y la sociedad. Todo esto, bajo los principios de transparencia, rendición de cuentas y supervisión activa (Estudio de Gobernanza Pública de la OCDE: informe  la participación ciudadana en el Proceso Constituyente 2017).

La participación pública incidente como elemento legitimador de la Constitución y de reformulación del ejercicio del poder constituyente

La participación pública es el elemento central para lograr generar constituciones legítimas en democracias estables, ya que es la participación ciudadana la que le da validez y autoridad al texto constitucional, por lo que sin ella la convergencia deliberativa entre el sistema representativo y la sociedad civil no es posible.

El principal desafío de la Nueva Constitución es que la ciudadanía se apropie de ella, así como del sistema que ella establece. Es necesario que las personas se sientan identificadas con el texto constitucional, para lo cual se debe establecer una relegitimación a través de la participación pública para lograr nuevos acuerdos sociales básicos sobre la ordenación del poder y los derechos fundamentales. 

Debemos ampliar el consenso constitucional fundante. Esto se logra únicamente a través de una Nueva Constitución elaborada desde abajo hacia arriba, que genere una conciliación entre la ciudadanía y el sistema representativo, promoviendo un diálogo político plural y abierto. Lo anterior es hoy un requerimiento para la elaboración de los textos constitucionales democráticos. En esta línea la Comisión de Venecia del Consejo Europeo señaló en el año 2015: “la adopción de una nueva y buena Constitución debe estar basada en el más amplio consenso posible dentro de la sociedad y (…) un amplio y sustantivo debate que incluya las variadas fuerzas políticas, organizaciones no gubernamentales y asociaciones ciudadanas, la academia y los medios es un prerrequisito importante al adoptar un texto sustentable, aceptable para toda la sociedad y en línea con los estándares democráticos”.

En nuestro país, la Constitución de 1980 carece de legitimidad como norma jurídica justificante del poder político, producto del momento histórico en que fue dictada y de la nula participación pública en su elaboración y deliberación. Lo anterior ha traído como consecuencia que la ciudadanía no crea en ella y demande su cambio. Por lo tanto, el poder que de ella emana no es visto como legítimo. Es por esto que el centro de la discusión constituyente actual debe ser la forma en que la sociedad pretende darse un ordenamiento del poder político y del sistema de derechos y cómo la ciudadanía puede incidir para que esto se materialice en el nuevo texto constitucional. 

El modelo de cambio constitucional propuesto busca fijar los acuerdos sociales básicos sobre el modelo de Estado, la relación entre la persona y el Estado, los derechos fundamentales, el sistema de gobierno y el modelo jurídico de Estado que identifique a nuestra sociedad actual. Para esto, la única fórmula que permite dotar de legitimidad a este nuevo ciclo político es la participación pública incidente.

Ésta tiene dos elementos centrales que la componen: por un lado la incidencia como influencia en las decisiones públicas y, por otro, la incidencia como fortalecimiento del mandato que les otorgamos a los representantes que discutirán los nuevos contenidos constitucionales. 

Que la participación influya en las decisiones públicas implica que tiene la cualidad y efecto de repercutir en la redacción del proyecto de cambio constitucional. Es decir, que el texto debe dar cuenta de las principales deliberaciones de la Etapa Participativa. Solo así se puede elaborar una Constitución legítima e inclusiva que represente a todos los sectores de la sociedad. 

Esto se materializa en las Bases Ciudadanas para la Nueva Constitución. En el ejercicio de mi potestad co-constituyente, el contenido de las Bases ha sido incorporado en el presente proyecto. De esta manera, la incidencia y el compromiso político democrático que ésta lleva aparejada, es la que permite que los acuerdos alcanzados se materialicen en el texto constitucional.

Las Bases Ciudadanas producen incidencia en dos momentos del Proceso Constituyente. El primero, al ser el documento que activa la incidencia, donde el proyecto de cambio constitucional es su expresión concreta.  Luego, al ser discutido el proyecto en la sede constituyente que el Congreso defina, sus contenidos generarán la segunda incidencia sobre los actores que serán parte integrante del órgano constituyente. Éstos deben respetar la deliberación pública constitucional expresada en las Bases Ciudadanas, siendo parte de la devolución a la ciudadanía y, a su vez, permitiendo la trazabilidad de sus opiniones en todo el proceso de cambio. Sin lo anterior, no habrá legitimidad social. 

En segundo término, la incidencia modifica el mandato representativo. Incorpora los contenidos previamente deliberados y consensuados por la ciudadanía en el ejercicio de la representación y, en consecuencia, en el ejercicio del poder constituyente, y de esta manera, reformulándolo. Es decir, la participación pública incidente provee contenidos (las visiones constitucionales de las personas) y fortalece el ejercicio de la representación, al instaurar un mandato con responsabilidad política, el cual exige considerar los resultados de la participación pública. 

III. La Nueva Constitución 

La Nueva Constitución es producto del camino descrito anteriormente. Ésta nos permitirá reencontrarnos con nuestra tradición constitucional republicana, democrática y social, la cual fue, como ya hemos señalado anteriormente, interrumpida durante el proceso de elaboración de la Constitución vigente. 

Proponemos un cambio en la forma de entender el texto constitucional. Hablamos de una Constitución democrática y social, que dé cuenta de los cambios que Chile ha tenido en los últimos años y que permita su adecuación a los cambios futuros.

Es un cambio sistémico y sustancial, que propone una nueva manera de comprender los derechos fundamentales y la estructura de poderes del Estado.

Este proyecto tiene como fundamento las Bases Ciudadanas para la Nueva Constitución. Los cambios sustanciales que se proponen se sostienen en los valores fundamentales de nuestra sociedad como lo son la dignidad, la libertad, la igualdad, la solidaridad y el respeto de los derechos fundamentales de todos los seres humanos; una sociedad que busca vivir en paz, en justicia y en prosperidad. 

Se propone una nueva matriz de interpretación de la Constitución, con base al establecimiento de un Estado de Derecho democrático y social, en el cual el Estado está al servicio de las personas y su finalidad es el bien común, pero no el mero bien común individual, sino aquel que busca crear las condiciones necesarias para el desarrollo integral y sostenible de la comunidad y de cada uno de sus integrantes. Junto con ello reconocemos a los pueblos indígenas como parte fundamental de nuestro orden constitucional. Así, junto con la democracia como valor primordial, nos alejamos del individualismo y avanzamos hacia un modelo de Estado solidario, que concilie los intereses personales con los de la comunidad toda. Lo anterior requiere una adecuación del Estado a los nuevos estándares y deberes, como lo son el respeto al medio ambiente y al patrimonio histórico y cultural. Es en este equilibro sobre el cual se edifica la Nueva Constitución. 

Como segundo elemento, la Nueva Constitución se funda en los derechos fundamentales de las personas. Establece por un lado un perfeccionamiento de los derechos actuales tales como igualdad, salud, la educación y trabajo; se pone al día con nuestra deuda histórica con los pueblos indígenas reconociendo sus derechos, y establece derechos que dan cuenta de los cambios políticos, sociales y culturales que hemos experimentado en los últimos años, estableciendo el derecho al libre desarrollo de la personalidad, el derecho a la igualdad entre hombres y mujeres, los derechos de los niños niñas y adolescentes, el derecho a la participación, entre otros. 

Una Constitución no es tal sin la garantía de sus derechos. Es por ello que el proyecto dispone de un mecanismo de tutela universal de los derechos, sin distinciones según el tipo de derechos como ocurre hasta ahora, donde hay derechos que valen más que otros en cuanto a su protección. Toda persona vulnerada en sus derechos podrá recurrir ante cualquier tribunal ordinario de primera instancia y solicitar la tutela de sus derechos, cuestión que podrá ser apelable ante el Tribunal Constitucional. Así, se establece un sistema que ubique en la misma posición a las libertades individuales, económicas y los derechos sociales en su consagración y amparo. 

En cuanto al régimen político, se fortalece el equilibrio entre el Poder Ejecutivo y Legislativo. Se eliminan los quórum supra-mayoritario de las leyes por lo que sólo existirán la mayoría simple y mayoría absoluta. El único quórum mayor a los anteriores será el quórum de reforma a la Constitución, que será un quórum único de tres quintos. Esta es una de las principales profundizaciones democráticas, pues permitirá el real juego de mayorías y minorías, reglas bajo las cuáles se podrán desarrollar los distintos proyectos políticos. También se elimina el control preventivo que puede hasta hoy requerir una minoría ante el Tribunal Constitucional, y sólo se podrá controlar obligatoriamente ciertas leyes con un quórum de cuatro quintas partes, es decir, ocho de diez Ministros del Tribunal Constitucional. Solo cuando exista una clara y fuerte mayoría de acuerdo sobre la inconstitucionalidad de una ley, ésta podrá ser controlada por dicho órgano. Junto con lo anterior, se atribuye iniciativa legal al Congreso en materia laboral, de seguridad social y en la creación de servicios públicos.  

La reforma propuesta el régimen político se complementa con las reformas constitucionales y legales que realizamos al sistema político durante mi Gobierno. La reforma constitucional que permitió el voto de chilenos y chilenas en el extranjero, la que estableció el Servicio Electoral como autonomía constitucional y la que dispone la elección directa de los gobernadores regionales. Las reformas legales que estableció el nuevo sistema electoral proporcional, la nueva ley de partidos políticos y las nuevas reglas para el financiamiento de la política.  

Se profundiza la democracia y se complementa a través de mecanismos de innovación democrática como lo es la iniciativa ciudadana de ley que podrá activar el 5% de los ciudadanos con derecho a sufragio.  

En cuanto a la generación de una Nueva Constitución, el proyecto recoge mi propuesta que presenté en abril del año pasado al Congreso Nacional, y se propone que sea una Convención Constitucional la sede para conocer y deliberar un nuevo texto fundamental. 

Finalmente, la Nueva Constitución debe ser aprobada en un plebiscito final donde los ciudadanos y ciudadanas expresen si aprueban o rechazan el nuevo texto. 

Así, esta Constitución asume el desafío de actualizar y modernizar las instituciones del Estado, el sistema de derechos fundamentales, el régimen político y el sistema de relaciones entre la ciudadanía y el Estado. 

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

En consecuencia, propongo al H. Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO  DE  REFORMA  CONSTITUCIONAL:
“Artículo único.-
Modifícase la Constitución Política de la República en el siguiente sentido:

1. Agrégase el siguiente preámbulo:

“PREÁMBULO

Nosotros, los pueblos de Chile, responsables ante nuestra historia y su porvenir, nos otorgamos esta Constitución Política de la República de Chile. Lo hacemos en forma libre y democrática, ejerciendo el poder constituyente originario del que estamos investidos. La finalidad de este acto solemne es vivir en paz, en justicia y en prosperidad dentro de nuestras fronteras, y convivir con todos los países y pueblos del mundo, promoviendo y respetando la dignidad, la libertad, la igualdad, la solidaridad y los derechos fundamentales de todos los seres humanos.”.

2. Reemplázase el Capítulo I: Bases de la institucionalidad, por el siguiente:

“Capítulo I

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES DEL ORDEN CONSTITUCIONAL

Artículo 1.-
Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos. 

La dignidad del ser humano es inviolable. A su respeto y protección está obligado el Estado, así como todas personas y las diversas formas en que las mismas se agrupan.

La familia, en sus diversas modalidades, es el núcleo fundamental de la sociedad.

Artículo 2.-

La República de Chile es un Estado de Derecho democrático y social. Su organización territorial es unitaria. Su administración es descentralizada y desconcentrada, pudiendo adoptar otra modalidad que disponga la ley.

Artículo 3.-
El Estado está al servicio de las personas y su finalidad es el bien común, para lo cual debe crear las condiciones necesarias para el desarrollo integral y sostenible de la comunidad y de sus integrantes, respetando plenamente, y con responsabilidad fiscal, los derechos y garantías que esta Constitución consagra, 

El Estado reconoce, ampara y promueve a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la autonomía para cumplir sus propios fines específicos, con apego a lo establecido en esta Constitución.

Es deber del Estado resguardar la seguridad y la soberanía de la Nación y de su territorio, dar protección a su población, promover la integración armónica y solidaria de sus habitantes y pueblos, así como asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional. Son deberes especiales del Estado la protección del medio ambiente y el patrimonio histórico y cultural. 

Artículo 4.-
La soberanía reside en la Nación y en sus diversos pueblos indígenas. Su ejercicio se realiza por los ciudadanos a través de las elecciones y los plebiscitos que esta Constitución y las leyes establecen, así como por los órganos y autoridades públicas en el desempeño de sus cargos. Ningún sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio.


El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos humanos. Es deber de los órganos del Estado y de todas las personas respetar y promover tales derechos garantizados por esta Constitución, así como aquellos establecidos en los tratados internacionales vigentes ratificados por Chile, y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos aprobada y proclamada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948. Los órganos del Estado deberán conciliar estos derechos con los establecidos en esta Constitución.

Artículo 5.-
El Estado reconoce a los pueblos indígenas que habitan en su territorio como parte de la Nación chilena, obligándose a promover y respetar su integridad de tales, así como sus derechos y su cultura. Los pueblos indígenas participarán como tales en el Congreso Nacional, mediante una representación parlamentaria, cuyo número y forma de elección serán determinados por una Ley Orgánica Constitucional.

Artículo 6.-
Chile es un Estado de derecho, fundado en el principio de la supremacía constitucional. En consecuencia, todo el orden jurídico debe subordinarse a la Constitución, fuente principal del derecho, y los órganos del Estado, previa investidura regular de sus integrantes, deben actuar dentro de su competencia, en la forma establecida por esta Constitución y por las normas jurídicas dictadas conforme a ella.


El carácter autónomo que esta Constitución otorga a determinados órganos, no los priva de su pertenencia al Estado, con los derechos, deberes y limitaciones que a tal condición concierne.

Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares e integrantes de dichos órganos como a toda persona, institución o grupo.

La infracción a esta norma generará las sanciones que determinen esta Constitución y las leyes.

El Tribunal Constitucional resolverá aquellas contiendas de competencia suscitadas entre órganos del Estado, que no involucren a los Tribunales Superiores de Justicia.

Artículo 7.-
Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes.

Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale.

Artículo 8.- 
El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.

Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley podrá establecer, para todos los efectos, la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.

El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.

Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes.

Artículo 9.- 
Es deber de los órganos e instituciones del Estado garantizar el orden institucional de la República. Toda conducta que tenga por finalidad atentar contra la democracia y los derechos fundamentales, es contraria a la Constitución y debe encontrarse tipificada en el Código Penal.

El terrorismo, en cualquiera de sus formas, es por esencia contrario al Estado de derecho.

Las conductas punibles tipificadas como delitos terroristas, así como la responsabilidad en su comisión, serán establecidas en un título especial dentro del Código Penal. Las reglas procedimentales para su juzgamiento serán materia del Código Procesal Penal.”.

3. Reemplázase el Capítulo II: Nacionalidad y ciudadanía, por el siguiente:

“Capítulo II

NACIONALIDAD Y CIUDADANIA

Artículo 10.- 
Son chilenos:

1º.- Los nacidos en el territorio de Chile;

2º.- Los hijos de padre o madre chilenos, nacidos en territorio extranjero;

3º.- Los extranjeros que obtuvieren carta de nacionalización en conformidad a la ley, y

4º.- Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.

La ley reglamentará los procedimientos de renuncia a la nacionalidad chilena, de opción por la nacionalidad chilena; de otorgamiento, negativa y cancelación de las cartas de nacionalización, y la formación de un registro de todos estos actos.

Artículo 11.- 
La nacionalidad chilena se pierde:

1º.- Por renuncia voluntaria manifestada ante autoridad chilena competente. Esta renuncia sólo producirá efectos si la persona, previamente, se ha nacionalizado en país extranjero;

2º.- Por decreto supremo, en caso de prestación de servicios durante una guerra exterior a enemigos de Chile o de sus aliados; 

3º.- Por cancelación de la carta de nacionalización, y

4º.- Por ley que revoque la nacionalización concedida por gracia.

Los que hubieren perdido la nacionalidad chilena por cualquiera de las causales establecidas en este artículo, sólo podrán ser rehabilitados por ley. No puede perder la nacionalidad chilena quien por ello devenga en apátrida.

Artículo 12.- 
La persona afectada por acto o resolución de autoridad administrativa que la prive de su nacionalidad chilena o se la desconozca, podrá recurrir, por sí o por cualquiera a su nombre, dentro del plazo de treinta días, ante la Corte Suprema, la que conocerá como jurado y en tribunal pleno. La interposición del recurso suspenderá los efectos del acto o resolución recurridos.

Artículo 13.-
Son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad.

La calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confieran.

Los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren fuera del país podrán sufragar desde el extranjero, de conformidad con la legislación vigente. 

Artículo 14.-
Los extranjeros avecindados en Chile por más de cinco años, y que cumplan con los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 13, podrán ejercer el derecho de sufragio en los casos y formas que determine la ley.

Los nacionalizados en conformidad al Nº 3º y Nº 4 del artículo 10, tendrán opción a cargos públicos de elección popular sólo después de cinco años de estar en posesión de sus cartas de nacionalización.

Artículo 15.-
En las votaciones populares, el sufragio será personal, igualitario, secreto, informado y voluntario, a excepción de lo previsto en el plebiscito dispuesto en el artículo 133 de esta Carta.

Sólo podrá convocarse a votación popular para las elecciones previstas en esta Constitución y para los plebiscitos que esta misma Carta contemple o que una ley orgánica constitucional disponga, sujeta a la aprobación del Tribunal Constitucional.

En las elecciones populares para elegir miembros de cuerpos colegiados, se aplicará un procedimiento de conversión de votos en cargos, cuyo resultado arroje una representación proporcional entre el porcentaje de votos y el porcentaje de cargos obtenidos por las listas de candidatos. La ley establecerá las formas de candidaturas y el procedimiento de cálculo para cumplir con tal mandato, así como las eventuales correcciones necesarias en la representación de cada lista de candidaturas.

Artículo 16.-
El derecho de sufragio se suspende sólo por interdicción en caso de demencia y en razón de condena judicial establecida por una Ley Orgánica Constitucional.

Artículo 17.-
La calidad de ciudadano sólo se pierde por pérdida de la nacionalidad chilena.

Artículo 18.-
Habrá un sistema electoral público. Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución, y garantizará siempre el fortalecimiento de los partidos políticos, así como la participación de independientes en los señalados procesos. Dicha ley establecerá también un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.

Una ley orgánica constitucional contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, quienes cumplan los requisitos establecidos por esta Constitución.

El resguardo del orden público durante los actos electorales y plebiscitarios corresponderá a las Fuerzas Armadas y Carabineros del modo que indique la ley.”.-

4. Reemplázase el Capítulo III: De los derechos y deberes constitucionales, por el siguiente:

“Capítulo III

DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES, GARANTÍAS Y DEBERES CONSTITUCIONALES

Artículo 19.- Esta Constitución, a través de los órganos y autoridades en ella establecidos, asegura y garantiza a todos las personas como derecho directamente aplicable:

1º.- El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica.

Se prohíbe la pena de muerte, la tortura, y los apremios degradantes para la integridad física y psíquica;

2°.- El derecho a la personalidad. Cada persona tiene el derecho a desarrollar libremente su personalidad, con el sólo límite del respeto al ordenamiento jurídico y a la dignidad y derechos de todas las otras personas;

3º.- El derecho de los niños, niñas y adolescentes al respeto de su integridad y desarrollo moral, físico, psíquico y sexual. Igualmente, tienen derecho a ser tratados de acuerdo a su grado de madurez y autonomía progresiva en los asuntos que les afecten.

El cuidado de los niños, niñas y adolescentes es un derecho de los padres o de las personas que los tengan a su cuidado, de acuerdo a la ley.

Es deber del Estado, la familia y la comunidad otorgarles la debida protección para el pleno ejercicio de sus derechos. La ley establecerá un sistema de protección y garantías de los derechos de los niños, niñas y adolescentes;

4°.-La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. 

Ninguna persona, autoridad o grupo, ni la ley podrán establecer diferencias arbitrarias. Nadie puede ser discriminado negativamente a causa de su raza, color, sexo, género, idioma, religión, opinión o creencias públicas, discapacidad, posición económica o social, nacimiento o cualquiera otra condición; 

5°.- Hombres y mujeres son iguales ante la ley y en el goce y ejercicio de los derechos. Es obligación del Estado promover esta igualdad, adoptando las medidas legislativas y administrativas para eliminar toda discriminación que la afecte;

6º.- La igual protección jurídica en el ejercicio de sus derechos frente a la investigación y enjuiciamiento del Estado.



a)
Toda persona tiene el derecho de acceder a la justicia y ser oído por los tribunales. 



b)
Toda persona tiene el derecho a un debido proceso. Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado, revestido de las garantías de una investigación y de un procedimiento ajustado a la ley, a la justicia, y, especialmente, a los derechos constitucionales.



c)
Nadie puede ser investigado ni procesado sin su conocimiento o sin constancia documental oficial de tal condición. Toda persona tiene derecho a ser reparado o indemnizado patrimonialmente si es absuelto o sobreseído en esas investigaciones y procedimientos, o si en aquellas o éstos no se persevera procesalmente.



d)
Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado, si hubiere sido formalmente requerida. Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá, en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos.



e)
La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos. La ley señalará los casos y establecerá la forma en que las personas naturales víctimas de delitos dispondrán de asesoría y defensa jurídica gratuitas, a efecto de ejercer la acción penal reconocida por esta Constitución y las leyes.



f)
Toda persona imputada de delito tiene derecho irrenunciable a ser asistida por un abogado defensor proporcionado por el Estado, si no nombrare uno en la oportunidad establecida por la ley.



g)
Nadie podrá ser investigado ni juzgado por comisiones especiales, sino por el fiscal o el tribunal que señalare la ley, según sea el caso, y que se hallare establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del hecho.



h)
La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal.



i)
Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afectado.



j)
Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente y completamente descrita en ella.



k)
Todo investigado, imputado, denunciado o formalizado, tiene derecho a la presunción de inocencia y no procede ser tratado ni expuesto públicamente como culpable, en tanto no mediare en su contra sentencia firme que lo condene. Toda contravención a esta norma puede reclamarse judicialmente para obtener las sanciones y reparaciones que procedan.



l)
Nadie puede ser sancionado por una pena no proporcional a la conducta punible ni al bien jurídico afectado, ni juzgado nuevamente por una materia ya conocida o ya resuelta jurisdiccionalmente;

7º.- El respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia, reputándose la afectación de ambos bienes jurídicos, como patrimonialmente reparables.

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales. La ley regulará el tratamiento de los datos de carácter personal y las sanciones que acarreará su incumplimiento o vulneración;

8º.- La inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación y documentación privada. El hogar y el lugar de trabajo puede allanarse, los objetos personales incautarse, y las comunicaciones y documentos privados interceptarse, abrirse, copiarse o registrarse, sólo en los casos y formas, así como por las personas y reparticiones expresamente determinados por la ley. Con todo, tales intervenciones deben ser siempre respaldadas judicialmente, así como las personas afectadas serán reparadas patrimonialmente si tales diligencias resultan ser innecesarias o desproporcionadas. Tanto las personas como instituciones que vulneren lo dispuesto en este numeral responderán personal y solidariamente del daño causado;

9º.- La libertad y objeción de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a lo dispuesto en la ley.

Las confesiones religiosas podrán erigir y conservar templos y sus dependencias bajo las condiciones fijadas por las leyes y ordenanzas.

Las iglesias, las confesiones e instituciones religiosas de cualquier culto tendrán los derechos que otorgan y reconocen, con respecto a los bienes, las leyes actualmente en vigor. Los templos y sus dependencias, destinados exclusivamente al servicio de un culto, estarán exentos de toda clase de contribuciones;

10º.- El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual.

En consecuencia:

a)
Toda persona tiene derecho de residir y permanecer en cualquier lugar de la República, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de su territorio, con el solo límite de lo establecido en la ley y salvo siempre el perjuicio de terceros;

b)
Nadie puede ser privado de su libertad personal ni ésta puede ser restringida sino sólo en los casos y en la forma determinados por la Constitución y las leyes;

c)
Nadie puede ser investigado, arrestado o detenido sino por orden de funcionario público expresamente facultado por la ley y después de que dicha información u orden le sea intimada en forma legal. Sin embargo, podrá ser detenido el que fuere sorprendido en delito flagrante, con el solo objeto de ser puesto a disposición del juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes y mediando aviso a quien el detenido indique.

Si la autoridad hiciere arrestar o detener a alguna persona, deberá, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, dar aviso al juez competente, poniendo a su disposición al afectado. El juez podrá, por resolución fundada y pública, ampliar este plazo hasta por cinco días, y hasta por diez días, en el caso que se investigaren hechos calificados por el Código Penal como conductas terroristas;

d)
Nadie puede ser arrestado o detenido, sujeto a prisión preventiva o preso, sino en su casa o en lugares públicos destinados a este objeto y de conformidad a la ley.

Los encargados de las prisiones no pueden recibir en ellas a nadie en calidad de arrestado o detenido, procesado o preso, sin dejar constancia de la orden correspondiente, emanada de autoridad que tenga facultad legal, en un registro que será público.

Ninguna incomunicación puede impedir que el funcionario encargado de la casa de detención visite al arrestado o detenido, procesado o preso, que se encuentre en ella. Este funcionario está obligado, siempre que el arrestado o detenido lo requiera, a transmitir al juez competente la copia de la orden de detención, o a reclamar para que se le dé dicha copia, o a dar él mismo un certificado de hallarse detenido aquel individuo, si al tiempo de su detención se hubiere omitido este requisito;

e)
La libertad del imputado procederá a menos que la detención o prisión preventiva sean consideradas por el juez como necesarias para las investigaciones o para la seguridad del ofendido o de la sociedad, mediante resolución inmediata, fundada y pública. La detención y la prisión preventiva señaladas son restricciones a la libertad esencialmente transitorias y no podrá exceder de seis meses. La determinación de su límite temporal no puede referirse a pena alguna. La ley establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla.

f)
En las causas criminales no se podrá obligar al imputado o acusado a que declare bajo juramento sobre hecho propio; tampoco podrán ser obligados a declarar en contra de éste, sus ascendientes, descendientes, cónyuge y demás personas que, según los casos y circunstancias, señale la ley;

g)
No podrá imponerse la pena de confiscación de bienes, sin perjuicio del comiso en los casos establecidos por las leyes; pero dicha pena será procedente respecto de las asociaciones ilícitas;

h)
No podrá aplicarse como sanción la pérdida ni suspensión de los derechos previsionales ni la pérdida de los derechos políticos, a excepción de lo dispuesto en el artículo 17 de esta Constitución.

i)
Toda persona en favor de quien se dictare sentencia absolutoria, se sobreseyere definitivamente, o probare haber sido lesionado en sus derechos durante la investigación y el procedimiento en su contra, tendrá derecho a ser reparado o indemnizado por el Estado o por las personas cuando corresponda, de los perjuicios patrimoniales o morales que haya sufrido. Esta declaración del tribunal competente, así como la indemnización, será determinada judicialmente en procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en conciencia; 

11º.- El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Es deber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.

La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente;

12º.- El derecho a vivir en una vivienda dotada de las condiciones materiales y del acceso a los servicios básicos, según se establezca en la ley

13º.- El derecho a la protección de la salud.

El Estado garantiza el libre e igualitario acceso a la promoción, protección y recuperación de la salud y a la rehabilitación del individuo.

Le corresponderá, asimismo, la coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud.

Es deber preferente del Estado garantizar el funcionamiento, y la calidad de un sistema público de salud, apoyado parcialmente por cotizaciones obligatorias proporcionales a los ingresos de los usuarios. La ejecución de acciones de salud que se prestan por instituciones previsionales será regulada por la ley, la que garantizará la oportunidad y calidad de tales acciones, así como las obligaciones que puedan establecerse para cubrir tales prestaciones.

Cada persona tendrá el derecho a elegir, sin ser discriminado negativamente, el sistema de salud al que desee acogerse, sea éste estatal o privado;

14º.- El derecho a la educación.

La educación tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida. Su acceso al sistema formal que la imparte en sus distintos niveles, serán garantizados por el Estado.

Los padres, o quienes tengan el cuidado personal de acuerdo a la ley, tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos. Corresponderá al Estado otorgar especial protección al ejercicio del derecho a la educación, disponiendo de los establecimientos educacionales necesarios para ello.

Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, siendo requisito para el ingreso a la educación básica.

La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. En el caso de la educación media, este sistema, en conformidad a la ley, se extenderá hasta cumplir los 21 años de edad. Igualmente gratuita será la educación superior impartida por los establecimientos estatales o en aquellos no estatales que disponga la ley. La ley podrá establecer el pago por los gastos administrativos que irrogue cada estudiante, así como los subsidios a los que puedan postular para cumplir con tal obligación.

Corresponderá al Estado, asimismo, fomentar el desarrollo y la calidad de la educación, la cultura, la investigación e innovación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación.

Es deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación; 

El Estado reconoce las distintas formas de educación de los pueblos indígenas en el marco del sistema general de educación dispuesto en este artículo;

15º.- La libertad de enseñanza es inherente al derecho a la educación, e incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales, dentro de las normas que la Constitución y de la ley establecen y bajo la supervisión de las instancias ministeriales correspondientes.

La libertad de enseñanza no tiene otras limitaciones que las dispuestas por la ley.

La enseñanza reconocida oficialmente no podrá orientarse por ninguna tendencia político partidista alguna ni de su difusión, sin perjuicio de la educación cívica, que debe impartirse obligatoriamente en todos los establecimientos educacionales de enseñanza media.

Los padres tienen el derecho de escoger el establecimiento de enseñanza para sus hijos.

Una ley establecerá los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de la enseñanza básica y media y señalará las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento. Dicha ley, del mismo modo, establecerá los requisitos para el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel;

16º.- La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley. 

La ley en ningún caso podrá establecer monopolio estatal ni privado sobre los medios de comunicación social, garantizando siempre la vigencia de un pluralismo editorial e informativo de los medios de comunicación.

Toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social, tiene derecho a que su declaración o rectificación sea gratuitamente difundida, en las condiciones que la ley determine, por el medio de comunicación social en que esa información hubiera sido emitida, sin perjuicio a las acciones judiciales a que la persona afectada tenga derecho.

Toda persona natural o jurídica tiene el derecho de fundar, editar y mantener medios de comunicación, en las condiciones que señale la ley.

El Estado, aquellas universidades y demás personas o entidades que la ley determine, podrán establecer, operar y mantener estaciones de televisión u otros medios de comunicación.

Habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación. Una ley señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo.

La ley regulará un sistema de calificación para la exhibición de la producción cinematográfica;

17º.- El derecho de las personas a informarse libremente y al acceso a la información disponible de los órganos públicos, sin más límite que los establecidos para la información reservada o secreta establecidos en el artículo 8° de esta Constitución;

18°.- El derecho a la participación en los asuntos públicos, directamente, en las asociaciones o a través de sus representantes en conformidad al ordenamiento jurídico.

Los órganos del Estado deberán establecer mecanismos de participación pública en la generación y evaluación de sus actuaciones, en la forma y condiciones que determine la ley; 

19°.- El derecho a reunirse pacíficamente, sin permiso previo y sin armas. 

Las reuniones en las plazas, calles y demás lugares de uso público, se regirán por las disposiciones de la ley;

20º.- El derecho de presentar peticiones a la autoridad, sobre cualquier asunto de interés público o privado, sin otra limitación que la de proceder en términos respetuosos y convenientes. Titulares de este derecho son todas las personas, naturales y jurídicas, sin perjuicio de su condición y personería. La ley regulará la forma y condiciones del ejercicio de este derecho;

21º.- El derecho de asociarse sin permiso previo. 

Para gozar de personalidad jurídica, las asociaciones deberán constituirse en conformidad a la ley.

Nadie puede ser obligado a pertenecer a una asociación, a excepción de aquellas que, por ley, lo exijan para ejercer una profesión.

Prohíbense las asociaciones contrarias al ordenamiento jurídico;

22°.- El libre ejercicio de los derechos políticos. 

Las personas son libres de participar en partidos políticos u otro tipo de organizaciones con fines políticos, creadas en conformidad a la ley, ello, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13 de esta Constitución. 

Los partidos son asociaciones que contribuyen al funcionamiento del sistema democrático y a la formación de la voluntad política del pueblo y cuyo ordenamiento jurídico, funcionamiento, fines y estructura son regulados por una ley orgánica constitucional. Las personas tienen derecho a recibir educación cívica, tanto desde el sistema educativo formal, como de los organismos políticos y sociales en los que libremente participan.

La Constitución Política garantiza el pluralismo político y social. Son inconstitucionales los partidos, movimientos u otras formas de organización cuyos actos o conductas no respeten los principios básicos del régimen democrático y constitucional, procuren el establecimiento de un sistema autocrático, como asimismo aquellos que hagan uso de la violencia, la propugnen o inciten a ella como método de acción política. Corresponderá al Tribunal Constitucional declarar esta inconstitucionalidad;

23º.- El derecho al trabajo y a la protección jurídica de su ejercicio.

Toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la libertad de trabajo, con una justa retribución.

Se prohíbe cualquiera discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal, especialmente en materia salarial entre hombres y mujeres, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena o límites de edad para determinados casos.

Ninguna clase de trabajo puede ser prohibida, salvo que se oponga a lo dispuesto en la ley o a la salubridad pública, o que lo exija el interés nacional, y una ley lo declare así. Ninguna norma jurídica ni autoridad pública podrá exigir la afiliación a organización o entidad alguna como requisito para desarrollar una determinada actividad o trabajo, ni la desafiliación para mantenerse en éstos. La ley determinará las profesiones que requieren grado o título universitario y las condiciones que deben cumplirse para ejercerlas. Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación con tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.

El derecho de los sindicados a la negociación colectiva, salvo los casos en que la ley expresamente no permita negociar. La ley establecerá las modalidades de la negociación colectiva y los procedimientos adecuados para lograr en ella una solución justa y pacífica. La ley señalará los casos en que la negociación colectiva deba someterse a arbitraje obligatorio, el que corresponderá a tribunales especiales de expertos cuya organización y atribuciones se establecerán en ella.

El derecho a la huelga dentro de la negociación colectiva de conformidad a la ley. No podrán declararse en huelga quienes trabajen en instituciones, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud y al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional. La ley establecerá los procedimientos para determinar las instituciones cuyos trabajadores estarán sometidos a la prohibición que establece este inciso y las eventuales sanciones que acarrearía su incumplimiento;

24º.- La admisión a todas las funciones y empleos públicos, sin otros requisitos que los que impongan la Constitución y las leyes;

25º.- El derecho a la seguridad social.

El Estado garantiza el acceso de todas las personas al goce de prestaciones necesarias para llevar una vida digna en el caso de jubilación, retiro o pérdida de trabajo, sean aquellas provistas por instituciones públicas o privadas. La ley podrá establecer cotizaciones obligatorias, siempre en proporción a los ingresos de los afiliados.

El Estado supervigilará el ejercicio del derecho a la seguridad social, así como el adecuado funcionamiento de las instituciones prestatarias.

Cada persona tendrá el derecho a elegir, sin ser discriminación negativamente, el sistema de pensiones al que desee acogerse, sea éste estatal o privado;

26º.- El derecho de sindicarse en los casos y forma que señale la ley. La afiliación sindical será siempre voluntaria.

Las organizaciones sindicales gozarán de personalidad jurídica por el solo hecho de registrar sus estatutos y actas constitutivas en la forma y condiciones que determine la ley;

27º.- La igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión o forma que fije la ley, y la igual repartición de las demás cargas públicas.

Los tributos que se recauden, cualquiera que sea su naturaleza, ingresarán al patrimonio del Estado.

La ley podrá autorizar que determinados tributos puedan estar afectados a fines propios de la defensa nacional, la educación y la salud. Asimismo, podrá autorizar que los que gravan actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local puedan ser aplicados, dentro de los marcos que la misma ley señale, por las autoridades regionales o comunales para el financiamiento de obras de desarrollo productivo o humano;

28º.- El derecho a desarrollar cualquiera actividad económica, respetando las normas legales que la regulen.

El Estado y sus organismos podrán desarrollar actividades empresariales o participar en ellas previa autorización de la ley. En tal caso, esas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivos justificados establezca la ley; 


29º.- La libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes, excepto aquellos que la naturaleza ha hecho comunes a todos los seres humanos o que deban pertenecer a la Nación toda y la ley lo declare así. Lo anterior, sin perjuicio de lo prescrito en otros preceptos de esta Constitución.

Una ley orgánica constitucional, y cuando así lo exija el interés nacional y el bien común, puede establecer limitaciones o requisitos para la adquisición del dominio de algunos bienes;

30º.- El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales.

Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella. La propiedad debe servir al bien común, pudiendo la ley establecer las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social, cuanto así lo exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio y sustentabilidad ambiental.

Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, sino en virtud de ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o de interés nacional, calificada por el legislador. El expropiado podrá reclamar de la legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales ordinarios y tendrá siempre derecho a indemnización por el daño patrimonial efectivamente causado, la que se fijará de común acuerdo o en sentencia dictada conforme a derecho por dichos tribunales.

La toma de posesión material del bien expropiado tendrá lugar previo pago del total de la indemnización, la que, a falta de acuerdo, será determinada provisionalmente por peritos en la forma que señale la ley. En caso de reclamo acerca de la procedencia de la expropiación, el juez podrá, con el mérito de los antecedentes que se invoquen, decretar la suspensión de la toma de posesión.

El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, no obstante la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas estuvieren situadas. Los predios superficiales estarán sujetos a las obligaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas.

Corresponde a la ley determinar qué sustancias de aquellas a que se refiere el inciso precedente, exceptuados los hidrocarburos líquidos o gaseosos, pueden ser objeto de concesiones de exploración o de explotación. Dichas concesiones se constituirán siempre por resolución judicial y tendrán la duración, conferirán los derechos e impondrán las obligaciones que la ley exprese, la que tendrá el carácter de orgánica constitucional. La concesión minera obliga al dueño   a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento. Su régimen de amparo será establecido por dicha ley, tenderá directa o indirectamente a obtener el cumplimiento de esa obligación y contemplará causales de caducidad para el caso de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre la concesión. En todo caso dichas causales y sus efectos deben estar establecidos al momento de otorgarse la concesión.

Será de competencia exclusiva de los tribunales ordinarios de justicia declarar la extinción de tales concesiones. Las controversias que se produzcan respecto de la caducidad o extinción del dominio sobre la concesión serán resueltas por ellos; y en caso de caducidad, el afectado podrá requerir de la justicia la declaración de subsistencia de su derecho.

El dominio del titular sobre su concesión minera está protegido por la garantía constitucional de que trata este número.

La exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de   concesión, podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto supremo. Esta norma se aplicará también a los yacimientos de cualquier  especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y a los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional. El Presidente de la República podrá poner término, en cualquier tiempo, sin expresión de causa y con la indemnización que corresponda, a las concesiones administrativas o a los contratos de operación relativos a explotaciones ubicadas en zonas declaradas de importancia para la seguridad nacional.

Las aguas, en cualquiera de sus estados, son bienes nacionales de uso público. Los derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos o constituidos en conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares la propiedad sobre ellos. La ley regulará el procedimiento de constitución, reconocimiento, ejercicio, y extinción de los derechos y de las concesiones que sobre las aguas se reconozca a particulares;

31º.- La libertad de crear y difundir las artes, así como el derecho del autor sobre sus creaciones intelectuales y artísticas de cualquier especie, por el tiempo que señale la ley y que no será inferior al de la vida del titular.

El derecho de autor comprende la propiedad de las obras y otros derechos, como la paternidad, la edición y la integridad de la obra, todo ello en conformidad a la ley.

Se garantiza, también, la propiedad industrial sobre las patentes de invención, marcas comerciales, modelos, procesos tecnológicos u otras creaciones análogas, por el tiempo que establezca la ley.

Será aplicable a la propiedad de las creaciones intelectuales y artísticas y a la propiedad industrial lo prescrito en los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto del número anterior;

32°.- Los derechos culturales y lingüísticos de los pueblos indígenas y el derecho a su patrimonio cultural, material e inmaterial de conformidad a la ley. Es deber del Estado fomentar tales derechos. La preservación y difusión de los idiomas de los pueblos indígenas será establecida en la ley, y;


33º.- La seguridad de que los derechos garantizados por esta Constitución no pueden ser afectados en su esencia.

Artículo 20.-
Quien estime ser lesionado en los derechos establecidos en esta Constitución por actos arbitrarios o ilegales, causado por cualquier persona o institución, sea ésta privada o pública, puede recurrir ante cualquier tribunal ordinario de primera instancia para obtener la efectiva protección frente a tal vulneración y el restablecimiento del derecho lesionado, sin perjuicio de los demás derechos que pueda impetrar jurisdiccionalmente. De lo resuelto por el tribunal respetivo será apelable ante el Tribunal Constitucional. 

La ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional regulará el ejercicio de esta acción constitucional de tutela de derechos. 

Artículo 21.-
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20, todo individuo que se hallare investigado, arrestado, detenido o preso con infracción de lo dispuesto en la Constitución o en las leyes, podrá ocurrir por sí, o por cualquiera a su nombre, a la magistratura que señale la ley, a fin de que ésta ordene se guarden las formalidades legales y adopte de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.

Esa magistratura podrá ordenar que el individuo sea traído a su presencia y su decreto será precisamente obedecido por todos los encargados de las investigaciones, cárceles o lugares de detención. Instruida de los antecedentes, decretará su libertad inmediata o hará que se reparen los defectos legales o pondrá al individuo a disposición del juez competente, procediendo en todo breve y sumariamente, y corrigiendo por sí esos defectos o dando cuenta a quien corresponda para que los corrija.

El mismo recurso, y en igual forma, podrá ser deducido en favor de toda persona que ilegalmente sufra cualquiera otra privación, perturbación o amenaza en su derecho a la libertad personal y seguridad individual. La respectiva magistratura dictará en tal caso las medidas indicadas en los incisos anteriores que estime conducentes para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.

Artículo 22.-
Todo habitante de la República debe respeto a Chile, a sus emblemas nacionales y a los emblemas de sus pueblos indígenas. 

Son emblemas de la Nación chilena la bandera nacional, el escudo de armas de la República y el himno nacional.

Los chilenos tienen el deber fundamental de honrar a la patria, de defender su soberanía y de contribuir a preservar la seguridad nacional y los valores esenciales de la tradición chilena y de sus pueblos indígenas.

El servicio militar, los tributos y demás cargas personales que imponga la ley, son jurídicamente vinculantes en los términos y formas que ella determine.

Los chilenos en estado de cargar armas deberán hallarse inscritos en los Registros Militares, si no están legalmente exceptuados.

Toda persona tiene el deber de proteger, promover y respetar los derechos humanos y fundamentales; proteger y conservar la naturaleza y el patrimonio histórico y cultural.”.

5. Reemplázase el Capítulo IV: Gobierno, por el siguiente:

“CAPÍTULO IV

GOBIERNO

Presidente de la República

Artículo 23.-
El gobierno y la administración del Estado corresponden al Presidente de la República, quien es el Jefe del Estado y el Jefe de Gobierno.

Su autoridad se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República, de acuerdo con la Constitución y las leyes.

El 1 de junio de cada año, el Presidente de la República dará cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno.

Artículo 24.-
Para ser elegido Presidente de la República se requiere tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1º o 2º del artículo 10; tener cumplidos cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.

El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de seis años y no podrá ser reelegido ni postular nuevamente para este cargo.

El Presidente de la República no podrá salir del territorio nacional por más de treinta días ni a contar del día señalado en el inciso primero del artículo siguiente, sin acuerdo del Senado.

En todo caso, el Presidente de la República comunicará con la debida anticipación al Senado su decisión de ausentarse del territorio y los motivos que la justifican.

Artículo 25.-
El Presidente de la República será elegido en votación directa y por mayoría absoluta de los sufragios válidamente emitidos. La elección se efectuará en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva, el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquel en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.

Si a la elección de Presidente de la República se presentaren más de dos candidatos y ninguno de ellos obtuviere más de la mitad de los sufragios válidamente emitidos, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquél de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios. Esta nueva votación se verificará, en la forma que determine la ley, el cuarto domingo después de efectuada la primera.

Para los efectos de lo dispuesto en los dos incisos precedentes, los votos en blanco y los nulos se considerarán como no emitidos.

En caso de muerte o renuncia de uno o de ambos candidatos a que se refiere el inciso segundo, el Presidente de la República convocará a una nueva elección dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará noventa días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.

Si expirase el mandato del Presidente de la República en ejercicio antes de la fecha de asunción del Presidente que se elija en conformidad al inciso anterior, se aplicará, en lo pertinente, la norma contenida en el inciso primero del artículo 27.

Artículo 26.-
El proceso de calificación de la elección presidencial deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes tratándose de la primera votación o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.

El Tribunal Calificador de Elecciones comunicará de inmediato al Presidente del Senado la proclamación de Presidente electo que haya efectuado.

El Congreso Pleno, reunido en sesión pública el día en que deba cesar en su cargo el Presidente en funciones y con los miembros que asistan, tomará conocimiento de la resolución en virtud de la cual el Tribunal Calificador de Elecciones proclama al Presidente electo.

En este mismo acto, el Presidente electo prestará ante el Presidente del Senado, juramento o promesa de desempeñar fielmente el cargo de Presidente de la República, conservar la independencia de la Nación, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes, y de inmediato asumirá sus funciones.

Artículo 27.-
Si el Presidente electo se hallare impedido para tomar posesión del cargo, asumirá, mientras tanto, con el título de Vicepresidente de la República, el Presidente del Senado; a falta de éste, el Presidente de la Cámara de Diputados, y a falta de éste, el Presidente de la Corte Suprema.

Con todo, si el impedimento del Presidente electo fuere absoluto o debiere durar indefinidamente, el Vicepresidente, en los diez días siguientes al acuerdo del Senado adoptado en conformidad al artículo 53 Nº 6º, convocará a una nueva elección presidencial que se celebrará noventa días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente. El Presidente de la República así elegido asumirá sus funciones en la oportunidad que señale esa ley, y durará en el ejercicio de ellas hasta el día en que le habría correspondido cesar en el cargo al electo que no pudo asumir y cuyo impedimento hubiere motivado la nueva elección.

Artículo 28.-
Si por impedimento temporal, sea por enfermedad, ausencia del territorio u otro grave motivo, el Presidente de la República no pudiere ejercer su cargo, le subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular a quien corresponda de acuerdo con el orden de precedencia legal. A falta de éste, la subrogación corresponderá al Ministro titular que siga en ese orden de precedencia y, a falta de todos ellos, le subrogarán sucesivamente el Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados y el Presidente de la Corte Suprema.

En caso de vacancia del cargo de Presidente de la República, se producirá la subrogación como en las situaciones del inciso anterior, y se procederá a elegir sucesor en conformidad a las reglas de los incisos siguientes.

Si la vacancia se produjere faltando menos de dos años para la próxima elección presidencial, el Presidente será elegido por el Congreso Pleno por la mayoría absoluta de los senadores y diputados en ejercicio. La elección por el Congreso será hecha dentro de los diez días siguientes a la fecha de la vacancia y el elegido asumirá su cargo dentro de los treinta días siguientes.

Si la vacancia se produjere faltando dos años o más para la próxima elección presidencial, el Vicepresidente, dentro de los diez primeros días de su mandato, convocará a los ciudadanos a elección presidencial para ciento veinte días después de la convocatoria, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente. El Presidente que resulte elegido asumirá su cargo el décimo día después de su proclamación.

El Presidente elegido conforme a alguno de los incisos precedentes durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien se reemplace y no podrá postular como candidato a la elección presidencial siguiente.

Artículo 29.-
El Presidente cesará en su cargo el mismo día en que se complete su período y le sucederá el recientemente elegido.

El que haya desempeñado este cargo por el período completo, asumirá, inmediatamente y de pleno derecho, la dignidad oficial de Ex Presidente de la República.

En virtud de esta calidad, le serán aplicables las disposiciones de los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 62 y el artículo 63.

No la alcanzará el ciudadano que llegue a ocupar el cargo de Presidente de la República por vacancia del mismo ni quien haya sido declarado culpable en juicio político seguido en su contra.

El Ex Presidente de la República que asuma alguna función remunerada con fondos públicos, dejará, en tanto la desempeñe, de percibir la dieta, manteniendo, en todo caso, el fuero. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media y especial.

Artículo 30.-
El Presidente designado por el Congreso Pleno o, en su caso, el Vicepresidente de la República tendrá todas las atribuciones que esta Constitución confiere al Presidente de la República.

Artículo 31.-
Son atribuciones especiales del Presidente de la República:

1º.- Concurrir a la formación de las leyes con arreglo a la Constitución, sancionarlas y promulgarlas; 

2º.- Pedir, indicando los motivos, que se cite a sesión a cualquiera de las ramas del Congreso Nacional. En tal caso, la sesión deberá celebrarse a la brevedad posible;

3º.- Dictar, previa delegación de facultades del Congreso, decretos con fuerza de ley sobre las materias que señala la Constitución;

4º.- Convocar a plebiscito en los casos previstos en esta Constitución y en la ley, en conformidad con el artículo 15 de esta Constitución;

5º.- Declarar los estados de excepción constitucional en los casos y formas que se señalan en esta Constitución;

6º.- Ejercer la potestad reglamentaria en todas aquellas materias que no sean propias del dominio legal, sin perjuicio de la facultad de dictar los demás reglamentos, decretos e instrucciones que crea convenientes para la ejecución de las leyes;

7º.- Nombrar y remover a su voluntad a los ministros de Estado, subsecretarios delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales. Los Ministros de Estado deben concurrir a las comisiones concernidas a sus respectivas carteras de ambas Cámaras del Congreso Nacional durante el primer mes de su ejercicio;

8º.- Designar a los embajadores y ministros diplomáticos, y a los representantes ante organismos internacionales, quienes deben concurrir a las comisiones de Relaciones Exteriores de ambas cámaras del congreso nacional, antes de viajar a su destino. Tanto estos funcionarios   como los señalados en el N° 7° precedente, serán de la confianza exclusiva del Presidente de la República y se mantendrán en sus puestos mientras cuenten con ella; 

9º.- Nombrar al Contralor General de la República con acuerdo del Senado;

10º.- Nombrar y remover a los funcionarios que la ley denomina como de su exclusiva confianza y proveer los demás empleos civiles en conformidad a la ley. La remoción de los demás funcionarios se hará de acuerdo a las disposiciones que ésta determine;

11º.- Conceder jubilaciones, retiros, montepíos y pensiones de gracia, con arreglo a las leyes;

12º.- Nombrar a los magistrados y fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones y a los jueces letrados, a proposición de la Corte Suprema y de  las Cortes de Apelaciones, respectivamente; a los miembros del Tribunal Constitucional con arreglo al artículo 93; y a los magistrados y fiscales judiciales de la Corte Suprema y al Fiscal Nacional, a proposición de dicha Corte y con acuerdo del Senado, todo ello conforme a lo prescrito en esta Constitución; 

13º.- Otorgar indultos particulares en los casos y formas que determine la ley. El indulto será improcedente en tanto no se haya dictado sentencia ejecutoriada en el respectivo proceso. Los funcionarios acusados por la Cámara de Diputados y condenados por el Senado, sólo pueden ser indultados por el Congreso;

14.- Requerir al Tribunal Constitucional la cesación en el cargo de Diputado o Senador en conformidad con el artículo 61, inciso quinto de esta Constitución.

15º.- Conducir las relaciones políticas con las potencias extranjeras y organismos internacionales, y llevar a cabo las negociaciones; concluir, firmar y ratificar los tratados que estime convenientes para los intereses del país, los que deberán ser sometidos a la aprobación del Congreso conforme a lo prescrito en el artículo 54 Nº 1º. Las discusiones y deliberaciones sobre estos objetos serán secretos si el Presidente de la República así lo exigiere;

16º.- Designar y remover a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada, de la Fuerza Aérea y al General Director de Carabineros en conformidad al artículo 106, y disponer los nombramientos, ascensos y retiros de los Oficiales de las Fuerzas Armadas y de Carabineros en la forma que señala el artículo 107;

17º.- Disponer de las fuerzas de aire, mar y tierra, organizarlas y distribuirlas de acuerdo con las necesidades de la seguridad nacional;

18º.- Asumir, en caso de guerra, la jefatura suprema de las Fuerzas Armadas;

19º.- Declarar la guerra, previa autorización por ley, debiendo dejar constancia de haber oído al Consejo de Seguridad Nacional, y

20º.- Cuidar de la recaudación de las rentas públicas y decretar su inversión con arreglo a la ley. El Presidente de la República, con la firma de todos los Ministros de Estado, podrá decretar pagos no autorizados por ley, para atender necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, de agresión exterior, de conmoción interna, de grave daño o peligro para la seguridad nacional o del agotamiento de los recursos destinados a mantener servicios que no puedan paralizarse sin serio perjuicio para el país. El total de los giros que se hagan con estos objetos no podrá exceder anualmente del dos por ciento (2%) del monto de los gastos que autorice la Ley de Presupuestos. Se podrá contratar empleados con cargo a esta misma ley, pero sin que el ítem respectivo pueda ser incrementado ni disminuido mediante traspasos. Los Ministros de Estado o funcionarios que autoricen o den curso a gastos que contravengan lo dispuesto en este número serán responsables solidaria y personalmente de su reintegro, y culpables del delito de malversación de caudales públicos

Ministros de Estado

Artículo 32.-
Los Ministros de Estado son los colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República en el gobierno y administración del Estado.

La ley determinará el número y organización de los Ministerios, como también el orden de precedencia de los Ministros titulares.

El Presidente de la República deberá encomendar a un Ministro la coordinación de los Secretarios de Estado, con la denominación de Jefe del Gabinete.

El Gabinete estará formado por los Ministros titulares en sus carteras. Sesionará una vez al mes y podrá ser convocado por el Presidente cuando lo estime conveniente.

El Presidente de la República determinará a su voluntad la formación de Comités de Ministros, así como sus miembros. Con todo, deberá funcionar un Comité Político, presidido por el Jefe de Gabinete, que sesionará a lo menos una vez semanalmente.

Artículo 33.-
Para ser nombrado Ministro se requiere ser chileno, tener cumplidos veintiún años de edad y reunir los requisitos generales para el ingreso a la Administración Pública.

En los casos de ausencia, impedimento o renuncia de un Ministro, o cuando por otra causa se produzca la vacancia del cargo, será reemplazado en la forma que establezca la ley.

Artículo 34.-
Los reglamentos y decretos del Presidente de la República deberán firmarse por el Ministro respectivo y no serán obedecidos sin este esencial requisito.

Los decretos e instrucciones podrán expedirse con la sola firma del Ministro respectivo, por orden del Presidente de la República, en conformidad a las normas que al efecto establezca la ley.

Artículo 35.-
Los Ministros serán responsables individualmente de los actos que firmaren y solidariamente de los que suscribieren o acordaren con los otros Ministros.

Artículo 36.-
Los Ministros y los Subsecretarios podrán, cuando lo estimaren conveniente, asistir a las sesiones de la Cámara de Diputados o del Senado, y tomar parte en sus debates, con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. Durante la votación podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier diputado o senador al fundamentar su voto.

Sin perjuicio de lo anterior, los Ministros deberán concurrir personalmente a las sesiones especiales que la Cámara de Diputados o el Senado convoquen para informarse sobre asuntos que, perteneciendo al ámbito de atribuciones de las correspondientes Secretarías de Estado, acuerden tratar. En ningún caso esta comparecencia comprometerá la responsabilidad política de los Ministros de estado.

Artículo 37.-
Es incompatible el cargo de ministro de Estado con cualquier otro cargo, empleo o comisión retribuido con fondo públicos o privados. Se exceptúan los cargos docentes según lo disponga la ley. Por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro cesará en el cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe.

Bases generales de la Administración del Estado

Artículo 38.-
Una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.

Sin perjuicio del inciso anterior y de las especificidades de cada repartición, así como de su estatuto y rango jurídico, todas las personas remuneradas por el Fisco que trabajen en ellas, estarán sujetos al mismo régimen jurídico y a una escala común de remuneraciones.

Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño o a la autoridad que autorizó el acto causante.

Los órganos de la Administración del Estado, sus organismos o las municipalidades serán responsables de los daños que causen por falta de servicio. 

Estados de excepción constitucional

Artículo 39.-
El ejercicio de los derechos y garantías que la Constitución asegura a todas las personas sólo puede ser afectado bajo las siguientes situaciones de excepción: guerra externa o interna, conmoción interior, emergencia y calamidad pública, cuando afecten gravemente el normal desenvolvimiento de las instituciones del Estado.

La cobertura constitucional de la afectación de derechos establecida en el inciso anterior, no obsta para que los daños producidos por su verificación sean objeto de las acciones jurisdiccionales a que puedan dar lugar.

Artículo 40.-
El estado de asamblea, en caso de guerra exterior, y el estado de sitio, en caso de guerra interna o grave conmoción interior, lo declarará el Presidente de la República, con acuerdo del Congreso Nacional.

La declaración deberá determinar las zonas afectadas por el estado de excepción correspondiente.

El Congreso Nacional, dentro del plazo de cinco días contado desde la fecha en que el Presidente de la República someta la declaración de estado de asamblea o de sitio a su consideración, deberá pronunciarse aceptando o rechazando la proposición, sin que pueda introducirle modificaciones. Si el Congreso no se pronunciara dentro de dicho plazo, se entenderá que aprueba la proposición del Presidente.

Sin embargo, el Presidente de la República podrá aplicar el estado de asamblea o de sitio de inmediato mientras el Congreso se pronuncia sobre la declaración, pero en este último estado sólo podrá restringir el ejercicio del derecho de reunión. Las medidas que adopte el Presidente de la República en tanto no se reúna el Congreso Nacional, podrán ser objeto de revisión por los tribunales de justicia, sin que sea aplicable, entre tanto, lo dispuesto en el artículo 45. La declaración de estado de sitio sólo podrá hacerse por un plazo de quince días, sin perjuicio de que el Presidente de la República solicite su prórroga. El estado de asamblea mantendrá su vigencia por el tiempo que se extienda la situación de guerra exterior, salvo que el Presidente de la República disponga su suspensión con anterioridad.

Artículo 41.-
El estado de catástrofe, en caso de calamidad pública, lo declarará el Presidente de la República, determinando la zona afectada por la misma.

El Presidente de la República estará obligado a informar al Congreso Nacional de las medidas adoptadas en virtud del estado de catástrofe. El Congreso Nacional podrá dejar sin efecto la declaración transcurridos ciento ochenta días desde ésta si las razones que la motivaron hubieran cesado en forma absoluta. Con todo, el Presidente de la República sólo podrá declarar el estado de catástrofe por un período superior a un año con acuerdo del Congreso Nacional. El referido acuerdo se tramitará en la forma establecida en el inciso tercero del artículo 40.

Declarado el estado de catástrofe, las zonas respectivas quedarán bajo la dependencia inmediata del Jefe de la Defensa Nacional que designe el Presidente de la República. Este asumirá la dirección y supervigilancia de su jurisdicción con las atribuciones y deberes que la ley señale.

Artículo 42.-
El estado de emergencia, en caso de grave alteración del orden público o de grave daño para la seguridad de la Nación, lo declarará el Presidente de la República, determinando las zonas afectadas por dichas circunstancias. El estado de emergencia no podrá extenderse por más de quince días, sin perjuicio de que el Presidente de la República pueda prorrogarlo por igual período. Sin embargo, para sucesivas prórrogas, el Presidente requerirá siempre del acuerdo del Congreso Nacional. El referido acuerdo se tramitará en la forma establecida en el inciso tercero del artículo 40.

Declarado el estado de emergencia, las zonas respectivas quedarán bajo la dependencia inmediata del Jefe de la Defensa Nacional que designe el Presidente de la República. Éste asumirá la dirección y supervigilancia de su jurisdicción con las atribuciones y deberes que la ley señale.

El Presidente de la República estará obligado a informar al Congreso Nacional de las medidas adoptadas en virtud del estado de emergencia.

Artículo 43.-
Por la declaración del estado de asamblea, el Presidente de la República queda facultado para suspender o restringir la libertad personal, el derecho de reunión y la libertad de trabajo. Podrá, también, restringir el ejercicio del derecho de asociación, interceptar, abrir o registrar documentos y toda clase de comunicaciones, disponer requisiciones de bienes y establecer limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad.

Por la declaración de estado de sitio, el Presidente de la República podrá restringir la libertad de locomoción y arrestar a las personas en sus propias moradas o en lugares que la ley determine y que no sean cárceles, ni estén destinados a la detención o prisión de reos comunes. Podrá, además, suspender o restringir el ejercicio del derecho de reunión.

Por la declaración del estado de catástrofe, el Presidente de la República podrá restringir las libertades de locomoción y de reunión. Podrá, asimismo, disponer requisiciones de bienes, establecer limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad y adoptar todas las medidas extraordinarias de carácter administrativo que sean necesarias para el pronto restablecimiento de la normalidad en la zona afectada. Por la declaración del estado de emergencia, el Presidente de la República podrá restringir las libertades de locomoción y de reunión.

Artículo 44.-
Una ley orgánica constitucional regulará los estados de excepción, así como su declaración y la aplicación de las medidas legales y administrativas que procediera adoptar bajo aquéllos. Dicha ley contemplará lo estrictamente necesario para el pronto restablecimiento de la normalidad constitucional y no podrá afectar las competencias y el funcionamiento de los órganos constitucionales ni los derechos e inmunidades de sus respectivos titulares.

Las medidas que se adopten durante los estados de excepción no podrán, bajo ninguna circunstancia, prolongarse más allá de la vigencia de los mismos.

Artículo 45.-
Los tribunales de justicia no podrán calificar los fundamentos ni las circunstancias de hecho invocadas por la autoridad para decretar los estados de excepción, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 39. No obstante, respecto de las medidas particulares que afecten derechos constitucionales, siempre existirá la garantía de recurrir ante las autoridades judiciales a través de los recursos que corresponda.

Las requisiciones que se practiquen darán lugar a indemnizaciones en conformidad a la ley. También darán derecho a indemnización las limitaciones que se impongan al derecho de propiedad cuando importen privación de alguno de sus atributos o facultades esenciales y con ello se cause daño.”.

6. Reemplázase el Capítulo V: Congreso Nacional, por el siguiente:

“Capítulo V

CONGRESO NACIONAL

Artículo 46.-
El Congreso Nacional se compone de dos ramas: la Cámara de Diputados y el Senado. Ambas concurren a la formación de las leyes en conformidad a esta Constitución y tienen las demás atribuciones que ella establece.

Los Diputados y Senadores representan a toda la República y son independientes de toda orden que no sea lo indicado por su conciencia.

Composición y generación de la Cámara de Diputados y del Senado

Artículo 47.-
La Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa por distritos electorales. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de diputados, los distritos electorales y la forma de su elección.

La Cámara de Diputados se renovará en su totalidad cada cuatro años.

Artículo 48.-
Para ser elegido diputado se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, tener cumplidos veintiún años de edad y haber cursado la enseñanza media o equivalente.

Artículo 49.-
El Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país, cada una de las cuales constituirá, a lo menos, una circunscripción. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección.

Los senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.

Artículo 50.-
Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener cumplidos treinta y cinco años de edad el día de la elección.

Artículo 51.-
Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos hasta por dos veces.

Las vacantes de diputados y las de senadores se proveerán con el ciudadano que resulte elegido en la elección complementaria a realizarse sesenta días después de producida la vacante.

Atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados

Artículo 52.-
Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados:

1)
Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara puede:


a)
Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de los diputados presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República, quien deberá dar respuesta fundada por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días.

Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado, con el voto favorable de un tercio de los miembros presentes de la Cámara, podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Presidente de la República contestará fundadamente por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.

En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la responsabilidad política de los Ministros de Estado;


b)
Citar a un Ministro de Estado, a petición de a lo menos un tercio de los diputados en ejercicio, a fin de formularle preguntas en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo. Con todo, un mismo Ministro no podrá ser citado para este efecto más de tres veces dentro de un año calendario, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio.

La asistencia del Ministro será obligatoria y deberá responder a las preguntas y consultas que motiven su citación, y


c)
Crear comisiones especiales investigadoras a petición de a lo menos dos quintos de los diputados en ejercicio, con el sólo objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno. En ningún caso, la materia tratada en estas comisiones investigadoras puede abarcar aquellas que sean objeto de investigación por el Ministerio Público o de proceso judicial.

Las comisiones investigadoras, a petición de un tercio de sus miembros, podrán despachar citaciones y solicitar antecedentes. Los Ministros de Estado, los demás funcionarios de la Administración y el personal de las empresas del Estado o de aquellas en que éste tenga participación mayoritaria, que sean citados por estas comisiones, estarán obligados a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que se les soliciten, a excepción de aquellas que con apego al artículo 8° de esta Constitución y las leyes concernidas, cuya publicidad esté limitada o el acceso a ellas denegado.

No obstante, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

La ley orgánica constitucional del Congreso Nacional regulará el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos de las personas citadas o mencionadas en ellas.

2)
Declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más de veinte de sus miembros formulen en contra de las siguientes personas:


a)
Del Presidente de la República, por actos de su administración que hayan comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, o infringido abiertamente la Constitución o las leyes. Esta acusación podrá interponerse mientras el Presidente esté en funciones y en los seis meses siguientes a su expiración en el cargo.


b)
De los Ministros de Estado, por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos de traición, concusión, malversación de fondos públicos y soborno;


c)
De los magistrados de los tribunales superiores de justicia, de los Ministros del Tribunal Constitucional, del Contralor General de la República, del Fiscal Nacional del Ministerio Público, del Presidente del Consejo de Defensa del Estado, del Presidente del Banco Central y del Presidente del Servicio Electoral, por notable abandono de sus deberes;


d)
De los generales o almirantes de las instituciones pertenecientes a las Fuerzas de la Defensa Nacional, de los generales, Director General, prefectos generales y prefectos inspectores de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, por haber comprometido gravemente la eficacia del derecho, el orden público, la seguridad pública interior o infringido gravemente la Constitución, y


e)
De los delegados presidenciales regionales, delegados presidenciales provinciales y de la autoridad que ejerza el Gobierno en los territorios especiales a que se refiere el artículo 129, por infracción de la Constitución y por los delitos de traición, sedición, malversación de fondos públicos y concusión.

La acusación se tramitará en conformidad a la ley orgánica constitucional relativa al Congreso.

Las acusaciones referidas en las letras b), c), d) y e) podrán interponerse mientras el afectado esté en funciones o en los tres meses siguientes a la expiración en su cargo. En el caso de la acusación referida en la letra a) el plazo anterior será de seis meses. Interpuesta la acusación, el afectado no podrá ausentarse del país sin permiso de la Cámara y no podrá hacerlo en caso alguno si la acusación ya estuviere aprobada por ella.

Para declarar que ha lugar la acusación en contra del Presidente de la República se necesitará el voto de la mayoría de los diputados en ejercicio.

En los demás casos se requerirá el de la mayoría de los diputados presentes y el acusado quedará suspendido en sus funciones desde el momento en que la Cámara declare que ha lugar la acusación. La suspensión cesará si el Senado desestimare la acusación o si no se pronunciare dentro de los treinta días siguientes.

Toda acción que contravenga las normas dispuestas en este artículo es nula y conlleva las consecuencias jurídicas dispuestas en la Constitución y la ley.

Atribuciones exclusivas del Senado

Artículo 53.- 
Son atribuciones exclusivas del Senado:

1)
Conocer de las acusaciones que la Cámara de Diputados entable con arreglo al artículo anterior.

El Senado resolverá como jurado y se limitará a declarar si el acusado es o no culpable del delito, infracción o abuso de poder que se le imputa.

La declaración de culpabilidad deberá ser pronunciada por los dos tercios de los senadores en ejercicio cuando se trate de una acusación en contra del Presidente de la República, y por la mayoría de los senadores en ejercicio en los demás casos.

Por la declaración de culpabilidad queda el acusado destituido de su cargo, y no podrá desempeñar ninguna función pública, sea o no de elección popular, por el término de cinco años. De esta sanción, la autoridad afectada puede apelar ante el Tribunal Constitucional en el plazo de cinco días. Si la autoridad acusada es absuelta, tendrá derecho a reclamar indemnización ante el tribunal de justicia competente por los daños morales causados. 

El funcionario declarado culpable será juzgado de acuerdo a las leyes por el tribunal competente, tanto para la aplicación de la pena señalada al delito, si lo hubiere, cuanto para hacer efectiva la responsabilidad civil por los daños y perjuicios causados al Estado o a particulares;

2)
Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo;

3)
Conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia;

4)
Prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.

Si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento;

5)
Otorgar su acuerdo para que el Presidente de la República pueda ausentarse del país por más de treinta días o a contar del día señalado en el inciso tercero del artículo 24;

6)
Declarar la inhabilidad del Presidente de la República o del Presidente electo cuando un impedimento físico o mental lo inhabilite para el ejercicio de sus funciones; y declarar asimismo, cuando el Presidente de la República haga dimisión de su cargo, si los motivos que la originan son o no fundados y, en consecuencia, admitirla o desecharla. En ambos casos deberá oír previamente al Tribunal Constitucional;

7)
Aprobar, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la declaración del Tribunal Constitucional a que se refiere el Nº 9º del artículo 94;

8)
Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios  de los senadores en ejercicio, la designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema y del Fiscal Nacional, y

9)
Dar su dictamen al Presidente de la República en los casos en que éste lo solicite.

En el caso de los nombramientos establecidos en el número 8) y de forma previa a la votación, los candidatos propuestos deberán formular una exposición de su postulación al cargo respectivo en una sesión especial y pública ante la Sala del Senado.

El Senado, sus comisiones y sus demás órganos, incluidos los comités parlamentarios si los hubiere, no podrán fiscalizar los actos del Gobierno ni de las entidades que de él dependan, ni adoptar acuerdos que impliquen fiscalización.

Atribuciones exclusivas del Congreso

Artículo 54.-
Son atribuciones del Congreso:

1)
Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 67, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.

El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.

El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional.

Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.

Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de derecho internacional.

Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.

En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.

El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.

De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión, la terminación y la nulidad del mismo.

En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 65, y

2)
Pronunciarse, cuando corresponda, respecto de los estados de excepción constitucional, en la forma prescrita por el inciso tercero del artículo 40.

Funcionamiento del Congreso

Artículo 55.-
El Congreso Nacional se instalará e iniciará su período de sesiones en la forma que determine su ley orgánica constitucional.

En todo caso, se entenderá siempre convocado de pleno derecho para conocer de la declaración de estados de excepción constitucional.

La ley orgánica constitucional señalada en el inciso primero, regulará la tramitación de las acusaciones constitucionales, la calificación de las urgencias conforme lo señalado en el artículo 75 y todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley.

Artículo 56.-
La Cámara de Diputados y el Senado no podrán entrar en sesión ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de la mitad de sus miembros en ejercicio.

Cada una de las Cámaras establecerá en su propio reglamento la clausura del debate por simple mayoría.

Artículo 57.-
Durante el mes de julio de cada año, el Presidente del Senado y el Presidente de la Cámara de Diputados darán cuenta pública al país, en sesión del Congreso Pleno, de las actividades realizadas por las Corporaciones que presiden.

El Reglamento de cada Cámara determinará el contenido de dicha cuenta y regulará la forma de cumplir esta obligación.

Normas comunes para los diputados y senadores

Artículo 58.-
No pueden ser candidatos a diputados ni a senadores:

1) 
Los Ministros de Estado;

2)
Los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales, los alcaldes, los consejeros regionales, los concejales y los subsecretarios;

3)
Los miembros del Consejo del Banco Central;

4)
Los magistrados de los tribunales superiores de justicia y los jueces de letras;

5)
Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales;

6)
El Contralor General de la República;

7)
Las personas naturales y los gerentes o administradores de personas jurídicas que celebren o caucionen contratos con el Estado;

8)
El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos del Ministerio Público, y

9)
Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, el General Director de Carabineros, el Director General de la Policía de Investigaciones y los oficiales pertenecientes a las Fuerzas Armadas y a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

Las inhabilidades establecidas en este artículo serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección; excepto respecto de las personas mencionadas en los números 7) y 8), las que no deberán reunir esas condiciones al momento de inscribir su candidatura y de las indicadas en el número 9), respecto de las cuales el plazo de la inhabilidad será de los dos años inmediatamente anteriores a la elección. Si no fueren elegidos en una elección no podrán volver al mismo cargo ni ser designados para cargos análogos a los que desempeñaron hasta un año después del acto electoral.

Artículo 59.-
Es incompatible el cargo de parlamentario con cualquier otro cargo, empleo o comisión retribuido con fondo públicos o privados. Se exceptúan los cargos docentes según lo disponga la ley. Por el solo hecho de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, el diputado o senador cesará en el otro cargo, empleo o comisión incompatible que desempeñe.

Artículo 60.-
Ningún diputado o senador, desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones puede ser nombrado para un empleo, función o comisión de los referidos en el artículo anterior.

Esta disposición no rige en caso de guerra exterior; ni se aplica a los cargos de Presidente de la República, Ministro de Estado y agente diplomático; pero sólo los cargos conferidos en estado de guerra son compatibles con las funciones de diputado o senador.

Artículo 61.-
Cesará en el cargo el diputado o senador que se ausentare del país por más de treinta días sin permiso de la Cámara a que pertenezca o, en receso de ella, de su Presidente.

Cesará en el cargo el diputado o senador que durante su ejercicio celebrare o caucionare contratos con el Estado o el que actuare como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos  públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza. En la misma sanción incurrirá el que acepte ser director de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.

La inhabilidad a que se refiere el inciso anterior tendrá lugar sea que el diputado o senador actúe por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forme parte.

Cesará en su cargo el diputado o senador que actúe como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio y que ejercite cualquier influencia ante las autoridades administrativas o judiciales. Igual sanción se aplicará al parlamentario que promueva acusaciones constitucionales a partir de asuntos de su interés privado.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 22º del artículo 19, cesará, asimismo, en sus funciones el diputado o senador que de palabra o por escrito incite a la alteración del orden público o propicie el cambio o inestabilidad del orden jurídico institucional tanto por medios distintos de los que establece esta Constitución como mediante utilización abusiva de éstos, o que comprometa gravemente la seguridad o el honor de la Nación.

Quien perdiere el cargo de diputado o senador por cualquiera de las causales señaladas precedentemente no podrá optar a ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de dos años, salvo los casos del número 22 del artículo 19, en los cuales se aplicarán las sanciones allí contempladas.

Cesará en su cargo el diputado o senador que haya infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Una ley orgánica constitucional señalará los casos en que existe una infracción grave. Asimismo, el diputado o senador que perdiere el cargo no podrá optar a ninguna función o empleo público por el término de tres años, ni podrá ser candidato a cargos de elección popular en los dos actos electorales inmediatamente siguientes a su cesación.

Cesará, asimismo, en sus funciones el diputado o senador que, durante su ejercicio, pierda algún requisito general de elegibilidad o incurra en alguna de las causales de inhabilidad a que se refiere el artículo 58, sin perjuicio de la excepción contemplada en el inciso segundo del artículo 60 respecto de los Ministros de Estado.

Los diputados y senadores podrán renunciar a sus cargos cuando les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlos y así lo califique el Tribunal Constitucional.

Artículo 62.-
Los diputados y senadores sólo son inviolables por las opiniones que manifiesten y los votos que emitan en el desempeño de sus cargos, en sesiones de sala o de comisión. Esta inmunidad no rige en toda actividad pública fuera del Congreso Nacional, aun cuando el parlamentario actúe en tal condición.

Ningún diputado o senador, desde el día de su elección o desde su juramento, según el caso, no puede ser acusado o privado de su libertad, salvo el caso de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a la formación de causa. De esta resolución podrá apelarse para ante la Corte Suprema.

En caso de ser arrestado algún diputado o senador por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la información sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, entonces, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.

Desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a formación de causa, queda el diputado o senador imputado suspendido de su cargo y sujeto al juez competente.

Artículo 63.-
Los diputados y senadores percibirán como única renta una dieta equivalente a la remuneración de un Ministro de Estado incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.

Materias de Ley

Artículo 64.-
Sólo son materias de ley:

1)
Las que en virtud de la Constitución deben ser objeto de leyes orgánicas constitucionales;

2)
Las que la Constitución   exija que sean reguladas por una ley;

3)
Las que son objeto de codificación, sea civil, comercial, procesal, penal u otra;

4)
Las materias básicas relativas al régimen jurídico laboral, sindical, previsional y de seguridad social;

5)
Las que regulen honores públicos a los grandes servidores;

6)
Las que modifiquen la forma o características de los emblemas nacionales;

7)
Las que autoricen al Estado, a sus organismos y a las municipalidades, para contratar empréstitos, los que deberán estar destinados a financiar proyectos específicos. La ley deberá indicar las fuentes de recursos con cargo a los cuales deba hacerse el servicio de la deuda. Sin embargo, se requerirá de una ley para autorizar la contratación de aquellos empréstitos cuyo vencimiento exceda del término de duración del respectivo período presidencial.

Lo dispuesto en este número no se aplicará al Banco Central;

8)
Las que autoricen la celebración de cualquier clase de operaciones que puedan comprometer en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Estado, sus organismos y de las municipalidades.

Esta disposición no se aplicará al Banco Central;

9)
Las que fijen las normas con arreglo a las cuales las empresas del Estado y aquellas en que éste tenga participación puedan contratar empréstitos, los que en ningún caso, podrán efectuarse con el Estado, sus organismos o empresas;

10)
Las que fijen las normas sobre enajenación de bienes del Estado o de las municipalidades y sobre su arrendamiento o concesión;

11)
Las que establezcan o modifiquen la división política y administrativa del país;

12)
Las que señalen el valor, tipo y denominación de las monedas y el sistema de pesos y medidas;

13)
Las que fijen las fuerzas de aire, mar y tierra que han de mantenerse en pie en tiempo de paz o de guerra, y las normas para permitir la entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República, como, asimismo, la salida de tropas nacionales fuera de él;

14)
Las demás que la Constitución señale como leyes de iniciativa exclusiva del Presidente de la República;

15)
Las que autoricen la declaración de guerra, a propuesta del Presidente de la República;

16)
Las que concedan indultos generales y amnistías y las que fijen las normas generales con arreglo a las cuales debe ejercerse la facultad del Presidente de la República para conceder indultos particulares y pensiones de gracia.

Las leyes que concedan indultos generales y amnistías requerirán siempre de un quórum orgánico constitucional. No obstante, este quórum será de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio cuando se trate de delitos contemplados en el artículo 9º;

17)
Las que señalen la ciudad en que debe residir el Presidente de la República, celebrar sus sesiones el Congreso Nacional y funcionar la Corte Suprema y el Tribunal Constitucional;

18)
Las que fijen las bases de los procedimientos que rigen los actos de la administración pública;

19)
Las que regulen el funcionamiento de loterías, hipódromos y apuestas en general, y

20)
Toda otra norma de carácter general y obligatorio que estatuya las bases esenciales de un ordenamiento jurídico.

Artículo 65.-
El Presidente de la República podrá solicitar autorización al Congreso Nacional para dictar disposiciones con fuerza de ley durante un plazo no superior a un año sobre materias que correspondan al dominio de la ley.

Esta autorización no podrá extenderse a la nacionalidad, la ciudadanía, las elecciones ni al plebiscito, como tampoco a materias comprendidas en las garantías constitucionales o que deban ser objeto de leyes orgánicas constitucionales.

La autorización no podrá comprender facultades que afecten a la organización, atribuciones y régimen de los funcionarios del Poder Judicial, del Congreso Nacional, del Tribunal Constitucional ni de la Contraloría General de la República.

La ley que otorgue la referida autorización señalará las materias precisas sobre las que recaerá la delegación y podrá establecer o determinar las limitaciones, restricciones y formalidades que se estimen convenientes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Presidente de la República queda autorizado para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes cuando sea conveniente para su mejor ejecución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance.

A la Contraloría General de la República corresponderá tomar razón de estos decretos con fuerza de ley, debiendo rechazarlos cuando ellos excedan o contravengan la autorización referida.

Los decretos con fuerza de ley estarán sometidos en cuanto a su publicación, vigencia y efectos, a las mismas normas que rigen para la ley.

Formación de la ley

Artículo 66.-
Las leyes pueden tener origen en la Cámara de Diputados o en el Senado, por mensaje que dirija el Presidente de la República o por moción de cualquiera de sus miembros. Las mociones no pueden ser firmadas por más de diez diputados ni por más de cinco senadores.

Un cinco por ciento de los ciudadanos con derecho a sufragio podrá presentar ante el Congreso una iniciativa de ley, con preferencia para su tramitación y despacho según lo determinará la ley orgánica del Congreso Nacional. No podrán ser objeto de esta iniciativa popular, aquellas materias que sean de exclusiva iniciativa de algún órgano del Estado. 

Las leyes sobre tributos de cualquiera naturaleza que sean, sobre los presupuestos de la Administración Pública y sobre reclutamiento, sólo pueden tener origen en la Cámara de Diputados. Las leyes sobre amnistía y sobre indultos generales sólo pueden tener origen en el Senado.

Corresponderá al Presidente de la República la iniciativa exclusiva de los proyectos de ley que tengan relación con la alteración de la división política o administrativa del país, o con la administración financiera o presupuestaria del Estado, incluyendo las modificaciones de la Ley de Presupuestos, y con las materias señaladas en los números 10 y 13 del artículo 64. 

Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para:

1º. Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión;

2º. Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones;

3º. Contratar empréstitos o celebrar cualquiera otra clase de operaciones que puedan comprometer el crédito o la responsabilidad financiera del Estado, de las entidades semifiscales, autónomas, de los gobiernos regionales o de las municipalidades, y condonar, reducir o modificar obligaciones, intereses u otras cargas financieras de cualquier naturaleza establecidas en favor del Fisco o de los organismos o entidades referidos;

4º. Fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, jubilaciones, pensiones, montepíos, rentas y cualquiera otra clase de emolumentos, préstamos o beneficios al personal en servicio o en retiro y a los beneficiarios de montepío, en su caso, de la Administración Pública y demás organismos y entidades anteriormente señalados, como asimismo fijar las remuneraciones mínimas de los trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases que sirvan para determinarlos; todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los números siguientes;

El Congreso Nacional podrá aceptar, disminuir o rechazar los servicios, empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, gastos y demás iniciativas sobre la materia que proponga el Presidente de la República.

Artículo 67.-
Las normas legales que interpreten preceptos constitucionales y las normas legales que la Constitución le confiere el carácter de ley orgánica constitucional, se aprobarán, modificarán y derogarán por la mayoría absoluta de los diputados y senadores en ejercicio.

Las demás normas legales requerirán la mayoría de los miembros presentes de cada Cámara, o las mayorías que sean aplicables conforme a la Constitución.

Artículo 68.-
El proyecto de Ley de Presupuestos deberá ser presentado por el Presidente de la República al Congreso Nacional, a lo menos con tres meses de anterioridad a la fecha en que debe empezar a regir; y si el Congreso no lo despachare dentro de los sesenta días contados desde su presentación, regirá el proyecto presentado por el Presidente de la República.

La estimación del rendimiento de los recursos que consulta la Ley de Presupuestos y de los nuevos que establezca cualquiera otra iniciativa de ley, corresponderá exclusivamente al Presidente, previo informe de los organismos técnicos respectivos.

No podrá el Congreso aprobar ningún nuevo gasto con cargo a los fondos de la Nación sin que se indiquen, al mismo tiempo, las fuentes de recursos necesarios para atender dicho gasto.

Si la fuente de recursos otorgada por el Congreso fuere insuficiente para financiar cualquier nuevo gasto que se apruebe, el Presidente de la República, al promulgar la ley, previo informe favorable del servicio o institución a través del cual se recaude el nuevo ingreso, refrendado por la Contraloría General de la República, deberá reasignar o reducir gastos, para cubrir dicha insuficiencia.

Artículo 69.-
Presentado el proyecto de ley deberá darse cuenta de éste en sesión de la Cámara respectiva, en forma previa a su estudio por una o más comisiones o por la Sala de la Corporación según corresponda. Se podrán establecer comisiones especiales. En lo no dispuesto en la Constitución, una ley orgánica regulará lo relativo a la formación de la ley.

El proyecto que fuere desechado en general en la Cámara de su origen no podrá renovarse sino después de un año. Sin embargo, el Presidente de la República, en caso de un proyecto de su iniciativa, podrá solicitar que el mensaje pase a la otra Cámara y, si ésta lo aprueba en general por la mayoría absoluta de sus miembros presentes, volverá a la de su origen y sólo se considerará desechado si esta Cámara lo rechaza con el voto de los dos tercios de sus miembros presentes.

Las discusiones, fundamentos y votaciones sobre los proyectos de ley serán públicos, salvo que su materia se considere propias de aquellas que regula el artículo 8º de esta Constitución.

Toda persona o grupo de personas interesados en expresar sus opiniones sobre algún proyecto de ley tienen el derecho a ser oídos ante las comisiones de la Cámara respectiva en la forma y condiciones que establezca su ley orgánica.

Artículo 70.-
Todo proyecto puede ser objeto de adiciones o correcciones en los trámites que corresponda, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado; pero en ningún caso se admitirán las que no tengan relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto.

Aprobado un proyecto en la Cámara de su origen, pasará inmediatamente a la otra para su discusión.

Artículo 71.-
El proyecto que fuere desechado en su totalidad por la Cámara revisora será considerado por una comisión mixta de igual número de diputados y senadores, la que propondrá la forma y modo de resolver las dificultades. El proyecto de la comisión mixta volverá a la Cámara de origen y, para ser aprobado tanto en ésta como en la revisora, se requerirá de la mayoría de los miembros presentes en cada una de ellas. Si la comisión mixta no llegare a acuerdo, o si la Cámara de origen rechazare el proyecto de esa comisión, el Presidente de la República podrá pedir que esa Cámara se pronuncie sobre si insiste por los dos tercios de sus miembros presentes en el proyecto que aprobó en el primer trámite. Acordada la insistencia, el proyecto pasará por segunda vez a la Cámara que lo desechó, y sólo se entenderá que ésta lo reprueba si concurren para ello las dos terceras partes de sus miembros presentes.

Artículo 72.-
El proyecto que fuere adicionado o enmendado por la Cámara revisora volverá a la de su origen, y en ésta se entenderán aprobadas las adiciones y enmiendas con el voto de la mayoría de los miembros presentes.

Si las adiciones o enmiendas fueren reprobadas, se formará una comisión mixta y se procederá en la misma forma indicada en el artículo anterior. En caso de que en la comisión mixta no se produzca acuerdo para resolver las divergencias entre ambas Cámaras, o si alguna de las Cámaras rechazare la proposición de la comisión mixta, el Presidente de la República podrá solicitar a la Cámara de origen que considere nuevamente el proyecto aprobado en segundo trámite por la revisora. Si la Cámara de origen rechazare las adiciones o modificaciones por los dos tercios de sus miembros presentes, no habrá ley en esa parte o en su totalidad; pero, si hubiere mayoría para el rechazo, menor a los dos tercios, el proyecto pasará a la Cámara revisora, y se entenderá aprobado con el voto conforme de las dos terceras partes de los miembros presentes de esta última.

Artículo 73.-
Aprobado un proyecto por ambas Cámaras será remitido al Presidente de la República, quien, si también lo aprueba, dispondrá su promulgación como ley.

Artículo 74.-
Si el Presidente de la República desaprueba el proyecto, lo devolverá a la Cámara de su origen con las observaciones convenientes, dentro del término de treinta días.

En ningún caso se admitirán las observaciones que no tengan relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, a menos que hubieran sido consideradas en el mensaje respectivo.

Si las dos Cámaras aprobaren las observaciones, el proyecto tendrá fuerza de ley y se devolverá al Presidente para su promulgación.

Si las dos Cámaras desecharen todas o algunas de las observaciones e insistieren por los dos tercios de sus miembros presentes en la totalidad o parte del proyecto aprobado por ellas, se devolverá al Presidente para su promulgación.

Artículo 75.-
El Presidente de la República podrá hacer presente la urgencia en el despacho de un proyecto, en uno o en todos sus trámites, y en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de treinta días.

La calificación de la urgencia corresponderá hacerla al Presidente de la República de acuerdo a la ley orgánica constitucional relativa al Congreso, la que establecerá también todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley.

Artículo 76.-
Si el Presidente de la República no devolviere el proyecto dentro de treinta días, contados desde la fecha de su remisión, se entenderá que lo aprueba y se promulgará como ley.

La promulgación deberá hacerse siempre dentro del plazo de diez días, contados desde que ella sea procedente.

La publicación se hará dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que quede totalmente tramitado el decreto promulgatorio.”.

7. Reemplázase el Capítulo VI: Poder Judicial, por el siguiente:

“Capítulo VI

LA JURISDICCIÓN

Artículo 77.-
La facultad de conocer de las causas judiciales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República, los Ministros de Estado, ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos. Toda contravención a esta norma es nula, en conformidad con el artículo 7° de esta Constitución.

Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competencia, no podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por falta de ley que resuelva la contienda o asunto sometidos a su decisión.

Para hacer ejecutar sus resoluciones, y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que determine la ley, los tribunales ordinarios de justicia y los especiales que integran el Poder Judicial, podrán impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción conducentes de que dispusieren. Los demás tribunales lo harán en la forma que la ley determine.

La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite el mandato judicial y no podrá calificar su fundamento u oportunidad, ni la justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar.

Artículo 78.-
Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República. La misma ley señalará las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados. Asimismo, una ley orgánica constitucional determinará y regulará aquellas funciones no jurisdiccionales de los tribunales.

La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva.

La Corte Suprema deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita la opinión pertinente.

Sin embargo, si el Presidente de la República hubiere hecho presente una urgencia al proyecto consultado, se comunicará esta circunstancia a la Corte.

En dicho caso, la Corte deberá evacuar la consulta dentro del plazo que implique la urgencia respectiva.

Si la Corte Suprema no emitiere opinión dentro de los plazos aludidos, se tendrá por evacuado el trámite.

La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, así como las leyes procesales que regulen un sistema de enjuiciamiento, podrán fijar fechas diferentes para su entrada en vigencia en las diversas regiones del territorio nacional. Sin perjuicio de lo anterior, el plazo para la entrada en vigor de dichas leyes en todo el país no podrá ser superior a cuatro años.

Artículo 79.-
En cuanto al nombramiento de los jueces, la ley se ajustará a los siguientes preceptos generales.

La Corte Suprema se compondrá de veintiún ministros.

Los ministros y los fiscales judiciales de la Corte Suprema serán nombrados por el Presidente de la República, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la misma Corte, y con acuerdo del Senado. Éste adoptará los respectivos acuerdos por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto, previo acuerdo de la mayoría de los senadores en ejercicio de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Corporación. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.

Cinco de los miembros de la Corte Suprema deberán ser abogados extraños a la administración de justicia, tener a lo menos quince años de título, haberse destacado en la actividad profesional o universitaria y cumplir los demás requisitos que señale la ley orgánica constitucional respectiva.

La Corte Suprema, cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina exclusivamente con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en ella el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en lista de méritos. Los otros cuatro lugares se llenarán en atención a los merecimientos de los candidatos. Tratándose de proveer una vacante correspondiente a abogados extraños a la administración de justicia, la nómina se formará exclusivamente, previo concurso público de antecedentes, con abogados que cumplan los requisitos señalados en el inciso cuarto.

Los ministros y fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones serán designados por el Presidente de la República, a propuesta en terna de la Corte Suprema. 

Los jueces letrados serán designados por el Presidente de la República, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones de la jurisdicción respectiva.

El juez letrado en lo civil o criminal más antiguo de asiento de Corte o el juez letrado civil o criminal más antiguo del cargo inmediatamente inferior al que se trata de proveer y que figure en lista de méritos y exprese su interés en el cargo, ocupará un lugar en la terna correspondiente. Los otros dos lugares se llenarán en atención al mérito de los candidatos.

La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, en su caso, formarán las quinas o las ternas en pleno especialmente convocado al efecto, en una misma y única votación, donde cada uno de sus integrantes tendrá derecho a votar por tres o dos personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las tres primeras mayorías, según corresponda. El empate se resolverá mediante sorteo.

Sin embargo, cuando se trate del nombramiento de ministros de Corte suplentes, la designación podrá hacerse por la Corte Suprema y, en el caso de los jueces, por la Corte de Apelaciones respectiva. Estas designaciones no podrán durar más de sesenta días y no serán prorrogables. En caso de que los tribunales superiores mencionados no hagan uso de esta facultad o de que haya vencido el plazo de la suplencia, se procederá a proveer las vacantes en la forma ordinaria señalada precedentemente.

Artículo 80.-
Los jueces son personalmente responsables por los delitos de cohecho, falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, denegación y torcida administración de justicia y, en general, de toda prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones. 

Tratándose de los miembros de la Corte Suprema, la ley determinará los casos y el modo de hacer efectiva esta responsabilidad.

Artículo 81.-
Los jueces permanecerán en sus cargos durante su buen comportamiento; pero los inferiores desempeñarán su respectiva judicatura por el tiempo que determinen las leyes.

No obstante lo anterior, los jueces cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad; o por renuncia o incapacidad legal sobreviniente o en caso de ser depuestos de sus destinos, por causa legalmente sentenciada. La norma relativa a la edad no regirá respecto al Presidente de la Corte Suprema, quien continuará en su cargo hasta el término de su período.

En todo caso, la Corte Suprema por requerimiento del Presidente de la República, a solicitud de parte interesada, o de oficio, podrá declarar que los jueces no han tenido buen comportamiento y, previo informe del inculpado y de la Corte de Apelaciones respectiva, en su caso, acordar su remoción por la mayoría del total de sus componentes. Estos acuerdos se comunicarán al Presidente de la República para su cumplimiento.

La Corte Suprema, en pleno especialmente convocado al efecto y por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, podrá autorizar u ordenar, fundadamente, el traslado de los jueces y demás funcionarios y empleados del Poder Judicial a otro cargo de igual categoría.

Artículo 82.-
Los magistrados de los tribunales superiores de justicia, los fiscales judiciales y los jueces letrados que integran el Poder Judicial, no podrán ser aprehendidos sin orden del tribunal competente, salvo el caso de crimen o simple delito flagrante y sólo para ponerlos inmediatamente a disposición del tribunal que debe conocer del asunto en conformidad a la ley.

Artículo 83.-
La Corte Suprema tiene la superintendencia directiva, correccional y económica de todos los tribunales de la Nación. Una ley orgánica constitucional regulará la forma y ejercicio de estas facultades. Se exceptúan de esta norma el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los tribunales electorales regionales.

Los tribunales superiores de justicia, en uso de sus facultades disciplinarias, sólo podrán invalidar resoluciones jurisdiccionales en los casos y forma que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.”.

8. Reemplázase el Capítulo VII: Ministerio Público, por el siguiente:

“Capítulo VII

MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 84.-
Un organismo del Estado, autónomo, jerarquizado, con el nombre de Ministerio Público, dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal pública en la forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones jurisdiccionales, y en sus investigaciones deberá apegarse a las exigencias dispuestas en el artículo 19, N° 6 de esta Constitución. Todo acto que contravenga tales exigencias es nulo y acarreará las consecuencias indemnizatorias y correctivas previstas en la ley.

El ofendido por el delito y las demás personas que determine la ley podrán ejercer igualmente la acción penal.

El Ministerio Público podrá impartir órdenes directas a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación, sin perjuicio de su dependencia dispuesta en el artículo 103 de esta Carta, asumiendo completamente la responsabilidad jerárquica sobre las consecuencias que el ejercicio de tal prerrogativa pueda acarrear. Con todo, las actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos que esta Constitución asegura, o lo restrinjan o perturben, requerirán de aprobación judicial previa a una solicitud escrita y fundada del fiscal a cargo de la investigación, sin perjuicio de dejar constancia de su encargo. La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite dichas órdenes y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición de la autorización judicial previa ya descrita.

El ejercicio de la acción penal pública, y la dirección de las investigaciones de los hechos que configuren el delito, de los que determinen la participación punible y de los que acrediten la inocencia del imputado en las causas que sean de conocimiento de los tribunales militares, como asimismo la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos de tales hechos corresponderán, en conformidad con las normas del Código de Justicia Militar y a las leyes respectivas, a los órganos y a las personas que ese Código y esas leyes determinen.

Artículo 85.-
Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones del Ministerio Público, señalará las calidades y requisitos que deberán tener y cumplir los fiscales para su nombramiento y las causales de remoción de los fiscales adjuntos, en lo no contemplado en la Constitución. Las personas que sean designadas fiscales no podrán tener impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez. Los fiscales regionales y adjuntos cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad.

La ley orgánica constitucional establecerá el grado de independencia y autonomía y la responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio de la acción penal pública, en los casos que tengan a su cargo. En todo caso, la ley tendrá a la vista la estructura jerárquica del Ministerio Pública dispuesta en el artículo 92.

Artículo 86.-
El Fiscal Nacional será designado por el Presidente de la República, a propuesta en quina de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.

El Fiscal Nacional deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durará ocho años en el ejercicio de sus funciones y no podrá ser designado para el período siguiente.

Será aplicable al Fiscal Nacional lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 81 en lo relativo al tope de edad.

Artículo 87.-
Existirá un Fiscal Regional en cada una de las regiones en que se divida administrativamente el país, a menos que la población o la extensión geográfica de la región hagan necesario nombrar más de uno.

Los fiscales regionales serán nombrados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones de la respectiva región. En caso que en la región exista más de una Corte de Apelaciones, la terna será formada por un pleno conjunto de todas ellas, especialmente convocado al efecto por el Presidente de la Corte de más antigua creación.

Los fiscales regionales deberán tener a lo menos cinco años de título de abogado, haber cumplido 35 años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durarán ocho años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser designados como fiscales regionales por el período siguiente en otra Región, lo que no obsta a que puedan ser nombrados en otro cargo del Ministerio Público.

Artículo 88.-
La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, en su caso, llamarán a concurso público de antecedentes para la integración de las quinas y ternas, las que serán acordadas por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, en pleno especialmente convocado al efecto. No podrán integrar las quinas y ternas los miembros activos o pensionados del Poder Judicial.

Las quinas y ternas se formarán en una misma y única votación en la cual cada integrante del pleno tendrá derecho a votar por tres o dos personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las tres primeras mayorías, según corresponda. De producirse un empate, éste se resolverá mediante sorteo.

Artículo 89.-
Existirán fiscales adjuntos que serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso público, en conformidad a la ley orgánica constitucional. Deberán tener el título de abogado y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.

Artículo 90.-
El Fiscal Nacional y los fiscales regionales sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados, o de diez de sus miembros, por infringir las normas que rigen el cargo, incapacidad, mal comportamiento, negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.

La remoción de los fiscales regionales también podrá ser solicitada por el Fiscal Nacional.

Artículo 91.-
Se aplicará al Fiscal Nacional, a los fiscales regionales y a los fiscales adjuntos lo establecido en el artículo 82.

Artículo 92.-
El Fiscal Nacional es la autoridad superior del Ministerio Público, de quien dependerán jerárquica y directamente los fiscales regionales y los fiscales adjuntos. El Fiscal Nacional tendrá la superintendencia directiva, correccional y económica del Ministerio Público, en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva.”.

9. Reemplázase el Capítulo VIII: Tribunal Constitucional, por el siguiente:

“Capítulo VIII

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Artículo 93.-
El Tribunal Constitucional es un órgano del Estado, autónomo e independiente de toda otra autoridad o poder.

El Tribunal Constitucional estará integrado por diez miembros, designados según el siguiente procedimiento:

a)
La Corte Suprema convoca a un concurso público para formar una terna que elevará al Presidente de la República.

b)
El Presidente de la República propone a uno de los integrantes de dicha terna a las dos Cámaras de Congreso Nacional.

c)
Cada una de las dos Cámaras, con el respaldo afirmativo de dos tercios de sus miembros en ejercicio, dan su conformidad al candidato.

d)
El Presidente de la República designa al elegido, nombrándolo como Ministro del tribunal Constitucional. 

Para el cumplimiento de lo establecido en la letra c) anterior, y de forma previa a la votación, el candidato propuesto deberá formular una exposición de su postulación al cargo respectivo en una sesión especial y pública ante la Sala de la Cámara respectiva. 

Los miembros del Tribunal durarán nueve años en sus cargos y se renovarán por parcialidades cada tres. Deberán tener a lo menos quince años de título de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento alguno que los inhabilite para desempeñar el cargo de juez, estarán sometidos a las normas de los artículos 59, 60 y 82, y no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni cualquier acto de los establecidos en los incisos segundo y tercero del artículo 61.

Los miembros del Tribunal Constitucional serán inamovibles y no podrán ser reelegidos, salvo aquel que lo haya sido como reemplazante y haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años. Cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad.

En caso que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda, de acuerdo con el inciso primero de este artículo y por el tiempo que falte para completar el período del reemplazado.

El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas. En el primer caso, el quórum para sesionar será de, a lo menos, ocho miembros y en el segundo de, a lo menos, cuatro. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría, salvo los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo a derecho. El Tribunal en pleno resolverá en definitiva las atribuciones indicadas en los números 1º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º y 11º del artículo siguiente. Para el ejercicio de sus restantes atribuciones, podrá funcionar en pleno o en sala de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional respectiva.

Una ley orgánica constitucional determinará su organización, funcionamiento, procedimientos y fijará la planta, régimen de remuneraciones y estatuto de su personal.

Artículo 94.-
Son atribuciones del Tribunal Constitucional:

1º.- Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación. La declaración de inconstitucionalidad de cualquiera de estas normas debe ser acordada por una mayoría de cuatro quintos de sus integrantes;

2º.- Resolver sobre las cuestiones de constitucionalidad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones;

3º.- Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley; 

4º.- Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones. Asimismo, resolver por mayoría de sus miembros la convocatoria a plebiscito dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 de esta carta.

5°.- Resolver, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución;

6º.- Resolver por la mayoría de los cuatro quintos de sus integrantes en ejercicio, la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral anterior. 

7º.- Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;

8º.- Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 101;

9°.- Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo la responsabilidad de las  personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en el Nº 22 del artículo 19 de esta Constitución. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;

10º.- Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 53 número 6) de esta Constitución;

11º.- Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas, administrativas y jurisdiccionales que no correspondan al Senado;

12º.- Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;

13º.- Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios;

14º.- Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 61 y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y

15°.- Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos que fueren dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 64.

16°.- Resolver, por la mayoría de sus miembros, el efectivo amparo frente a la vulneración de los derechos constitucionales, de que hubiere sido objeto el titular de la acción prevista en el artículo 20 de esta Carta.

En el caso del número 1º, la Cámara de origen enviará al Tribunal Constitucional el proyecto respectivo dentro de los cinco días siguientes a aquel en que quede totalmente tramitado por el Congreso.

En el caso del número 2º, el Tribunal podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de diez de sus miembros. Asimismo, podrá requerir al Tribunal toda persona que sea parte en juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, o desde la primera actuación del procedimiento penal, cuando sea afectada en el ejercicio de sus derechos fundamentales por lo dispuesto en el respectivo auto acordado.

En el caso del número 3°, la cuestión podrá ser planteada por el Presidente de la República dentro del plazo de diez días cuando la Contraloría rechace por inconstitucional un decreto con fuerza de ley. También podrá ser promovida por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio en caso de que la Contraloría hubiere tomado razón de un decreto con fuerza de ley que se impugne de inconstitucional. Este requerimiento deberá efectuarse dentro del plazo de treinta días, contado desde la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.

En el caso del número 4°, la cuestión podrá promoverse a requerimiento del Senado o de la Cámara de Diputados, dentro de diez días contados desde la fecha de publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.

El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de la consulta plebiscitaria, cuando ésta fuera procedente.

Si al tiempo de dictarse la sentencia, faltaran menos de treinta días para la realización del plebiscito, el Tribunal fijará en ella una nueva fecha comprendida entre los treinta y los sesenta días siguientes al fallo.

En el caso del número 5°, la cuestión podrá ser planteada por cualquiera de las partes o por el juez que conoce del asunto. Corresponderá a cualquiera de las salas del Tribunal declarar, sin ulterior recurso, la admisibilidad de la cuestión siempre que verifique la existencia de una gestión pendiente ante el tribunal ordinario o especial, que la aplicación del precepto legal impugnado pueda resultar decisivo en la resolución de un asunto, que la impugnación esté fundada razonablemente y se cumplan los demás requisitos que establezca la ley. A esta misma sala le corresponderá resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad.

En el caso del número 6°, una vez resuelta en sentencia previa la declaración de inaplicabilidad de un precepto legal,  conforme al número 5° de este artículo, habrá acción pública para requerir al Tribunal la declaración de inconstitucionalidad, sin perjuicio de la facultad de éste para declararla de oficio. Corresponderá a la ley orgánica constitucional respectiva establecer los requisitos de admisibilidad, en el caso de que se ejerza la acción pública, como asimismo regular el procedimiento que deberá seguirse para actuar de oficio. 

En los casos del número 7°, la cuestión podrá promoverse por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, dentro de los treinta días siguientes a la publicación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que el Presidente de la República debió efectuar la promulgación de la ley. Si el   Tribunal acogiera el reclamo, promulgará en su fallo la ley que no lo haya sido o rectificará la promulgación incorrecta.

En el caso del número 10°, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Senado.

Habrá acción pública para requerir al Tribunal respecto de las atribuciones que se le confieren por los números 9º y 12º de este artículo.

Sin embargo, si en el caso del número 9° la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, el requerimiento deberá formularse por la Cámara de Diputados o por la cuarta parte de sus miembros en ejercicio.

En el caso del número 11°, el requerimiento deberá ser deducido por cualquiera de las autoridades en conflicto.

En el caso del número 13°, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República o de no menos de diez parlamentarios en ejercicio.

En el caso del número 15°, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento de cualquiera de las Cámaras efectuado dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado. En el caso de vicios que no se refiera a decretos que excedan la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República también podrá una cuarta parte de los miembros en ejercicio deducir dicho requerimiento.

El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos cuando conozca de las atribuciones indicadas en los números 9°, 10° y 12°, como, asimismo, cuando conozca de las causales de cesación en el cargo de parlamentario.

En los casos de los numerales 9°, 12° y en el caso del numeral 2º cuando sea requerido por una parte, corresponderá a una sala del Tribunal pronunciarse sin ulterior recurso, de su admisibilidad.

Artículo 95.-
Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no procederá recurso alguno, sin perjuicio de que puede, el mismo Tribunal, conforme a la ley, rectificar los errores de hecho en que hubiere incurrido.

Para hacer ejecutar sus resoluciones, el Tribunal Constitucional podrá impartir órdenes o requerir acciones a las reparticiones públicas concernidas. Con tal propósito es aplicable el inciso cuarto del artículo 77 de la Constitución.

Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se trate.

En el caso del N° 6° del artículo 94, habiéndose declarado la inconstitucionalidad de un precepto legal, los órganos colegisladores deberán, en el plazo de seis meses iniciar la tramitación de la norma que regulará la materia objeto del precepto derogado.

En el caso del Nº 15° del artículo 94, el decreto supremo impugnado quedará sin efecto de pleno derecho, con el solo mérito de la sentencia del Tribunal que acoja el reclamo. No obstante, el precepto declarado inconstitucional en conformidad a lo dispuesto en los numerales 2°, 3° ó 6° del artículo 94, se entenderá derogado desde la publicación en el Diario Oficial de la sentencia que acoja el reclamo, la que no producirá efecto retroactivo.

Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de todo o parte de una ley, de un decreto con fuerza de ley, de un decreto supremo o auto acordado, en su caso, se publicarán en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación.”.

10. Reemplázase el Capítulo IX: Servicio Electoral y Justicia Electoral, por el siguiente:

“CAPÍTULO IX

SERVICIO ELECTORAL Y JUSTICIA ELECTORAL

Artículo 96.-
Un organismo del Estado, autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, denominado Servicio Electoral, ejercerá la administración, supervigilancia y fiscalización de los procesos electorales y plebiscitarios; del cumplimiento de las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral; de las normas sobre los partidos políticos, y las demás funciones que señale una ley orgánica constitucional.

La dirección superior del Servicio Electoral corresponderá a un Consejo Directivo, el que ejercerá de forma exclusiva las atribuciones que le encomienden la Constitución y las leyes. Dicho Consejo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Los Consejeros durarán diez años en sus cargos, no podrán ser designados para un nuevo período y se renovarán por parcialidades cada dos años. Previo a la votación del Senado, los candidatos propuestos deberán formular una exposición de su postulación al cargo respectivo en una sesión especial y pública ante la Sala del Senado.

Los Consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados, por infracción grave a la Constitución o a las leyes, incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en Pleno, especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio. La organización y atribuciones del Servicio Electoral serán establecidas por una ley orgánica constitucional. Su forma de desconcentración, las plantas, remuneraciones y estatuto del personal serán establecidos por una ley.

Artículo 97.-
Un tribunal especial del Estado, que se denominará Tribunal Calificador de Elecciones, conocerá del escrutinio general y de la calificación de las elecciones de Presidente de la República, de diputados y senadores; resolverá las reclamaciones a que dieren lugar y proclamará a los que resulten elegidos. Dicho Tribunal conocerá, asimismo, de los plebiscitos, y tendrá las demás atribuciones que determine la ley.

Estará constituido por cinco miembros designados en la siguiente forma:

a)
Cuatro ministros de la Corte Suprema, designados por ésta, mediante sorteo, en la  forma y oportunidad que determine la ley orgánica constitucional respectiva, y

b)
Un ciudadano que hubiere ejercido el cargo de Presidente o Vicepresidente de la Cámara de Diputados o del Senado por un período no inferior a los 365 días, designado por la Corte Suprema en la forma señalada en la letra a) precedente, de entre todos aquellos que reúnan las calidades indicadas.

Las designaciones a que se refiere la letra b) no podrán recaer en personas que sean parlamentarios, candidatos a cargos de elección popular, Ministros de Estado, ni dirigentes de partidos políticos.

Los miembros de este tribunal durarán cuatro años en sus funciones y les serán aplicables las disposiciones de los artículos 59 y 60 de esta Constitución.

El Tribunal Calificador procederá como jurado en la apreciación de los hechos y sentenciará con arreglo a derecho.

Una ley orgánica constitucional regulará la organización y funcionamiento del Tribunal Calificador de Elecciones.

Artículo 98.-
Habrá tribunales electorales regionales encargados de conocer el escrutinio general y la calificación de las elecciones que la ley les encomiende, así como de resolver las reclamaciones a que dieren lugar y de proclamar a los candidatos electos. Sus resoluciones serán apelables para ante el Tribunal Calificador de Elecciones en la forma que determine la ley. Asimismo, les corresponderá conocer de la calificación de las elecciones de carácter gremial y de las que tengan lugar en aquellos grupos intermedios que la ley señale.

Estos tribunales estarán constituidos por un ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, elegido por ésta, y por dos miembros designados por el Tribunal Calificador de Elecciones de entre personas que hayan ejercido la profesión de abogado o desempeñado la función de ministro o abogado integrante de Corte de Apelaciones por un plazo no inferior a tres años.

Los miembros de estos tribunales durarán cuatro años en sus funciones y tendrán las inhabilidades e incompatibilidades que determine la ley.

Estos tribunales procederán como jurado en la apreciación de los hechos y sentenciarán con arreglo a derecho.

La ley determinará las demás atribuciones de estos tribunales y regulará su organización y funcionamiento.

Artículo 99.-
Anualmente, se destinarán en la Ley de Presupuestos de la Nación los fondos necesarios para la organización y funcionamiento de estos tribunales, cuyas plantas, remuneraciones y estatuto del personal serán establecidos por ley.”.

11. Reemplázase el Capítulo X: Contraloría General de la República, por el siguiente:

“Capítulo X

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Artículo 100.-
Un organismo del Estado, autónomo, con el nombre de Contraloría General de la República ejercerá el control de la legalidad de los actos de la Administración, fiscalizará el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades y de los demás organismos y servicios que determinen las leyes; examinará y juzgará las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes de esas entidades; llevará la contabilidad general de la Nación, y desempeñará las demás funciones que le encomiende la ley orgánica constitucional respectiva.

La Contraloría, con motivo del control de legalidad o de las auditorías, no podrá evaluar los aspectos de mérito o de conveniencia de las decisiones políticas o administrativas.

El Contralor General de la República deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. Será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años y no podrá ser designado para el período siguiente. Con todo, al cumplir 75 años de edad cesará en el cargo. Previo a la votación del Senado, el candidato propuesto deberá formular una exposición de su postulación al cargo respectivo en una sesión especial y pública ante la Sala del Senado

Artículo 101.-
En el ejercicio de la función de control de legalidad, el Contralor General tomará razón de los decretos y resoluciones que, en conformidad a la ley, deben tramitarse por la Contraloría o representará la ilegalidad de que puedan adolecer; pero deberá darles curso cuando, a pesar de su representación, el Presidente de la República insista con la firma de todos sus Ministros, caso en el cual deberá enviar copia de los respectivos decretos a la Cámara de Diputados. En ningún caso dará curso a los decretos de gastos que excedan el límite señalado en la Constitución y remitirá copia íntegra de los antecedentes a la misma Cámara.

Corresponderá, asimismo, al Contralor General de la República tomar razón de los decretos con fuerza de ley, debiendo representarlos cuando ellos excedan o contravengan la ley delegatoria o sean contrarios a la Constitución.

Si la representación tuviere lugar con respecto a un decreto con fuerza de ley, a un decreto promulgatorio de una ley o de una reforma constitucional por apartarse del texto aprobado, o a un decreto o resolución por ser contrario a la  Constitución, el Presidente de la República no tendrá la facultad de insistir, y en caso de no conformarse con la representación de la Contraloría deberá remitir los antecedentes al Tribunal Constitucional dentro del plazo de diez días, a fin de que éste resuelva la controversia.

En lo demás, la organización, el funcionamiento y las atribuciones de la Contraloría General de la República serán materia de una ley orgánica constitucional.

Artículo 102.-
Las Tesorerías del Estado no podrán efectuar ningún pago sino en virtud de un decreto o resolución expedida por autoridad competente, en que se exprese la ley o la parte del presupuesto que autorice aquel gasto. Los pagos se efectuarán considerando, además, el orden cronológico establecido en ella y previa refrendación presupuestaria del documento que ordene el pago.”.

12. Reemplázase el Capítulo XI: Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, por el siguiente:

“Capítulo XI

FUERZAS ARMADAS, DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA

Artículo 103.-
Las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio de Defensa Nacional están constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Existen para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional.

Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública están integradas sólo por Carabineros e Investigaciones. Constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas. Dependen del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública, con la excepción de lo dispuesto en los artículos 77 y 84 de esta Constitución, que establecen su dependencia para recibir órdenes directas de los Tribunales de Justicia del Poder Judicial y del Ministerio Público respectivamente. 

Las Fuerzas Armadas y Carabineros, como cuerpos armados, son esencialmente obedientes y no deliberantes. Las fuerzas dependientes de los Ministerios encargados de la Defensa Nacional y de la Seguridad Pública son, además, profesionales, jerarquizadas y disciplinadas.

Artículo 104.-
La incorporación a las plantas y dotaciones de las Fuerzas Armadas y de Carabineros sólo podrá hacerse a través de sus propias Escuelas, con excepción de los escalafones profesionales y de empleados civiles que determine la ley.

Artículo 105.-
Ninguna persona, grupo u organización podrá poseer o tener armas u otros elementos similares que señale una la ley, sin autorización otorgada en conformidad a ésta.

Una ley determinará el Ministerio o los órganos de su dependencia que ejercerán la supervigilancia y el control de las armas. Asimismo, establecerá los órganos públicos encargados de fiscalizar el cumplimiento de las normas relativas a dicho control.

Artículo 106.-
Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, y el General Director de Carabineros serán designados por el Presidente de la República de entre los cinco oficiales generales de mayor antigüedad, que reúnan las calidades que los respectivos estatutos institucionales exijan para tales cargos; durarán cuatro años en sus funciones, no podrán ser nombrados para un nuevo período y gozarán de inamovilidad en su cargo.

El Presidente de la República, mediante decreto fundado e informando previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, podrá llamar a retiro a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea y al General Director de Carabineros, en su caso, antes de completar su respectivo período.

Artículo 107.-
Los nombramientos, ascensos y retiros de los oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros, se efectuarán por decreto supremo, en conformidad a la ley orgánica constitucional correspondiente, la que determinará las normas básicas respectivas, así como las normas básicas referidas a la carrera profesional, incorporación a sus plantas, previsión, antigüedad, mando, sucesión de mando y presupuesto de las Fuerzas Armadas y Carabineros.

El ingreso, los nombramientos, ascensos y retiros en Investigaciones se efectuarán en conformidad a su ley orgánica.”.

13. Reemplázase el Capítulo XII: Consejo de Seguridad Nacional, por el siguiente:

“Capítulo XII

CONSEJO DE SEGURIDAD NACIONAL

Artículo 108.-
Habrá un Consejo de Seguridad Nacional encargado de asesorar al Presidente de la República en las materias vinculadas a la seguridad nacional y de ejercer las demás funciones que esta Constitución le encomienda. Será presidido por el Presidente de la República y estará integrado por los Presidentes del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Corte Suprema, por los Ministros del Interior y Seguridad Pública, Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, por los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, por el General Director de Carabineros, por el Director General de la Policía de Investigaciones y por el Contralor General de la República.

En los casos que el Presidente de la República lo determine, podrán estar presentes en sus sesiones otros Ministros de Estado.

Artículo 109.-
El Consejo de Seguridad Nacional se reunirá cuando sea convocado por el Presidente de la República y requerirá como quórum para sesionar el de la mayoría absoluta de sus integrantes.

El Consejo no adoptará acuerdos sino para dictar el reglamento a que se refiere el inciso final de la presente disposición. En sus sesiones, cualquiera de sus integrantes podrá expresar su opinión sobre las materias tratadas, sin comprometer la de sus respectivas reparticiones, órganos o instituciones.

Las actas del Consejo serán públicas, a menos que el Presidente de la República determine la aplicación de las excepciones a su publicidad establecidas en el artículo 8° de esta Carta. Un reglamento dictado por el propio Consejo establecerá las demás disposiciones concernientes a su organización, funcionamiento y publicidad de sus debates.”.

14. Reemplázase el Capítulo XIII: Banco Central, por el siguiente:

“Capítulo XIII

BANCO CENTRAL

Artículo 110.-
Existirá un organismo del Estado, autónomo, con patrimonio propio, de carácter técnico, denominado Banco Central, cuya composición, organización, funciones y atribuciones determinará una ley orgánica constitucional. 

Los candidatos propuestos para componer el Consejo del Banco Central, y de forma previa a la votación respectiva, deberán formular una exposición de su postulación al cargo respectivo en una sesión especial y pública ante la Sala del Senado.

Artículo 111.-
El Banco Central sólo podrá efectuar operaciones con instituciones financieras, sean públicas o privadas. De manera alguna podrá otorgar a ellas su garantía, ni adquirir documentos emitidos por el Estado, sus organismos o empresas.

Ningún gasto público o préstamo podrá financiarse con créditos directos o indirectos del Banco Central.

Con todo, en caso de guerra exterior o de peligro de ella, que calificará el Consejo de Seguridad Nacional, el Banco Central podrá obtener, otorgar o financiar créditos al Estado y entidades públicas o privadas.

El Banco Central no podrá adoptar ningún acuerdo que signifique de una manera directa o indirecta establecer normas o requisitos diferentes o discriminatorios en relación a personas, instituciones o entidades que realicen operaciones de la misma naturaleza.”.

15. Reemplázase el Capítulo XIV: Gobierno y Administración Interior del Estado, por el siguiente:

“Capítulo XIV

GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN INTERIOR DEL ESTADO

Artículo 112.-
Para el gobierno y administración interior del Estado, el territorio de la República se divide en regiones y éstas en provincias. Para los efectos de la administración local, las provincias se dividirán en comunas.

La creación, supresión y denominación de regiones, provincias y comunas; la modificación de sus límites, así como la fijación de las capitales de las regiones y provincias, serán materia de ley orgánica constitucional.

Gobierno y Administración Regional

Artículo 113.-
La administración superior de cada región reside en un gobierno regional, que tendrá por objeto el desarrollo social, cultural y económico de la región.

El gobierno regional estará constituido por un gobernador regional y el consejo regional. Para el ejercicio de sus funciones, el gobierno regional gozará de personalidad jurídica de derecho público y tendrá patrimonio propio.

El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole presidir el consejo y ejercer las funciones y atribuciones que la ley orgánica constitucional determine, en coordinación con los demás órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa. Asimismo le corresponderá la coordinación, supervigilancia y fiscalización de los servicios públicos que dependen o se relacionen con el gobierno regional.

El gobierno regional será elegido por sufragio universal en votación directa. Será electo el candidato a gobernador regional que obtuviere la mayoría de los sufragios válidamente emitidos y siempre que dicha mayoría sea equivalente, al menos, al cuarenta por ciento de los votos válidamente emitidos, en conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional respectiva. Durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años, pudiendo ser reelegido consecutivamente sólo para el período siguiente.

Si a la elección del gobernador regional se presentaren más de dos candidatos y ninguno de ellos obtuviere al menos cuarenta por ciento de los sufragios válidamente emitidos, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquel de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios. Esta nueva votación se verificará en la forma que determine la ley.

Para los efectos de lo dispuesto en los dos incisos precedentes, los votos en blanco y los nulos se considerarán como no emitidos.

La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las causales de inhabilidad, incompatibilidad, subrogación, cesación y vacancia del cargo de gobernador regional, sin perjuicio de los dispuesto en los artículos 126 y 127.

Artículo 114.-
El consejo regional será un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende.

El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal en votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley establecerá la organización del consejo regional, determinará el número de consejeros que lo integrarán y su forma de reemplazo, cuidando siempre que tanto la población como el territorio de la región estén equitativamente representados.

Cesará en su cargo el consejero regional que durante su ejercicio perdiere alguno de los requisitos de elegibilidad o incurriere en alguna de las inhabilidades, incompatibilidades, incapacidades u otras causales de cesación que la ley orgánica constitucional establezca.

Lo señalado en los incisos precedentes respecto del consejo regional y de los consejeros regionales será aplicable, en lo que corresponda, a los territorios especiales a que se refiere el artículo 129.

El consejo regional, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, elegirá un presidente de entre sus miembros. El presidente del consejo durará cuatro años en su cargo y cesará en él en caso de incurrir en alguna de las causales señaladas en el inciso tercero, por remoción acordada por los dos tercios de los consejeros regionales en ejercicio o por renuncia aprobada por la mayoría de éstos.

La ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones del presidente del consejo regional.

Corresponderá al consejo regional aprobar el proyecto de presupuesto de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta en la Ley de Presupuestos, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación.

Los Senadores y Diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimen conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional y tomar parte en sus debates, sin derecho a voto.

Artículo 115.-
La ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República transferirá a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.

Artículo 116.-
Para el gobierno y administración interior del Estado a que se refiere el presente capítulo se observará como principio básico la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo. Las leyes que se dicten al efecto deberán velar por el cumplimiento y aplicación de dicho principio, incorporando asimismo criterios de solidaridad entre las regiones, como al interior de ellas, en lo referente a la distribución de los recursos públicos.

Sin perjuicio de los recursos que para su funcionamiento se asignen a los gobiernos regionales en la Ley de Presupuestos de la Nación y de aquellos que provengan de lo dispuesto en el Nº 27 del artículo 19, dicha ley contemplará una proporción del total de los gastos de inversión pública que determine, con la denominación de fondo nacional de desarrollo regional.

La Ley de Presupuestos de la Nación contemplará, asimismo, gastos correspondientes a inversiones sectoriales de asignación regional cuya distribución entre regiones responderá a criterios de equidad y eficiencia, tomando en consideración los programas nacionales de inversión correspondientes. La asignación de tales gastos al interior de cada región corresponderá al gobierno regional.

A iniciativa de los gobiernos regionales o de uno o más ministerios podrán celebrarse convenios anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios o entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio. La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios.

La ley podrá autorizar a los gobiernos regionales y a las empresas públicas para asociarse con personas naturales o jurídicas a fin de propiciar actividades e iniciativas sin fines de lucro que contribuyan al desarrollo regional. Las entidades que al efecto se constituyan se regularán por las normas comunes aplicables a los particulares.

Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el número 28 del artículo 19.

Artículo 117.-
En cada región existirá una delegación presidencial regional, a cargo de un delegado presidencial regional, el que ejercerá las funciones y atribuciones del Presidente de la República en la región, en conformidad a la ley. El delegado presidencial regional será el representante natural e inmediato, en el territorio de su jurisdicción, del Presidente de la República y será nombrado y removido libremente por él. El delegado presidencial regional ejercerá sus funciones con arreglo a las leyes y a las órdenes e instrucciones del Presidente de la República.

Al delegado presidencial regional le corresponderá la coordinación, supervigilancia o fiscalización de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio.

Gobierno y Administración Provincial

Artículo 118.-
En cada provincia existirá una delegación presidencial provincial, que será un órgano territorialmente desconcentrado del delegado presidencial regional, y estará a cargo de un delegado presidencial provincial, será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República. En la provincia asiente de la capital regional, el delegado presidencial regional ejercerá las funciones del delegado presidencial provincial.

Corresponde al delegado presidencial provincial ejercer, de acuerdo a las instrucciones del delegado presidencial regional, la supervigilancia de los servicios públicos existentes en la provincia. La ley determinará las atribuciones que podrá delegarle el delegado presidencial regional y las demás que le corresponden.

Artículo 119.-
Los delegados presidenciales provinciales, en los casos y forma que determine la ley, podrán designar encargados para el ejercicio de sus facultades en una o más localidades.

Administración Comunal

Artículo 120.-
La administración local de cada comuna o agrupación de comunas que determine la ley reside en una municipalidad, la que estará constituida por el alcalde, que es su máxima autoridad, y por el concejo.

La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las modalidades y formas que deberá asumir la participación de la comunidad local en las actividades municipales.

Los alcaldes, en los casos y formas que determine la ley orgánica constitucional respectiva, podrán designar delegados para el ejercicio de sus facultades en una o más localidades.

Las municipalidades son corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna.

Una ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones de las municipalidades. Dicha ley señalará, además, las materias de competencia municipal que el alcalde, con acuerdo del concejo o a requerimiento de los 2/3 de los concejales en ejercicio, o de la proporción de ciudadanos que establezca la ley, someterá a consulta no vinculante o a plebiscito, así como las oportunidades, forma de la convocatoria y efectos.

Las municipalidades podrán asociarse entre ellas en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva, pudiendo dichas asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado. Asimismo, podrán constituir o integrar corporaciones o fundaciones de derecho privado sin fines de lucro cuyo objeto sea la promoción y difusión del arte, la cultura y el deporte, o el fomento de obras de desarrollo comunal y productivo. La participación municipal en ellas se regirá por la citada ley orgánica constitucional.

Las municipalidades podrán establecer en el ámbito de las comunas o agrupación de comunas, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva, territorios denominados unidades vecinales, con el objeto de propender a un desarrollo equilibrado y a una adecuada canalización de la participación ciudadana.

Los servicios públicos deberán coordinarse con el municipio cuando desarrollen su labor en el territorio comunal respectivo, en conformidad con la ley.

La ley determinará la forma y el modo en que los ministerios, servicios públicos y gobiernos regionales podrán transferir competencias a las municipalidades, como asimismo el carácter provisorio o definitivo de la transferencia.

Artículo 121.-
En cada municipalidad habrá un concejo integrado por concejales elegidos por sufragio universal en conformidad a la ley orgánica constitucional de municipalidades. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley determinará el número de concejales y la forma de elegir al alcalde.

El concejo será un órgano encargado de hacer efectiva la participación de la comunidad local, ejercerá funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras y otras atribuciones que se le encomienden, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.

La ley orgánica de municipalidades determinará las normas sobre organización y funcionamiento del concejo y las materias en que la consulta del alcalde al concejo será obligatoria y aquellas en que necesariamente se requerirá el acuerdo de éste. En todo caso, será necesario dicho acuerdo para la aprobación del plan comunal de desarrollo, del presupuesto municipal y de los proyectos de inversión respectivos.

Artículo 122.-
La ley orgánica constitucional respectiva regulará la administración transitoria de las comunas que se creen, el procedimiento de instalación de las nuevas municipalidades, de traspaso del personal municipal y de los servicios y los resguardos necesarios para cautelar el uso y disposición de los bienes que se encuentren situados en los territorios de las nuevas comunas.

Asimismo, la ley orgánica constitucional de municipalidades establecerá los procedimientos que deberán observarse en caso de supresión o fusión de una o más comunas.

Artículo 123.-
Las municipalidades, para el cumplimiento de sus funciones, podrán crear o suprimir empleos y fijar remuneraciones, como también establecer los órganos o unidades que la ley orgánica constitucional respectiva permita.

Estas facultades se ejercerán dentro de los límites y requisitos que, a iniciativa exclusiva del Presidente de la República, determine la ley orgánica constitucional de municipalidades.

Artículo 124.-
Las municipalidades gozarán de autonomía para la administración de sus finanzas. La Ley de Presupuestos de la Nación podrá asignarles recursos para atender sus gastos, sin perjuicio de los ingresos que directamente se les confieran por la ley o se les otorguen por los gobiernos regionales respectivos. Una ley orgánica constitucional contemplará un mecanismo de redistribución solidaria de los ingresos propios entre las municipalidades del país con la denominación de fondo común municipal. Las normas de distribución de este fondo serán materia de ley.

Disposiciones Generales

Artículo 125.-
La ley establecerá fórmulas de coordinación para la administración de todos o algunos de los municipios, con respecto a los problemas que les sean comunes, así como entre los municipios y los demás servicios públicos.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la ley  orgánica constitucional respectiva regulará la administración de las áreas metropolitanas, y establecerá las condiciones y formalidades que permitan conferir dicha calidad a determinados territorios.

Artículo 126.-
Para ser elegido gobernador regional, consejero regional, alcalde o concejal y para ser designado delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial, se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio, tener los demás requisitos de idoneidad que la ley señale, en su caso, y residir en la región a lo menos en los últimos dos años anteriores a su designación o elección.

Los cargos de gobernador regional, consejero regional, alcalde, concejal, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial serán incompatibles entre sí. 

El cargo de gobernador regional es incompatible con todo otro empleo o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media y especial, dentro de los límites que fije la ley.

Asimismo, el cargo de gobernador regional es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.

Por el solo hecho de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, el gobernador regional electo cesará en todo otro cargo, empleo o comisión que desempeñe.

Ningún gobernador regional, desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, puede ser nombrado para un empleo, función o comisión de los referidos en los incisos precedentes. Sin perjuicio de lo anterior, esta disposición no rige en caso de guerra exterior; pero sólo los cargos conferidos en estado de guerra son compatibles con las funciones de gobernador regional.

Ningún gobernador regional, delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial, desde el día de su elección o designación, según el caso, puede ser acusado o privado de su libertad, salvo el caso de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a la formación de causa. De esta resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.

En caso de ser arrestado algún gobernador regional, delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la información sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, entonces, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.

Desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a formación de causa, queda el gobernador regional, delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial imputado suspendido de su cargo y sujeto al juez competente.

Artículo 127.-
Las leyes orgánicas constitucionales respectivas establecerán las causales de cesación en los cargos de gobernador regional, alcalde, consejero regional y concejal.

Con todo, cesarán en sus cargos las autoridades mencionadas que hayan infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Una ley orgánica constitucional señalará los casos en que existe una infracción grave.

Asimismo, quien perdiere el cargo de gobernador regional, de alcalde, consejero regional o concejal, de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, no podrá optar a ninguna función o empleo público por el término de tres años, ni podrá ser candidato a cargos de elección popular en los dos actos electorales inmediatamente siguientes a su cesación.

Artículo 128.-
La ley determinará la forma de resolver las cuestiones de competencia que pudieren suscitarse entre las autoridades nacionales, regionales, provinciales y comunales.

Asimismo, establecerá el modo de dirimir las discrepancias que se produzcan entre el gobernador regional y el consejo regional, así como entre el alcalde y el concejo.

Disposiciones Especiales

Artículo 129.-
Son territorios especiales los correspondientes a Isla de Pascua y al Archipiélago Juan Fernández. El Gobierno y Administración de estos territorios se regirá por los estatutos especiales que establezcan las leyes orgánicas constitucionales respectivas.

Los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde cualquier lugar de la República, garantizados en el numeral  10º del artículo 19, se ejercerán en dichos territorios en la forma que determinen las leyes especiales que regulen su ejercicio.”.

16. Reemplázase el Capítulo XV: Reforma de la Constitución, por el siguiente:

“Capítulo XV

REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN

Artículo 130.-
Los proyectos de reforma de la Constitución podrán ser iniciados por mensaje del Presidente de la República o por moción de cualquiera de los miembros del Congreso Nacional, con las limitaciones señaladas en el inciso primero del artículo 66.

El proyecto de reforma necesitará para ser aprobado en cada Cámara el voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.

En lo no previsto en este Capítulo, serán aplicables a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional las normas sobre formación de la ley, debiendo respetarse siempre los quórums señalados en el inciso anterior.

Artículo 131.-
El proyecto que aprueben ambas Cámaras pasará al Presidente de la República.

Si el Presidente de la República rechazare totalmente un proyecto de reforma aprobado por ambas Cámaras y éstas insistieren en su totalidad por las tres quintas partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara, el Presidente deberá promulgar dicho proyecto, a menos que consulte a la ciudadanía mediante plebiscito.

Si el Presidente observare parcialmente un proyecto de reforma aprobado por ambas Cámaras, las observaciones se entenderán aprobadas con el voto conforme de las tres quintas partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara, según corresponda de acuerdo con el artículo anterior, y se devolverá al Presidente para su promulgación.

En caso de que las Cámaras no aprueben todas o algunas de las observaciones del Presidente, no habrá reforma constitucional sobre los puntos en discrepancia, salvo que éste consulte a la ciudadanía para que se pronuncie mediante un plebiscito, respecto de las cuestiones en desacuerdo. 

La ley orgánica constitucional relativa al Congreso regulará en lo demás lo concerniente a los vetos de los proyectos de reforma y a su tramitación en el Congreso

Artículo 132.-
La convocatoria a plebiscito deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a aquel en que ambas Cámaras insistan en el proyecto aprobado por ellas o rechacen las observaciones del Presidente de la República, y se ordenará mediante decreto supremo que fijará la fecha de la votación plebiscitaria, la que se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente. Transcurrido este plazo sin que el Presidente convoque a plebiscito, se promulgará el proyecto que hubiere aprobado el Congreso.

El decreto de convocatoria contendrá, según corresponda, el proyecto aprobado por ambas Cámaras y vetado totalmente por el Presidente de la República, o las cuestiones del proyecto en las cuales el Congreso haya insistido. En este último caso, cada una de las cuestiones en desacuerdo deberá ser votada separadamente en el plebiscito.

El Tribunal Calificador comunicará al Presidente de la República el resultado del plebiscito, y especificará el texto del proyecto aprobado por la ciudadanía, el que deberá ser promulgado como reforma constitucional dentro de los cinco días siguientes a dicha comunicación.

Una vez promulgado el proyecto y desde la fecha de su vigencia, sus disposiciones formarán parte de la Constitución y se tendrán por incorporadas a ésta.

Artículo 133.-
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 130 y siguientes, el Congreso Nacional, con el voto conforme de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio, podrá convocar a una Convención Constitucional para la elaboración de una Nueva Constitución.

Una ley orgánica constitucional regulará la convocatoria a la Convención por parte del Congreso, la forma de integración de la misma, el sistema de nombramiento y elección de sus integrantes, su organización, sus funciones y atribuciones, como también los mecanismos de participación pública que, para este efecto, la Convención Constitucional establezca en el proceso de elaboración de la Nueva Constitución.

Aprobado el proyecto de Nueva Constitución en la Convención Constitucional, será remitido al Presidente de la República para que éste consulte a la ciudadanía, mediante plebiscito y por la mayoría absoluta de los votos válidamente emitidos, si lo aprueba o rechaza. Para estos efectos el voto será obligatorio. Una vez remitido el proyecto, la Convención Constitucional se disolverá.

La convocatoria a plebiscito deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción del proyecto de Nueva Constitución remitido por la Convención Constitucional, y se ordenará mediante decreto supremo que fijará la fecha de la votación plebiscitaria, la que se celebrará noventa días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente. El decreto de convocatoria contendrá las opciones “apruebo” o “rechazo”.

El Tribunal Calificador del Elecciones comunicará al Presidente de la República el resultado del plebiscito, y especificará la opción decidida por la ciudadanía. Si ésta fuere la de “aprobada”, el Presidente de la República promulgará el texto de Nueva Constitución dentro de los diez días siguientes a la comunicación, y la publicación se hará dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que el decreto promulgatorio quede totalmente tramitado.”.

17. Deróganse las disposiciones transitorias primera hasta la vigésimo octava.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.- Las disposiciones de la presente reforma constitucional entrarán en vigencia, previa aprobación por un plebiscito convocado por el Presidente de la República para tales efectos y de acuerdo a las reglas siguientes. 

Aprobado el proyecto de reforma constitucional, éste será remitido al Presidente de la República para que éste consulte a la ciudadanía, mediante plebiscito y por la mayoría absoluta de los votos válidamente emitidos, si lo aprueba o rechaza. Para estos efectos el voto será obligatorio. 

La convocatoria a plebiscito deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción del proyecto de reforma constitucional remitido por el Congreso Nacional, y se ordenará mediante decreto supremo que fijará la fecha de la votación plebiscitaria, la que se celebrará noventa días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente. El decreto de convocatoria contendrá las opciones “apruebo” o “rechazo”.

El Tribunal Calificador del Elecciones comunicará al Presidente de la República el resultado del plebiscito, y especificará la opción decidida por la ciudadanía. Si ésta fuere la de “aprobada”, el Presidente de la República promulgará el texto de la reforma constitucional dentro de los diez días siguientes a la comunicación, y la publicación se hará dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que el decreto promulgatorio quede totalmente tramitado.

Segunda.- Se entenderá que las leyes actualmente en vigor cumplen con los requisitos que esta Constitución establece y seguirán aplicándose en lo que no sean contrarias a la misma, mientras no se dicten los correspondientes cuerpos legales adecuatorios o derogatorios.

Tercera.- Todas las autoridades electas por votación popular y que se encuentren en el ejercicio de su cargo al momento de entrar en vigencia la presente reforma constitucional, se mantendrán en el ejercicio de sus funciones por el tiempo restante hasta la siguiente elección popular. 

Al Presidente de la República en ejercicio al momento de entrar en vigencia la presente reforma constitucional se le aplicará lo dispuesto en el artículo 24 inciso segundo en cuanto a la no reeleción ni postulación. 

Para los efectos de lo establecido en el artículo 51 inciso primero, se entenderá que el primer periodo como parlamentario será el que se inicie con las primeras elecciones realizadas bajo la vigencia de la presente reforma constitucional. 

Cuarta.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, todos los miembros de los órganos del Estado regulados por la Constitución vigente y que se encuentren en actual ejercicio de sus funciones, se mantendrán en sus cargos a la entrada en vigencia de la presente reforma constitucional, y se renovarán a medida que vayan cesando en sus funciones de acuerdo a la normas constitucionales vigentes.”. 
Dios guarde A V.E.

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Mario Fernández Baeza, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- 
Nicolás Eyzaguirre Guzmán, 
Ministro de Hacienda.- Gabriel De La Fuente Acuña, Ministro 
Secretario General de la Presidencia.- Paula Narváez Ojeda, Ministra Secretaria General de Gobierno. 
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA EL REGISTRO NACIONAL DE CORREDORES DE PROPIEDADES Y REGULA EL EJERCICIO DE DICHA ACTIVIDAD

(10.391-03)

Oficio Nº 13.768

VALPARAÍSO, 5 de marzo de 2018
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Corredores de Propiedades y regula el ejercicio de dicha actividad, correspondiente al boletín No 10.391-03, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Son intermediarios o corredores de propiedades las personas naturales o jurídicas establecidas en Chile que se dedican en forma pública y predominante a esa actividad.

Puede ejercer el corretaje de propiedades cualquier persona, chilena o extranjera que haya aprobado, al menos, la enseñanza media o equivalente y no haya sido condenada por delito contra la propiedad. 

Artículo 2.- Créase el Registro Electrónico de Corredores de Propiedades (en adelante “el Registro”), de carácter público, en el cual podrán inscribirse todas las personas, naturales o jurídicas, que ejerzan la actividad de corretaje de propiedades, siempre que cumplan con las disposiciones de esta ley y su reglamento. El Registro será llevado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

Artículo 3.- Para la inscripción en el Registro, las personas naturales deberán acreditar y proporcionar los siguientes antecedentes: 

a) Ser chileno o extranjero con residencia continua en Chile por más de tres años, conforme al decreto ley Nº 1.094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile. 

b) Ser mayor de edad. 

c) Nombre completo, rol único nacional y domicilio.

d) Declaración jurada de no encontrarse inhabilitado para su inscripción en el Registro.

e) Licencia de enseñanza media o equivalente.

f) No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva.

g) Haber aprobado, al menos, un curso sobre corretaje de propiedades o administración inmobiliaria de duración no inferior a seis meses impartido por instituciones de educación técnica superior acreditadas por el Estado u organismos técnicos de capacitación que cuenten con certificación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley N° 19.518.

h) Los demás requisitos que establezca el reglamento.

Artículo 4.- Para la inscripción en el Registro, las personas jurídicas deberán acreditar y proporcionar los siguientes antecedentes:

a) Razón social, rol único tributario y domicilio, según sus estatutos sociales.

b) Nombre del representante legal, rol único nacional, domicilio y vigencia del poder.

c) Nombre completo, rol único nacional y domicilio de los socios o accionistas.

d) Nombre, rol único nacional y domicilio de las personas naturales contratadas para prestar servicios como corredores de propiedades o agentes inmobiliarios.

e) Certificado del representante legal y/o administrador que acredite haber aprobado, al menos, un curso de duración no inferior a cuatrocientas treinta y dos horas lectivas, equivalentes a treinta y seis horas semanales en seis meses sobre corretaje de propiedades o administración inmobiliaria impartidos por instituciones de educación técnica superior acreditadas por el Estado u organismos técnicos de capacitación que cuenten con certificación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 19.518.

Artículo 5.- La Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño podrá otorgar al interesado un plazo para subsanar las omisiones o inconsistencias de su solicitud de inscripción en el Registro, el que en ningún caso podrá exceder de ciento veinte días. 

Artículo 6.- La inscripción en el Registro podrá ser suspendida por las siguientes causales:

a) Cuando el intermediario o corredor deje de cumplir con los requisitos señalados en los artículos 3 y 4.

b) Cuando el intermediario o corredor incurra en incumplimientos reiterados de las obligaciones que le impone la presente ley.

Las medidas de suspensión serán impuestas por la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, previa audiencia del afectado, a través de una resolución fundada.

Artículo 7.- La inscripción en el Registro podrá ser cancelada por las siguientes causales:

a) Pérdida de la carta de nacionalidad o de la residencia.

b) Pérdida de la capacidad civil.

c) Condena a pena aflictiva por sentencia ejecutoriada.

d) Condena por los delitos contemplados en los títulos IV y IX del libro segundo del Código Penal, por los delitos establecidos en los artículos 59 y 60 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores; por el delito contemplado en el artículo 22 del decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre cuentas corrientes bancarias y cheques; por el delito previsto en el artículo 160 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, y por los delitos de los artículos 27 y 28 de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos.

e) Revocación de la inscripción en alguno de los registros que lleven o regulen las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, o los que hayan sido administradores, directores o representantes legales de una persona jurídica sancionada de igual manera, a menos que las personas sancionadas hayan salvado su responsabilidad en la forma que prescribe la ley.

f) Disolución de la sociedad o modificación del objeto social que elimine el corretaje de propiedades como actividad del giro.

g) Nombramiento como funcionario público de exclusiva confianza o como funcionario público que, en razón de su cargo, tenga dentro del ámbito de sus competencias la facultad de adquirir, vender o gravar bienes inmuebles a título gratuito u oneroso.

Artículo 8.- Un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá las normas de ejecución de la presente ley, en especial las relativas al funcionamiento y al procedimiento de inscripción en el Registro y su actualización. 

Artículo 9.- Sólo las personas naturales o jurídicas que cuenten con su inscripción vigente en el Registro podrán publicitar la condición de “agentes o corredores registrados”, calidad que podrá ser consignada en la publicidad, contratos u otros medios que serán definidos en el reglamento a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 10.- Las personas jurídicas deberán llevar un registro de los dependientes que desempeñen directamente labores de corretaje y administración inmobiliaria, y capacitarlos para tal efecto.

Artículo 11.- La inscripción tendrá una vigencia de cuatro años, contados desde la fecha del registro.

Artículo 12.- Para renovar la inscripción deberá seguirse el mismo procedimiento regulado por esta ley y su reglamento.

Artículo 13.- Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, las infracciones en que incurran las personas naturales o jurídicas que presten servicios de corretaje de propiedades o administración inmobiliaria, respecto de sus clientes, serán sancionadas de conformidad con la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

Artículo 14.- En contra de la resolución de la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño que deniegue, suspenda o cancele la inscripción en el Registro, el afectado podrá interponer recurso de reposición, que se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de la Administración del Estado.

En caso de que la Subsecretaría no diere lugar a la reposición, la persona afectada podrá deducir un reclamo de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago o del domicilio del reclamante, a su elección, de conformidad con el artículo 151 de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades.

Artículo 15.- En el plazo de dos años contado desde la publicación del reglamento de esta ley, las personas naturales y jurídicas que actualmente ejercen la actividad de corretaje de propiedades podrán acreditar el cumplimiento de lo establecido en los artículos 3 y 4. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- El reglamento para la aplicación de esta ley deberá dictarse dentro de los noventa días siguientes a su publicación.

Artículo segundo.- Esta ley comenzará a regir transcurridos noventa días desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

*****

Hago presente a V.E. que el inciso segundo del artículo 14 del proyecto de ley fue aprobado en general y en particular con el voto favorable de 80 diputados, de un total de 118 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados. 
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 8.946, QUE FIJA TEXTO DEFINITIVO DE LAS LEYES DE PAVIMENTACIÓN COMUNAL, EN MATERIA DE EJECUCIÓN DE OBRAS PROVISORIAS DE EMERGENCIA POR PARTE DE LOS MUNICIPIOS

(11.288-06)

Oficio Nº 13.769

VALPARAÍSO, 5 de marzo de 2018

Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 8.946, que fija texto definitivo de las leyes de pavimentación comunal, en materia de ejecución de obras provisorias de emergencia por parte de los municipios, correspondiente al boletín N° 11.288-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpóranse en el artículo 10 de la ley N° 8.946, que fija texto de la ley de pavimentación comunal, los siguientes incisos segundo y tercero:

“No será aplicable esta ley a las obras provisorias de emergencia ejecutadas por las municipalidades. Se entenderá por tales aquellas intervenciones en aceras y calzadas tendientes a evitar daños a las personas y los bienes, y en que cada intervención no supere los 50 metros cuadrados por bache.

La calificación de las obras como provisorias de emergencia deberá realizarse por la Dirección de Obras de la respectiva municipalidad con anterioridad a su inicio y, una vez ejecutadas, se informará de ellas al Serviu respectivo.”.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERFECCIONA LOS BENEFICIOS OTORGADOS A BOMBEROS POR ACCIDENTES Y ENFERMEDADES Y LA DEMÁS LEGISLACIÓN APLICABLE A DICHAS INSTITUCIONES

(11.465-22)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.



A la sesión en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistió, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Hacienda, la Subsecretaria, señora Macarena Lobos.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

Los asesores del Honorable Senador Coloma, señores Álvaro Pillado y César Moyano.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

La asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora, señora Constanza González.

Del Comité Partido Por la Democracia, el periodista, señor Gabriel Muñoz.

Del Comité Partido Socialista, el periodista, señor Francisco Aedo. 

Del Comité Renovación Nacional, la periodista, señora Andrea González.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Diego Vicuña.

- - -


Cabe señalar que al ingreso del proyecto de ley al Senado, el 24 de octubre de 2017, la Sala de la Corporación dispuso que debía ser conocido por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y por la de Hacienda, en su caso. 


Tras la aprobación en general por parte de la primera de dichas comisiones, la Sala también lo hizo, en los mismos términos, en sesión de 10 de enero de 2018. En esta última oportunidad dispuso, además, que al no haberse solicitado plazo para la presentación de indicaciones, debía pasar directamente a la Comisión de Hacienda para que informara sobre las normas de su competencia.

- - -

DISCUSIÓN 


Previo a la discusión de los asuntos de competencia de la Comisión, la Subsecretaria de Hacienda, señora Macarena Lobos, expresó que el proyecto de ley fue, en su origen, una moción parlamentaria luego recogida por el Ejecutivo, que ha demostrado su permanente preocupación por la loable labor que desempeñan los bomberos de Chile y sus familias. 



Consta la iniciativa, detalló, de tres aspectos. El primero, clarificaciones normativas para garantizar más adecuadamente los beneficios que se entregan. Así, por ejemplo, se determina lo que se entiende por actos de servicios y labores que guardan relación directa con la actividad bomberil; se incorpora, entre los beneficiarios de renta vitalicia de sobrevivencia, a los convivientes civiles; se agrega la posibilidad de que los beneficios de subsidios por incapacidad temporal, alcancen a quienes cursen estudios superiores o se hayan titulado recientemente; y se precisa que entre los gastos médicos reembolsables se encuentran los de profesionales de salud no médica, estos es, sicólogos, fonoaudiólogos, etc.

Un segundo aspecto guarda relación con el hecho de que, en su momento, se legisló que las rentas vitalicias pagadas a los bomberos debían ser licitadas, con el objeto de que disminuyeran las primas. Tal finalidad, sin embargo, no prosperó en la práctica, lo que se ha trasuntado en un retraso en el otorgamiento de los beneficios a aquellos voluntarios afectados por accidentes o enfermedades. Por eso, lo que en esta oportunidad se propone es volver a la norma primigenia del decreto ley N°1.757, en virtud de la cual es la Superintendencia de Valores y Seguros la encargada de pagar las rentas vitalicias, que luego debe reembolsar en las mutualidades y aseguradoras.


El tercer aspecto, por su parte, se vincula a la antigua fiscalización que correspondía realizar a la Superintendencia de Valores y Seguros al Cuerpo de Bomberos, que en virtud de la ley general de Bomberos pasó a estar radicada en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Explicó que si bien, respecto de ciertas deudas generadas en dicha anterior relación, la institución ha entregado las correspondientes rendiciones de cuentas a las Intendencias y Gobernaciones, la Contraloría General de la República ha entendido que deben igualmente ser entregadas, en documentos originales, a la Superintendencia. Se trata, añadió, de deudas que a juicio del Consejo de Defensa del Estado se encuentran prescritas y, por tanto, ya no son perseguibles. En tal escenario, y tratándose de una situación excepcional, el Ejecutivo ha estimado necesario que se declaren extinguidas por ley todas las cuentas por cobrar pendientes, que figuren en la contabilidad de la Superintendencia. Constituye, subrayó, una medida especial, por cuanto no existen otros pasivos contingentes a los cuales vaya a ser aplicada.



Concluyó señalando que el proyecto de ley no representa costos fiscales, ya que todos los beneficios asociados son de cargo de las compañías de seguros y mutualidades.


El Honorable Senador señor Coloma consultó cuál es la cifra correspondiente a las deudas que se estarían dando por extinguidas.


El Honorable Senador señor Montes criticó que  el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos en relación con el proyecto de ley, sólo expresa que no representa mayor gasto fiscal, pero nada dice sobre el monto de la deuda que el mismo Fisco va a dar por no cobrada. Esta clase de omisiones, lamentó, se ha ido transformando a lo largo del tiempo en algo permanente.

---


Enseguida, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley aprobado en general por el Senado: del artículo 1, las letras b) y c) del número 1, y los números 2 y 3; y los artículos 2 y 3.

A continuación se da cuenta de dichas disposiciones, así como de los acuerdos adoptados a su respecto:

Artículo 1


Introduce, mediante cuatro numerales, diversas enmiendas  en el decreto ley Nº 1757, de 1977, que otorga beneficios por accidentes y enfermedades a los miembros de los Cuerpos de Bomberos. 

Número 1

Se vale de tres literales para modificar el artículo 1 (que, en términos generales, establece que los accidentes que sufran y las enfermedades que contraigan los miembros del Cuerpo de Bomberos en actos de servicio, dan lugar a las indemnizaciones y beneficios que se indican).

Letra b)

Plantea las siguientes enmiendas en el inciso tercero (que pasa a ser quinto):

El ordinal i. introduce las siguientes modificaciones en el literal b) (que establece un subsidio igual al promedio de las tres remuneraciones mensuales del accidentado o enfermo):

- Intercala, entre las expresiones “o superior,” y “este subsidio”, la siguiente frase: “hasta dos años después de su titulación o que acredite estar cursando un programa en una institución que otorgue los servicios de preparación a la Prueba de Selección Universitaria, mediante certificado extendido al efecto,”.

- Agrega en el párrafo segundo, después de los vocablos “actividades laborales”, la frase “o académicas en el caso de estudiantes”.

El ordinal ii., por su parte, sustituye el párrafo final de la letra c) (que da cuenta del derecho a una pensión vitalicia de 30 unidades de fomento en caso de invalidez permanente del voluntario accidentado o enfermo), por el siguiente:

“Luego de esta segunda acreditación de invalidez, y para efectos del pago de la renta vitalicia correspondiente, la Superintendencia de Valores y Seguros continuará pagando la pensión respectiva.”.

El ordinal iii., finalmente, modifica la letra d) (relativa a una renta vitalicia conjunta de 25 unidades de fomento para el cónyuge sobreviviente y los hijos menores de 18 años, en caso de muerte del voluntario), del siguiente  modo:

- Intercala, en el párrafo primero, entre las palabras “cónyuge sobreviviente” y la expresión “y los hijos menores de 18 años”, la siguiente frase: “o la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”.

- Reemplaza, en el párrafo tercero, la expresión “y el cónyuge sobreviviente falleciere,” por la frase “y falleciere el cónyuge sobreviviente o la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”. 

- Sustituye, en el párrafo cuarto, la expresión “la viuda” por “el cónyuge sobreviviente”. 

- Introduce en el párrafo cuarto, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Igual procedimiento se aplicará respecto de la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento, cuando aquella contraiga matrimonio o celebre un nuevo acuerdo civil de vida en común.”.

- Intercala en el párrafo quinto, entre las expresiones “A falta de cónyuge sobreviviente” y “e hijos,”, la siguiente frase: “o de la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”.

- Reemplaza el párrafo sexto por el siguiente:

“El pago de la renta vitalicia por muerte del voluntario se efectuará por la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

- Elimina, en el párrafo octavo, la siguiente oración: “En este último caso, si el voluntario se encontraba percibiendo su pensión de parte de la Superintendencia, corresponderá a este organismo, cotizar y contratar la renta vitalicia para sus beneficiarios.”.

- Suprime, en el párrafo noveno, la frase “y que, en este último caso, la pensión estuviera siendo pagada por la Superintendencia,”.

Letra c)

Agrega el siguiente inciso final:

“Junto a la certificación de Carabineros de Chile a que se refiere este artículo, el Superintendente del Cuerpo de Bomberos al que pertenece el voluntario fallecido, lesionado o enfermo, deberá remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros y a la Junta Nacional un informe fundado en una investigación sumaria, que dé cuenta de las circunstancias de hecho que dan origen a la petición de otorgamiento de los beneficios contemplados en esta ley, y que evite la incidencia de futuros accidentes.”.


Las letras b) y c) del número 1 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Número 2

Suprime, en el inciso primero del artículo 4 (que, en general, establece los deberes de cobro de cuotas, pago de beneficios y provisión de fondos de la Superintendencia de Valores y Seguros), lo siguiente: “; cotizará y contratará por cuenta de los voluntarios o sus beneficiarios, según corresponda, rentas vitalicias en compañías de seguros de vida, conforme a lo señalado en las letras c) y d) del artículo 1° de este decreto ley,“.


El número 2 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Número 3

Se vale de cuatro literales para modificar el artículo 5 (relativo a la atención médica que se debe prestar a los voluntarios). 

Letra a)

Intercala, en el inciso tercero, entre las expresiones “de los honorarios profesionales de los médicos” y “y paramédicos”, la siguiente frase: “, de otros profesionales del área de la salud, cuya intervención haya sido dispuesta por el médico tratante,”.

Al respecto, el Honorable Senador señor Coloma manifestó que es razonable que el beneficio que se entrega para el pago de facturas en establecimientos hospitalarios o clínicos incluya, además de los honorarios profesionales de médicos y paramédicos, los de otros profesionales del área de la salud. Pero no lo parece que se agregue, como condición, que la actuación de dichos otros profesionales deba ser autorizada por el médico tratante, porque sólo tornaría más compleja la obtención del pago de la factura, que es lo que se persigue. Propuso que se corrija la redacción planteada.

La prevención que realiza, agregó, resulta aplicable para el inciso tercero que se está modificando, más bien vinculado a situaciones de emergencia. No así para el inciso cuarto que la letra b) siguiente del número 3 modifica, en la cual, por cubrir escenarios de tratamientos médicos, sí parece apropiada la exigencia de una indicación previa por parte del médico tratante. 



La letra a) del número 3 fue aprobada, con la enmienda sugerida, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. Así se acordó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

Letra b)

Intercala en el inciso cuarto, entre la frase “pagará los servicios prestados por” y la expresión “personal paramédico”, la siguiente frase: “otros profesionales del área de la salud, de acuerdo a lo indicado por el médico tratante, y por”.

Letra c)

Intercala en el inciso quinto, entre las expresiones “la Superintendencia” y “podrá extenderlo a un período”, lo siguiente: “, previa autorización médica,”.

Letra d)

Agrega el siguiente inciso sexto, pasando los actuales incisos sexto y séptimo a ser séptimo y octavo, respectivamente. 

“Se entenderán comprendidos en los gastos de traslado establecidos en el inciso precedente aquellos correspondientes a los traslados desde y hacia el hospital y el lugar de tratamiento ambulatorio o desde el domicilio del convaleciente hasta el hospital o lugar de su tratamiento y hasta su alta definitiva; e, igualmente, desde el lugar en que ocurre el accidente o se contrae la enfermedad hasta el centro hospitalario en que se le preste atención o entre este último lugar y el centro médico de mayor complejidad o especialidad al que sea derivado.”.


Las letras b), c) y d) del número 3 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 2
Este artículo declara extinguidas, por el solo ministerio de la ley, todas las cuentas por cobrar pendientes a los Cuerpos de Bomberos y a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, que figuren en la contabilidad de la Superintendencia de Valores y Seguros y que correspondan a transferencias de fondos fiscales efectuadas por ese organismo entre los años 2008 a 2012.

Dicha extinción, añade, bastará para regularizar administrativamente las rendiciones de cuenta pendientes en la Superintendencia de Valores y Seguros, por parte de los Cuerpos de Bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile por el período señalado en el párrafo precedente, las que deberán ajustarse en la contabilidad de dicho Servicio con el solo mérito de esta disposición.



El artículo 2 fue aprobado, con una enmienda consistente en reemplazar, en el inciso segundo, la referencia a “párrafo” por otra a “inciso”, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. Así se acordó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

Artículo 3



Es del siguiente tenor:

“Artículo 3.- Esta ley regirá a contar de su publicación. Sin embargo, su entrada en vigor no afectará a los procesos de licitación de renta vitalicia que se hayan iniciado con anterioridad, los que se regirán por la ley vigente en el momento de publicación de las bases respectivas. Las primas para el pago de dichas rentas serán de cargo y cobradas por la Superintendencia de Valores y Seguros a las aseguradoras y mutualidades que vendan el riesgo de incendio, en la misma forma que los demás beneficios del decreto ley N° 1757, de 1977. 

Las rentas vitalicias de invalidez o sobrevivencia contratadas con compañías de seguros de vida autorizadas para operar en Chile a favor de voluntarios accidentados o sus beneficiarios, y las que se contraten en virtud de lo indicado en el inciso anterior, continuarán vigentes, y no serán afectadas por la presente modificación.”.

En relación con el inciso primero de este artículo, la Comisión tuvo presente que la redacción de su segunda oración pueda resultar confusa, en el sentido de no dejar meridianamente claro que el pago de las primas de las rentas vitalicias corresponde exclusivamente a las correspondientes aseguradoras y mutualidades, y no a la Superintendencia.

La señora Subsecretaria de Hacienda se mostró de acuerdo con lo observado. Añadió que el hecho de que el proyecto de ley no irrogue gasto fiscal se debe, precisamente, a que no cabe a la Superintendencia incurrir en el pago de primas. 



En consecuencia, el artículo 3 fue aprobado con una enmienda en el sentido señalado, de la que se da cuenta en el capítulo de modificaciones de este informe, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. Así se acordó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 2 de octubre de 2017, señala lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente proyecto de ley tiene como objetivo perfeccionar los beneficios otorgados a Bomberos ante la ocurrencia de accidentes y enfermedades a causa de “actos de servicio”. Adicionalmente se regularizan las rendiciones de cuenta de los Cuerpos de Bomberos y Junta Nacional de Bomberos, que figuran pendientes en la contabilidad de la Superintendencia de Valores y Seguros en el periodo anterior a la entrada en vigencia de la Ley N° 20.564 (año 2012).

Para materializar lo anterior, el proyecto de ley considera los siguientes contenidos:

- Se explícita la definición de los conceptos de “acto de servicio” y “labores que digan relación directa con la institución bomberil”.

- Se agrega como beneficiarios de subsidio por incapacidad temporal a aquellos voluntarios de Bomberos que, habiendo sufrido un accidente en acto de servicio, hayan cursado estudios superiores y estén recién titulados; egresados de educación superior y quienes estén cursando estudios de preparación para la Prueba de Selección Universitaria.

- Permite que la Superintendencia de Valores y Seguros continúe el pago de las pensiones a los beneficiarios sin tener que licitar una nueva póliza de renta vitalicia.

- Establece una sanción penal para aquellas personas que obtengan o intenten obtener de manera fraudulenta los beneficios contemplados en la ley.

- Se incorpora como beneficiario de renta vitalicia de sobrevivencia al conviviente civil.

- Se incorporan como beneficios para Bomberos, todos los gastos incurridos para la recuperación del voluntario, incluyendo los honorarios de los profesionales del área de la salud no médicos; y los gastos de traslados para la rehabilitación a recuperación de la salud de los bomberos.

- Se declara la extinción de las cuentas por cobrar pendientes a Cuerpos de Bomberos y Junta Nacional de Bomberos, que figuren en la contabilidad de la Superintendencia de Valores y Seguros, y que correspondan a transferencias de fondos fiscales efectuadas por ese organismo entre los años 2008 a 2012.

II. Efecto del Proyecto de Ley Sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley no genera mayores gastos fiscales, dado que los beneficios aplicables a Bomberos son de cargo de las entidades aseguradoras y mutualidades (D.L. N 1.757 de 1977).

Asimismo, respecto de la regularización de las rendiciones de cuenta pendientes, anteriores al año 2012, que figuren en la contabilidad de la Superintendencia de Valores y Seguros, tampoco generan un mayor gasto fiscal.”.


Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES



En mérito de los acuerdos precedentemente adoptados, la Comisión de Hacienda propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo 1

Número 3


Sustituir la letra a) por la siguiente:


“a) Sustitúyase, en el inciso tercero, la conjunción “y”, entre las palabras “médicos” y “paramédicos”, por lo siguiente: “, de otros profesionales del área de la salud y de los”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Artículo 2

Sustituir, en el inciso segundo, la voz “párrafo” por “inciso”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Artículo 3

Reemplazar la segunda oración del inciso primero por la siguiente: “Las primas para el pago de dichas rentas serán de cargo de las aseguradoras y mutualidades que vendan el riesgo de incendio, y cobradas por la Superintendencia de Valores y Seguros a estas instituciones, en la misma forma que los demás beneficios del decreto ley N° 1.757, de 1977.”.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 1757, de 1977: 

1. En el artículo 1: 

a) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, ordenándose la numeración correlativa de los restantes incisos:

“Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto de servicio toda actividad desempeñada por los miembros de los Cuerpos de Bomberos en situaciones de emergencia, tales como incendios, rescates, salvamentos de personas y animales, en medios acuáticos, montaña, acantilados, mineros, subterráneos, túneles, pozos, inundaciones, aluviones, temporales, derrames, contención y recuperación de materias peligrosas, fugas de gas o similares. De igual manera, se considerará acto de servicio la participación en actividades de capacitación y entrenamiento bomberil en Chile o en el extranjero, acuartelamientos, guardias nocturnas y prestación de servicios a la comunidad consistentes, entre otros, en distribución de agua, cambios de drizas de banderas y lavado de calzadas.

Para los efectos de esta ley, se entenderá como labores que tengan relación directa con la institución bomberil aquellas consistentes en la participación de los miembros de los Cuerpos de Bomberos en exposiciones de materiales y equipos, en formaciones para funerales y desfiles, en actos de representación institucional y en actividades para recaudación de fondos institucionales, entre otras.”.

b) En el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto:

i. Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal b):

- Intercálase, entre las expresiones “o superior,” y “este subsidio”, la siguiente frase: “hasta dos años después de su titulación o que acredite estar cursando un programa en una institución que otorgue los servicios de preparación a la Prueba de Selección Universitaria, mediante certificado extendido al efecto,”.

- Agrégase en su párrafo segundo, después de los vocablos “actividades laborales”, la frase “o académicas en el caso de estudiantes”.

ii. Sustitúyese el párrafo final de la letra c) por el siguiente:

“Luego de esta segunda acreditación de invalidez, y para efectos del pago de la renta vitalicia correspondiente, la Superintendencia de Valores y Seguros continuará pagando la pensión respectiva.”.

iii. Modifícase la letra d) en la siguiente forma:

- Intercálase en su párrafo primero, entre las palabras “cónyuge sobreviviente” y la expresión “y los hijos menores de 18 años”, la siguiente frase: “o la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”.

- Reemplázase en el párrafo tercero la expresión “y el cónyuge sobreviviente falleciere,” por la frase “y falleciere el cónyuge sobreviviente o la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”. 

- Sustitúyese en el párrafo cuarto la expresión “la viuda” por “el cónyuge sobreviviente”. 

- Introdúcese en el párrafo cuarto, a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Igual procedimiento se aplicará respecto de la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento, cuando aquella contraiga matrimonio o celebre un nuevo acuerdo civil de vida en común.”.

- Intercálase en el párrafo quinto, entre las expresiones “A falta de cónyuge sobreviviente” y “e hijos,”, la siguiente frase: “o de la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”.

- Reemplázase el párrafo sexto por el siguiente:

“El pago de la renta vitalicia por muerte del voluntario se efectuará por la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

- Elimínase en el párrafo octavo la siguiente oración: “En este último caso, si el voluntario se encontraba percibiendo su pensión de parte de la Superintendencia, corresponderá a este organismo, cotizar y contratar la renta vitalicia para sus beneficiarios.”.

- Suprímese en el párrafo noveno la frase “y que, en este último caso, la pensión estuviera siendo pagada por la Superintendencia,”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Junto a la certificación de Carabineros de Chile a que se refiere este artículo, el Superintendente del Cuerpo de Bomberos al que pertenece el voluntario fallecido, lesionado o enfermo, deberá remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros y a la Junta Nacional un informe fundado en una investigación sumaria, que dé cuenta de las circunstancias de hecho que dan origen a la petición de otorgamiento de los beneficios contemplados en esta ley, y que evite la incidencia de futuros accidentes.”.

2. Suprímese en el inciso primero del artículo 4 lo siguiente: “; cotizará y contratará por cuenta de los voluntarios o sus beneficiarios, según corresponda, rentas vitalicias en compañías de seguros de vida, conforme a lo señalado en las letras c) y d) del artículo 1° de este decreto ley,“.

3. En el artículo 5: 

a) Sustitúyase, en el inciso tercero, la conjunción “y”, entre las palabras “médicos” y “paramédicos”, por lo siguiente: “, de otros profesionales del área de la salud y de los”.

b) Intercálase en el inciso cuarto, entre la frase “pagará los servicios prestados por” y la expresión “personal paramédico”, la siguiente frase: “otros profesionales del área de la salud, de acuerdo a lo indicado por el médico tratante, y por”.

c) Intercálese en el inciso quinto, entre las expresiones “la Superintendencia” y “podrá extenderlo a un período”, la siguiente frase: “, previa autorización médica,”.

d) Agrégase el siguiente inciso sexto, pasando los actuales incisos sexto y séptimo a ser séptimo y octavo, respectivamente. 

“Se entenderán comprendidos en los gastos de traslado establecidos en el inciso precedente aquellos correspondientes a los traslados desde y hacia el hospital y el lugar de tratamiento ambulatorio o desde el domicilio del convaleciente hasta el hospital o lugar de su tratamiento y hasta su alta definitiva; e, igualmente, desde el lugar en que ocurre el accidente o se contrae la enfermedad hasta el centro hospitalario en que se le preste atención o entre este último lugar y el centro médico de mayor complejidad o especialidad al que sea derivado.”.

4. Agrégase en el artículo 7 el siguiente inciso segundo:

“Al que fraudulentamente obtuviere o intentare obtener los beneficios consagrados en esta ley le serán aplicables las penas previstas en los artículos 467 y siguientes del Código Penal.”.

Artículo 2.- Decláranse extinguidas, por el solo ministerio de la ley, todas las cuentas por cobrar pendientes a los Cuerpos de Bomberos y a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, que figuren en la contabilidad de la Superintendencia de Valores y Seguros, y que correspondan a transferencias de fondos fiscales efectuadas por ese organismo entre los años 2008 a 2012.

La extinción precedente bastará para regularizar administrativamente las rendiciones de cuenta pendientes en la Superintendencia de Valores y Seguros, por parte de los Cuerpos de Bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile por el período señalado en el inciso anterior, debiendo éstas ajustarse en la contabilidad de dicho Servicio con el solo mérito de esta disposición.

Artículo 3.- Esta ley regirá a contar de su publicación. Sin embargo, su entrada en vigor no afectará a los procesos de licitación de renta vitalicia que se hayan iniciado con anterioridad, los que se regirán por la ley vigente en el momento de publicación de las bases respectivas. Las primas para el pago de dichas rentas serán de cargo de las aseguradoras y mutualidades que vendan el riesgo de incendio, y cobradas por la Superintendencia de Valores y Seguros a estas instituciones, en la misma forma que los demás beneficios del decreto ley N° 1.757, de 1977.

Las rentas vitalicias de invalidez o sobrevivencia contratadas con compañías de seguros de vida autorizadas para operar en Chile a favor de voluntarios accidentados o sus beneficiarios, y las que se contraten en virtud de lo indicado en el inciso anterior, continuarán vigentes, y no serán afectadas por la presente modificación.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 24 de enero de 2018, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 29 de enero de 2018.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODERNIZA LA LEGISLACIÓN BANCARIA

(11.269-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.  


A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Subsecretaria, señora Macarena Lobos, y las asesoras de comunicaciones, señora Jimena Krautz y Pamela Fierro.

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la asesora, señora Bernardita Piedrabuena.

Del Banco Central de Chile, el Presidente, señor Mario Marcel; el Gerente de Infraestructura y Regulación Financiera, señor Gabriel Aparici; el Abogado Jefe Normativo, señor Pablo Mattar, y el Gerente de Comunicaciones, señor Luis Álvarez.

De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF), el Superintendente, señor Eric Parrado; el Director de Asuntos Institucionales, señor Erick Rojas; el Director Jurídico, señor Andrés Prieto, y la periodista, señora Pamela Ohlbaum.

De la Comisión para el Mercado Financiero (CMF), el Presidente, señor Carlos Pavez; la Vicepresidenta, señora Rosario Celedón, y el Comisionado, señor Christian Larraín.

De la Asociación de Bancos, el Presidente, señor Segismundo Schulin-Zeuthen; el Fiscal, señor Juan Laval; el Gerente de Estudios, señor Luis Opazo, y la Gerente de Comunicaciones, señora Beatriz Aliste.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

De Banco Estado, el Jefe a cargo del proyecto, señor Cristián Aylwin.

De la Asociación de Funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (AFUSBIF), el Presidente, señor Pablo González, y el Tesorero, señor Jorge Díaz.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

La asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora, señora Constanza González.

Del Comité Unión Demócrata Independiente, la periodista, señora Paula Maldonado.

Del Comité Partido Por la Democracia, el periodista, señor Gabriel Muñoz.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Diego Vicuña.

De Retail Financiero A.G., la cientista política, señora Javiera Campos.

De Diario Financiero, el periodista, señor Vicente Vera.

- - -


Cabe señalar que en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se hace presente que, de aprobarse, las disposiciones del proyecto de ley que seguidamente se señalan, deben serlo con quórum especial. Se indica, entre paréntesis, aquella disposición de la Constitución Política de la República en que resulta fundado el respectivo quórum especial:

Con quórum orgánico constitucional, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental: 

- Del artículo 1, el número 3 (artículo 38); el número 5, en lo que respecta a la derogación de los artículos 3 y 5 que señala (artículo 38); los números 18 y 21 (artículo 77); el número 23, en lo que importa a la derogación del artículo 24 que señala (artículo 108); el número 24 (artículo 108); los incisos segundo (artículo 108) y final (artículo 77) del artículo 35 bis del número 33; el número 44 (artículo 55); el inciso segundo (artículo 108) del artículo 55 bis del número 50; los artículos 66 ter y 66 quáter (artículo 108) del número 59; los artículos 67 (artículo 108) y 68 (artículo 77) del número 60; el párrafo cuarto (artículo 108) del numeral 2) reemplazado por la letra a), y la letra h) (artículo 77), ambas del número 61; el artículo 76 (artículo 108) del número 68; la letra f) (artículo 77) del número 70; el ordinal i. (artículo 108) de la letra b), y la letra c) (artículo 77), ambas del número 72; la letra b) (artículo 77) del número 74; la letra b) (artículo 77) del número 76; la letra b) (artículo 77) del número 80; los incisos segundo, séptimo (artículo 108) y decimoprimero (artículo 77) del artículo 117 del número 84; los incisos tercero, cuarto (artículo 108) y quinto (artículo 77) del artículo 118 del número 85; los artículos 123, 128 y 129 (artículo 108) del número 89; el inciso primero y la letra d) del inciso segundo (artículo 108) del artículo 130 del número 90; la letra b) (artículo 108) del número 91; la letra a) (artículo 77) del artículo 133 del número 92; y el artículo 162 (artículo 77) del número 115

- Del artículo 2, el número 2 (artículo 98); las letras i) (artículo 77) y j) (artículo 108) del número 4; el numeral 10 (artículo 108) de la letra c) del número 9; la letra b) (artículo 108) del número 14; y los números 20 y 22 (artículo 77).

- Los artículos 4 y 5 (artículo 108).

- Del artículo 6, el número 2 (artículo 108).

- Del artículo 7, la letra a) (artículo 108) del número 1.

- Del artículo 8, el inciso segundo (artículo 108) del artículo 87 bis.

- Del artículo 10, el número 1 (artículo 77).

- Del artículo 11, el ordinal ii. de la letra b) y el ordinal ii. de la letra c) (artículo 77), ambas del número 2.

- Del artículo primero transitorio, el inciso cuarto (artículo 108).

- Los artículos sexto y séptimo transitorios (artículo 108).

Con  quórum calificado, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de la misma Carta Fundamental:

- Del artículo 1, el número 5, en lo que importa a la derogación del artículo 7 que señala; y el artículo 113  y el inciso décimo del artículo 117, que incorpora el número 84 (artículo 8).

- Del artículo 2, el ordinal iii. de la letra a), y la letra c), ambas del número 14; y el número 16 (artículo 8).

- Del artículo 11, las letras e) y f) del número 1 (artículo 8).

- - -

INFORME DE LA CORTE SUPREMA

Se hace presente que con posterioridad al despacho del proyecto de ley por parte de la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, fue recibido el oficio N° 3-2018 de la Excelentísima Corte Suprema, de 10 de enero de 2018, emitido en respuesta al oficio N° 151 remitido por la Comisión de Hacienda de la referida Cámara, con fecha 21 de diciembre de 2017, con el objeto de poner en conocimiento y recabar el parecer del Máximo Tribunal sobre la iniciativa en estudio. Ello, de conformidad a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República, y el artículo 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

A continuación se transcribe el tenor literal del primero de dichos oficios:

“Santiago, ocho de enero de dos mil dieciocho.

Vistos y teniendo presente:

 Primero: Que el Presidente de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, señor José Miguel Ortiz Novoa, por oficio N° 151 (HCDA), de fecha 18 de diciembre de 2017, puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema –con fecha 21 de diciembre- el proyecto de ley, iniciado por mensaje, que Moderniza la Legislación Bancaria, a efectos de recabar su parecer, de conformidad a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional (Boletín 11.269-05).

 Segundo: Que conforme se advierte del mensaje, la actividad bancaria juega un rol preponderante en nuestra economía, al ser un mecanismo de financiamiento para las personas y las empresas, generando puntos de encuentro entre ahorrantes e inversionistas, desempeñando un rol clave en la cadena de pagos y proveyendo liquidez a los agentes del mercado.

Como correlato a estos atributos, existen naturalmente riesgos importantes de la actividad bancaria, en función de la alta dependencia de recursos de terceros con que operan las entidades del sector, haciendo alta la probabilidad de desajustes entre activos y pasivos que pueden provocar problemas de insolvencia, con serio riesgo de contagio a otras instituciones, y como eventual detonador de una crisis financieras.

Agrega el mensaje que la dramática experiencia vivida a mediados de los años ochenta en nuestro país, ha puesto de manifiesto este riesgo, evidenciando además el enorme costo que para el erario nacional implica una crisis de esta naturaleza, y que en definitiva termina afectando, en mayor medida, a los propios contribuyentes. 

En razón de ello, se argumenta la necesidad de desarrollar un sistema bancario sólido, sustentable y debidamente supervisado, a través de una adecuada “regulación prudencial”, que implique establecer exigencias de capital a las entidades bancarias, a fin de que sus actividades sean financiadas en una mayor proporción con recursos propios, haciendo que sean los propietarios y administradores de ellas quienes absorban los costos derivados de sus decisiones de inversión y no los depositantes ni el Estado quienes asuman esos riesgos.

En definitiva, la propuesta legislativa anuncia la búsqueda de un perfeccionamiento de la actual Ley General de Bancos, a objeto de actualizar el sistema bancario nacional y ajustarlo a las mejores prácticas internacionales, superando el esquema legal actual que, ya desde la dictación de Basilea I, se encuentra desfasado en el concierto internacional.

 Tercero: Que para los fines anteriormente descritos, la iniciativa legal sugiere una nueva institucionalidad regulatoria y un modelo de supervisión, a través del traspaso de todas las facultades de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) hacia la Comisión para el Mercado de Financiero (CMF o Comisión), de modo que todas las instituciones actualmente fiscalizadas por la SBIF, quedarán sujetas a la supervisión de la comisión citada, creada por la Ley N° 21.000, asegurando que el nuevo regulador vele no sólo por los intereses de los inversionistas, sino también de los depositantes.

En efecto, en la tramitación legislativa de la Ley N°21.000, en la discusión sostenida en el seno de la Comisión Mixta, el Ejecutivo presentó una proposición1 como forma y modo de superar la discrepancia suscitada entre ambas Cámaras, transformando la Comisión de Valores y Seguros que se proponía -cuyo objeto era alcanzar una modernización institucional del regulador del Mercado de Valores y Seguros que reemplace a la Superintendencia de Valores y Seguros-, en una Comisión para el Mercado Financiero, que de forma gradual pase a regir también el sistema bancario, cuestión que se materializa con esta iniciativa legal. 

Este régimen transitorio acordado respecto del sistema bancario, queda de manifiesto en el artículo tercero transitorio de la Ley N°21.000, que dice: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 1 y 3 contenidos en el artículo primero de esta ley, la Comisión para el Mercado Financiero no podrá ejercer sus competencias respecto de las personas, entidades o actividades sujetas expresamente al control de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, sino hasta que se materialice la modificación legal que la habilite para ejercer competencias respecto de dichas personas, entidades y actividades. (...) En cumplimiento de lo anterior, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional, dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, un proyecto de ley” que modifique la Ley General de Bancos, disponiendo el traspaso de competencias.

Por otra parte, el proyecto adecúa la legislación bancaria a los estándares de Basilea III, recogiendo algunas lecciones que dejó la última crisis financiera experimentada en nuestro sistema, aumentando los requerimientos de capital, desde la óptica cualitativa y cuantitativa.

La propuesta legal además propende la creación de mecanismos de intervención para bancos en problemas y manejo de crisis, centrándose siempre en la protección de los depositantes y contribuyentes, del sistema de pagos y la estabilidad financiera. 

Adicionalmente, el proyecto establece disposiciones referentes al aumento de la garantía estatal a los depósitos; establece mayores exigencias para los directores de bancos, prohibiendo que se desempeñen como directores quienes incurran en conductas graves que hubieren puesto en riesgo la estabilidad de la institución en la que se desempeñaban, o bien la seguridad de los depositantes, en el caso de un banco; hace extensiva la protección legal del personal de la Comisión para el mercado Financiero –que hoy día corresponde a la SBIF- al administrador provisional, al inspector delegado y al liquidador regulados en la Ley General de Bancos, a objeto de superar la actual carencia de protección de los funcionarios que desempeñan labores similares en la SBIF, con el objeto de neutralizar eventuales desincentivos a la actuación del regulador, así como fortalecer su independencia; establece mayores resguardos para recursos depositados en cuentas corrientes para menores de edad, estableciendo que la administración de ese tipo de cuentas se hará por la persona que firme el contrato de apertura respectivo, limitando éstos a parientes en línea recta ascendiente hasta el segundo grado de consanguinidad o a quien tenga el cuidado personal del NNA, a objeto de evitar el riesgo de retiro de los fondos contra la voluntad del depositante y en perjuicio de su titular.

Cuarto: Que una modificación de particular relevancia promovida por la iniciativa, consiste en la ratificación del interés legítimo para conocer información sujeta a reserva bancaria y la creación de un nuevo procedimiento para la entrega de esa información. En efecto, el proyecto propone consagrar lo resuelto el año 2013 por la Corte Suprema, respecto al interés legítimo que el Servicio de Impuestos Internos, la Unidad de Análisis Financiero y el Ministerio Público tienen, en el ejercicio de sus atribuciones, para acceder a la información sujeta a reserva bancaria. 

Quinto: Que el proyecto consta de doce artículos permanentes, que modifican la Ley General de Bancos y otros cuerpos legales asociados; la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero; la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile; la ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo; la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; el decreto ley N° 3.500 de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que Establece nuevo sistema de pensiones; el decreto con fuerza de ley N° 251 de 1931, del Ministerio de Hacienda, de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio; el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas; la ley N° 20.789, que crea el Consejo de Estabilidad Financiera; la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y Modifica diversas disposiciones en materia de blanqueo y lavado de activos; el Código Tributario; y el decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques.

A su turno, la iniciativa consta de catorce artículos transitorios, orientados a establecer una gradualidad en la implementación de los cambios normativos, dando el tiempo suficiente a las instituciones para adaptarse a la nueva legislación, disponiendo, además, la habilitación al Presidente de la República a objeto de establecer, vía Decreto con Fuerza de Ley, el traspaso de los funcionarios de la SBIF a la Comisión para el Mercado Financiero, abordando materias asociadas a tal cambio, como el resguardo de los derechos de los funcionarios traspasados, el traspaso de bienes y la imputación del gasto, entre otros aspectos.

Sexto: Que el oficio del Presidente de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, que remite esta iniciativa a esta Corte Suprema, a efectos de recabar su parecer en los términos de los artículos 77 de la Constitución y 16 de la Ley N°18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, no precisa las normas objeto de consulta por tener rango orgánico constitucional según la referida norma constitucional. 

Tras hacer un análisis del proyecto de ley, desde esta perspectiva resulta relevante abordar (i) El procedimiento de reclamación de ilegalidad dispuesto para impugnar las decisiones administrativas de la Comisión, (ii) las disposiciones sobre reserva y secreto bancario y (iii) el procedimiento ejecutivo para el cobro de la sanción de multa.

Séptimo: Que el proyecto modifica el artículo 19 de la Ley General de Bancos2, asignando a los Tribunales Superiores de Justicia la competencia general para conocer, conforme al procedimiento previsto en el Título V de la Ley N° 21.000, de las reclamaciones de ilegalidad que sean procedentes por las sanciones impuestas3 por la Comisión en contra de las sociedades, personas o entidades sometidas a su fiscalización “que incurrieren en infracciones a las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan” o “incumplieren las instrucciones u órdenes legalmente impartidas” por esta entidad.

Complementando lo anterior se incorporan dos nuevos incisos4 al artículo 70 de la Ley N° 21.000, para hacer expresamente aplicable en el ámbito de la legislación bancaria el procedimiento de reclamación de ilegalidad concebido en esta norma, contra las resoluciones de la Comisión que impongan “las prohibiciones o limitaciones contenidas en el artículo 116” de la LGB, “que designen inspector delegado o administrador provisional, o renueven esas designaciones”; que “revoquen la autorización de existencia o resuelvan la liquidación forzosa de una empresa bancaria”, y en general las demás resoluciones, órdenes o instrucciones que impongan a una persona o entidad fiscalizada una medida correctiva o preventiva en el ejercicio de la facultad fiscalizadora consagrada en el numeral 30 del artículo 5 y el numeral 5 del artículo 21 de esta ley. En su lugar, si se trata de una sanción impuesta por la Comisión, aunque el proyecto no modifica el artículo 71 de la Ley N°21.000, será aplicable (al asumir la Comisión la competencia sobre la legislación bancaria) la reclamación de ilegalidad prevista en esta norma.

En consecuencia, tenemos dos procedimientos de reclamación de ilegalidad, ambos de competencia -en primera instancia- de la Corte de Apelaciones de Santiago. Uno, para reclamar de la legalidad de la sanción aplicada por la Comisión (artículo 71 de la Ley N°21.000), y el otro, para impugnar la legalidad de un acto distinto de esta entidad que causa perjuicio al reclamante (art. 70 de la Ley N°21.000); siendo en los dos casos la resolución de la Corte de Santiago que rechaza el reclamo de ilegalidad susceptible de apelación ante la Corte Suprema. A continuación, se expresan ciertas observaciones sobre la acción de reclamación prevista en la Ley N°21.000, en relación al tribunal competente y su regulación procedimental. 

Valga en todo caso, advertir que el artículo 116 de la LGB citado en el proyecto se encuentra derogado en virtud de la Ley N° 20.190, publicada el 5 de junio de 2007.

Octavo: Que según los artículos 70 y 71 de la Ley N°21.000, en contra de los actos administrativos emanado de la Comisión, las personas pueden presentar un reclamo de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago. 

En la actualidad, según el artículo 22 de la Ley de Bancos “Todas las multas que las leyes establecen y que corresponda aplicar a la Superintendencia” y otras resoluciones dictadas por esta entidad, son reclamables “ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio de la empresa salvo que ella tenga oficina en Santiago, caso en el cual será competente la Corte de Apelaciones de Santiago”. 

Si bien puede que en estos asuntos la generalidad de las instituciones y personas reclamantes tengan domicilio en Santiago, asignar únicamente a la Corte de Apelaciones Santiago esta competencia podría restringir o entorpecer al acceso a la justicia de algunas de las personas afectadas por el acto.

Noveno: Que estas disposiciones5, en lo que respecta al procedimiento, establecen una regulación especial, que distingue dos tipos de impugnaciones; por un lado, el reclamo de ilegalidad deducido en contra de una sanción impuesta por el Consejo (art. 71), por otro, la reclamación fundada en la ilegalidad de un acto administrativo distinto, emanado de la Comisión, que causa un perjuicio al reclamante (art. 70). En las dos situaciones, a través de normas especiales se regulan materias tales como: tribunal competente, plazo de interposición, requisitos formales del reclamo y examen de admisibilidad, traslado, plazo para dictar sentencia y recursos en contra de ésta. 

En general, la regulación es similar, pero hay diferencias relevantes entre sí. Por ejemplo, si el acto que se reclama es la imposición de una sanción, en primera instancia, “Evacuado el traslado o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, la corte ordenará traer los autos en relación” (artículo 71 inc. 4°6), pudiendo también, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no exceda de siete días. Por el contrario, si el acto reclamado es otro asunto, una vez evacuado el traslado, o acusada la rebeldía, la Corte de Santiago deberá dictar sentencia (art. 70 inc. 6°7). 

Al respecto, la Corte Suprema ha manifestado, en reiteradas oportunidades, la necesidad de legislar promoviendo una mayor uniformidad en la tramitación de las acciones de reclamación administrativas. Según la opinión oficial de este tribunal, contenida en el Acta N° 176-2014, para efectos de la unificación de estos procedimientos, se propone “entregar la competencia de los procesos contenciosos administrativos especiales, en primera instancia, a las Cortes de Apelaciones que correspondan según las reglas generales, debiendo tramitarse las respectivas causas de acuerdo al procedimiento de ilegalidad municipal contemplado por el artículo 151 letras d) a i) del D.F.L. N° 1/2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades”.

Décimo: Que un aspecto destacable de esta regulación, es que se concede al reclamante, ante el rechazo de su reclamo por parte de la Corte de Apelaciones de Santiago, la oportunidad de impugnar esta sentencia a través de un recurso amplio, como es la apelación deducida ante la Corte Suprema, con lo cual se garantiza el derecho al recurso concebido en diversos instrumentos internacionales de derechos humanos.

Por otro lado, la regulación especial contenida en la Ley N°21.000 para la tramitación de los recursos de reclamación, establece en varias hipótesis una causal de preferencia para su vista y fallo. Este es el caso de la reclamación deducida ante la Corte de Apelaciones de Santiago por la aplicación de una sanción por parte de la Comisión (art. 71 inc. 1°8), debiendo además, en este caso, agregase la causa extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala (art. 71 inc. 4°9) y, de la apelación ante la Corte Suprema de la sentencia que rechaza el reclamo de ilegalidad, sea que se deduzca por la aplicación de una sanción (art. 71 inc. 5°10) o en contra de otro acto (art. 70 inc. 6°11). 

Sobre el particular, la Corte Suprema, informando acerca de esta materia, ha señalado que “resultan contrarias al criterio de la Corte la agregación extraordinaria de la causa a la tabla, en la Corte de Apelaciones, y la preferencia que se le asigna para su vista y fallo en la Corte Suprema. En efecto, el máximo tribunal es del parecer que lo anterior debe ser excepcional, por el retardo que ocasiona en la vista de otras causas.”12. Por lo demás esta regulación parece derechamente errónea cuando se establece respecto de un asunto que no requiere traer los autos en relación como sucede en el artículo 7013.

Undécimo: Que esta Corte disiente de las diferencias que arroja la comparación entre los procedimientos contemplados en los artículos 70 y 71 del Mensaje. Por una parte –ya se indicó en el párrafo final del motivo noveno-, es necesario subrayar la necesidad de tender hacia la uniformidad de los procedimientos de lo contencioso administrativo bajo las reglas del reclamo de ilegalidad previsto en la ley orgánica constitucionalidad de Municipalidades y por esto mismo es que resalta, además, que los procedimientos del proyecto que se examina se alejan del sistema recursivo del reclamo de ilegalidad municipal, pues se prevé la procedencia del recurso de apelación, en lugar de los recursos de casación que son propios de este último.

Adicionalmente, es menester poner de relieve que, pese a que puede desembocar en sanciones de relevancia, el procedimiento presentado en el proyecto en el inciso sexto de su artículo 70 no prevé una fase probatoria, rasgo adjetivo que podría derivar en la afectación del derecho de defensa del litigante y que lleva a considerar aconsejable que igualmente fuera asimilado al procedimiento del reclamo de ilegalidad municipal y su fallo, susceptible del recurso de casación. 

Duodécimo: Que el artículo 154 de la Ley General de Bancos, que establece la confidencialidad de las operaciones que los particulares realizan con y a través de los bancos, contempla dos modalidades de protección: 

- Operaciones amparadas por secreto bancario: respecto de las cuales existe la absoluta imposibilidad de darlas a conocer, salvo al titular, al autorizado por éste o a su representante legal.

- Operaciones cubiertas bajo reserva: los bancos pueden darlas a conocer solamente a quien demuestre un “interés legítimo” y siempre que no sea previsible que la divulgación genere un daño patrimonial al cliente.

Decimotercero: Que siguiendo el Mensaje de esta iniciativa, “Con el objeto de situar el correcto alcance de la información sujeta a secreto y reserva bancaria, respectivamente, frente a las funciones fiscalizadoras del Servicio de Impuestos Internos, de control de la Unidad de Análisis Financiero y de dirigir las investigaciones de hechos constitutivos de delito por parte del Ministerio Público, se propone consagrar lo ya resuelto por la Corte Suprema sobre el interés legítimo que dichas instituciones tienen, en el ejercicio de sus atribuciones, para acceder a la información sujeta a reserva bancaria”. 

 Así, en el caso de las operaciones cubiertas bajo reserva, el proyecto establece como presunción legal “que el Servicio de Impuestos Internos y la Unidad de Análisis Financiero, en el ejercicio de las facultades que la ley les otorga, poseen interés legítimo y no resulta previsible el daño patrimonial al cliente”. De forma similar, en el caso de las operaciones amparadas por secreto bancario, se incorpora entre las personas legitimadas para obtener antecedentes respecto de las mismas “a quien se encuentre facultado en virtud de un procedimiento especial regulado por ley”.

El Ejecutivo, al fundar esta propuesta, hace mención al pronunciamiento de esta Corte Suprema, en sentencia rol 8038-2011, sobre juicio ordinario de nulidad de derecho público, de 25 de marzo de 2013, dictada en sede de casación14, que en el caso específico del Servicio de Impuestos Internos, dispuso lo siguiente: 

“no es posible dejar de resaltar en este examen que para asegurar el equitativo reparto de las cargas públicas, debe dotarse a la Administración de las potestades necesarias para su adecuada aplicación. Siendo así, las facultades fiscalizadoras responden a un interés público y de rango constitucional que se expresa en el deber del Estado de contribuir al bien común y en la correlativa obligación ciudadana de contribuir al financiamiento de las cargas públicas, todo lo cual configura la esencia del principio de igualdad en materia tributaria”. En este contexto, continua la Corte, “es ineludible concluir que el Servicio de Impuestos Internos tiene un interés legítimo porque fluye directamente de sus facultades, y que dicho interés no es necesario acreditarlo cuando —como acontece en el caso sub lite— la información pretendida no está asociada a contribuyentes específicos. En esta última hipótesis resulta claro que el Servicio deba exponer circunstanciadamente las razones de su requerimiento”. (considerando 7°).

Consistente con esta modificación, el proyecto de ley en su artículo décimo modifica el literal b) del artículo 2° de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero, incorporando un inciso final, que hace aplicable vía remisión esta modificación, respecto de los antecedentes sujetos a reserva. Tratándose de antecedentes amparados por el secreto bancario, se mantiene el procedimiento especial que allí se contempla, que exige para su entrega la autorización previa de un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, decisión que es apelable ante la sala de cuentas de la misma corte si la petición es rechazada. Sobre esto último, la Corte Suprema ha manifestado previamente, informando del proyecto de ley que dio origen a la Ley N° 20.81815, que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos, la inconveniencia de radicar en un Ministro de Corte de Apelaciones la competencia para resolver la solicitud de acceso a la información, estimando en cambio “que tal actuación podría corresponder, con mayor propiedad, al juez de garantía competente. Lo anterior se debe, básicamente a que en la actualidad -con el nuevo sistema procesal penal vigente en todo el país- es a estos magistrados a quienes compete el control de las garantías constitucionales, mientras que los Ministros de Cortes de Apelaciones ya no tienen, en lo penal, la participación jurisdiccional que sí les otorgaba el sistema inquisitivo anterior"16.
Decimocuarto: Que respecto al basamento de esa aceptación del interés legítimo del Servicio de Impuestos Internos y de la Unidad de Análisis Financiero para conocer las operaciones amparadas por reserva, es importante aclarar lo verdaderamente expresado por esta Corte Suprema en la causa Rol N° 8038-2011, pues no es exacto a aquello que parece extraer de sus motivaciones el legislador del proyecto.

Puntualmente, dicho fallo giró en torno a una resolución del Servicio de Impuestos Internos que dispuso el deber de las instituciones bancarias y financieras de informar las remesas de dinero iguales o superiores a los US $10.000 o su equivalente. Se cuestionaba la legalidad de esa determinación que afectaba la reserva bancaria y el fallo efectivamente reconoció el interés legítimo del Servicio de Impuestos Internos para actuar en tal sentido, pero no se llegó a expresar que dicho interés se presumía, sino que en ese caso específico no era necesario de acreditar, puesto que la información pretendida no estaba asociada a contribuyentes específicos. 

Por consiguiente, no es exacto desprender que en esta sentencia en autos Rol N° 8038-2011 la Corte Suprema reconociera una presunción de interés legítimo del Servicio de Impuestos Internos para interferir en la reserva bancaria, puesto que, partiendo de la base que aquél debe probarse, señaló que en el caso sublite dicha prueba no era indispensable en atención a que no se afectaba a contribuyentes determinados. 

De ahí que llegar a concluir que se reconoció una presunción general del interés legítimo del organismo en mención se aparta de la fundamentación de la sentencia que viene referida en el proyecto de ley que se revisa.

Decimoquinto: Que a la luz de lo anterior y teniendo presente que las medidas invasivas de la privacidad de los ciudadanos requieren de una especial atención, parece cuestionable la iniciativa en cuanto presume el interés legítimo del Servicio de Impuestos Internos y de la Unidad de Análisis Financiero para interferir en la esfera de reserva, del mismo modo que lo hace en relación a no resultar previsible el daño patrimonial al cliente. Ambas circunstancias necesariamente debieran ser materia de prueba y de la resolución de la judicatura competente. De otra manera se dejaría a la institucionalidad constituida por el Servicio de Impuestos Internos y la Unidad de Análisis Financiero en una situación de privilegio absoluto y, como contrapartida de ello, en una situación de indefensión al ciudadano.

Decimosexto: Que por su lado, el artículo décimo primero del proyecto modifica los artículos 62 y 62 bis del Código Tributario, otorgando al Servicio de Impuestos Internos, en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras, la posibilidad de requerir la información relativa a las operaciones de personas determinadas, comprendiéndose todas aquellas sometidas a secreto o sujetas a reserva, “conforme al artículo 154 de la Ley General de Bancos”, que resulten indispensables para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos, o falta de ellas, en su caso. En este caso, el Director del Servicio de Impuestos Internos deberá requerir la información sometida a secreto o reserva conforme a los procedimientos allí regulados.

Tratándose de delitos tributarios, conforme al actual artículo 154 de la Ley General de Bancos, los fiscales del Ministerio Público, previa autorización del juez de garantía, podrán examinar o pedir que se les remitan los antecedentes relativos a operaciones específicas que tengan relación directa con la investigación a su cargo, sobre los depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza que haya efectuado el imputado. La misma autorización puede ser ordenada por “La justicia ordinaria y militar en las causas, que estuvieren conociendo” sobre operaciones efectuadas por “quienes tengan carácter de parte o de imputado en esas causas” (art. 154 LGB).  

Decimoséptimo: Que el numeral 28 del artículo primero del proyecto intercala dos nuevos incisos al artículo 59 de la Ley N°21.000, que regulan un procedimiento especial de cobro de la multa aplicada por el Consejo al infractor, a cargo de la Tesorería General de la República. 

Según estas normas, la Tesorería General de la República podrá demandar ejecutivamente al infractor ante el juzgado en lo civil de Santiago correspondiente, acompañando copia de la resolución del Consejo que aplicó la sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá, por sí sola, mérito ejecutivo.

Sólo será admisible la oposición del ejecutado que se funde en alguna de las siguientes tres excepciones: 1. pago de la deuda; 2. No empecer el título al ejecutado y, 3. prescripción. El proyecto no señala un plazo para deducirlas.

Al respecto, pudiera criticarse esta regulación, al radicar sólo en los juzgados civiles de Santiago la competencia para conocer de estos juicios, lo que pudiera dificultar el acceso a los tribunales y el derecho a defensa de las personas que tienen su domicilio fuera de esta ciudad. 

Dicha regla resulta más llamativa si consideramos que el pago de la multa, según el actual inciso primero del artículo 50 de la Ley N° 21.000, debe hacerse en la tesorería comunal correspondiente al “domicilio del infractor”. 

En lo demás, este procedimiento de cobranza es similar al procedimiento de cobro ejecutivo de obligaciones tributarias de dinero regulado en el Título V del Libro Tercero del Código Tributario, en lo que respecta a título ejecutivo17 y a las causales de oposición admisibles18.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expuestos el proyecto de ley que Moderniza la Legislación Bancaria. 

Se previene que la Ministro señora Egnem fue de opinión de agregar al informe requerido que, para llegar a conocer el Servicio de Impuestos Internos los datos y operaciones bancarias “de determinadas personas” debiera siempre recabarse la resolución del juez competente, atendida la excepcionalidad y trascendencia de la medida en cuestión. 

Se previene que los Ministros señores Blanco y Cisternas, señoras Chevesich y Muñoz y señor Cerda, teniendo presente lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, estuvieron por limitar el informe solicitado exclusivamente a los aspectos tocantes a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia concernidos en la preceptiva en proyecto, sin extenderse a cuestiones de política legislativa como es la regulación atingente al secreto de las operaciones financieras y la presunción de titularidad del interés legítimo por parte del Servicio de Impuestos Internos, por tratarse más bien de una atribución de control incorporada en esta nueva institucionalidad.   

Los Ministros señora Chevesich y señor Cerda fueron de parecer de expresar que la limitación a las excepciones contemplada en el numeral 28 del proyecto de ley que se informa –si bien tiene parangón en otros procedimientos especiales- debe ser abordada en la tensión que ella representa para la garantía del racional y justo procedimiento elevado a rango constitucional y, más específicamente, la cortapisa que ello significa al derecho de defensa del afectado, en este caso por la decisión de la Administración. Por lo demás, existen excepciones no previstas en la iniciativa pero que exhiben clara pertinencia en un procedimiento especial de cobro de multa, como por ejemplo: las excepciones de transacción y nulidad.

Acordado el reparo al reconocimiento del interés legítimo contenido en el Mensaje del proyecto de ley que se informa, con el voto en contra de los Ministros señores Brito y Cisternas, quienes estuvieron por no formular crítica en tal sentido, atentos a la presunción de legitimidad de los actos de los órganos del Estado. Ofíciese. PL-41-2017”.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley tiene por finalidad perfeccionar el sistema bancario chileno y dotarlo de una institucionalidad moderna. Para ello, se propone el traspaso de todas las competencias de la actual Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la Comisión para el Mercado Financiero; y se modifica la ley general de bancos con miras a velar por el correcto funcionamiento, desarrollo y estabilidad del mercado financiero, así como cuidar que las personas o entidades fiscalizadoras cumplan con las leyes, reglamentos, estatutos y otras disposiciones que las rijan.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, sistematizado y concordado de la ley general de bancos y de otros cuerpos legales que se indican.

- Ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.

- Decreto ley N° 2.079, de 1978, que fija texto de la ley orgánica del Banco del Estado de Chile.

- Ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la superintendencia del ramo.

- Ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas.

- Decreto ley N° 3.500 de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.

- Decreto con fuerza de ley N° 251, de compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsas de comercio.

- Ley N° 20.789, que crea el Consejo de Estabilidad Financiera.

- Código Tributario.

- Decreto con fuerza de ley N° 707, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre cuentas corrientes bancarias y cheques

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da origen al proyecto de ley da cuenta, en primer lugar, de los fundamentos y objetivos del mismo.

Expresa que la actividad bancaria juega un rol fundamental en nuestra economía. Por una parte, constituye un importante mecanismo de financiamiento, tanto para las personas como para las empresas. En términos específicos, los bancos generan un punto de encuentro entre ahorrantes e inversionistas, mediante la transformación de ahorros de corto plazo en inversiones de largo plazo. Por otra parte, los bancos desempeñan un importante papel en la cadena de pagos, toda vez que proveen de liquidez a los agentes de mercado, facilitando las transacciones financieras y el intercambio.

Sin embargo, existen importantes riesgos inherentes a la actividad bancaria. Debido a la alta dependencia de recursos de terceros, los bancos están expuestos a enfrentar eventuales desajustes entre sus activos y pasivos, que pueden derivar en problemas de solvencia (por ejemplo, en caso de retiro masivo de depósitos de corto plazo, o de imposibilidad de cobrar créditos otorgados). A su vez, de materializarse este tipo de problemas, se hace probable el contagio de otras instituciones, debido al creciente grado de interconexión del sistema financiero. El efecto puede ser el desencadenamiento de crisis financieras, cuyas consecuencias son asumidas en buena parte por los sectores más vulnerables de la población, tal como lo ha demostrado la experiencia mundial reciente. 

Sumado a lo anterior, las crisis financieras conllevan importantes costos fiscales, pues muchas veces implican la activación de distintos esquemas de garantía estatales destinados a la protección de los depositantes, o al rescate de bancos por parte del Estado. De esta manera, suelen ser los contribuyentes quienes terminan por asumir buena parte de los costos derivados del mal funcionamiento de la industria. 

Chile, advierte el Mensaje, no ha estado al margen de este fenómeno. La crisis que afectó a la banca nacional durante la primera mitad de la década de los ochenta llevó al Gobierno a adoptar una serie de medidas de rescate, que implicaron un importante costo fiscal y un incremento en el nivel de deuda pública. Según algunas estimaciones, el costo fiscal acumulativo alcanzó a más del 40% del Producto Interno Bruto (PIB), mientras que el nivel de endeudamiento público se incrementó en 87,9 puntos del PIB (Laeven, L y F. Valencia, Systemic Banking Crisis Database, IMF Economic Review, 2013). 

De esta manera, la protección de la estabilidad financiera no solo constituye un factor relevante desde el punto de vista del crecimiento económico, sino que también desde la perspectiva de la estabilidad fiscal y, sobre todo, del bienestar social. El desarrollo de un sistema bancario sólido, sustentable y debidamente supervisado constituye una condición esencial para ello.

En este contexto, se torna sumamente relevante contar con una adecuada regulación prudencial. Por una parte, los depositantes generalmente no disponen de información suficiente en relación con la actividad de los bancos; o bien, teniéndola, carecen de las competencias necesarias para una debida comprensión, lo que les impide ejercer un monitoreo efectivo sobre sus actividades. Así, la regulación prudencial se constituye como una herramienta que permite alinear los incentivos de los intermediarios financieros y sus acreedores, sustituyendo el rol que le corresponde a los depositantes en su calidad de acreedores de los bancos. Por otra parte, dicha regulación está dirigida al fortalecimiento de la resiliencia de las instituciones financieras frente a una crisis, evitando la exposición a riesgos sistémicos derivados del alto nivel de interconexión de la industria, así como los efectos negativos que una falla puede generar sobre la cadena de pagos.

Por lo mismo, es fundamental contar con adecuadas exigencias de capital para los bancos, de modo que sus actividades sean financiadas con una mayor proporción de recursos propios. De esta manera, los propietarios y los administradores de los bancos pueden internalizar los costos derivados de sus decisiones de inversión y absorber eventuales pérdidas, evitando que sean los depositantes y, eventualmente, el Estado, quienes asuman los riesgos que tales decisiones puedan generar. Así, la regulación prudencial no sólo tiene como objetivo prevenir el desarrollo de una crisis, sino también enfrentarla de la mejor manera posible, en caso de materializarse.

Para alcanzar estos objetivos, es importante contar con un esquema de supervisión de cumplimiento. En él, la legislación debe establecer requerimientos de información para las empresas reguladas y mecanismos que aseguren una inspección eficaz por parte de la autoridad, que le permitan actuar oportunamente de ser necesario. 

Hace presente el Mensaje que si bien el sistema bancario nacional ha demostrado un importante grado de solidez - reafirmado por el nivel de resiliencia con que enfrentó la crisis financiera del año 2007-, el mercado financiero ha evolucionado rápidamente en el último tiempo. Está, en efecto, cada vez más interconectado a nivel global y local, lo que obliga a asumir una posición de mayor precaución al momento de evaluar su fortaleza, con miras a resguardar la estabilidad financiera en el futuro. 

Las especiales circunstancias bajo las cuales se dictó la actual Ley General de Bancos (LGB) en 1986, han cambiado considerablemente. Sin embargo, solo ha sido objeto de modificaciones específicas. Una de ellas, la reforma del año 1997, mediante la cual se incorporaron modificaciones con el objetivo de adecuar la normativa a los requerimientos de capital de Basilea I, dictados por el Comité de Basilea de Supervisión Bancaria (CBSB), en 1988. Desde entonces, la industria ha evolucionado tremendamente y los estándares internacionales de solvencia y liquidez para las empresas bancarias han sido objeto de constantes actualizaciones. De hecho, el año 2010, recogiendo las lecciones que dejó la crisis financiera de 2007, dicho Comité dictó los acuerdos de Basilea III, recomendando la implementación de exigencias de más y mejor capital para los bancos. 

En similar sentido, en la experiencia comparada destaca la relevancia de contar con herramientas que permitan, en primer lugar, regularizar tempranamente la situación de un banco que enfrenta problemas de solvencia. Y, en segundo término, maximizar el valor de los activos en caso de liquidación, asegurando el pago de las obligaciones de los depositantes y minimizando los impactos fiscales derivados de una crisis, en caso que no pueda ser prevenida. Todo ello, para evitar que sean los ciudadanos quienes asuman los costos que se puedan seguir. 

Del mismo modo, se recomienda contar con organismos regulatorios modernos, con alto nivel de especialidad técnica, capaces de actuar de manera eficiente y oportuna en el resguardo del correcto funcionamiento del mercado. Para lo cual, ciertamente, resulta fundamental un importante grado de independencia en el ejercicio de sus potestades.

De conformidad con lo expuesto, pone en evidencia el Mensaje que la legislación nacional no ha incorporado los avances que, desde la dictación de Basilea I, han sido implementados en el contexto internacional. Lo que ha generado una importante brecha que separa la normativa nacional vigente, de los estándares y mejores prácticas internacionales en materia de regulación bancaria. Por otra parte, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) presenta una estructura de gobierno corporativo unipersonal, que se aleja de los estándares internacionalmente recomendados para enfrentar los actuales desafíos y necesidades de la regulación.

Por todas estas razones, la actualización y modernización de la normativa bancaria constituye una tarea prioritaria y esencial para el correcto desempeño del mercado financiero del país, así como para la mantención de una economía robusta.

Añade el Mensaje que, además, debe tenerse presente que dada la creciente interconexión de la industria y el desarrollo de mercados globales, la discordancia con la regulación internacional puede conllevar importantes desventajas para nuestro sistema financiero, dejando espacio para arbitrajes regulatorios que afectan directamente la competitividad del sistema bancario nacional. En efecto, al no cumplir con los estándares internacionales que típicamente exigen los inversionistas extranjeros, los bancos locales pueden enfrentar mayores limitaciones en sus alternativas de financiamiento, o disminuir su capacidad de generación de nuevos productos, lo que encarece y afecta el correcto funcionamiento de la industria.

En tal contexto, el proyecto de ley tiene el propósito de perfeccionar la actual Ley General de Bancos, con el objeto de actualizar el sistema bancario nacional de acuerdo con las mejores prácticas internacionales. Todo ello con miras a fortalecer su capacidad para competir en el contexto de un mundo globalizado y enfrentar de la mejor forma los riesgos futuros. 

En definitiva, la iniciativa legal supone una oportunidad para perfeccionar el sistema bancario y dotarlo de una institucionalidad moderna, capaz de enfrentar correctamente los nuevos desafíos regulatorios del mercado financiero, fortaleciendo la competitividad de la industria y asegurando que su desarrollo se lleve a cabo en armonía con el interés público.

Enseguida, el Mensaje pasa a detallar el contenido, propiamente tal, del proyecto de ley, que incluye las siguientes materias:

Nueva institucionalidad regulatoria y modelo de supervisión. Incorporación y traspaso de todas las facultades de la SBIF hacia la Comisión para el Mercado Financiero (CMF).

Los desafíos que enfrenta la regulación del sistema financiero requieren de la implementación de una institucionalidad de supervisión sólida, eficiente y con alta capacidad técnica, que le permita enfrentar correctamente los nuevos avances de la industria. Constantemente surgen nuevas actividades financieras que, si bien pueden resultar innovadoras y fomentar la competencia, suelen generar los mismos riesgos de la actividad bancaria, pero sin estar sometidas a una adecuada regulación o supervisión. Este carácter esencialmente dinámico del mercado financiero, hace necesario contar con una autoridad con potestades normativas y de supervisión eficaces, que le permitan adecuarse fácilmente a esos cambios constantes, y actuar oportunamente en la prevención de hechos que puedan afectar el buen funcionamiento del mercado financiero. 

Como complemento de ello, el fortalecimiento de la legitimidad de su actuación resulta fundamental. En tal sentido, es importante que la legislación establezca mecanismos que aseguren la idoneidad técnica del supervisor, de modo tal de fortalecer la integridad de sus decisiones regulatorias.

En ese contexto, el presente proyecto de ley propone el traspaso de todas las competencias de la actual Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) a la Comisión para el Mercado Financiero (CMF), recientemente creada por la ley N° 21.000. Esto importa que todas las instituciones actualmente fiscalizadas por dicha Superintendencia (v.g. bancos, emisores y operadores de tarjetas de crédito o de pago con provisión de fondos) quedarán sujetas a la supervisión de la CMF. De esta manera, el nuevo regulador financiero ya no solo deberá velar por los intereses de los inversionistas y asegurados, sino también por los de los depositantes, según sea el caso. Así, la regulación y supervisión bancaria será desarrollada por medio de una autoridad con mirada global del mercado financiero, bajo una estructura moderna, independiente, transparente y eficaz. Por otra parte, esta convergencia hacia un modelo de supervisión integrado reducirá el espacio de problemas de coordinación regulatoria, junto con facilitar la consistencia normativa para actividades que presentan características similares, disuadiendo de esta forma el arbitraje regulatorio. 

En cuanto a las facultades de fiscalización, se traspasan a la CMF todas las competencias que la ley vigente reconoce al regulador bancario, manteniendo en el texto de la LGB solo aquellas facultades que, por su especificidad, se refieren y resultan aplicables de manera exclusiva a bancos e instituciones financieras. En consecuencia, estos cambios no privan al regulador de facultades que actualmente posee la SBIF, sino que solo responde a una reubicación basada en las necesidades de la implementación de un nuevo regulador, para que cuente con todas aquellas facultades que le permitan desarrollar una mirada integral del sistema financiero.

En efecto, en los casos en que las actuales facultades de la SBIF son más intensas o más efectivas que aquellas que la ley reconoce a la CMF, éstas se trasladarán a la ley N° 21.000, en la medida que dichas facultades resulten aplicables y compatibles con todo el conjunto de actividades e industrias sometidas a su fiscalización. A su vez, con el objeto de fortalecer un sistema armónico y que, al mismo tiempo, reconozca las particularidades de cada industria sometida a la supervisión de la Comisión, en algunos casos el proyecto establece excepciones particulares o regímenes especiales para determinados sectores. 

Asimismo, se establecen distinciones claras entre las facultades sancionatorias, supeditadas a un procedimiento administrativo sancionatorio para su realización, de aquellas medidas preventivas o correctivas de fiscalización que tienen una naturaleza distinta y respecto de las que no corresponde la aplicación de dicho procedimiento.

Nuevas exigencias de capital. Adecuación a estándares de Basilea III.

Si bien los bancos nacionales presentan niveles de capital que están por sobre los mínimos que actualmente exige la legislación, resultan insuficientes en comparación con las recomendaciones del CBSB, así como con aquellos que exhiben incluso algunas economías emergentes. Por otra parte, la legislación vigente carece de mecanismos adecuados que permitan a la autoridad regulatoria fijar exigencias de capital en función de los riesgos de una institución determinada, y excluir del cálculo determinados activos de bajo valor de liquidación, así como incluir mitigadores de riesgo. 

El presente proyecto acorta la brecha que separa a Chile de las mejores prácticas internacionales, y actualiza la normativa vigente de acuerdo con las recomendaciones de Basilea III en materia de requerimientos de capital y gestión de riesgos, las que recogen algunas de las lecciones dejadas por la última crisis financiera. De esta manera, se aumentan los requerimientos de capital no solo desde el punto de vista de su cantidad, sino también de su calidad, de modo que estos sean concordantes con los riesgos asociados a la actividad bancaria.

Requerimientos de capital mínimo.

El proyecto de ley incorpora nuevas exigencias de capital, de conformidad con los lineamientos del Pilar I de Basilea III. 

En primer lugar, se mantiene el nivel mínimo exigido de patrimonio efectivo en un 8% de los activos ponderados por riesgo, tal como ha recomendado el CBSB desde Basilea I. Por su parte, el requisito mínimo de capital Tier 1, que es aquel cuya composición corresponde a activos que tienen una mejor capacidad de absorción de pérdidas, aumenta de un 4,5% a un 6% de los activos ponderados por riesgo. Este aumento se logra mediante la incorporación de una exigencia de capital Tier 1 adicional equivalente al 1,5% de los activos ponderados por riesgo. 

Para efectos de la determinación de los niveles de patrimonio efectivo, se entrega al regulador la facultad para excluir de la contabilización, o de ajustar según sea el caso, algunas partidas de activos o pasivos de escaso valor de realización. 

De esta manera, se busca que la mayor parte del capital de los bancos esté compuesta por activos de buena calidad. La crisis financiera de 2007 mostró cómo algunos bancos enfrentaron importantes problemas financieros, pese a cumplir con los requerimientos de capital establecidos por Basilea I. La razón de ello fue, precisamente, que el capital de los bancos estaba conformado con una proporción de capital Tier 1 insuficiente. 

En cuanto al capital Tier 1 adicional, el proyecto establece que podrá estar constituido por acciones preferentes o bonos sin plazo de vencimiento. Se trata de instrumentos cuyas características permiten otorgarles un tratamiento equivalente al de los recursos propios en relación con la absorción de pérdidas. Estos instrumentos, en caso de concurrir determinados supuestos objetivos establecidos en sus respectivas condiciones de emisión, pueden ser transformados en acciones ordinarias mediante su canje o capitalización, según corresponda, o caducados. La emisión de este tipo de instrumentos requiere de la aprobación previa de la CMF, la que, además, debe establecer los requisitos que estos deberán reunir.

A su vez, con el fin de permitir la adquisición de bonos sin plazo de vencimiento por parte de inversionistas calificados, específicamente, compañías de seguros y administradoras de fondos de pensiones, el proyecto introduce modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 251 y en el decreto ley N° 3.500, para reconocer la posibilidad a dichas instituciones de invertir sus recursos en este nuevo tipo de instrumento. En el caso particular de las compañías de seguros, los bonos sin plazo de vencimiento serán incluidos dentro de los instrumentos en los que estas pueden invertir sus reservas técnicas, las que siempre quedarán sujetas a las limitaciones contenidas en la ley o que, al respecto, determine la autoridad. 

En segundo lugar, el proyecto cubre una carencia importante de la legislación actual, incorporando un colchón de conservación de 2,5% de los activos ponderados por riesgo por sobre el mínimo establecido, el cual deberá estar conformado por capital básico. Asimismo, se establecen restricciones progresivas al reparto de utilidades por parte de los dueños del banco cuando no se cumpla con esta exigencia. 

Como complemento de este colchón de conservación, el proyecto incorpora una exigencia de capital básico adicional de carácter contra-cíclico, mediante el cual se busca mitigar la incubación de riesgos sistémicos. En atención a la naturaleza macro-prudencial de esta herramienta, la determinación de las condiciones fácticas bajo las cuales se activará, corresponderá al Banco Central de Chile en su calidad de órgano encargado del funcionamiento del sistema de pagos y la estabilidad de la moneda. Asimismo, el Banco Central de Chile fijará dicha reserva en un porcentaje que puede ascender hasta el 2,5% de los activos ponderados por riesgo, previo acuerdo favorable de la CMF. Al igual que en el caso del colchón de conservación, el incumplimiento de esta exigencia de capital tendrá como consecuencia que el reparto de utilidades por parte de los accionistas quede sujeto a limitaciones progresivas. 

Por su parte, el proyecto también recoge algunos principios del denominado Pilar 2 de Basilea III, cuyo objetivo consiste en asegurar una adecuada gestión de riesgos. Así, con el fin de incorporar mecanismos que fomenten la implementación de sistemas de manejo de riesgo por parte de los bancos, el proyecto otorga a la Comisión la facultad de requerir capital básico o patrimonio efectivo adicional por hasta un 4% de los activos ponderados por riesgo en aquellos casos en que las exigencias legales indicadas en los párrafos precedentes no sean suficientes para cubrir los riesgos específicos que enfrenta una entidad determinada. De esta manera, se fomenta el desarrollo de una industria bancaria con modelos de negocio y perfiles de riesgo diversos. 

Rol del regulador en la ponderación de los activos para determinación de capital requerido.

Actualmente se establece, por ley, el porcentaje que corresponde a cada activo para efectos de su ponderación por riesgo, para lo que se clasifican en cinco categorías diferentes, cada una con su valor de contabilización. Este tratamiento de los riesgos es muy estático, toda vez que entrega poca flexibilidad al regulador para adecuar dichos criterios, así como para autorizar la implementación de modelos de gestión de riesgo individuales. En definitiva, se trata de un enfoque rígido que no da cuenta de los distintos tipos de riesgo que enfrentan los bancos.

El proyecto modifica este enfoque y faculta a la Comisión para determinar la ponderación por riesgo de los activos, mediante la implementación de metodologías estandarizadas que deberán contar con acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile. Asimismo, se permite a los bancos implementar sus propias metodologías para la determinación de los activos ponderados por riesgo, siempre dentro de los límites que al respecto fije la Comisión, también con acuerdo favorable del Banco Central. 

Reconocimiento de instituciones de importancia sistémica.

Los problemas que afectan a grandes entidades financieras tienen un potencial efecto dominó sobre el resto de las instituciones, por lo que se dice que ciertos bancos tienen importancia sistémica. Con el objeto de evitar las consecuencias desastrosas de este efecto, las autoridades pueden verse obligadas a evitar la quiebra de una institución financiera mediante políticas de salvataje. Además de los importantes costos fiscales que tales decisiones conllevan, la posibilidad de ser rescatado genera un esquema de incentivos inadecuado para las instituciones financieras, aumentando el riesgo moral. Un banco, con el objeto de disponer de un eventual rescate del gobierno en caso de enfrentar problemas financieros, deseará transformarse en una institución “demasiado grande para caer”, y podrá tomar riesgos excesivos sin asumir los costos, los que en definitiva serán soportados por los contribuyentes. 

Actualmente, la única herramienta que otorga la ley para ocuparse de instituciones de importancia sistémica, es la facultad que se reconoce al regulador para autorizar las fusiones de bancos en aquellos casos en que la entidad resultante alcanza una participación significativa en el mercado. Adicionalmente, la autoridad puede imponer determinadas condiciones para el otorgamiento de dicha autorización, tales como exigencias de capital adicional o mayores niveles de reserva técnica. 

La herramienta aludida, sin embargo, resulta insuficiente para hacerse cargo de los bancos sistémicos. Por una parte, la configuración de este tipo de instituciones comprende una serie de variables adicionales a la sola participación de mercado, tales como el grado de interconexión con otras instituciones financieras o la naturaleza de la actividad que realiza. Por otra parte, la normativa señalada solo tiene aplicación en el contexto de una fusión de dos o más instituciones financieras, de modo que no resultaría aplicable en hipótesis en que un banco adquiere relevancia sistémica debido a su crecimiento orgánico. 

Para solucionar este problema, el proyecto abandona el concepto de participación significativa e incorpora de modo explícito la idea de banco de importancia sistémica. Para ello, además de conservar la facultad para autorizar o rechazar las fusiones u otras formas de operaciones de concentración de bancos, la CMF establecerá los elementos que deberán ser tenidos en consideración para determinar la clasificación de una institución como de importancia sistémica (v.g. participación de mercado e interconexión con otras entidades financieras, entre otros). Asimismo, la Comisión tendrá la facultad de imponer determinadas exigencias adicionales a las entidades que hayan sido calificadas como sistémicas, como, por ejemplo, la exigencia de cargos adicionales de capital básico o limitaciones a los préstamos interbancarios. 

Al igual que en el resto de los casos en que está involucrada la estabilidad financiera, las decisiones que adopte la CMF, ya sea respecto de la metodología y factores necesarios para la calificación de una entidad o de la denegación de la autorización de una fusión, u otro aspecto, requerirán del acuerdo favorable del Banco Central de Chile. 

Por su parte, tal como se reconoce en el proyecto, las competencias que se reconocen a la Comisión a este respecto no sustituyen, en modo alguno, las atribuciones que la ley otorga a los organismos de protección de la libre competencia en materia de fusiones y operaciones de concentración. 

Distribución de dividendos

La legislación vigente establece limitaciones a la distribución de dividendos entre los accionistas de un banco, en aquellos casos en que se haya perdido parte del capital, mientras este no se recupere. Tampoco es posible dicha distribución, con cargo a las utilidades del ejercicio determinado, si dicho reparto implica incurrir en un cumplimiento de los requerimientos de patrimonio efectivo y capital básico.

Tal como se indicó, el proyecto introduce limitaciones adicionales en caso que no se cumpla con los distintos requerimientos de capital. Tales restricciones constituyen, en definitiva, un mecanismo de conservación de capital mediante el que se busca proteger la capacidad del banco para absorber eventuales pérdidas, evitando que sus recursos, producto de un reparto de utilidades, dejen de estar disponibles para el pago de las obligaciones con los depositantes y demás acreedores.

Mecanismos de intervención para bancos en problemas y manejo de crisis

Actualmente, la LGB cuenta con una serie de mecanismos destinados a ocuparse de los bancos que enfrentan problemas financieros. Algunos de ellos, como la capitalización preventiva o la proposición de convenio de acreedores, descansan principalmente en la voluntad de los particulares, mientras que otros, como la designación de un administrador provisional o la liquidación forzosa, contemplan un grado mayor de intervención pública. La mayoría de estos instrumentos, sin embargo, están diseñados para actuar en etapas avanzadas del problema. 

En consecuencia, el vigente esquema de regularización de entidades financieras carece de mecanismos de intervención temprana que permitan prevenir de manera eficaz la insolvencia de un banco, lo que no solo puede tener graves consecuencias desde el punto de vista de la fe pública y del funcionamiento del sistema financiero, sino que abre espacio al riesgo de que sean los depositantes, o el Estado, quienes asuman los costos de una falla. 

El proyecto de ley busca terminar con dichas deficiencias, mediante la incorporación de nuevas herramientas de regularización, cuyo objetivo central consiste en la protección de los depositantes y contribuyentes, del sistema de pagos y de la estabilidad financiera. Asimismo, el proyecto perfecciona o modifica algunos de los mecanismos existentes, con el fin de lograr un sistema mucho más ordenado, eficaz y previsible. 

Incorporación de un plan de regularización temprana.

El proyecto incorpora un “plan de regularización”, herramienta que permite normalizar la situación de un banco respecto del que se puedan prever problemas en su situación financiera, con anterioridad a que estos se materialicen. Dicha herramienta tiene por objeto permitir que un banco, bajo un continuo monitoreo por parte del regulador, solucione sus problemas financieros y recupere su situación de normalidad, sin interrumpir su funcionamiento. 

Al efecto, el proyecto establece la obligación para los bancos de informar a la Comisión si se encuentran en alguna situación que manifieste indicios de que la institución pueda enfrentar problemas financieros o en aspectos propios de su administración. Bajo dichas circunstancias, la empresa bancaria tendrá, además, la obligación de presentar, ante dicha institución, un plan de regularización que contenga medidas destinadas a su estabilización y a asegurar su normal funcionamiento. Dicho plan deberá contar con la aprobación de la Comisión. 

Con el objeto de otorgar mayor efectividad y certeza en la aplicación de esta herramienta preventiva, se establece un catálogo no taxativo de circunstancias bajo las que se gatillará la obligación de presentar el plan de regularización a la Comisión, las que tienen que ver, en general, con problemas de liquidez o de insolvencia incipientes. 

Como un complemento de dicho plan de regularización, el proyecto otorga a la Comisión la potestad de imponer determinadas prohibiciones al banco respectivo, relacionadas con el otorgamiento de créditos, la celebración de determinados actos y contratos, etc. De esta manera, el regulador puede lograr la recuperación del banco de manera eficiente y ágil. 

En similar sentido, con el objeto de reforzar la eficacia de esta herramienta de regularización temprana, el proyecto dispone que, en caso de incumplimiento de la obligación de comunicación o de alguna de las medidas contenidas en el plan de regularización, o que este sea rechazado por la Comisión, esta última podrá designar al banco un inspector delegado o un administrador provisional, de modo tal que estos puedan ocuparse de manera oportuna de los problemas financieros que aún están en etapa de gestación, pese a la falta de colaboración o diligencia de parte de la empresa. Naturalmente, el incumplimiento de las medidas contenidas en el plan o de la obligación de informar a la Comisión, podrán, además, ser sancionadas de conformidad con la ley. 

En definitiva, si bien el plan de regularización temprana corresponde a un mecanismo cuya configuración está entregada a la empresa afectada, la Comisión juega un rol importante durante su implementación, pudiendo, además de establecer alguna de las medidas ya indicadas, formular observaciones e incluso exigir su complementación. De esta manera se busca garantizar que la herramienta sea idónea desde el punto de vista de sus objetivos regulatorios.

Capitalización por el sistema financiero y capitalización preventiva.

Dentro de las alternativas de estabilización financiera de las empresas bancarias que actualmente contempla la LGB, se encuentra la capitalización por el sistema financiero y la capitalización preventiva. Mediante la primera, un banco que enfrente problemas financieros puede convenir un préstamo con otro banco, los que son contabilizados como capital para efectos de los márgenes legales y sólo pueden ser pagados en la medida que la empresa prestataria se encuentre debidamente capitalizada. En caso de no pago, estos préstamos pueden ser capitalizados. 

La capitalización preventiva, por su parte, implica un aumento de capital necesario para el restablecimiento del normal funcionamiento del banco, en aquellos casos en que se identifique la ocurrencia de hechos que afecten su situación financiera. En caso que este aumento de capital no sea aprobado por la junta de accionistas, o que este no sea enterado dentro del plazo que esta establezca, el banco quedará sometido a una serie de prohibiciones respecto de sus inversiones y colocaciones. 

Estas herramientas preventivas permitirán que los recursos necesarios para la estabilización de un banco provengan de sus dueños o de la misma industria, y no de las personas. 

Adicionalmente, el proyecto introduce algunas modificaciones en relación con estos instrumentos. En primer lugar, con el fin de organizar de mejor manera los mecanismos de intervención y otorgar mayor certeza desde el punto de vista de su línea de progresión, ambas herramientas pasan a formar parte del plan de regularización como medidas específicas que pueden ser adoptadas para normalizar la situación del banco. 

En segundo lugar, respecto de la capitalización por el sistema financiero, con el ánimo de disminuir las brechas con las recomendaciones que el CBSB establece al respecto, se aumenta de dos a tres años el plazo mínimo para dichos préstamos. 

Asimismo, con el objeto de otorgar mayor certeza en la aplicación de este mecanismo y neutralizar eventuales desincentivos a su utilización, se establece expresamente que las operaciones de concentración que puedan materializarse con ocasión de su implementación, quedarán –por su urgencia y la relevancia del interés público comprometido- excluidas de la aplicación del régimen de consulta ante la Fiscalía Nacional Económica, regulado en el decreto ley N° 211 de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto N° 1, de 2004, de Economía. 

Por su parte, en relación con la capitalización preventiva, el proyecto, con el fin de fomentar una aplicación ágil de esta herramienta, disminuye el plazo para la celebración de la junta de accionistas necesaria para la aprobación del respectivo aumento de capital. 

Además, con el objeto de fortalecer su eficacia, el proyecto establece que en caso que el aumento de capital sea rechazado por la junta, la CMF podrá aplicar al banco, entre otras medidas que le reconoce la ley, algunas de las prohibiciones señaladas a propósito del plan de regularización. En similar sentido, se establece que en caso que el aumento de capital acordado no sea materializado dentro de plazo, o si las condiciones de la convocatoria a la junta de accionistas sean rechazadas por segunda vez por la Comisión, se entenderá incumplido el plan de regularización y, en consecuencia, dicha autoridad podrá designar un inspector delegado o un administrador provisional, o bien proceder con la liquidación forzosa de la empresa, según sea el caso.

Designación de inspector delegado o administrador provisional.

La ley vigente otorga al regulador la facultad para designar, en las instituciones fiscalizadas, un inspector delegado o un administrador provisional. Esto, en los casos en que las entidades no cumplan con las órdenes que la autoridad les haya impartido, hayan incumplido reiteradamente la normativa aplicable a su actividad, o bien ocurra en ellas algún hecho grave que haga temer por su estabilidad económica. 

El proyecto de ley, si bien mantiene las características esenciales y los presupuestos que habilitan el ejercicio de esta facultad, introduce una serie de modificaciones orientadas a fortalecer el orden, la coherencia y la previsibilidad del nuevo esquema de intervención temprana. En concreto, la aludida facultad de designación se traslada al título XIV de la ley, que contiene las reglas sobre regularización de bancos, de modo tal que actúe no solo como una herramienta destinada a corregir eventuales problemas derivados de la inobservancia de la normativa o de las instrucciones impartidas por el regulador, sino también como una fórmula de intervención que permita solucionar los problemas financieros de un banco, cuando estos alcancen un estado de avance mayor que aquellos que gatillan la obligación de presentación del plan de regularización. Es por ello, además, que esta potestad de designación, cuando actúe en el contexto de la regularización temprana, solo podrá ser ejercida una vez que el respectivo plan haya fracasado, ya sea por su incumplimiento, no presentación por parte del banco o rechazo de la autoridad regulatoria. 

Por otra parte, con el fin de fortalecer la eficacia de esta facultad como instrumento de protección del interés público, se reconoce de manera explícita que el administrador provisional designado, en el ejercicio de sus funciones, deberá anteponer y resguardar los intereses de los depositantes y, en general, la protección de la estabilidad financiera. 

Eliminación del convenio de acreedores 

La actualización de los mecanismos de estabilización de instituciones bancarias implica, además de la incorporación de nuevas herramientas, la eliminación de aquellas que, producto de su limitada eficacia, puedan entorpecer el sistema de regularización. Al respecto, el proyecto elimina del Título XV la proposición de convenio, institución basada en las herramientas concursales generales de carácter preventivo contenidas en la antigua ley de quiebras, y cuyo objetivo consiste en prevenir la liquidación forzosa del banco. 

En efecto, la proposición de convenio, en tanto institución esencialmente protectora de los intereses de los acreedores, presenta algunas características que la privan de eficacia como mecanismo de regularización. Esto se explica debido a que es difícil que los efectos que se busca alcanzar mediante esta herramienta (v.g. capitalización de pasivos o ampliación de plazos de pago) lleguen a materializarse en la práctica, toda vez que para ello es necesario contar con la aprobación previa por parte de los acreedores. El tiempo que esta negociación puede tomar abre espacio al retiro masivo de fondos por parte de los depositantes de ahorros que no están cubiertos por la proposición de convenio, debido al efecto que típicamente genera el conocimiento del hecho de que un banco enfrenta problemas financieros. 

En definitiva, la proposición de convenio de acreedores, más que actuar como un mecanismo de regularización eficaz, puede generar importantes efectos nocivos para la estabilidad de las instituciones financieras. Éste ha sido uno de los motivos por los cuales diversos organismos internacionales, como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, han criticado la efectividad de los mecanismos de manejo de crisis bancarias de la legislación actual. 

Por los motivos indicados, el proyecto de ley elimina esta herramienta y busca enfocarse en otras que permitan disminuir, de manera más eficiente y eficaz, los costos que la liquidación de un banco impone sobre los depositantes y el Estado. 

Otras modificaciones

- Aumento de la garantía estatal a los depósitos a plazo.

La LGB establece un régimen diferenciado de protección a los depósitos. En el caso de los depósitos o captaciones a la vista, existe una garantía ilimitada. En el de los depósitos a plazo, en cambio, la protección es parcial, alcanzando una cobertura del 90% del monto de la obligación y limitada a obligaciones que no excedan las 120 UF, sea en una misma institución o en todo el sistema financiero. Este tratamiento asimétrico podría dejar abierta la puerta al riesgo de retiro de depósitos a plazo. 

Con el objeto de disminuir la brecha que existe entre ambos tipos de depósito, el proyecto elimina el límite de cobertura del 90% de las obligaciones y aumenta de 120 a 200 UF el límite de las obligaciones, en un mismo banco, que quedarán cubiertas por la garantía para depósitos a plazo. Por su parte, el monto total del beneficio para una misma persona en el sistema completo se aumenta a 400 UF. 

- Mayores exigencias para los directores de bancos.

Con el objeto de aumentar la seguridad y el manejo responsable de la actividad bancaria, el proyecto incrementa las exigencias que deberán cumplir los directores de bancos. Entre otras prohibiciones, se establece que no podrán desempeñarse como directores aquellas personas que incurran en conductas graves que hubieren puesto en riesgo la estabilidad de la institución, o bien la seguridad de los depositantes, en el caso de un banco.

- Se extiende la protección legal del personal de la CMF al administrador provisional, al inspector delegado y al liquidador regulados en la LGB.

Actualmente, los funcionarios de la SBIF no tienen protección legal frente a acciones ejercidas en su contra por el cumplimiento de sus funciones. Esta falta de protección puede afectar negativamente la eficacia de determinadas herramientas de intervención, especialmente aquellas que son más intensas. Producto de la incorporación de la SBIF dentro de la institucionalidad de la CMF, sus funcionarios pasarán a gozar del régimen de protección legal contemplado en la ley Nº 21.000. 

El proyecto complementa dicho régimen, incorporando dentro del conjunto de sujetos protegidos por la ley Nº 21.000, al administrador provisional, al inspector delegado y al liquidador establecidos en la LGB. Esto permite neutralizar eventuales desincentivos a la actuación del regulador, a la vez que fortalece su independencia. 

- Ratificación del interés legítimo para conocer información sujeta a reserva bancaria y nuevo procedimiento para la entrega de ésta.

Con el objeto de situar el correcto alcance de la información sujeta a secreto y reserva bancaria, respectivamente, frente a las funciones fiscalizadoras del Servicio de Impuestos Internos (SII), de control de la Unidad de Análisis Financiero (UAF) y de dirigir las investigaciones de hechos constitutivos de delito por parte del Ministerio Público, se propone consagrar lo ya resuelto por la Corte Suprema sobre el interés legítimo que dichas instituciones tienen, en el ejercicio de sus atribuciones, para acceder a la información sujeta a reserva bancaria. 

Particularmente en el caso del SII, el año 2013 el máximo tribunal de la República esclareció que aquel tiene un interés legítimo para conocer la información sujeta a reserva bancaria, que fluye directamente de sus atribuciones. Tal como claramente lo expresa la Corte Suprema, “las facultades fiscalizadoras responden a un interés público y de rango constitucional que se expresa en el deber del Estado de contribuir al bien común y en la correlativa obligación ciudadana de contribuir al financiamiento de las cargas públicas, todo lo cual configura la esencia del principio de igualdad en materia tributaria”.

En armonía con lo anterior y para darle efectividad, se propone un procedimiento especial para la entrega de información sujeta a secreto o reserva, la cual deberá ser entregada dentro del plazo de 3 días corridos desde la notificación de la solicitud. Con todo, dicho procedimiento no obsta a lo dispuesto en otras leyes como, por ejemplo, el artículo 62 del Código Tributario, que regula el procedimiento para la entrega de información sujeta a secreto o reserva bancaria de contribuyentes con residencia en Chile.

- Mayores resguardos para recursos depositados en cuentas corrientes para menores de edad

Por último, con el objetivo de otorgar mayor protección a los recursos mantenidos en una cuenta corriente a nombre de un menor de edad, el proyecto modifica los artículos 156 bis de la LGB y 35 de la ley orgánica del Banco del Estado de Chile, estableciendo que la administración de este tipo de cuentas corresponderá a la persona que firme el contrato de apertura respectivo, la que podrá ser un ascendiente en línea recta hasta el segundo grado de consanguinidad o quien tenga el cuidado personal del niño, niña o adolescente, con independencia de quién tenga su patria potestad. De esta manera, se busca evitar el riesgo de que los recursos contenidos en la cuenta sean retirados contra la voluntad del depositante y en perjuicio de los intereses de su titular. 

- Disposiciones Transitorias

Finalmente, el proyecto contempla un conjunto de normas transitorias destinadas a establecer una gradualidad que permita que los cambios propuestos se implementen de manera paulatina, con el objeto que las instituciones cuenten con el tiempo suficiente para adaptarse a los cambios requeridos.


Igualmente, se establece que mediante uno o más decretos con fuerza de ley se dispondrá, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios desde la SBIF a la CMF, contemplando otras normas relacionadas, especialmente el resguardo de los derechos de los funcionarios traspasados, el traspaso de bienes y la imputación del gasto, entre otras.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL





El Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, destacó, en primer lugar, el amplio consenso existente en torno a la necesidad de modernizar la legislación del ámbito bancario. No sólo por el tiempo transcurrido desde la última vez que fue actualizada –el año 1997-, sino también por las distintas señales que parecen anunciar una nueva burbuja financiera, acentuadas por la reciente rebaja tributaria aprobada por Estados Unidos.

Enseguida, efectuó la siguiente presentación de la iniciativa legal:

Proyecto de Ley que: “MODERNIZA LA LEGISLACIÓN BANCARIA, ADECUANDO NORMATIVA QUE INDICA”. Boletín 11.269-05
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CONTEXTO DEL SISTEMA BANCARIO
Rol del sistema bancario
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Fuente: Giovannini, A. Iacopetta, M. Minetti, R. (2013), «Financial Markets, Banks, and Growth: Disentangling the links», Revue de l'OFCE, 5/2013 (N° 131), pp. 105-147.

Actividad bancaria

- Los bancos se financian principalmente a través de captación de depósitos.

- Estos recursos se invierten principalmente otorgando créditos.
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la SBIF. Datos agregados de 27 instituciones financieras supervisadas por SBIF. Todos los datos son a noviembre de 2017.

Riesgos inherentes a la actividad bancaria

Desajustes entre activos y pasivos pueden causar problemas de solvencia.
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Las crisis bancarias

- Un episodio de insolvencia bancaria puede tener efectos que van más allá de las pérdidas en que incurrirían los accionistas y acreedores de los bancos insolventes.
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Costos fiscales de una crisis bancaria
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Graficando el impacto de las crisis bancarias, el señor Ministro de Hacienda señaló que la que afectó a Chile en la década del 80, figura en el sexto lugar del ranking mundial histórico. Su costo ascendió al 43% del PIB, y significó un incremento del 88% de la deuda fiscal neta.





Añadió que cuando ocurren este tipo de crisis bancarias y los Estados se ven en la obligación de salir al rescate, los acreedores comienzan a dudar incluso de la solvencia del Fisco. Es lo que aconteció hace algunos años en el sur de Europa, cuando para países como España, Italia, Portugal y Grecia el acceso al crédito se tornó altamente complejo. Allí, solo gracias al rol cumplido por el Banco Central Europeo fue posible amortiguar la difícil situación. Mientras que Estados Unidos, fueron el exorbitante privilegio del dólar y el accionar de la Reserva Federal las razones que permitieron superar los problemas de deuda bancaria y de hogares, hace algunos años.





Ciertamente, advirtió, Chile no cuenta ni con el privilegio del dólar ni con las instituciones precedentemente aludidas, de manera que se hace altamente necesario adoptar medidas de resguardo. 

Impacto sobre el presupuesto fiscal
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Objetivos de la regulación prudencial

- La regulación prudencial debe velar por el desarrollo de un sistema bancario sólido, sustentable y debidamente supervisado.

- Las asimetrías de información impiden que los acreedores de los bancos ejerzan un monitoreo efectivo sobre las actividades de los bancos. La regulación prudencial busca sustituir el rol de supervisión que correspondería a estos acreedores.

- La regulación prudencial debe fortalecer la resiliencia de las instituciones financieras en episodios de crisis. De esta forma, se mitiga la exposición a riesgos sistémicos y evita los efectos negativos de una crisis sobre la cadena de pagos.

Fuente: Tirole, J. y M. Dewatripont (2004). The Prudential Regulation of Banks, MIT Press, pp. 29-32. 

Pilares fundamentales de la regulación prudencial
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Historia de estándares de Basilea
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Países miembros de Comité de Supervisión Bancaria de Basilea
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Historia de la regulación bancaria en Chile.
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Oportunidades de mejora de la legislación bancaria vigente
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El señor Ministro de Hacienda observó que la chilena es una institucionalidad que tradicionalmente ha seguido los parámetros de la de Estados Unidos, caracterizada por reguladores unipersonales y diferentes según el campo de acción (banca, valores, AFP). El problema, no obstante, es que en los mercados financieros directos todos esos campos se encuentran totalmente interconectados. La gran crisis del año 1982, por ejemplo, no ocurrió por los inconvenientes que los bancos en sí mismos pudieran haber tenido, sino porque prestaron dinero a empresas que estaban en serios problemas de endeudamiento, particularmente en moneda extranjera. Por eso, cuando se produjo la devaluación del tipo de cambio, esas empresas quebraron, trayendo consigo los efectos ya conocidos sobre los bancos y el sistema en su conjunto. En el año 1997, en tanto, producto de la abundancia de dólares que tuvo lugar en los años previos, las empresas se habían endeudado altamente en esa divisa. Así, cuando vino la crisis asiática, se produjo una fuga hacia el dólar, que llegó a subir cerca de $300 en muy poco tiempo, y el Banco Central optó por una tasa de interés intercambiaría hasta de 100%. 

Queda claro, destacó, que la interconexión entre valores, seguros y bancos es completa. En nuestro país, la creación de la Comisión para el Mercado Financiero (CMF) ya integró valores y seguros. El presente proyecto de ley, a su turno, permitirá la incorporación gradual de la legislación bancaria.

Los reguladores unipersonales, por otra parte, se ven expuestos a riesgos de captura, tanto por parte del sistema político –que los nomina-, como por parte de los incumbentes. Por eso es que resulta preferible que sea una Comisión, donde la responsabilidad es colectiva, la autoridad regulatoria.

En relación con los requerimientos de Basilea III, en tanto, puso de relieve que son más exigentes para los bancos, que deberán poner mayor capital para los mismos negocios que llevan a cabo en la actualidad. Dichas instituciones, por cierto, acceden a hacerlo básicamente por dos razones. Primero porque muchos de ellos, que se han internacionalizado, han sido capaces de generar colchones de capital suficiente. Y segundo, porque no cumplir con los nuevos estándares supone un problema real para su prestigio y el desarrollo de sus actividades.

En cuanto a las herramientas para el manejo de bancos en problemas, finalmente, manifestó que el sistema vigente es anacrónico. Se trata de un convenio en virtud del cual se solicita a los acreedores que, en lugar de seguir como depositantes, se conviertan en accionistas. Figura que si bien existe en otras jurisdicciones, tiene el carácter de última ratio y es, en todo caso, obligatoria, no voluntaria.

OBJETIVOS Y CONTENIDOS DEL PROYECTO

Objetivos y propuestas del proyecto
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Requerimientos de capital





Requerimiento de capital versus provisiones
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El señor Ministro explicó la idea básica de un requerimiento de capital. Si es de 8%, como ordena la legislación vigente, y no existieran activos ponderados por riesgo, el banco debe tener, al menos, un colchón tal que si el valor de sus activos cae hasta el 8%, pueda pagarle a sus depositantes. El punto es que dicho porcentaje ha pasado a ser insuficiente, y debe ser aumentado.

Capitalización en el mundo y Chile
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* El caso de Chile no es directamente comparable, por cuanto, por un lado no considera deducciones al capital, tales como el activo por impuestos
diferidos o el goodwill; y por otrolado, usa los ponderados locales y no los del Basilealll.
Fuente: FMI, “Global Financial Stability Report”, Octubre de 2016, datos a 2015 o dltimo dato disponible.




Requisitos de capital*
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Tier 1 Adicional*

- El proyecto permite que los bancos puedan emitir instrumentos híbridos: bonos sin plazo fijo de vencimiento o acciones preferentes.
- Estos instrumentos forman parte del Capital Tier 1 Adicional y pueden ser transformados en acciones ordinarias o bien caducar si se cumplen ciertos supuestos objetivos contenidos en las condiciones de emisión.

- Adicionalmente, se introducen modificaciones a las leyes que rigen a las Compañías de Seguros y Administradoras de Fondos de Pensiones (DFL N°251 y DL N°3.500 respectivamente) para permitir a estas instituciones invertir en instrumentos híbridos, bajo límites establecidos por el regulador respectivo. 

El señor Ministro expuso que conforme al proyecto de ley, el capital básico ya no será 4,5%, sino 6%. El diferencial  (Tier 1 adicional) no estará compuesto por los mismos instrumentos del capital básico, sino por bonos perpetuos o acciones preferentes, que constituyen pasivos que no tienen exigibilidad. El Tier 2 continúa, tal como hoy, con bonos subordinados, hasta enterar el 8%. Luego se agrega un colchón de conservación de 2,5%, compuesto por capital básico.

Tal como demostró la experiencia europea, prosiguió, se justifica además incorporar un colchón contracíclico, también de capital básico, de hasta 2,5%, porque la potencial sobrevaloración de los activos es más alta en la parte más alta del ciclo. Corresponderá al Banco Central determinar el porcentaje.

Seguidamente, se contempla que entre 1% y 3,5%  de activos ponderados por riesgo puedan ser cobrados adicionalmente a un banco sistémico, esto es, aquel cuya caída, debido a su tamaño o a la interconexión que tiene con otras partes del sistema, arrastraría la caída de muchos otros. Corresponde también a capital básico, y la definición del porcentaje, asimismo, queda entregada al Banco Central.   

Por último, podría añadirse hasta un 4% (Pilar 2), en función de aspectos microeconómicos. Puede ocurrir que un banco no sistémico cuente con suficiente capital, en el marco de un ciclo medio y que aún así, por tener sus préstamos concentrados en, por ejemplo, el ganado ovino o mercados derivados, ante la caída del precio de la lana o un cambio drástico en el mercado, entre en una zona riesgo que haga recomendable la exigencia de este pilar. Al respecto, en la mayoría de los casos será la CMF la encargada de determinar el procentaje.

Activos ponderados por riesgo (APR)

- Actualmente, los ponderadores de los APR están definidos por ley. 

- La CMF, previo acuerdo favorable del Banco Central, definirá por norma de carácter general las metodologías estandarizadas para determinar la ponderación por riesgo de los activos, pudiendo establecer el marco de mitigación de riesgos y las deducciones al capital:

Activos por impuestos diferidos.

Goodwill.

Interés minoritario.

- Adicionalmente, la CMF podrá autorizar a los bancos a utilizar metodologías propias para determinar sus APR.

Pilar II*

- El proyecto también contempla que la CMF pueda exigir requisitos de capital adicionales a bancos que no logren cubrir sus riesgos con los requerimientos generales señalados anteriormente.

- Estos requisitos adicionales serán definidos por el Consejo de la CMF. Para su aprobación, se deberá contar con el voto favorable de al menos cuatro de los cinco comisionados.

- No podrá exceder el 4% de sus APR, netos de provisiones exigidas.

Situación del sistema bancario chileno
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Institucionalidad

Institucionalidad vigente
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Comisión para el Mercado Financiero
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Mayores exigencias para los directores de bancos

- No podrán desempeñarse como directores aquellas personas que hubiesen incurrido en faltas graves que hayan puesto en riesgo la estabilidad de la institución financiera donde trabajaban, o bien, la seguridad de los depositantes, en el caso de un banco.

Interacción entre CMF y Banco Central
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Herramientas vigentes para tratar con bancos en problemas
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Herramienta nueva: regularización temprana
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Nuevo esquema para tratar con bancos en problemas*
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Eliminación del convenio de acreedores

La ley actual contempla que un banco que está en una posición de insolvencia tal que compromete el pago de sus obligaciones deberá presentar proposiciones de convenio a sus acreedores.

Problemas con el convenio de acreedores:

- Las proposiciones de convenio implican un proceso extenso y rígido. Debido a que un banco que entra en convenio de acreedores señaliza que presenta problemas de insolvencia graves, es probable que existan retiros masivos por parte de los depositantes.

- El convenio establece un recorte en el valor de la deuda con los acreedores. De esta forma, los acreedores podrían cargar con los costos de los problemas financieros del banco antes que los accionistas. Esto, finalmente, produce incentivos inadecuados para las políticas de inversión de los bancos.

Aumento en la garantía a los depósitos a plazo

- Mantener cobertura equivalente a PIB por habitante.

- Pasivo contingente aumenta de 2,28% del PIB a 3,14% del PIB.
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Otras modificaciones

- Se establece un período mínimo de 5 días hábiles para suspensión del neteo de operaciones de derivados contratadas bajo un mismo convenio marco.*

- Se precisa el alcance del secreto bancario y, en el caso de información reservada, se establece una presunción de interés legítimo por parte del Ministerio Público, SII y UAF.*

- Se establece un límite para invertir en bonos perpetuos por parte de las AFP y compañías de seguro (reserva técnica).

- Se establece que quien abra una cuenta de ahorro a una persona menor de edad será quien la administre.*

- Se mantiene el aporte obligatorio de los bancos al financiamiento del regulador.

Personal de la SBIF*

- DFL, dentro de un año desde la publicación de la ley:

Traspaso, sin solución de continuidad, de funcionarios desde la SBIF a la CMF, manteniendo el mismo grado.

Condiciones:

- Mantención del cargo, funciones y remuneraciones.

- Mantención de residencia habitual, salvo consentimiento del funcionario.

- Mantención asignación de antigüedad.

- Mantención  beneficios de salud.

- Mantención afiliación al Servicio de Bienestar de la SBIF, mientras no se constituya el de la CMF (posteriormente modificado a través de una indicación). 

MODIFICACIONES EFECTUADAS EN LA CÁMARA
Comisión Técnica

- Durante la discusión legislativa se constituyó una Comisión Técnica (CT), integrada por los asesores de los Diputados de la Comisión de Hacienda de la Cámara, el Ministerio de Hacienda, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y el H. Diputado Ernesto Silva.

- La CT sesionó en 5 oportunidades, donde se explicaron los principales aspectos del proyecto, recogiéndose las inquietudes levantadas por los asistentes.

- Adicionalmente, asesores de la bancada Socialista y de la UDI hicieron llegar comentarios específicos al proyecto. 

- Por su parte, Banco Estado y la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras (ABIF) también enviaron formalmente sus comentarios al proyecto. 

Indicaciones

Pilar 2
- Se incorpora la obligación a la CMF de establecer mediante NCG los criterios generales y directrices que se considerarán para la determinación, activación y desactivación de los requisitos patrimoniales adicionales del Pilar 2.

Tier 1 adicional y bonos subordinados
- Bonos sin plazo fijo de vencimiento: Se incorpora la posibilidad de hacer un write-up en caso que el banco vuelva a alcanzar un nivel adecuado de solvencia.

- Reincorporación de la capitalización para los bonos subordinados.

Aspectos metodológicos de los nuevos requerimientos de capital
- Se establece que la CMF determinará por NCG la forma en que los activos ponderados por riesgos se considerarán netos de provisiones: 

- En el caso de modelos internos no se consideran las provisiones obligatorias para la contabilización de los activos ponderados por riesgos.

- En el caso de las provisiones voluntarias, el límite para formar parte del capital es de 1,25% en el caso del uso de modelos estándar y de 0,625% en el caso de modelos propios.

- En el caso de las provisiones voluntarias se consideran los activos ponderados por riesgo de crédito.

Remuneraciones de los Comisionados
- Se introduce una modificación que aumenta en un 25% el sueldo propuesto.

- En el caso del Presidente, el aumento alcanza $2.318.561.

- Para los comisionados, se propone un aumento de $2.094.169.

Materias que involucran a Banco Estado

- Se optó por volver al esquema de la actual LGB, bajo el cual Banco Estado no puede participar de la capitalización por el sistema financiero de un banco en problemas.

- En el caso de los requerimientos de capital adicional que requerirá el Banco por concepto de activos por impuestos diferidos, se incorpora una estimación en el informe financiero de las indicaciones.

Netting de derivados

Las indicaciones establecen que el plazo de suspensión será determinado mediante normativa  del BCCh, considerando las recomendaciones y mejores prácticas internacionales en la materia.

Beneficios del personal de la SBIF

- La indicación dispone que el servicio de bienestar de la SBIF continuará funcionando en la CMF y podrán seguir afiliados a él quienes hubieren sido traspasados y las personas jubiladas ya afiliadas, sin perjuicio de poder optar a afiliarse al nuevo bienestar de la CMF.

Transición

- Se establece que habrá plazo de un año para que la CMF se integre con la SBIF y a partir de la integración, la CMF tendrá un plazo de 18 meses para dictar la normativa respectiva. 

- A partir de la entrada en vigencia de dicha normativa, los bancos contarán con 4 años para implementar completamente los requerimientos de capital.

- Se establece una transitoriedad para reducir los requisitos patrimoniales adicionales exigidos actualmente a bancos que se fusionaron y alcanzaron tamaños relevantes (recordar que se establece requerimiento de capital para bancos sistémicos que reemplazan a este requisito).

Adecuación de Capital
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Información protegida por Reserva Bancaria: Modificaciones a la LGB

- Se aclara la distinción conceptual existente entre secreto y reserva, manteniendo inalterables los ámbitos de aplicación vigentes actualmente para ambos: el secreto protege depósitos y captaciones y la reserva todas las demás operaciones. 

- Se establecen requisitos procedimentales diferenciados para acceder a información sujeta a secreto y reserva:

Para acceder a la información sujeta a secreto se requiere siempre de autorización del titular o autorización judicial, según establezcan los procedimientos especiales. 

Para acceder a la información sujeta a reserva se requiere cumplir con dos requisitos que hoy establece la legislación bancaria: acreditar interés legítimo y que no sea previsible que el conocimiento de los antecedentes pueda ocasionar daño patrimonial al cliente. 

Se incorpora, para el caso de reserva, una norma que establece una presunción simplemente legal respecto de ambos requisitos para el SII y la UAF, en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.

En los casos en que no existan procedimientos especiales, se aplicará aquel consagrado supletoriamente en el artículo 154 de la Ley General de Bancos. En caso de no señalarse plazo en estos procedimientos, aplican los 5 días que contempla el artículo 154, ampliables por 5 días más.

El incumplimiento de esta obligación podrá ser sancionado por la CMF. 

Información protegida por Reserva Bancaria: Modificaciones al Código Tributario

- Se introducen modificaciones al Código Tributario, con el objeto de ajustar el procedimiento especial allí consagrado, distinguiendo claramente entre secreto y reserva:

En caso de información sujeta a reserva, el SII notificará a la institución requiriéndole la información, la que deberá remitirla dentro del plazo mínimo de 10 días. 

Se establecen requisitos con los que deberá cumplir el requerimiento, como la especificidad de la información, los períodos que comprende, si es que ésta se requiere para confirmar declaraciones o bien para dar cumplimiento al requerimiento de una autoridad extranjera, etc.

El retardo en la entrega de la información será sancionado de conformidad a lo dispuesto en el art. 97 N° 1 del Código Tributario.

En caso de la información sujeta a Secreto, se mantiene el marco actual, el que contempla el requerimiento al banco, quien deberá solicitar la autorización del titular. 

Si el titular se negare a la entrega de la información, la institución no podrá dar cumplimiento al requerimiento y deberá informar de ello al SII.

En estos casos, el SII deberá obtener autorización judicial para acceder a dicha información. 

Información protegida por Reserva Bancaria: Modificaciones a otros cuerpos legales

- Modificaciones a la Ley de Cuentas Corrientes

Se introducen modificaciones para actualizar su lenguaje en forma correlativa a las modificaciones de la Ley General de Bancos, por cuanto se ha entendido que la expresión “estricta reserva” contenido en dicha ley se refiere a secreto.

En este sentido, la modificación del inciso segundo busca adecuar semánticamente los conceptos, haciendo la referencia al marco general contenido en el artículo 154 de la Ley General de Bancos.

- Modificaciones a la Ley que crea la Unidad de Análisis Financiero

Se introducen adecuaciones consistentes a las modificaciones introducidas en el Art. 154 de la Ley General de Bancos.

Se remite expresamente a dicho artículo para efectos de la aplicación del procedimiento de la información sujeta a reserva.

Otras materias cubiertas por las indicaciones

- Art 14: Se elimina acceso por parte del Ministerio público y UAF y SII a la nómina de depositantes. 

- Art 23: se homologa el plazo de prescripción de multas de la LGB con las de CMF en 4 años.

- Art 28: Se restituye como restricción para ser accionista fundador de un banco el estar condenado o se encuentre bajo acusación formulada en su contra por algún delito de los establecidos en dicho artículo.

- Art 37: Comisión determinará por NCG los requisitos y condiciones para el cierre de sucursales.

- Art 65: Se establece que en caso de que se registre un déficit de reserva técnica por más de 5 días, el banco deberá presentar un plan de regularización temprana.

- Art 74: La comisión deberá determinar mediante NCG las condiciones y requisitos para la constitución de Sociedades de apoyo al giro bancario.

- Art. 84: Se excluyen los créditos interbancarios para el cómputo de la exposición máxima por grupo empresarial.

- Art 113: Se aclara el carácter de reservado de la aprobación del plan de regularización y los reportes de progreso del mismo.

- Art 117: Se explicita que la designación de Administrador Provisional o Inspector Delegado terminan también cuando hubiere terminado la causal que la originó.

- Artículo 118: Se traslada el artículo 26 bis al título XIV, que dice relación con el tratamiento de emisores y operadores de medios de pago en problemas. 

- Art 156 bis: Se aclara que la administración de las cuenta de ahorro para niños y niñas recaerá en aquel que haya firmado el contrato de apertura y en su titular si el aperturante así lo autoriza. 

- Art 59 CMF: Se reincorpora el mérito ejecutivo de la resolución de la CMF para el cobro de las multas.

BENEFICIOS Y COSTOS DEL PROYECTO

Principales costos y beneficios del proyecto
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Beneficios superan a los costos

- No se descarta que existan costos sociales asociados a este proyecto. Sin embargo, la evidencia es heterogénea y se estima que los beneficios superan los costos.

- Los beneficios están asociados principalmente a una disminución en la probabilidad de crisis bancaria, la que puede traer considerables costos fiscales y económicos.

- Existe evidencia internacional que indica que imponer requerimientos de capital cercanos a los propuestos por Basilea III, es beneficioso en el largo plazo (v.g. BCBS 2010, Fender y Lewrick 2016).

Fuentes: BCBS (2010). “An assessment of the long-term economic impact of stronger capital and liquidity requirements”; Fender, I. y U. Lewrick (2016). “Adding it all up: the macroeconomic impact of Basel III and outstanding reform issues”, BIS Working Papers N° 591, Monetary and Economic Department.

PALABRAS FINALES

Glosario de términos
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Una vez finalizada la presentación del proyecto de ley, la Subsecretaria de Hacienda, señora Macarena Lobos, hizo referencia al informe evacuado por la Corte Suprema en relación con el proyecto de ley (N° 3-2018, de 10 de enero de 2018), en respuesta al oficio remitido por la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional.

Dicho informe contiene diversas observaciones, la mayoría de las cuales, consignó, aluden a disposiciones no del proyecto de ley sobre modernización de la legislación bancaria, sino a normas vigentes de la ley N° 21.000. Respecto de estas últimas, hizo ver que, en su momento, la Corte Suprema planteó una serie de prevenciones, las que fueron latamente analizadas, y finalmente no acogidas, en el debate llevado a cabo por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado. 

Sobre las observaciones que sí se refieren a materias del actual proyecto de ley, en tanto, puso de relieve, primero, que no fueron unánimes y, segundo, que fueron sobre cuestiones que no forman parte de aquello que, conforme al artículo 77 de la Constitución Política de la República, cabe al Máximo Tribunal emitir opinión. Se extienden, en efecto, a la reserva bancaria, caracterizando como extensiva la interpretación realizada por el Ejecutivo, en el Mensaje del proyecto, a un fallo de la misma Corte Suprema sobre el interés legítimo del SII y la UAF para acceder a determinada información. Al respecto, indicó que lo que la iniciativa hace es establecer una presunción simplemente legal, que por tanto admite prueba en contrario. 

El Honorable Senador señor Montes consultó qué tan extendida en el mundo es la integración en una sola institución de todo lo relativo a bancos y valores.
El Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF), señor Eric Parrado, señaló que existen varios países que han efectuado una integración completa, justamente a partir de la preocupación sobre los conglomerados financieros y económicos.

Respecto de las materias relacionadas con las normas de Basilea III, destacó que su aplicación en Chile dejará a las entidades bancarias cumpliendo cabalmente los requerimientos de capital y liquidez. Acerca de estos últimos, indicó que son objeto de regulación normativa del Banco Central y de la Superintendencia, que ya se encuentra en etapa de implementación. En cuanto a los primeros, expuso que son abordados mediante cambios legales, que es justamente lo que se propone en el presente proyecto de ley, más allá de que en otras jurisdicciones la regla general sea la dictación de normas de los reguladores, y no la realización de enmiendas legales. 

Profundizando, explicó que la propuesta pasa por la división del capital por los activos ponderados por riesgo, lo que será determinado por la Comisión para el Mercado Financiero. La importancia de esta medida, indicó, estriba no solo en fortalecer la estabilidad financiera del país, sino también en hacer mucho más competitivo el sistema bancario, que actualmente, precisamente porque no cumple con las normas de Basilea III, tiene un costo de financiamiento mucho más alto. Precisó que si los estándares de dicha normativa se observaran considerando al sistema bancario nacional como un todo, se verían satisfechos; no obstante, individualmente subsisten bancos deficitarios en capital, que necesitarían alrededor de US$2.800 millones para ajustarse a las exigencias. Al comparar tal guarismo con las utilidades de los bancos en un período de 6 años –que es el plazo de implementación de las normas-, representa un 15% del total. De modo tal, concluyó, que parece ser razonablemente alcanzable. 

Otra materia a destacar, manifestó, es la del buffer sistémico, relativa a los requerimientos de capital adicionales al capital básico. Puso de manifiesto que, en la actualidad, se aplican requerimientos de capital mayores a los bancos cuando se producen fusiones.

El Honorable Senador señor Coloma pidió más detalles acerca de la ponderación de activos, habida cuenta del distinto tratamiento de que son objeto en Estados Unidos y en Europa.

Planteó, del mismo modo, sus dudas sobre el hecho de que elementos del capital como el Pilar 2 y el banco sistémico, presenten grados de diferencia y sean determinados por el Banco Central y la CMF. Puede ser inconveniente, advirtió, que se puedan hacer diferencias importantes según cuál sea el banco o en función de criterios discutibles. Reglas de ese tipo, agregó, podrían tener efectos negativos relevantes para sectores como el agrícola. Recordó que años atrás impulsó la creación de una letra hipotecaria agrícola, ocasión en la que le fue explicado que, en virtud de la regulación de Basilea, prestar dinero al sector agrícola requiere de provisiones mayores de las que se piden, por ejemplo, la industria. Sostuvo que con las nuevas reglas, la situación podría incluso empeorar para sectores que fueran considerados más riesgosos, como el antes citado o la salmonicultura.

En lo que importa al secreto bancario, por otra parte, enfatizó su profunda creencia en la autonomía de la voluntad y en el derecho a la privacidad. Por lo mismo, llamó la atención sobre que al tenor del proyecto de ley, se estaría deteriorando y desmantelando de la peor manera la garantía del secreto bancario, pues se presume que el SII y la UAF tienen una especie de derecho a determinar lo que quieren saber respecto de cualquier persona.

Resulta altamente preocupante al efecto, resaltó, el antes aludido informe evacuado por la Excelentísima Corte Suprema, que no alcanzó a ser conocido por la Cámara de Diputados antes de aprobar el proyecto de ley, y que expone lo siguiente en relación al secreto y la reserva bancaria:

“Decimotercero: Que siguiendo el Mensaje de esta iniciativa, ‘Con el objeto de situar el correcto alcance de la información sujeta a secreto y reserva bancaria, respectivamente, frente a las funciones fiscalizadoras del Servicio de Impuestos Internos, de control de la Unidad de Análisis Financiero y de dirigir las investigaciones de hechos constitutivos de delito por parte del Ministerio Público, se propone consagrar lo ya resuelto por la Corte Suprema sobre el interés legítimo que dichas instituciones tienen, en el ejercicio de sus atribuciones, para acceder a la información sujeta a reserva bancaria’.

…

Decimocuarto: Que respecto al basamento de esa aceptación del interés legítimo del Servicio de Impuestos Internos y de la Unidad de Análisis Financiero para conocer las operaciones amparadas por reserva, es importante aclarar lo verdaderamente expresado por esta Corte Suprema en la causa Rol N° 8038-2011, pues no es exacto a aquello que parece extraer de sus motivaciones el legislador del proyecto.

Puntualmente, dicho fallo giró en torno a una resolución del Servicio de Impuestos Internos que dispuso el deber de las instituciones bancarias y financieras de informar las remesas de dinero iguales o superiores a los US $10.000 o su equivalente. Se cuestionaba la legalidad de esa determinación que afectaba la reserva bancaria y el fallo efectivamente reconoció el interés legítimo del Servicio de Impuestos Internos para actuar en tal sentido, pero no se llegó a expresar que dicho interés se presumía, sino que en ese caso específico no era necesario de acreditar, puesto que la información pretendida no estaba asociada a contribuyentes específicos.

Por consiguiente, no es exacto desprender que en esta sentencia en autos Rol N° 8038-2011 la Corte Suprema reconociera una presunción de interés legítimo del Servicio de Impuestos internos para interferir en la reserva bancaria, puesto que, partiendo de la base que aquél debe probarse, señaló que en el caso sublite dicha prueba no era indispensable en atención a que no se afectaba a contribuyentes determinados.

De ahí que llegar a concluir que se reconoció una presunción general del interés legítimo del organismo en mención se aparta de la fundamentación de la sentencia que viene referida en el proyecto de ley que se revisa.”.

Conforme a lo transcrito, llamó la atención sobre que, según la propia Corte Suprema, la conclusión que extrajo el Ejecutivo del fallo en cuanto a la presunción del interés legítimo, es errónea. En tal sentido, se mostró en desacuerdo con que se elimine la instancia judicial previa para poder valorar la justificación de la medida.

El señor Ministro de Hacienda precisó, en relación con los requerimientos de capital, que no se hace una diferencia entre bancos. Lo cierto, de cualquier modo, es que algunos de los requisitos que debe fijar el Banco Central para el llamado colchón contra cíclico, van a depender del estado del ciclo económico. 

El Superintendente, señor Parrado, expresó que los ponderadores por riesgo, por ejemplo, implican que los papeles del Banco Central aplican un porcentaje de 0, por lo que ese activo se saca de la base. Los papeles de la Tesorería aplican, en su máximo, un ponderador de 10%; las cartas de crédito, un 20%; los hipotecarios para la vivienda, un 60% y los créditos comerciales, un 100%. 

Dichos ponderadores, aclaró, se encuentran fijados en la ley, y corresponden a una interpretación propia de las reglas de Basilea. Ahora se propone que sean fijados por la CMF, de modo que pueda responder al dinamismo que muestran las reglas y factores en la materia.

Añadió que si se compara la densidad de activos  en el sistema chileno con la de los países integrantes de la OCDE, se verifica que es mucho más alta en nuestro país (más cerca del 100%).

Enseguida, se refirió al Pilar 2, el buffer sistémico y el buffer contra cíclico. Del primero, que no es parejo para todos los bancos, explicó que si se aplicara tal como dispone Basilea III no tendría límite; en la iniciativa legal, en cambio, se ha definido que tenga un tope de 4%. Hizo presente que el capital se relaciona con riesgos inesperados, y las provisiones, con riesgos esperados. De manera que si existe un sector inherentemente riesgoso, como podría ser la salmonicultura, va a ser medido por las provisiones, no por el capital.

En relación a los espacios sistémico y contracíclico, reiteró que serán determinados a través de una discusión con el Banco Central, que será el encargado de definir su aplicación. En el caso del banco sistémico, se aplicarán parámetros objetivos relacionados con la importancia de la entidad dentro del Sistema; así, si dos bancos muestran igual tamaño, debiera aplicarse el mismo porcentaje.

El Honorable Senador señor Lagos consultó con qué periodicidad se revisan los ponderadores de riesgo que se aplican a los activos.
El Honorable Senador señor Pizarro preguntó cuál es la realidad de la banca nacional hoy, si tiene una rentabilidad alta o baja, y si existe competencia real o, por el contrario, se ha ido concentrando por sectores. Asimismo, consultó por el estado de endeudamiento y de ahorro de las personas en nuestro país.

El Honorable Senador señor Coloma inquirió  cuál es el plazo de exigibilidad cuando a una entidad le suben el porcentaje que debe cumplir.

---

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, fueron escuchados los comentarios al proyecto de ley de los representantes del Banco Central, la Comisión para el Mercado Financiero y la Asociación de Bancos.


El Presidente del Banco Central de Chile, señor Mario Marcel, desarrolló una presentación del siguiente tenor:

Proyecto de Ley General de Bancos

Presentación ante la Comisión de Hacienda del Senado de la República

Agenda

1. Introducción

2. Estándares de solvencia de Basilea III

2.1 Requerimientos mínimos

2.2 Herramientas adicionales

3. Otros perfeccionamientos del Proyecto

4. Consideraciones finales

Introducción

- El proyecto para reformar la Ley General de Bancos incorpora la experiencia y estándares internacionales que han orientado a los países más avanzados (G20), en especial con posterioridad a la crisis financiera internacional de 2008-09 

- En este contexto, se propone la modernización más amplia de esta legislación emprendida en los últimos 20 años, con los siguientes objetivos fundamentales:

1. Aumentar los estándares de solvencia de acuerdo a Basilea III (Anexo 1)

2. Perfeccionar medidas para regularizar bancos en problemas (resolución/regularización bancaria)

3. Adecuar la gobernanza institucional de la supervisión bancaria, integrando la SBIF a la CMF

- Avanzar en estas tres dimensiones permitiría construir una base fundamental para el desarrollo de una siguiente generación de políticas financieras

Para el Banco resultan especialmente relevantes la implementación de herramientas que implican nuevas responsabilidades de acuerdo a su rol institucional

Buffer contra-cíclico: 

- Corresponderá al Banco Central la facultad de activar o desactivar este buffer, previo informe favorable de la Comisión.

Identificar bancos de “importancia sistémica”: 

- La CMF contará con la facultad de establecer por Norma de Carácter General (NCG), los factores y la metodología que corresponderá aplicar, para establecer si un banco o grupo de bancos tiene esta condición. 

- En este caso al Banco le corresponderá emitir un “acuerdo previo favorable” sobre la NCG de la CMF.

Establecer modelos estándar e internos para determinar “Activos Ponderados por Riesgo (APR)”:

- La CMF deberá definir la aplicación de modelos estándar o internos para riesgos de crédito, mercado y operacional. 

- En este caso el Banco también deberá emitir un acuerdo previo favorable respecto a la regulación que imparta la CMF para estos fines.

Otras materias: 

- Cabe considerar que el proyecto de ley considera otras materias en que corresponde al Banco Central de Chile ejercer nuevas competencias vinculadas con el cumplimiento de su objeto legal.

- Al respecto, cabe mencionar el acuerdo previo favorable que corresponderá otorgar respecto de la NCG de la CMF, respecto de la posibilidad de computar como parte del patrimonio efectivo de la empresa emisora, los bonos sin plazo de vencimiento y acciones preferentes. 

- De igual manera, en cuanto a la dictación de normas en materia de reconocimiento de convenios marco de contratación de derivados y plazos aplicables para hacer efectivas sus cláusulas de close-out netting, respecto de convenios en que sea parte un banco u otro inversionista institucional.

Una legislación anclada a Basilea I, ha impedido ir adaptando en Chile las recomendaciones (de solvencia) del BCBS a través del tiempo
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Por su parte, los países miembros del Comité de Basilea han ido implementando Basilea III de acuerdo al calendario comprometido
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2. Estándares de solvencia de Basilea III

2.1 Requerimientos mínimos

Los niveles de capital actuales de la banca siguen siendo suficientes para enfrentar situaciones de estrés financiero, incluso severos
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Sin embargo, la posición relativa de Chile con respecto a las economías comparables aparece menos favorable,  sugiriendo menores niveles de holgura que en el pasado
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El déficit de capital del sistema bancario respecto a Basilea III es relevante, pero abordable por los bancos

- Estimaciones de la SBIF sugieren que los bancos deberían constituir aproximadamente USMM$2.800 para cumplir con Basilea III (diciembre 2016).

- Estas estimaciones se calculan a una fecha determinada; sin embargo, en la práctica existirá un tiempo para que los bancos converjan al estándar (6 años). 

- En ese horizonte, los bancos deberán sustentar su crecimiento lo cual implicará requerimientos adicionales de capital a través del tiempo.

Estas estimaciones se refieren al solamente a gap respecto al requerimiento mínimo (cap. accionario, bonos sub., i. híbridos y buffer de conservación).
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2.2 Herramientas adicionales

Implementación del buffer contracíclico

- La facultad de activar el buffer contracíclico corresponderá al Banco Central, previo informe favorable de la Comisión.

- Buscando medir el alcance e implicancias de la utilización de esta herramienta, los equipos técnicos del Banco han realizado diversas evaluaciones del ciclo macro financiero en Chile.

- Algunos elementos de este análisis se publicaron en el último Informe de Estabilidad Financiera (IEF) del Banco, en su Capítulo temático “Ciclos Financieros y Política Macroprudencial”:

- En el documento se analiza la experiencia de diversas jurisdicciones que actualmente implementan esta herramienta, se identifican indicadores del ciclo financiero en Chile y se revisan antecedentes para calibración de este buffer y sus potenciales impactos.

- Este análisis sugiere una aplicación en condiciones más bien excepcionales de esta herramienta.

El ciclo del crédito en Chile, al igual que la experiencia en el resto del mundo, sugiere una utilización más bien excepcional de esta herramienta
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Todos los países avanzados (G20), han incorporado esta herramienta en su legislación; sin embargo, sólo algunos la han activado hasta ahora
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Identificación de bancos de importancia sistémica

- Para establecer si un banco tiene importancia sistémica, la CMF contará directamente con la facultad de establecer por NCG los factores y la metodología que corresponderá aplicar.

- En este caso al Banco le corresponderá emitir un “acuerdo previo favorable” sobre la propuesta normativa de la CMF.

- Los factores a considerar pueden incluir, entre otros: participación de mercado, interconexión y grado de sustitución de servicios. 

- A un banco definido como sistémico se le podrán aplicar mayores cargos de capital, además de otros requerimientos, previstos en la legislación bancaria (Anexo 2).

El Banco se encuentra investigando la aplicación de factores que señalan importancia sistémica

- Recientes investigaciones del staff técnico del Banco persiguen identificar bancos con mayores probabilidades de generar shocks sistémicos (Carreño y Cifuentes, 2017). 

- Específicamente se busca determinar cómo varía el grado de interconexión o conectividad (por ejemplo, a través de depósitos o transacciones de derivados) entre bancos individuales a través del tiempo.

- Se espera que este tipo de investigaciones permita informar y apoyar a construir la opinión del Consejo del Banco, en relación con su rol técnico vinculado con el acuerdo previo favorable que se le requerirá respecto una futura decisión de la CMF. 

El Banco se encuentra investigando aplicación de factores que señalan importancia sistémica
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Establecer requerimientos de capital de acuerdo al proceso supervisor (herramienta de Basilea II), se aplicaría por primera vez en Chile

- El Pilar 2 es uno de los tres pilares establecidos en Basilea II. Los otros pilares son requerimientos mínimos de capital (1) y disciplina de mercado (3).

- Este pilar contempla todos los aspectos que deben ser considerados en el proceso supervisor. 

- El proceso supervisor se debería concentrar en:

1. Riesgos no capturados completamente a través de los mínimos regulatorios.

2. Factores no tomados en cuenta por el Pilar 1.

3. Factores externos al banco.

- Esta función del supervisor se aplica ampliamente en países avanzados, y el proyecto de ley está confiriendo esa atribución a la CMF, aunque estableciendo un límite (4% de los APR).

- Es importante considerar que esta atribución se aplica solamente si el supervisor encuentra déficits. En este sentido, podría un banco la mayor parte del tiempo no estar sujeto a este cargo adicional.

3. Otros perfeccionamientos del Proyecto

Junto con responder a la urgencia de avanzar hacia el marco de solvencia de Basilea III, el proyecto agrega otras reformas importantes

1. Conferir mayor capacidad de acción al supervisor para administrar situaciones de bancos enfrentando problemas financieros que puedan comprometer su sobrevivencia.

2. Integrar procesos de supervisión, considerando un sistema financiero cada vez más complejo e interconectado.

La regularización de bancos en problemas se fortalece dotando al supervisor de herramientas que le permitirán actuar más ágil y rápidamente

- El proyecto perfecciona el marco de regularización vigente, principalmente perfeccionando los mecanismos de intervención temprana de un banco en problemas (Anexo 3).

- En este contexto, se establece un “Plan de Regularización” que contiene un protocolo para que el banco en problemas recupere una situación de normalidad financiera.

- Un elemento importante son nuevas facultades y funciones para el administrador provisional:

El administrador provisional tendrá los deberes y estará sujeto a las responsabilidades de los directores de sociedades anónimas.

Al ejercer su cometido, el administrador provisional deberá anteponer y resguardar los intereses de los depositantes u otros acreedores y, en general, el interés público asociado a la estabilidad financiera.

Una integración de la actual SBIF en la CMF, implicaría beneficios importantes

- El gobierno corporativo de la CMF permitiría una mayor estabilidad de las políticas de regulación y supervisión.

- La existencia de un consejo favorece una mayor diversidad de opiniones y experiencias.

- La integración de los procesos de supervisión ha sido implementada en un número cada vez mayor de países, en los cuales se desarrollan sistemas financieros más profundos, complejos e interconectados.

- Se evita la duplicación de esfuerzos y problemas de coordinación de procesos específicos de supervisión, que no necesariamente se pueden abordar en instancias actuales de coordinación entre superintendencias sectoriales (CEF y Comité de Superintendentes).

- Se debería reducir la probabilidad de arbitrajes regulatorios.

- Se podría facilitar el desarrollo futuro de una legislación para supervisar conglomerados financieros.

4. Consideraciones finales

El proyecto de ley permitiría consolidar una base fundamental para el desarrollo en los próximos años del sistema financiero en Chile

- La banca chilena tiene una posición sólida frente a escenarios de riesgo, pero a medida que ha crecido su balance, su capacidad para absorber shocks se ha hecho más limitada mientras que su posición competitiva ha retrocedido.

- El benchmark para la solvencia bancaria está dado a nivel global por los estándares de Basilea III. Dichos estándares involucran requerimientos que son más sensibles al modelo de negocios de cada banco, la estructura del sistema bancario y la posición cíclica de la economía.

- Recientemente se han completado los acuerdos para la plena implementación de Basilea III, y todas las economías avanzadas y un número importante de países emergentes ya han adoptado formalmente sus estándares.

- El proyecto en discusión recoge plenamente el modelo y estándares de solvencia bancaria de Basilea III, lo que acompaña de adecuaciones en la gobernanza de la supervisión bancaria y mejoras al régimen de resolución bancaria.

- El proyecto establece plazos prudentes para la aplicación de los nuevos requerimientos a la banca chilena. En general, los mayores requerimientos de capital pueden satisfacerse gradualmente mediante una menor distribución de utilidades por parte de los bancos, con un impacto limitado sobre la oferta de crédito.

- Los órganos reguladores se están preparando para la aplicación de la ley una vez que está sea aprobada por el Congreso Nacional. En el caso del BCCh, este ha ido adelantando los criterios e indicadores para aplicar los mecanismos sobre los que el proyecto le asigna responsabilidad.

- En particular, el BCCh ha estado trabajando en la métrica para aplicar el buffer contraciclico, así como evaluar el peso de los criterios para la calificación de un banco como sistémico. Esto se complementa con los avances en la regulación de requerimientos de liquidez de Basilea III

- El proyecto de Nueva Ley de Bancos es un paso imprescindible para actualizar los estándares del sistema bancario chileno y proporciona una base sólida para mejoramientos adicionales en el futuro.

Anexo 1: Los requerimientos mínimos de la LGB vigente se encuentran sujetos a los estándares de Basilea I respecto del índice de adecuación 

- La lógica histórica de requerimientos de capital se basa  en el llamado Índice de Adecuación de Capital de Basilea (IAC), definido como la razón:

- IAC=Patrimonio Efectivo (PE) / Activos Ponderados por Riesgo (APR).

El Patrimonio Efectivo está conformado por dos componentes:

i. acciones (o Capital Básico), y 

ii. bonos subordinados más provisiones voluntarias 

El único riesgo considerado es el riesgo de crédito, aplicando un esquema básico que considera cargos de capital en base a solo cinco tipos de activos.

- En la LGB se exige un IAC mínimo de 8%. Los instrumentos de la segunda categoría, es decir el capital no-accionario, puede sumar hasta 3,5 puntos del IAC.

- Además hay una exigencia de 3% de capital sobre activos totales 

Anexo 1: Basilea III implica aumentar la cantidad y calidad del capital
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Anexo 2: La calidad de banco sistémico conllevará mayores exigencias

- Adición de 1 a 3,5 puntos porcentuales (sobre el 8% mínimo) al capital básico sobre activos ponderados por riesgo, netos de provisiones.

- Adición de 0 a 2 puntos porcentuales (sobre el 3% mínimo) al capital básico sobre activos totales, netos de provisiones exigidas.

- Reducción del límite de captaciones sobre el cual la institución deba mantener los recursos en caja o en instrumentos del BCCH, a 1,5 veces (desde 2,5 veces) de las captaciones sobre patrimonio efectivo.

- Reducción del límite máximo para los préstamos interbancarios a otra institución financiera individual a 20% (desde 30%) del patrimonio efectivo.

Anexo 3: Perfeccionamiento de Sistema de Regularización de bancos en problemas

- El proyecto perfecciona el marco de regularización vigente, agregando nuevas herramientas e integrándolas en un Plan de Regularización (Anexo)  

- El objetivo de este plan es que el banco en problemas, bajo un continuo monitoreo de la CMF, recupere su situación de normalidad, sin interrumpir su funcionamiento.

- El banco en problemas debe informar la situación a la CMF, y presentar el plan de regularización para su aprobación.

- En caso de incumplimiento (de informar, presentar el plan, o de alguna de las medidas de éste) o en caso que el plan sea rechazado por la CMF, esta última podrá designar un inspector delegado o un administrador provisional.
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Anexo 3: El marco de regularización de bancos actual se construye en tres etapas, según la gravedad de la situación del banco en problemas

1. Regularización temprana: esta etapa tiene dos componentes complementarias

- Medidas que puede tomar el supervisor:

Restringir las actividades del banco, 

Designar un inspector delegado, o 

Designar un administrador provisional - que tiene todas las facultades del directorio y la alta administración.

- Capitalización preventiva: el banco debe llamar a los accionistas a concurrir a un aumento de capital para restaurar la solvencia del banco.

2. Resolución: Proposiciones de Convenio de Acreedores. 

- El banco debe llamar a los acreedores para llegar a un acuerdo que permita recuperar la solvencia del banco. 

Capitalización total o parcial de los créditos

Ampliación de plazos

Remisión de parte de las deudas

- Es en este punto donde se concentran las debilidades que Proyecto de Ley apunta a corregir

3. Liquidación Forzosa:

- El liquidador debe pagar las obligaciones a la vista, con recursos del banco o activando la garantía del BCCh. 

- También podrá transferir las cuentas corrientes y demás depósitos a la vista a otro banco.

- Resto de los pasivos se pagan a prorrata según su prelación

Anexo 3: Las Proposiciones de Convenio de la LGB vigente, han motivado diagnósticos locales e internacionales que señalan debilidades relevantes

- Las Proposiciones de Convenio de Acreedores, que presentan problemas de factibilidad evidentes, relacionados con los verdaderos incentivos que puedan tener los agentes para alcanzar un acuerdo voluntario:

i. Valor libro como precio de capitalización de los créditos.

ii. Los acreedores asumirían perdidas antes que los accionistas, no respetando su prioridad.

iii. La suspensión de pagos durante esta etapa podría generar un problema de liquidez a las contrapartes.

iv. Los plazos del proceso son extensos, implicando riesgos de contagio.

Una vez culminada la intervención del señor Presidente del Banco Central, el Honorable Senador señor Lagos consultó de qué instrumentos se compone el buffer contracíclico.

El señor Marcel señaló que corresponde a un requerimiento de capital adicional que, desde luego, debe ser anunciado con una cierta anticipación para que los bancos puedan satisfacerlo. Busca atenuar el ciclo del crédito, es decir, evitar que el crédito sea procíclico y profundice la expansión de la actividad del endeudamiento en períodos de auge, que después puedan ser seguidos de una contracción mucho más fuerte. 

De ser requerido, añadió, lo que deberá ocurrir es que el banco de que se trate distribuya menos utilidades, levante capital o disminuya su crecimiento.

El Gerente de Infraestructura y Regulación Financiera del Banco Central de Chile, señor Gabriel Aparici, acotó que el buffer en comento se compone de capital accionario. No admite, por tanto,  otra clase de instrumentos de cuasi capital, como bonos subordinados o híbridos. 

Enseguida, hizo uso de la palabra el Presidente de la Comisión para el Mercado Financiero (CMF), señor Carlos Pavez, quien desarrolló la siguiente minuta:

MINUTA SOBRE PROYECTO DE LEY QUE MODERNIZA LA LEGISLACIÓN BANCARIA (Boletín 11.269-05)

COMISIÓN PARA EL MERCADO FINANCIERO

Valparaíso, 23 de enero de 2018

Señores Senadores Comisión de Hacienda:

Estimados señores, hacemos mención a la comunicación recibida con fecha 18 de enero del presente año, mediante la cual se nos invita a expresar nuestros planteamientos respecto del proyecto de ley que moderniza la legislación bancaria. 

Al respecto, junto con agradecer la oportunidad para dar a conocer nuestra opinión sobre una materia de gran importancia en el quehacer de la Comisión para el Mercado Financiero (“CMF”), hacemos presente que los comentarios y observaciones contenidos en el presente documento dan cuenta de la alta valoración y apoyo decidido de la CMF a el proyecto de ley en comento, que contempla modificaciones a la Ley General de Bancos, a la Ley 21.000 que crea la CMF y a otros cuerpos legales, por las razones que expondremos en detalle a continuación. Lo anterior, teniendo presente, además, el planteamiento realizado por el Ejecutivo en cuanto a dejar para una posterior discusión legislativa los aspectos referidos a resolución de instituciones bancarias.

Así las cosas, y más allá de los importantes beneficios que representa adoptar los estándares de Basilea III, el foco de nuestra presentación se centra en las ventajas aparejadas a la integración de la supervisión bancaria a la CMF, en cuanto supondrá un fortalecimiento al gobierno corporativo del regulador y la posibilidad de crear un marco institucional armónico para la supervisión y regulación financiera. 

Aspectos principales que sustentan el apoyo decidido de la CMF al proyecto de ley

1) El componente de adaptación a Basilea, donde se recogen los tópicos centrales de Basilea II y III, y que son fundamentales para cumplir con los RCAP (Regulatory Consistency Assessment Programme) del Comité de Basilea. 

Estos componentes son:

a) Definición de capital, incluyendo capital accionario, capital básico adicional, capital secundario.

b) Facultades para exigir capital por los tres riesgos de Pilar I (riesgos de crédito, mercado y operacional).

c) Posibilidad de operar con modelo estándar y con modelos internos para ponderación por riesgo de los activos.

d) Colchones de capital: conservación y contracíclico.

e) Incorporación explícita del Pilar II sobre supervisión bancaria.

f) Incorporación de Pilar sobre Disciplina de mercado y transparencia.

2) Reconocimiento a las amplias facultades entregadas al regulador para definir los requerimientos de capital por la vía normativa, lo que es esencial dadas las constantes actualizaciones a los estándares internacionales y la necesidad de adecuar requerimientos en función de los cambios de la economía y del sector financiero chileno.

Estos elementos permitirán contar con una banca cada vez más sólida y resiliente, en mejores condiciones de competir en los mercados globales, al cumplir con los estándares exigidos por inversionistas, clasificadores de riesgo y reguladores internacionales.

Ventajas de la Integración de la Supervisión Bancaria bajo el perímetro de la CMF

Desde un punto de vista puramente conceptual, la integración de la Superintendencia de bancos e Instituciones Financieras (SBIF) al paraguas de la CMF representa una ganancia social neta si ambas entidades juntas generan un mayor beneficio social que separadas. Esto implica comparar las ganancias que se derivan de la integración con los costos involucrados.

¿Cuáles son estas ganancias?

1) Un regulador integrado está mejor posicionado para monitorear la naturaleza y extensión del arbitraje o la asimetría regulatoria, y cuando ello sea detectado, tomar medidas para cerrar las brechas e inconsistencias en la regulación. Existen muchas actividades comunes entre bancos, entidades del mercado de seguros y valores que, independientemente de qué agente las realice, representan riesgos similares y por ende requieren marcos regulatorios comunes (créditos otorgados por compañías de seguros y bancos; requerimientos normativos para riesgos de mercado; etc).

2) Un regulador integrado, al abarcar un mayor rango de entidades bajo su paraguas supervisor, queda en mejores condiciones de fiscalizar los riesgos de los conglomerados financieros. Aunque esto por si sólo no de facultades para solicitar requerimientos de capital, liquidez o estándares de gobierno corporativo de los conglomerados, permite evaluar mejor los riesgos y tomar acciones correctivas a nivel de instituciones individualmente supervisadas.

3) Dentro de un regulador integrado, existe un espacio para potenciar las actividades que pueden ser efectuadas con los recursos existentes. Específicamente, existen áreas a cargo de las funciones normativa, jurídica, estudios, etc., que pueden tener un mejor desempeño mediante la integración. Ello, sin perjuicio de que a nivel de la supervisión siempre es necesario mantener focos que reconozcan las diferencias y especificidad entre industrias de bancos, seguros y valores.

4) A un regulador integrado se le podrá exigir, de facto, una mayor rendición de cuentas que a reguladores individuales, toda vez que no exista ambigüedad a la hora de identificar de la entidad responsable del monitoreo y supervisión.  En este sentido, los problemas de coordinación entre reguladores tienen un menor alcance comparados con los problemas de coordinación al interior del organismo regulador.

5) Al integrarse la supervisión bancaria dentro del perímetro de la CMF, se extenderían los beneficios de un gobierno corporativo colegiado hacia la regulación y supervisión bancaria, con todo lo que ello implica en términos de posibilidad de tener diversidad de calificaciones y experiencia al servicio de la toma de decisiones institucionales por parte del supervisor, así como en el ejercicio de sus atribuciones normativas y sancionatorias, logrando mayor estabilidad y continuidad en las decisiones estratégicas y su correlato en certeza jurídica. 

Dicho lo anterior, también existen algunas materias a las que hay que poner atención:

1) Tenemos conciencia que esta integración es compleja, y requiere abordarse con una adecuada planificación, programación y coordinación interinstitucional entre la CMF y la SBIF, para identificar estructuras, procesos, métodos y herramientas de trabajo, sinergias, conexión de sistemas, entre otros.
2) Dado lo anterior, es importante destinar a la brevedad algunos recursos humanos, tanto de carácter interno de la CMF y la SBIF, como de apoyo externo, al proceso de integración. Es difícil que las personas que están desempeñando ciertas tareas propias de su descripción de cargo, puedan destinar mucho tiempo a implementar la fusión propiamente tal.

3) El proceso de integración requiere integrar sistemas, lo cual también implica destinar recursos internos y apoyo externo.

4) Adicionalmente, es importante ir abordando cuestiones asociadas a la infraestructura física, dado que actualmente las dependencias de la SBIF están separadas de la CMF. Aunque ello no tiene por qué implicar necesariamente en mayores costos, dado que se pueden vender o arrendar instalaciones, es importante no obviar el punto de que todo el personal trabaje dentro de las mismas instalaciones.
El desafío entonces es diseñar e implementar un proceso de integración de manera tal, que los beneficios superen a los costos, para lo cual pueden identificarse factores críticos de éxito.

Factores Críticos para implementación exitosa de integración de supervisión bancaria a CMF

Es del caso señalar que, aunque el modelo integrado de supervisión ha tenido una aplicación en mayor cantidad de países en comparación con otros modelos como el de supervisión por objetivos (cumbres gemelas) o la supervisión por instituciones (el actual marco en Chile) no es una panacea, como tampoco lo son otros modelos.

Una adecuada implementación del modelo integrado es esencial para que los beneficios potenciales del modelo se puedan alcanzar en la práctica. Para este efecto, existen algunas condiciones críticas de éxito. A saber:

1) Integrar la supervisión bancaria bajo el paraguas de la CMF, contribuirá a darle más fuerza al objetivo de solvencia y estabilidad financiera, ayudando a crear mejores condiciones para el buen desempeño de la supervisión.

En este sentido debe tenerse presente que, aunque un regulador integrado puede tener un mandato basado en diversos objetivos, tales como solvencia, desarrollo y conducta de mercado, la experiencia muestra que siempre debe buscarse un adecuado balance entre dichos objetivos, teniendo siempre presente las implicancias a nivel sistémico que pueden motivar a otorgarle una jerarquía mayor a alguno de ellos. 

Creemos que la combinación de la ley 21.000 - que ya contempla para la CMF un mandato explícito de velar por la estabilidad financiera, junto a las propuestas contempladas en el Proyecto de Ley actualmente en discusión logran este balance.

2) Como se señaló, aunque un regulador integrado elimina la necesidad de coordinación entre agencias, no resuelve necesariamente el problema de coordinación al interior del nuevo regulador. Hacer esto depende críticamente del Consejo y de su plana ejecutiva debiendo impulsar una sólida estructura organizacional, un robusto proceso de toma de decisiones y una cultura organizacional común. 

En este punto es relevante considerar el tema de las potenciales diferencias en cultura organizacional. Es claro que el mandato de un supervisor bancario está centrado en la solidez de la banca. Sin embargo, para las compañías de seguros también es un tema de primer orden, existiendo en ambos casos requerimientos de adecuación de capital, apalancamiento riesgo operacional entre otros. 

A mayor abundamiento, en los estándares internacionales existe un equivalente a Basilea para seguros, llamado Solvencia II, que al igual que Basilea, establece tres pilares: requerimientos de capital, rol del supervisor y transparencia de la información. 

De este modo, aunque existen especificidades a considerar en la supervisión de bancos y seguros, existen múltiples aspectos donde ambos enfoques convergen. Algo similar ocurre con aspectos de la regulación de corredores de bolsa y los proveedores de infraestructura que supervisa la CMF.

3) Aunque las necesidades de recursos para la integración son acotadas, es importante considerarlas desde el inicio, de manera de abordar eficientemente desafíos adicionales asociados a la integración de sistemas, homologación de beneficios del personal o la necesidad de contratar apoyos externos para el proceso de fusión.

4) Integración gradual y por etapas. El proyecto de ley establece con claridad una gradualidad, donde la fusión de la CMF y la SBIF tendrá lugar dentro de un plazo de hasta 12 meses desde la publicación de la ley, según se determine mediante un DFL. Por lo tanto, es importante que el Poder Ejecutivo utilice esta facultad fijando la fecha de fusión, de manera de poder contar con los 12 meses en su totalidad para llevar adelante la integración. 

La manera como hemos concebido este proceso en la CMF está basado en un criterio de mínima disrupción inicial. Esto significa que, desde el punto de vista funcional, el efecto práctico de la fusión para la SBIF es cambiar la actual dependencia de los intendentes que responden al superintendente por otra donde responden al Consejo de la CMF. Esto, para tratar de reducir al mínimo los cambios de corto plazo en las formas actuales de trabajo de los equipos y personas, en cuanto a métodos de supervisión, regulaciones etc.

Dicho eso, durante esos 12 meses será necesario preparar algunos ajustes básicos y esenciales sin los cuales la integración no puede tomar forma, a saber, la integración de los sistemas, la integración física y la homologación de criterios y afiatamiento de la cultura organizacional.

5) A partir de los siguientes 18 meses desde que se efectúa la integración de CMF y SBIF, el proyecto establece la necesidad de abocarse a emitir la normativa requerida para poder implementar las exigencias de capital y provisiones conforme a estándares de Basilea. En este tiempo, será necesario reglamentar los requerimientos del modelo estándar y modelos internos, capital contracíclico y exigencias para bancos sistémicos en conjunto con el Banco Central), Pilar II, etc. 

En este período, nuestro enfoque sería minimizar la introducción de ajustes organizacionales dentro de la futura intendencia de bancos, con el objeto de que los equipos puedan abocarse a la principal tarea de carácter reglamentario.

6) Terminado este proceso, estaríamos en condiciones de introducir potenciales mejoras en los modelos de supervisión y en la estructura organizacional conjunta, de manera de ir aprovechando las potenciales sinergias, las capacidades de fiscalización de conglomerados, etc.
Una vez finalizada la intervención del señor Presidente de la CMF, el Honorable Senador señor Pizarro solicitó mayores antecedentes sobre la manera en que se llevará a cabo la integración entre la CMF y la SBIF.

El Honorable Senador señor Montes observó que subsiste cierto debate acerca de las ventajas y desventajas de los modelos de supervisión basados en objetivos, versus los integrados. De estos últimos, señaló, se cuestiona la pérdida de especialidad. Preguntó de qué manera se propone la CMF hacer frente a esta crítica, habida cuenta de la opción por un sistema integrado que ha tomado nuestro país.

El Honorable Senador señor Coloma consultó por el alcance del artículo 162 que el proyecto de ley incorpora a la ley general de bancos, que dispone que respecto de las conductas que configuran los delitos tipificados en dicha legislación, podrá, además, la CMF imponer sanciones conforme a la ley N° 21.000. Surge la duda, planteó, sobre si se estaría vulnerando el principio non bis in ídem.

El Presidente de la CMF, señor Pavez, expresó que, de acuerdo con las disposiciones transitorias de la iniciativa legal en estudio, se faculta al Presidente de la República para que dicte un decreto con fuerza de ley que, entre otras materias, fije la fecha de integración entre la CMF y la SBIF. Tal fecha, por cierto, no podrá exceder el plazo de un año desde la publicación de la ley.

Ahora bien, acotó, a juicio de la CMF lo adecuado sería que el Ejecutivo se tomara el año completo para disponer todo lo relacionado a la integración, atendidas las complejidades inherentes al proceso que se está llevando a cabo.

Por su parte, el Comisionado de la CMF, señor Christian Larraín, reseñó que la evidencia comparada indica que el tránsito emprendido por Chile desde un modelo institucional de supervisión (focalizado en bancos, seguros, etc.), hacia otro integrado, es lo que mayoritariamente predomina a nivel internacional. Lo cual, desde luego, no significa asumir que el modelo integrado sea una panacea, ni mucho menos. De hecho, graficó, el caso del supervisor británico (the Financial Services Authority) constituye un claro ejemplo de falla del modelo: el objetivo de proteger la estabilidad financiera no estaba explicitado en su mandato, lo que llevó a que se privilegiaran otras áreas de acción. En todo caso, subrayó, se trata de un defecto del que no adolece la CMF chilena, que se encuentra expresamente mandatada para cautelar la estabilidad financiera.

En relación con el modelo por objetivos –o de cumbres paralelas-, sostuvo que, efectivamente, su ventaja es que permite la especialización, tanto en materia solvencia como de conductas de mercado. Sin embargo, tiene la desventaja de que no permite aprovechar los beneficios del análisis integrado del mercado o de la apreciación de los riesgos de conglomerados.

En tal escenario, dio a conocer que entre los comisionados existe consenso para que, más adelante y en el marco del modelo integrado, al interior de la CMF se establezca una división de tareas que haga posible concentrar esfuerzos en objetivos de solvencia, por una parte, y en conductas de mercado, por otra. No en el corto plazo, insistió, porque la primera tarea de la Comisión es que el proceso de integración sea lo menos disruptivo posible; que garantice, en definitiva, que la continuidad de la fiscalización de bancos, compañías de seguros y entidades de valores no se vea afectada. Esto, llevado a la práctica, significa que en lo inmediato las Intendencias de la SBIF, que hoy responden al Superintendente, seguirán desempeñando exactamente las mismas funciones, pero dependiendo del Consejo de la CMF.  

Respecto de la inquietud manifestada por el Senador señor Coloma, la Vicepresidenta de la CMF, señora Rosario Celedón, destacó que el proyecto de ley cumple con articular la reforma a ley general de bancos con la ley N° 21.000, incorporando mayores estándares de debido proceso. De esta forma, la competencia de la CFM se extenderá a la determinación de responsabilidades administrativas, incluyendo las sanciones y multas que correspondan, cuando se detecten infracciones a la ley general de bancos; sin perjuicio de que algunas de esas conductas puedan, además, estar tipificadas como delitos en materia penal. Tal como ocurre, ejemplificó, en el ámbito de la legislación de mercado de valores con el uso de información privilegiada, que da lugar a una sanción administrativa (impuesta por la CMF) y a la persecución criminal (que cabe al Ministerio Público).  

La Subsecretaria de Hacienda, señora Lobos, añadió que la finalidad del precitado nuevo artículo 162 de la ley general de bancos, es la armonización con el modelo sancionatorio de la ley N° 21.000, en la que se estableció un sistema sancionatorio que permite perseguir responsabilidades por las vías administrativa y penal. 

Tal como se hiciera presente en la Cámara de Diputados durante el primer trámite constitucional, complementó, la opinión del Ejecutivo es que la señalada disposición no pone en entredicho el principio non bis in ídem. Se trata, indicó, de conductas y procedimientos distintos, en las que el bien jurídico protegido es, asimismo, diferente, tal como ocurre en los ámbitos de libre competencia o mercado de valores.

A todo lo anterior, concluyó, cabe agregar que la propia ley N° 21.000 contempla que las medidas intrusivas de la CMF para casos de mercados de valores y seguros, sólo son procedentes respecto de conductas que estén tipificadas como delitos. Sin el nuevo artículo 162, tales medidas no podrían ser implementadas por infracciones a la legislación bancaria, lo que constituiría una asimetría que, a todas luces, es necesario subsanar.  

Finalmente, la Comisión recibió a los representantes de la Asociación de Bancos, cuyo Presidente, señor Segismundo Schulin-Zeuthen, efectuó una exposición del siguiente tenor:

- La Banca será siempre un sector regulado, por consiguiente, una buena normativa será muy relevante.

- La discusión actual en nuestro país se produce sin la presencia de una crisis, a diferencia de lo que ha ocurrido en varios otros lugares (capital regulatorio de la Banca del país se encuentra en 13,8% y con los ponderadores de Basilea en 15,2%, siendo que el mínimo está en 10,5%).

- Durante la discusión en la Cámara de Diputados, se contó con una participación activa, junto al Ministerio de Hacienda, la Superintendencia del ramo y con los asesores de los diputados, lo que permitió perfeccionar el proyecto de ley.

La banca es sólida y constituye un aporte al país
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Marco General

- El sector bancario es clave en el desarrollo de una economía.

- La banca chilena cuenta con adecuados niveles de capital.

- El marco regulatorio es esencial para contar con un sector robusto para enfrentar los desafíos actuales y futuros (modelos de negocio, tecnología y nuevos estándares internacionales).

- La última actualización relevante a la ley general de bancos (LGB) fue a finales de los noventa.

- Evitar costos no deseados en actividad y costo crediticio.

- La implementación de la actualización de la LGB es clave.

Contenidos de la Reforma a la LGB

Cuerpo Colegiado: Comisión para el Mercado Financiero (CMF)

Requisitos de Capital

Resolución

CMF - Cuerpo Colegiado

- El proyecto de ley otorga un importante rol a la CMF en la regulación y supervisión de la banca.

- Esto va en línea con estándares internacionales.

- La CMF será clave en la implementación de la regulación del sistema financiero -ponderadores, Pilar II, definición de instrumentos de cuasi-capital, etc.

- La existencia de un cuerpo colegiado es positiva –proceso de toma de decisiones, mitiga riesgo de discrecionalidad, memoria histórica.

- La CMF debe contar con un horizonte de planificación y recursos de mediano plazo para cumplir su rol regulatorio y supervisor.

Requisitos de Capital – BASILEA III (BIS III)

- Los requerimientos de capital siguen de cerca los lineamientos de BASILEA III.

- Existen numerosos cambios y ajustes (ponderadores, Pilar II, cargo sistémico, instrumentos cuasi-capital, etc.).

- La implementación apropiada de estos cambios no es trivial: rol CMF.

- El proyecto de ley fue perfeccionado en la Cámara de Diputados, destacándose las siguientes materias:

Gradualidad en transición. Plazo de hasta 6,5 años posterior a la publicación de la ley.

Pilar II. CMF dictará Norma de Carácter General para su aplicación.

Instrumentos de cuasi capital. El proyecto de ley considera una mayor transición para la adopción de estos instrumentos, aunque podría ser perfeccionable (son nuevos en el mercado, no existen en Chile y puede ser que algunos bancos no accedan a este tipo de instrumentos).

Transición de requerimientos de capital en nueva LGB
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Requisitos de Capital – Estimaciones

[image: image42.png]sgo de crédito

Ponderadores para activos ponderados por

(Porcentaje)
LGB actual BIS Il
Crédito comercial Mayorista 100 100 [
Pymes 100 75
Crédito a personas ienda 60 35
Consumo 100 75

Requerimientos de capital para la banca 2
(Millones de ddlares, a octubre 2017)

Ponderadores  Ponderadores
actual BIS I
Requerimiento patrimonial (10,5%) 3.127 2.099
Requerimiento patrimonial (10,5%) més
4.417 3.032

cémicos ]

recargo por 1% a bancos

Fuente: Asociacion de Bancos en base a 8ISy SBIF. [1] Puede rebajarse en empresas con buen rating. [2] Datosa octubre de 2017.
3] Deducciones de capital incluyen impuestos diferidos, gooduwilly otros intangibles. [4] Considera recargoalos 5 bancos més
orandes en tamafio de activos.




CMF y Banco Central: Check and Balances
CMF requiere informe previo favorable del Banco Central en determinadas áreas, las principales son:

- Norma para la calificación y definición de cargos de capital a bancos de importancia sistémica.

- Norma que regule los requisitos para emisión de acciones preferentes o bonos perpetuos.

- Norma con ponderadores de riesgo para requisitos de capital y metodologías internas.

- Denegar autorización para fusiones o adquisiciones por consideraciones sistémicas.

- Designar o renovar administrador provisional.

- Liquidación forzosa de un banco.

Banco Central también requiere el informe previo favorable de CMF en la aplicación del buffer contra-cíclico.

Resolución – Pendiente

- El proyecto de ley no innova de manera relevante en resolución bancaria.

- Las principales modificaciones son la inclusión de un Plan de Regularización Temprana y precisión de algunas facultades del regulador.

- Este tema es sumamente complejo y no está zanjado a nivel internacional (por ejemplo, Banco Popular).

- El Ejecutivo se comprometió a una discusión futura de esta materia, aspecto que valoramos.

Comentarios

Reserva Bancaria – Acotar

- El proyecto de ley elimina el control jurisdiccional de las solicitudes de la Unidad de Análisis Financiero (UAF), y del Servicio de Impuestos Internos (SII).

- El proyecto de ley establece una presunción de interés legítimo y que no resulta previsible que el conocimiento de los antecedentes ocasione un daño patrimonial al cliente. 

- Esta atribución es amplia por lo que debiera acotarse a personas específicas en investigaciones determinadas.

- El plazo para entregar la información es 5 días corridos, prorrogable 5 días por el solicitante.

- Este plazo es restrictivo y debiera homologarse con el plazo de 10 días establecido en el procedimiento que se propone incorporar en el artículo 62 del Código Tributario.

Perímetro Regulatorio – Precisar Atribuciones CMF 

- Desarrollos tecnológicos y cambios en modelos de negocios se traducen en un importante dinamismo en la estructura de mercado, y por ende la definición del perímetro adquiere especial relevancia.

- El proyecto de ley incorporó avances en esta materia durante su tramitación en la Cámara de Diputados, estableciendo que la CMF propondrá modificaciones al Ministro de Hacienda para “procurar” evitar vacíos regulatorios.

- Esta atribución podría perfeccionarse mediante la obligación de la CMF en esta materia, eliminando para ello la expresión “procurara”.

Instrumentos Cuasi Capital – Flexibilidad CMF

- El proyecto de ley establece la opción de constituir capital por hasta 1,5% en acciones preferentes y bonos perpetuos (artículo 66).

- En el caso de los instrumentos perpetuos, estos corresponden a mercados relativamente nuevos y no es posible descartar que existan eventos transitorios que afecten su funcionamiento.

- El desarrollo del mercado local (AFP y CSV) es clave para extender el uso de estos instrumentos por parte de la mayoría de los bancos.

- El proyecto de ley introdujo un plazo de adecuación diferenciado para estos bonos, permitiendo que el reemplazo de los bonos subordinados por bonos perpetuos se postergue un año desde la entrada en vigencia de la ley.

- No obstante este avance, la ley debiese establecer mayor flexibilidad para que la CMF ajuste el proceso de transición desde bonos subordinados a bonos perpetuos, manteniendo el plazo total de transición.

El Honorable Senador señor Lagos observó que, en el extremo, el requerimiento de capital podría ascender a 20,5%. Preguntó cómo se compara ese índice con el de otras jurisdicciones.

El señor Schulin-Zeuthen respondió que resulta una exigencia potencial que difícilmente se va a verificar en la práctica, pero que, de hacerlo, significaría un problema serio de costos y restricción de créditos. Señaló que se trata de un índice relativamente extremo en relación con lo que acontece en otras realidades, pero su aplicación dependerá mucho de lo que ocurra con los ponderadores por riesgo de crédito. En otras jurisdicciones, como la inglesa, cuentan con una definición del llamado Pilar II que lo mantiene fijo en 0, lo que demuestra que constituye un instrumento a aplicar en situaciones especiales.

Conforme a la ley vigente, agregó, los créditos mayoristas y pyme ponderan 100%, vivienda 60% y consumo, 100%. En Basilea III, en cambio, el crédito comercial pondera 100%, pymes 75% vivienda 35% y consumo, 75%. El rol que desempeñe la CMF sobre la forma en que se va a llevar a cabo el tránsito desde la ley actual a Basilea III, por consiguiente, tendrá una importancia fundamental en los requerimientos de capital. Cuestión que se hace particularmente patente en el caso de las pymes, cuya ponderación, como se dijo, bajaría de 100% a 75%, lo que sumado a las garantías por los créditos FOGAPE Y FOGAIN, podría llevar a una reducción del ponderador hasta el 50%, lo que representaría un tremendo impulso para el sector. Un escenario de este tipo, hizo ver, obviamente repercutiría sobre las estrategias comerciales de los bancos.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Montes, finalmente, estimó que la disminución en la ponderación del sector vivienda se debe al tipo de garantía subyacente y al plazo de servicio de la deuda.

El Superintendente, señor Parrado, apuntó que el potencial máximo de 20,5% podría aplicarse sólo respecto de algunas instituciones, no de todas. Esto, puesto que, por ejemplo, el requerimiento para bancos sistémicos se aplica sólo a entidades de gran tamaño o muy interconectadas. El buffer contracíclico, por el contrario, sí puede ser aplicado sobre todos los bancos, en presencia de un boom crediticio que afecte a toda le economía. 

El Pilar II, en tanto, se utiliza en presencia de riesgos específicos no incluidos en los buffer anteriores, sea que se trate de un banco grande, mediano o pequeño que tenga una exposición directa a un sector problemático. En otras legislaciones, de hecho, se aplican pruebas de tensión (test de estrés), que si arrojan malos resultados respecto de determinadas instituciones, activan el Pilar II y el consecuente requerimiento de más capital.

En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Coloma volvió a consultar si la existencia de elementos dentro del sistema para la exigencia de mayor capital -que son variables y, en algunos casos, atienden al riesgo que presenta la actividad sujeta a crédito-, puede llevar a que se haga más costoso prestar a ciertos sectores, o inhibir que un banco se especialice en una determinada actividad. Se trata de una situación que, entre otras, podría afectar a la actividad agrícola.

El Honorable Senador señor Lagos señaló comprender que, si se quiere bajar el riesgo potencial al que se expone un determinado banco, lo más natural es diversificar la cartera de créditos e instrumentos, porque si se concentra en un determinado sector, inevitablemente responderá al riesgo que este último represente. 

El Honorable Senador señor Montes observó que hoy se encuentran disponibles nuevos instrumentos en el mercado, vinculados a la inversión en Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) o el Fondo de Infraestructura S.A., en buena medida para garantizar créditos. Consultó si, a juicio de los representantes de las instituciones bancarias, tendrán estos instrumentos alguna incidencia en el cumplimiento de los parámetros de los acuerdos de Basilea.

El señor Schulin-Zeuthen expuso que en actividades como la agrícola u otras similares, el problema pasa por los riesgos asociados, que son básicamente dos. De un lado, el del suelo, que  depende muchísimo de si el predio cuenta o no con derechos de aguas; del otro, el del capital de trabajo, sujeto a los eventos de la naturaleza que pueden hacer, incluso, perder cosechas completas. Ciertamente, indicó, los riesgos pueden ser aminorados con seguros, pero no puede perderse de vista que se sabe de experiencias no exitosas, como fue el caso del seguro de cambio para agricultores y medianos empresarios.

Respecto de los nuevos instrumentos de inversión, sostuvo que el Fondo de Infraestructura constituye una muy buena idea, pues permitirá corregir una distorsión del mercado. Las AFP podrán, ahora, invertir en las actividades relacionadas al Fondo y ya no será necesario que los bancos financien todo el período de concesión, y no solamente el que resulta más natural que es el de construcción y puesta en marcha. Esta nueva dinámica debiera, también, repercutir en los requerimientos de capital a los bancos.

Enseguida, de cara a la votación en general del proyecto de ley la señora Subsecretaria de Hacienda manifestó que existe un alto consenso, en términos globales, acerca del mismo, que fue posible alcanzar después del exhaustivo trabajo efectuado en la Cámara de Diputados. Subsisten, con todo, algunas discrepancias en materia de reserva bancaria.

Aclaró, en primer término, que el proyecto de ley no introduce innovaciones respecto del secreto bancario.

Solamente lo hace en materia de reserva bancaria, donde se incorporan dos modificaciones. Una, la presunción simplemente legal del inciso segundo del artículo 154 de la ley general de bancos, relativa al interés legítimo que no requiere ser acreditado, de la UAF y del SII en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras. Al respecto, reiteró disentir de la opinión expresada por la Corte Suprema sobre que la interpretación del Ejecutivo, acerca del alcance del fallo del Máximo Tribunal sobre el interés legítimo, sería extensiva. Insistió en que sí existe un interés legítimo que se enmarca dentro de las facultades fiscalizadoras de la UAF y el SII. Sin perjuicio de ello, dio a conocer la disposición del Ejecutivo a precisar que dicho interés debiera ser aplicado en casos específicos, en que se esté en presencia de sujetos individualizados y no de personas indeterminadas.

La otra modificación, culminó, es la que establece un procedimiento residual dentro de los procedimientos especiales de la ley general de bancos (los de los artículos 62, 62 bis y 62 ter del Código Tributario), que va a operar como una garantía para los afectados, toda vez que expresa con claridad la forma de solicitar información y los plazos involucrados. Se fija, al efecto, un plazo genérico de cinco días, que puede ser ampliado en función del volumen, antigüedad y características del tipo de información que se requiera. Esto, añadió, en consistencia con la consolidación del sistema de supervisión integrada que el proyecto de ley hace posible. 

Una vez terminado el debate, el proyecto de ley fue puesto en votación general, resultando aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de junio de 2017, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Este informe se refiere al Proyecto de Ley que Moderniza la legislación bancaria, adecuando normativa que indica, cuyo propósito es perfeccionar el sistema bancario chileno y dotarlo de una institucionalidad moderna.

Para estos efectos, el proyecto de ley propone el traspaso de todas las competencias de la actual Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) a la Comisión para el Mercado Financiero (CMF), creada recientemente mediante la ley N° 21.000. Asimismo, modifica el decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos (LGB) para adecuarlo a los desafíos antes señalados, es decir, velar por el correcto funcionamiento, desarrollo y estabilidad del mercado financiero, así como cuidar que las personas o entidades fiscalizadoras cumplan con las leyes, reglamentos, estatutos y otras disposiciones que las rijan.

Entre las modificaciones propuestas por el proyecto -que aborda principalmente el referido decreto y referencia a la ley N°21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero- se destacan las siguientes:

1. Se reemplaza la actual SBIF por la CMF. Esto significa que, todas las instituciones actualmente fiscalizadas por dicha Superintendencia (v.g. bancos, emisores y operadores de tarjetas de crédito o de pago con provisión de fondos) quedarán sujetas a la supervisión de la recién creada CMF mediante la ley N°21.000. Por su parte, y con el objeto de evitar la duplicidad normativa y de tender hacia un estatuto general y armónico, se derogan de la LGB todas las normas que consagran facultades de la SBIF y que se encontrarán contenidas en la ley N°21.000, modificada.

2. Se incorporan nuevas exigencias de capital y reservas, de conformidad con los lineamientos de Basilea III. Es así como se incorpora una exigencia de capital adicional equivalente al 1,5% de los activos ponderados por riesgo y se incorpora una obligación de mantención de 2,5% de los activos ponderados por riesgo por sobre el mínimo establecido, el cual deberá estar conformado por capital básico.

3. Se incorpora una disposición que indica que el Banco Central de Chile, en consideración a la fase del ciclo económico, podrá determinar la activación de una exigencia de capital básico adicional, de carácter contra-cíclico, que será aplicable de manera general a todas las empresas bancarias constituidas o autorizadas para operar en el país, para mitigar la incubación de riesgos sistémicos. Dicha reserva la fijará dicho Banco en un porcentaje que puede ascender hasta el 2,5% de los activos ponderados por riesgo, previo acuerdo favorable de la CMF.

4. Se incorpora una modificación a la garantía estatal a los depósitos, en el sentido de incrementar el tope máximo anual de cobertura por persona de 120 UF a 400 UF, con la restricción que, para una única institución bancaria, el límite es de 200 UF.

Adicionalmente, el proyecto de ley propone modificaciones a los siguientes cuerpos legales:

- Al decreto ley N°2.079 de 1978, del Ministerio de Hacienda, que fija texto de la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, respecto de las cuentas de ahorros para menores de edad;

- A la ley N°20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo, respecto de los convenios marco en que sea parte una empresa bancaria o cualquier otro inversionista institucional;

- A la ley N°18.046, sobre Sociedades Anónimas, para remitir el proceso que indica al procedimiento de la LGB;

- Al decreto ley N°3.500 de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que Establece nuevo sistema de pensiones, respecto de instrumentos financieros;

- Al decreto con fuerza de ley N°251 de 1931, del Ministerio de Hacienda, de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio, respecto también de instrumentos financieros, reservas técnicas y patrimonio;

- Al decreto con fuerza de ley N°5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, respecto de la fiscalización de las cooperativas de ahorro y crédito; y

- A la ley N°20.789, que crea el Consejo de Estabilidad Financiera, respecto de las remisiones a la CMF.

II. Efecto del Proyecto de ley sobre el Presupuesto Fiscal

A juicio de esta Dirección de Presupuestos, el proyecto de ley en cuestión genera los siguientes efectos fiscales:

a. Dispone el traspaso de los funcionarios desde la SBIF a la CMF, sin solución de continuidad. El traspaso del personal señalado, y el de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios respectivos. Del mismo modo, la dotación máxima de personal de dicha Comisión se incrementará en el número de funcionarios traspasados.

En función de lo anterior, por concepto de personal, se estima que solo tiene mayor costo fiscal la aplicación del artículo 30 de la ley N° 21.000, correspondiente a cinco directivos pertenecientes al II nivel jerárquico que se traspasarían del primer organismo al segundo, por un máximo de $92.856 miles. El mayor gasto fiscal efectivo de cada año por este concepto dependerá de los funcionarios señalados que dejen sus cargos.

b. Incrementa el tope máximo de cobertura relacionado con la garantía estatal a los depósitos, lo que tiene un efecto fiscal en el cálculo de los Pasivos Contingentes, según se dispone en la ley N° 20.128, sobre Responsabilidad Fiscal.

En efecto, con la modificación señalada, la exposición fiscal máxima asociada a la garantía estatal, calculada con datos de diciembre 2016, ascendería a 3,14% del PIB, en comparación con la estimación de exposición máxima presentada en el Informe de Pasivos Contingentes del año 2016, de 2,28% del PIB.

c. Incrementa las exigencias de capital y reservas de los bancos que operan en Chile, lo que impacta directamente sobre las necesidades de capitalización del Banco Estado de Chile. Al respecto, se estima que la ley en comento generará la necesidad de realizar aportes extraordinarios de capital por parte del Fisco a dicho Banco por un monto total de hasta US$ 1.620 millones, hasta el año 2024. En cualquier caso, ello depende de las definiciones que tome la autoridad reguladora respecto de nivel de ponderadores de los Activos Ponderados por Riesgo; y de la gradualidad para alcanzar los nuevos niveles de capital, entre otros aspectos. Los efectos directos de esta necesidad de capital serán incluidos en las leyes de presupuestos del Sector Público que corresponda.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al Presupuesto de la Comisión para el Mercado Financiero y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los presupuestos anuales de la Comisión para el Mercado Financiero.

El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, podrá traspasar a la CMF los recursos necesarios de la SBIF, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.”.

Posteriormente, con fecha 17 de noviembre de 2017, la Dirección de Presupuestos emitió el siguiente informe financiero complementario, que acompañó una serie de indicaciones formuladas por el Ejecutivo al proyecto de ley:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley al cual se formulan indicaciones Moderniza la legislación bancaria, adecuando la normativa que indica, con el propósito de perfeccionar el sistema bancario chileno y dotarlo de una institucionalidad moderna.

Las indicaciones en comento, además de incluir mejoras al texto, introducen modificaciones en las materias que a continuación se indican:

a) Requisitos patrimoniales adicionales: el proyecto de ley actualmente en discusión establece un requisito de patrimonio efectivo adicional de hasta 4% de los activos ponderados por riesgo, para casos en que los requisitos generales no sean suficientes para cubrir riesgos específicos. Este requisito adicional será definido con el voto favorable de 4 de los 5 comisionados de la Comisión para el Mercado Financiero (CMF).

La indicación señalada establece la obligación para la CMF, de dictar una norma de carácter general en que se entregarán directrices sobre los criterios que se utilizarán para la determinación, activación y desactivación de los requisitos patrimoniales adicionales;

b) Secreto v Reserva Bancaria: se reformula la redacción propuesta en el proyecto de ley, eliminando la presunción vinculada al Ministerio Público y acota la del Servicio de Impuestos Internos y de la Unidad de Análisis Financiero al ejercicio de sus funciones de fiscalización;

c) Adecuación de capital: para efectos de una adecuada implementación del proyecto de ley, principalmente en lo referente al capital básico adicional señalado en el artículo 66 de la Ley General de Bancos, se reemplaza el un esquema de plazo fijo (plazo máximo de implementación en el año 2024), a uno de seis años y medio desde la publicación de la ley, con el fin de hacer gradual la puesta en marcha de la misma;

d) Remuneraciones miembros de la CMF: se establece una asignación adicional de Alta Dirección del Sector Financiero para los miembros de la CMF, dadas las incompatibilidades y restricciones inherentes al cargo.

II. Impacto Fiscal
Se estima que las modificaciones sugeridas al proyecto de ley que se presentan en estas indicaciones, generan los siguientes efectos fiscales:

1. La asignación de Alta Dirección del Sector Financiero, aumenta la remuneración propuesta para los miembros de la CMF, señalados en el artículo 17 de la Ley N°21.000. De esta forma, el costo fiscal de esta indicación totalizaría un monto anual de $10.695 miles, incrementando lo indicado en el IF N° 63 del 12-06- 2017.

2. Adicionalmente al capital señalado en el IF N° 63, se ha procedido a revisar las estimaciones de impacto fiscal por efecto del mayor ajuste al capital básico requerido al utilizar la tasa de impuestos de 40% (además del 25%, como en el caso de la banca privada), para valorar los impuestos diferidos por diferencias temporales. Al respecto, el monto incremental de aporte de capital por este efecto corresponde a un máximo de US$640 millones, los que se realizarían también gradualmente, y no incrementarán el gasto del gobierno central por tratarse de una transacción de activos financieros.”.

Finalmente, el día 2 de enero de 2018, la Dirección de Presupuestos elaboró un nuevo informe complementario, en relación con una nueva indicación presentada por el Ejecutivo. Su tenor es el que sigue:

“I. Antecedentes

La presente indicación formulada al proyecto de ley que Moderniza la Legislación Bancaria, incorpora un nuevo artículo decimotercero que se refiere al servicio de bienestar de la actual Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

En este sentido, se indica que dicho servicio de bienestar continuará existiendo, pudiendo continuar afiliado a él solo el personal que resultare traspasado desde esa Superintendencia a la Comisión para el Mercado Financiero y el personal jubilado de esa Superintendencia que se encontrare afiliado a él. Se agrega, además, que el señalado personal podrá optar por afiliarse al nuevo servicio de bienestar de la citada Comisión.

II. Efecto de la indicación sobre el Presupuesto Fiscal

La presente indicación no tiene efecto ni en los ingresos ni en los gastos del sector público.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Hacienda propone la aprobación en general del siguiente proyecto de ley: 


PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase el epígrafe del título I por el siguiente:

“Funciones y atribuciones especiales de la Comisión para el Mercado Financiero en el ámbito bancario”.

2. Suprímese la expresión “Párrafo 1. Organización”.

3. Derógase el artículo 1.

4. En el artículo 2:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 2.- Corresponderá a la Comisión para el Mercado Financiero (en adelante, la “Comisión”) la fiscalización del Banco del Estado de Chile y de las demás empresas bancarias, cualquiera sea su naturaleza.”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “La Superintendencia” por la frase “Asimismo, la Comisión”.

c) Modifícase el inciso cuarto en el siguiente sentido:

i. Agrégase a continuación de la expresión “la ley N° 18.840” la siguiente frase: “, ley orgánica constitucional del Banco Central de Chile”.

ii. Elimínase la referencia a los numerales 12, 13, 15, 18, 18 bis, 22, 23, 26 y la expresión “y 26 bis”.

iii. Reemplázase la coma entre los guarismos “19” y “21” por la conjunción “y”.

iv. Agrégase, después de la expresión “de este Título,”, la frase “118 del Título XIV,”.

v. Intercálase, entre la expresión “ley” y los vocablos “que Autoriza”, lo siguiente: “N° 20.950,”.

d) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“Con todo, la Comisión mantendrá las atribuciones conferidas por la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, respecto del conjunto de entidades fiscalizadas.”.

e) Sustitúyese en su inciso final la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

5. Deróganse los artículos 3, 4, 5, 6 y 7.

6. En el artículo 8:

a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “del Superintendente” por “de la Comisión”.

7. En el artículo 9:

a) Sustitúyese la expresión “Superintendente” por “Presidente de la Comisión”.

b) Reemplázase la expresión “Superintendencia” por “Comisión”, las dos ocasiones en que aparece.

8. Deróganse los artículos 10, 12 y 13.

9. Reemplázase en el artículo 11 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

10. Suprímese, a continuación del actual artículo 11, la expresión “Párrafo 2. Fiscalización”.

11. En el artículo 14:

a) Elimínase su inciso primero, pasando el segundo a ser primero, y así sucesivamente.

b) Sustitúyese su actual inciso segundo, que pasa a ser primero, por el siguiente:

“Artículo 14.- La Comisión dará a conocer al público, a lo menos cuatro veces al año, información sobre las colocaciones, inversiones y demás activos de las instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley, así como su clasificación y evaluación conforme a su grado de recuperabilidad, debiendo la información comprender la de todas las entidades referidas. Podrá, también, mediante norma de carácter general, imponer a dichas instituciones la obligación de entregar al público informaciones permanentes u ocasionales sobre las mismas materias.”.

c) Modifícase su actual inciso tercero, que pasó a ser segundo, en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la expresión “instituciones financieras” por “instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley”.

ii. Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”, las tres veces que aparece.

iii. Reemplázase la expresión “los bancos” por “las entidades antes señaladas”.

iv. Sustitúyese la expresión “inciso segundo” por “inciso tercero”.

v. Reemplázase la frase “instituciones financieras sometidas a su fiscalización” por “instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley”.

d) Modifícase el actual inciso cuarto, que pasó a ser tercero, en el siguiente sentido:

i. Elimínase la frase “y sociedades financieras”.

ii. Sustitúyese el vocablo “Superintendencia” por “Comisión”.

e) Modifícase su inciso quinto, que pasó a ser cuarto, en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

ii. Sustitúyese la expresión “de los bancos” por “de las instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley”.

12. Derógase el artículo 15.

13. Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:

“Artículo 16.- Las instituciones fiscalizadas en virtud de esta ley deberán publicar, en un periódico de circulación nacional, sus estados de situación referidos al 31 de marzo, 30 de junio y 30 de septiembre de cada año, o en cualquier otra fecha que lo exija, en casos especiales, la Comisión, en uso de sus facultades generales. La publicación se efectuará a más tardar el último día del mes siguiente a la fecha a que se refiere el estado.

Conjuntamente con la publicación de los estados de situación a que se refiere este artículo, la Comisión podrá ordenar que ellas publiquen los datos que, a su juicio, sean necesarios para la información del público. Las normas que se impartan sobre esta materia deberán ser de aplicación general. 

En las instituciones indicadas en el inciso primero, el Balance General al 31 de diciembre de cada año deberá ser informado por una empresa de auditoría externa. Dicha empresa, hará llegar copia de su informe con todos sus anexos a la Comisión y la institución fiscalizada lo hará publicar junto con el balance.

La Comisión podrá exigir hasta dos veces en cualquier época del año a una institución fiscalizada en virtud de la presente ley, balances generales referidos a determinadas fechas del año calendario, los cuales, si así lo dispone, deberán ser informados por los auditores externos que ésta designe.

Estos balances se confeccionarán con sujeción a las normas generales que señale la Comisión, en especial respecto de las provisiones o castigos que estime pertinentes y producirán plenos efectos para la aplicación de las disposiciones que rigen a las instituciones fiscalizadas en virtud de esta ley.”.

14. En el artículo 16 bis:

a) Sustitúyese la voz “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

b) Reemplázase la frase “conforme al artículo 97 de la Ley” por “de conformidad a lo dispuesto en el artículo 97 de la ley N° 18.045,”.

c) Reemplázase la expresión “normas generales” por “norma de carácter general”.

d) Intercálase, entre la frase “de esta información” y la preposición “que” los siguiente: “, la”.

e) Intercálase, entre la preposición “que” y la palabra “exige”, el vocablo “se”.

f) Suprímese la expresión “la Superintendencia de Valores y Seguros”.

15. En el artículo 17:

a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:

i. Intercálase, entre la palabra “fiscalizada” y la conjunción “o”, la expresión “en virtud de esta ley”.

ii. Sustitúyese la expresión “del Superintendente” por “de la Comisión”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “el Superintendente” por “la Comisión”.

16. Deróganse los artículos 18 y 18 bis.

17. Suprímese, a continuación del actual artículo 18 bis, la expresión “Párrafo 3. Otras Atribuciones”.

18. Reemplázase el artículo 19 por el siguiente: 

“Artículo 19.- Las sociedades, personas o entidades sometidas a la fiscalización de la Comisión, en virtud de la presente ley, que incurrieren en infracciones de las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan o incumplieren las instrucciones u órdenes legalmente impartidas por la Comisión, podrán ser sancionadas conforme a las reglas establecidas en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, sin perjuicio de las sanciones especiales contenidas en este u otros cuerpos legales. Estas resoluciones podrán ser impugnadas de conformidad con lo establecido en el título V de la precitada ley.”.

19. Derógase el artículo 20. 

20. En el artículo 21:

a) Intercálase, entre la palabra “fiscalizada” y la preposición “que”, la frase siguiente: “en virtud de la presente ley,”.

b) Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

c) Reemplázase los vocablos “con sus bienes” por “solidariamente”.

d) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“En todo lo no dispuesto en la presente ley, a las personas indicadas en el inciso anterior les será aplicable lo establecido en el título IV de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas.”. 

21. Derógase el artículo 22.

22. En el artículo 23:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i. Intercálase, entre la palabra “multas” y la preposición “que”, la expresión “y demás sanciones”.

ii. Reemplázase la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

iii. Sustitúyese la voz “tres” por “cuatro”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

c) Modifícase su inciso tercero en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

ii. Intercálase, entre las palabras “multa” y “respectiva”, los vocablos “o sanción”.

d) Elimínase su inciso final.”

23. Deróganse los artículos 24, 25 y 26.

24. Derógase el artículo 26 bis.

25. En el artículo 27:

a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

“Para la creación de un nuevo banco, los accionistas fundadores deberán presentar un prospecto a la Comisión. Este documento deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los primeros tres años de funcionamiento.”. 

b) Reemplázase en su inciso tercero la palabra “aquél” por la frase “otorgamiento del certificado provisional”.

c) Modifícase el inciso cuarto en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendente” por la expresión “Presidente de la Comisión”.

ii. Sustitúyese la frase “institución fiscalizada por la Superintendencia” por “empresa bancaria fiscalizada por la Comisión”.

d) Modifícase su inciso quinto en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la frase “instituciones fiscalizadas por la Superintendencia” por “empresas bancarias fiscalizadas por la Comisión”.

ii. Sustitúyese la expresión “empresa bancaria” por la palabra “institución”.

26. En el artículo 28:

a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:

i. Intercálase en su encabezado, entre las palabras “fundadores” y “de”, la expresión “o controladores”. 

ii. Modifícase la letra a) en el siguiente sentido:

- Intercálase en su párrafo segundo, entre las palabras “accionistas” y “controladores”, la frase “que sean considerados”. 

- Sustitúyese su párrafo tercero por el siguiente:

“Si no se diere cumplimiento a la exigencia señalada en el párrafo anterior por un plazo superior a aquel que la Comisión determine para su regularización, se presumirá, para los efectos del artículo 117, la ocurrencia de hechos graves que hagan temer por la estabilidad económica del banco.”.

- Agrégase el siguiente párrafo cuarto:

“La Comisión, mediante norma de carácter general, podrá regular la forma en que se acreditará la solvencia de quien sea controlador de un banco en los términos establecidos en los párrafos precedentes, y los casos en que bastará que dicho requisito lo cumpla alguna de las entidades a través de las cuales se ejerce este control.”.

iii. Intercálase en su letra b), entre la conjunción “o” y el artículo “la”, la frase “controlar, ni”.

iv. Intercálase en el numeral i de la letra d), entre las palabras “de” y “liquidación”, los vocablos “reorganización o de”.

v. Modifícase el numeral ii de su letra d) en el siguiente sentido:

- Intercálase, entre la palabra “autorización” y la expresión “, haya” la siguiente frase: “o desde la fecha en que hubiere adquirido el control, según corresponda”.

- Elimínase la frase “, respecto de la cual el Fisco o el Banco Central de Chile hayan incurrido en considerables pérdidas”.

vi. Reemplázase el numeral iii de su letra d) por el siguiente: 

“iii) Que en los últimos cinco años contados desde la fecha de la solicitud de la autorización o desde la fecha en que hubiere adquirido el control, según corresponda, registre protestos de documentos no aclarados en un número o relevancia que, a juicio de la Comisión, comprometan su idoneidad;”. 

vii. Modifícase el numeral iv de su letra d), en el siguiente sentido:

- Agrégase al principio de su numeral 2 la frase “cometidos en ejercicio de la función pública,”.

- Reemplázase su numeral 3 por el siguiente:

“(3) los contemplados en la ley N° 18.045, de Mercado de Valores; ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece un Nuevo Sistema de Pensiones; ley N° 18.092, que dicta Nuevas Normas Sobre Letra de Cambio y Pagaré; ley N° 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile; decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques; ley N° 4.287, de Prenda Bancaria sobre Valores Mobiliarios; ley N° 5.687, que aprueba el Estatuto Orgánico del Instituto de Crédito Industrial; ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo; ley N° 18.690, sobre Almacenes Generales de Depósito; ley N° 4.097, sobre Contrato de Prenda Agraria; ley N° 18.112, que dicta normas sobre Prenda sin Desplazamiento; decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, sobre Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio, las leyes sobre Prenda, y en esta ley;”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente:

“En caso de que el controlador de una empresa bancaria incurra de manera sobreviniente en cualquiera de las situaciones previstas en los numerales iv, v y vi de la letra d) del inciso anterior, deberá enajenar las acciones que le otorguen el control dentro del plazo de dos años, prorrogables por uno adicional, contado desde la fecha en que la sentencia respectiva quedare ejecutoriada.”. 

c) Sustitúyese en su inciso tercero, que pasa a ser cuarto, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

d) Reemplázase en su inciso final la palabra “tendrán” por “tengan”.

27. En el artículo 29:

a) Reemplázase en su inciso primero el vocablo “se” por la palabra “ser”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la palabra “Superintendencia” por “Comisión”. 

c) Sustitúyese en su inciso tercero el vocablo “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

d) Sustitúyese su inciso cuarto por el siguiente: 

“En caso de incumplimiento de las normas previstas en este artículo, se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y final del artículo 36 de esta ley.”.

e) Reemplázase en su inciso final la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

28. En el artículo 30:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Sustitúyese la voz “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

ii. Reemplázase la expresión “en la ley N° 19.880” por “en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.

b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la palabra “Superintendencia” por “Comisión”

ii. Elimínase el artículo “el” que precede a la palabra “todo”.

iii. Intercálase, entre la expresión “de su fundamentación” y el punto y seguido, la siguiente frase: “, cuando así sea acordado por el voto favorable de, al menos, cuatro Comisionados”.

iv. Reemplázase la conjunción “o”, que antecede a la expresión “al”, por “y”.

v. Sustitúyese la palabra “cuando” por “según”.

29. Modifícase el artículo 31 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “el Superintendente” por “la Comisión”.

b) Reemplázase en sus incisos segundo a quinto la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, cada vez que aparece. 

30. En el artículo 32:

a) Reemplázase en su inciso primero la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”. 

c) Sustitúyese en su inciso cuarto la oración ”Dictada la resolución que apruebe el establecimiento de la sucursal, ésta y un extracto de los estatutos certificado por la Superintendencia se inscribirán y publicarán en la forma y dentro del plazo a que se refiere el artículo anterior” por la siguiente: “Dictada la resolución que apruebe el establecimiento de la sucursal en los términos del artículo anterior, ésta se inscribirá y publicará, acompañada de un extracto de los estatutos de la empresa, el que deberá ser certificado por la Comisión.”.

d) Reemplázase en su inciso final la palabra “Superintendencia” por “Comisión”. 

31. En el artículo 33:

a) Sustitúyese la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”.

b) Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”

c) Sustitúyese la frase “o si su subsistencia fuere inconveniente” por “o incumpliere de forma grave o reiterada otras normas o las instrucciones impartidas por la Comisión, o si se detectare un riesgo grave para la fe pública o la estabilidad del mercado financiero”.

32. Reemplázase en el artículo 35 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

33. Sustitúyese el artículo 35 bis por el siguiente:

“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las normas establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, sólo se procederá a la fusión de bancos, a la adquisición de la totalidad del activo y pasivo de un banco por otro o de una parte sustancial de ellos, según la definición del artículo 138; o a la toma de control de dos o más bancos por una misma persona o grupo controlador, o bien a aumentar sustancialmente el control ya existente, en términos que el banco adquirente o el grupo de bancos resultante alcancen importancia sistémica, en los términos dispuestos en el artículo 66 quáter, si los interesados cuentan con la autorización de la Comisión. En dicha resolución, la Comisión podrá imponer una o más de las exigencias a que se refiere el artículo 66 quáter. 

La Comisión podrá denegar la autorización de que trata este artículo, mediante resolución fundada, previo acuerdo en el mismo sentido del Consejo del Banco Central de Chile aprobado por la mayoría de sus miembros en ejercicio.

El acuerdo referido en el inciso anterior deberá ser comunicado dentro del plazo de diez días hábiles bancarios desde que se solicite, plazo que se entenderá prorrogado en el caso que contempla el artículo 19, inciso tercero, de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile.

La Comisión deberá pronunciarse en un plazo máximo de sesenta días sobre la solicitud de autorización a que se refiere este artículo.

Las resoluciones denegatorias que dicte la Comisión podrán reclamarse en los términos establecidos en el artículo 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.

34. En el artículo 36:

a) Sustitúyese en su inciso primero el vocablo “Superintendencia” por “Comisión.

b) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

ii. Reemplázase la expresión “normas generales” por “norma de carácter general”.

c) Sustitúyese en su inciso cuarto la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

d) Modifícase su inciso quinto en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la voz “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

ii. Reemplázase la palabra “hayan” por “hubieren”.

iii. Reemplázase la frase “las circunstancias referidas precedentemente” por la expresión “la autorización”.

iv. Sustitúyese la expresión “en la ley N° 19.880” por “en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado”.

e) Reemplázase en su inciso final la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

35. En el artículo 37:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “del Superintendente” por “de la Comisión”.

b) Reemplázase en su inciso segundo el vocablo “Superintendencia” por “Comisión”.

c) Modifícase su inciso tercero en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la expresión “59 y siguientes” por el guarismo “60”.

ii. Reemplázase la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

d) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:

“La Comisión determinará, mediante norma de carácter general, los requisitos y condiciones que deberán cumplir las empresas bancarias para el cierre de oficinas. Asimismo, el banco que decida cerrar alguna de sus sucursales deberá dar aviso a la Comisión, la que verificará el cumplimiento de los requisitos y condiciones preestablecidos.”

36. En el artículo 38:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 38.- Corresponderá a la Comisión fijar, mediante norma de carácter general, el horario mínimo para la atención del público en el Banco del Estado de Chile y en el resto de los bancos, el que deberá ser uniforme para todas las oficinas de una misma localidad.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “al Superintendente” por “a la Comisión”.

c) Elimínase en su inciso tercero la frase “sin las limitaciones y formalidades indicadas, pero en las condiciones que señale,”.

d) Modifícase su inciso final en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la frase “del Superintendente en la forma indicada en el” por “de la Comisión otorgada en virtud del”.

ii. Elimínase la expresión “y sociedades financieras”.

37. En el artículo 39:

a) Elimínase en su inciso primero la palabra “otra”, la primera vez que aparece.

b) Modifícase su inciso tercero en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la expresión “u oficina plancha o” por la frase “, oficina, sitio web, plataforma o medio tecnológico, cualquier tipo de”. 

ii. Elimínase las frases “de un banco,”.

iii. Elimínase la frase “o de una sociedad financiera”.

iv. Intercálase, entre la palabra “papel” y la preposición “que”, los vocablos “o documento”.

c) Modifícase su inciso cuarto en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la expresión “tenga un local u oficina” por la frase “haga uso de un local u oficina o utilice algún sitio web, plataforma o medio tecnológico”.

ii. Reemplázase la palabra “llevar” por “entregar”.

d) Reemplázase en su inciso quinto la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

e) Sustitúyese su inciso séptimo por el siguiente: 

“En caso de que, a juicio de la Comisión, se presuma que existe una infracción a lo dispuesto en este artículo, ésta podrá ejercer respecto de los presuntos infractores las mismas facultades de inspección que esta y otras leyes le confieren respecto de las instituciones fiscalizadas.”.

f) Reemplázase en su inciso final la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión o al Ministerio Público, según corresponda”.

38. En su artículo 43:

a) Reemplázase la palabra “ejercitarán” por “ejercerán”.

b) Sustitúyese la expresión “el Superintendente” por “la Comisión”.

39. En el artículo 44:

a) Intercálase en su inciso primero, entre la palabra “empresa” y la conjunción “y”, los vocablos “bancaria correspondiente”.

b) Sustitúyese en su inciso primero la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

40. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 46 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

41. Sustitúyese en el inciso final del artículo 47 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

42. En el inciso primero del artículo 48:

a) Sustitúyese la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”.

b) Elimínase la preposición “a” que antecede a las palabras “la legitimidad”. 

43. En el artículo 49:

a) Sustitúyese en el párrafo segundo de su numeral 1 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Reemplázase en su numeral 2 la oración “Podrán, sin embargo, emitir distintas series de acciones.” y el punto y seguido que la antecede, por lo siguiente: “, salvo conforme a lo dispuesto en el artículo 55 bis en relación con el artículo 66 letra b). Podrán, en todo caso, emitir distintas series de acciones.”.

c) Elimínanse sus numerales 4 al 9, pasando su actual numeral 10 a ser 4, y así sucesivamente.

d) Modifícase el actual numeral 11, que pasa a ser 5, en el siguiente sentido:

i. Elimínase en su encabezado la expresión “o sociedad financiera”, las dos veces que aparece.

ii. Sustitúyese en su literal a) la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

iii. Sustitúyese en su literal c) la expresión “institución financiera” por “empresa bancaria”, las dos veces que aparece.

iv. Reemplázase su literal d) por el siguiente:

“d) El capital básico y el patrimonio efectivo de la institución fusionada no podrá ser inferior al que le corresponda para ser calificado en nivel A de solvencia de acuerdo al artículo 61.”.

e) Sustitúyese en sus literales e), f) y g) el vocablo “Superintendencia” por “Comisión”.

f) Intercálase en su actual numeral 12, que pasa a ser 6, entre la palabra “Ley” y la preposición “sobre”, la expresión “N° 18.046,”.

44. Intercálase, a continuación del artículo 49, el siguiente artículo 49 bis:

“Artículo 49 bis.- Los directorios de los bancos estarán compuestos por un mínimo de cinco y un máximo de once directores titulares y, en todo caso, por un número impar de ellos. Podrán, además, tener hasta dos directores suplentes. Los directores durarán tres años en sus funciones y podrán ser reelegidos.

Para rebajar el número de directores contemplado en el estatuto, el banco deberá obtener previamente autorización de la Comisión, la que para dar su aprobación deberá tomar en cuenta la composición accionaria de la empresa y la protección de los derechos de los accionistas minoritarios.

Es incompatible el cargo de director de un banco con el de parlamentario, de director o empleado de cualquiera institución financiera y con los cargos designados por el Presidente de la República. También es incompatible el cargo de director de un banco con el de empleado o funcionario de cualquiera de las entidades a que se refiere el número 4 del artículo anterior. Estas incompatibilidades no alcanzarán a las actividades docentes. 

Tampoco podrá una persona desempeñar, a la vez, el cargo de director y de empleado del mismo banco. Esta disposición no obsta para que un director desempeñe, en forma transitoria y por no más de noventa días, el cargo de gerente.

El miembro del directorio que, sin permiso de éste, dejare de concurrir a sesiones durante un lapso de tres meses, cesará en su cargo por esa sola circunstancia. 

Además de las inhabilidades establecidas en los artículos 35 y 36 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, no podrá ser director de un banco la persona que:

a) Hubiere sido condenada por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos de prevaricación, cohecho y, en general, aquellos cometidos en ejercicio de la función pública, delitos tributarios, delitos contemplados en la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, delitos contemplados en los artículos 59 y 64 de la ley N° 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile, delitos contra la fe pública y, en general, por cualquier otro delito contemplado en las normas que regulan los mercados sujetos a la fiscalización de la Comisión.

b) Haya sido sancionada, dentro de los últimos cinco años, por infracción a las normas que regulan los mercados sujetos a la fiscalización de la Comisión y que, a su vez, se encuentren tipificadas como delitos.

c) Hubiere incurrido en conductas graves que puedan poner en riesgo la estabilidad de la entidad en la que se desempeña como director o la seguridad de sus depositantes. 

d) Se hubiere declarado insolvente y no se encontrare rehabilitado. 

No podrán establecerse requisitos especiales para ser elegido director, derivados de la nacionalidad o profesión.”.

45. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 50 la expresión “el Superintendente” por “la Comisión”.

46. Reemplázase el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- Al tiempo de otorgarse la escritura social de un banco o de autorizarse el funcionamiento de una sucursal de un banco extranjero, el capital mínimo, señalado en el artículo 50 deberá estar pagado en el 50%. No existirá plazo para enterar el saldo. Sin embargo, mientras el banco no alcance dicho capital mínimo, deberá mantener un capital básico adicional del 2% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, sobre la suma del requerimiento mínimo general de 4,5% al que se refiere el artículo 66, más los requerimientos señalados en los artículos 66 bis, 66 ter, 66 quáter y 66 quinquies, según corresponda, cargo que se reducirá al 1% cuando tenga un capital pagado y reservas de 600.000 unidades de fomento.”.

47. Reemplázase en el artículo 52 la expresión “Superintendencia en el plazo de 30 días. La Superintendencia podrá prorrogar este plazo, por una sola vez, hasta por 30 días.” por lo siguiente: “Comisión en el plazo de treinta días, prorrogable, por una sola vez, hasta por treinta días adicionales.”.

48. Sustitúyese en el artículo 53 la expresión “del Superintendente” por “de la Comisión”.

49. Sustitúyese el artículo 55 por el siguiente:

“Artículo 55.- Los bancos podrán emitir bonos subordinados que, en caso de liquidación de acuerdo al título XV de esta ley, se pagarán después de que sean cubiertos los créditos de los valistas, o serán capitalizados.

Los bonos subordinados serán emitidos a un plazo promedio no inferior a cinco años y no admitirán prepago. Estos bonos no podrán ser adquiridos por las empresas señaladas en el artículo 2 de la presente ley, ni por sus sociedades filiales o coligadas, ni por las Cooperativas de Ahorro y Crédito.

La Comisión establecerá, mediante norma de carácter general, los demás requisitos y condiciones aplicables a la emisión de estos instrumentos.”.

50. Intercálase, a continuación del artículo 55, el siguiente artículo 55 bis:

“Artículo 55 bis.- Las empresas bancarias, previa autorización de la Comisión, podrán emitir acciones preferentes o bonos sin plazo fijo de vencimiento, que podrán calificar como parte del patrimonio efectivo del banco emisor conforme a lo previsto en el artículo 66 letra b). 

La Comisión establecerá, mediante norma de carácter general, y previo acuerdo favorable del Banco Central de Chile, los requisitos y condiciones que deberán reunir estos instrumentos, los que estarán sujetos, al menos, a las normas siguientes:

1. Las acciones preferentes otorgarán a sus titulares preferencias de orden patrimonial que deberán estar establecidas en las condiciones de emisión respectivas, así como previstas en los estatutos sociales. Estas preferencias podrán consistir en una prioridad en el pago de dividendos o, inclusive, el derecho a una proporción determinada o determinable de las utilidades líquidas distribuibles, respecto de los titulares de acciones ordinarias. Asimismo, las acciones que gocen de estas preferencias podrán ser emitidas sin derecho a voto o con derecho a voto limitado. Las acciones preferentes sin derecho a voto, o las con derecho a voto limitado en las materias en que carezcan de éste, no se computarán para el cálculo de los quorum de sesión o de votación en las juntas de accionistas. En todo caso, las preferencias que otorguen estas acciones no requerirán estar sujetas a un plazo de vigencia determinado, ni tampoco será aplicable a su respecto lo previsto en el artículo 21, inciso tercero, de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas.

2. Los bonos serán emitidos sin un plazo fijo de vencimiento para la amortización del capital adeudado. El capital de estos títulos sólo podrá ser amortizado como consecuencia del pago anticipado o rescate voluntario de tales instrumentos por parte del banco emisor, sujeto a las reglas indicadas en el numeral siguiente. En todo caso, estos bonos se considerarán para todos los efectos legales como instrumentos de deuda de oferta pública.

3. Tanto las acciones preferentes como los bonos sin plazo fijo de vencimiento se convertirán en acciones ordinarias del banco emisor mediante su canje o capitalización, según corresponda, ante la ocurrencia de las contingencias objetivas contempladas al efecto en las condiciones de emisión respectivas, las que deberán ser aprobadas por la Comisión. Lo mismo ocurrirá si el banco se encontrare en alguna de las situaciones de insolvencia descritas en el artículo 130.

Alternativamente, las condiciones de emisión de los bonos sin plazo fijo de vencimiento podrán establecer que, en caso de verificarse las contingencias objetivas contempladas en ellas, en lugar de la conversión en acciones ordinarias, el capital e intereses de tales bonos caducarán por el solo ministerio de la ley, sin otorgar derechos a exigir su pago; o bien se depreciarán hasta una suma equivalente al monto nominal de diez pesos por cada instrumento. En este último caso, el bono depreciado otorgará a su tenedor un derecho condicional, sujeto a que el banco emisor recupere los niveles de solvencia que permitan su continuación en los términos que hubiere determinado la Comisión en la norma de carácter general a que se refiere el encabezado del presente inciso. En caso de verificarse dicha condición, se podrá exigir el canje de este instrumento por un nuevo bono, el que se valorizará en la forma que se hubiere preestablecido en las condiciones de emisión del instrumento original.

Con todo, los bonos sin plazo fijo de vencimiento de una misma serie estarán sujetos exclusivamente al efecto de la capitalización, la caducidad o de la depreciación, según lo especificado en las condiciones de la emisión respectiva.

El canje de las acciones preferentes tendrá lugar en forma previa o simultánea a la capitalización, caducidad o depreciación de los bonos sin plazo de vencimiento.

4. Las acciones preferentes sólo podrán ser adquiridas voluntariamente por el banco emisor, una vez transcurrido un plazo no inferior a cinco años contado desde su colocación, previa autorización de la Comisión. Sujeto al mismo plazo y condición, procederá también el pago anticipado o rescate voluntario de los bonos sin plazo fijo de vencimiento. En ningún caso, la empresa bancaria podrá proceder a la adquisición, pago anticipado o rescate voluntario indicados, según corresponda, si como resultado de ello dejare de cumplir la proporción mínima de patrimonio efectivo establecida en el inciso primero del artículo 66. En las condiciones de emisión de las acciones o bonos respectivos, no podrán incluirse elementos que anticipen o hagan previsible que la empresa bancaria procederá a la adquisición, pago anticipado o rescate voluntario de los mismos, según corresponda.

5. Sujeto a la previa aprobación de la Comisión, las condiciones de emisión respectivas podrán contemplar las situaciones en que el banco emisor de las acciones preferentes, o de los bonos sin plazo fijo de vencimiento, podrá, excepcionalmente, eximirse de efectuar uno o más de los pagos periódicos de dividendos o intereses, según corresponda, sin que éstos se acumulen a los dividendos o intereses que se devenguen en los períodos siguientes, ni que como consecuencia de ello se configure un evento de incumplimiento. 

6. En virtud del simple canje de las acciones preferentes, o la mera capitalización, depreciación o caducidad de los bonos referidos, o por efecto del no pago de dividendos o intereses respectivos, según corresponda, no podrá exigirse en forma anticipada el cumplimiento de otras obligaciones que el emisor hubiere contraído, ni resolverse o terminarse anticipadamente el acto o contrato respectivo que hubiere originado las mismas. 

7. Los instrumentos regulados en este artículo en ningún caso podrán ser adquiridos por las empresas señaladas en el artículo 2 de la presente ley, por sus sociedades filiales o coligadas o por Cooperativas de Ahorro y Crédito. Asimismo, quedarán sujetos a la prohibición prevista en el artículo 84 N° 3, en relación con el financiamiento de su adquisición. Lo anterior, es sin perjuicio de lo expresado en relación con la adquisición de acciones preferentes de propia emisión.

En lo que no se oponga a lo previsto en este artículo o la normativa antedicha y a las demás disposiciones de esta ley, regirá para los bonos lo establecido en el título XVI de la ley N°18.045, de Mercado de Valores. Para las acciones preferentes regirá lo dispuesto en la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas y su Reglamento.”. 

51. Reemplázase el artículo 56 por el siguiente:

“Artículo 56.- La junta ordinaria de accionistas, a propuesta del directorio del banco, podrá acordar al término de cada ejercicio el reparto de un dividendo que deberá tomarse de las ganancias líquidas, del fondo destinado al efecto o de otras fuentes que las leyes autoricen.

Si se produjere una disminución del capital, y éste se encontrare por debajo del capital mínimo exigido en los artículos 50 y 51, según corresponda, no podrá repartirse dividendo mientras no se haya reparado el déficit.

Tampoco podrá repartirse dividendo con cargo a utilidades del ejercicio o a fondos de reserva, si por efecto de ese reparto el banco infringe alguna de las proporciones que fija el artículo 66, o cuando se haya suspendido el pago del cupón o intereses de los bonos sin plazo de vencimiento a los que se refiere el artículo precedente.

En caso de déficit en el capital básico adicional a que se refieren los artículos 66 bis y 66 ter, quedará limitada la distribución de dividendos o excedentes en hasta la respectiva proporción que a continuación se indica, mientras no se haya restituido dicho capital:

a) Si el déficit fuere menor o igual al 25% del nivel requerido, el banco podrá repartir como máximo el 60% de las utilidades del ejercicio. 

b) Si el déficit fuere mayor al 25% e inferior o igual al 50% del nivel requerido, el banco podrá repartir como máximo el 40% de las utilidades del ejercicio.

c) Si el déficit fuere mayor al 50% e inferior o igual al 75% del nivel requerido, el banco podrá repartir como máximo el 20% de las utilidades del ejercicio.

d) Si el déficit fuere mayor al 75% del nivel requerido, el banco no podrá repartir utilidades del ejercicio.

En cualquiera de las situaciones previstas en este artículo, quedará prohibida la adquisición de acciones del banco por parte de sus accionistas controladores, a menos que cuenten con la autorización previa de la Comisión.”.

52. En el artículo 59:

a) Reemplázase en su inciso primero la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, y elimínase la expresión “e instituciones financieras”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

53. Reemplázase el artículo 61 por el siguiente:

“Artículo 61.- Para los efectos de lo señalado en los artículos anteriores, los bancos se clasificarán según su solvencia en los siguientes niveles:

Nivel A: Instituciones que cumplen con las exigencias de capital básico y patrimonio efectivo a que se refiere el artículo 66, y que además satisfacen los requerimientos de capital adicional a que se refieren los artículos 66 bis y 66 ter.

Nivel B: Instituciones que cumplen con las exigencias de capital básico y patrimonio efectivo a que se refiere el artículo 66, pero no con los requerimientos de capital adicional establecidos en los artículos 66 bis o 66 ter.

Nivel C: Instituciones que no cumplen con las exigencias de capital básico ni con el patrimonio efectivo a que se refiere el artículo 66.”. 

54. En el artículo 62:

a) Reemplázase en los párrafos correspondientes al Nivel A, B y C de su inciso primero, la frase “Incluye a las instituciones” por la palabra “Instituciones”.

b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

“La Comisión, mediante norma de carácter general, establecerá las condiciones y modalidades necesarias para la implementación de esta clasificación. Tales normas deberán tratar en igual forma a los bancos que se encuentren en situaciones de características y naturaleza equivalentes.”.

55. Sustitúyese el artículo 64 por el siguiente:

“Artículo 64.- Las empresas bancarias y cooperativas de ahorro y crédito que no mantengan el encaje a que estén obligadas serán sancionadas con una multa igual al doble del interés corriente para operaciones no reajustables en moneda nacional de menos de noventa días o para operaciones en moneda extranjera, según corresponda, vigente para el mes en que se cometa la infracción, ajustada proporcionalmente a la duración del período de encaje. La multa se calculará sobre el término medio a que hubiere ascendido el déficit durante el período en que éste se produzca.

Si la falta de encaje se originare por causa de cierre bancario y no se prolongare por más de quince días contados desde la fecha de cesación del cierre, la Comisión podrá rebajar o condonar la multa.

Lo anterior se entenderá sin perjuicio de las demás medidas que pueda adoptar la Comisión de conformidad a la ley.”. 

56. En el artículo 65:

a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “los párrafos 2° y 3°” por “el párrafo primero”.

b) Agrégase en el literal b) de su inciso segundo, a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración final: “Asimismo, se reputarán siempre a plazo las obligaciones contraídas bajo dicha modalidad, cuyo pago se haga exigible anticipadamente en virtud de la caducidad del plazo atribuible a cualquier circunstancia o incumplimiento legal, normativo o contractual en que incurra el banco.”. 

c) Sustitúyense sus incisos quinto y sexto por los siguientes:

“Si un banco incumpliere con cualquiera de las obligaciones contempladas en este artículo, el gerente deberá informar de este hecho a la Comisión de forma inmediata, así como las medidas que tomará para ajustarse a ellas. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, en caso de incumplimiento de cualquiera de las obligaciones descritas en el presente artículo, el banco será sancionado con una multa que se calculará aplicando a cada déficit diario la tasa de interés máximo convencional para operaciones no reajustables, mientras éste se mantenga. La Comisión podrá no aplicar la multa si se tratare de un déficit que no se haya extendido por más de tres días hábiles y siempre que la institución no hubiere incurrido en otro déficit en el mismo mes calendario.

Si el déficit subsistiere por más de cinco días, la empresa bancaria deberá presentar un plan de regularización de acuerdo con lo establecido en el título XIV.”.

57. Sustitúyese en el epígrafe del título VII la expresión “Instituciones Financieras” por “Empresas Bancarias”.

58. Sustitúyese el artículo 66 por el siguiente:

“Artículo 66.- El patrimonio efectivo de un banco no podrá ser inferior al 8% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, o al mínimo que le sea exigible de acuerdo con los artículos 51, 66 quáter y 66 quinquies. El capital básico no podrá ser inferior al 4,5% de sus activos ponderados por riesgo, ni al 3% de los activos totales, ambos netos de provisiones exigidas.”.

Se entiende por patrimonio efectivo de un banco la suma de los factores que se indican a continuación, con sus respectivas limitaciones:

a) Su capital pagado y reservas o capital básico. Para efectos de esta ley, se entiende por capital pagado el conformado por las acciones ordinarias que se encuentren suscritas y pagadas.

b) Los bonos sin plazo de vencimiento y acciones preferentes a los que se refiere el artículo 55 bis, que el banco haya colocado, valorados al precio de colocación, hasta la concurrencia de un tercio de su capital básico. 

La suma del capital básico, los bonos sin plazo de vencimiento y las acciones preferentes no podrá ser inferior al 6% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas.

c) Los bonos subordinados que haya colocado, valorados al precio de colocación y hasta concurrencia del 50% de su capital básico. El valor computable de estos bonos disminuirá en el 20% por cada año que transcurra desde que falten seis años para su vencimiento.

d) Las provisiones voluntarias que haya constituido, hasta concurrencia del 1,25% de sus activos ponderados por riesgo de crédito, netos de provisiones exigidas, tratándose de la aplicación de las metodologías estandarizadas a que se refiere el artículo 67, o del 0,625% en caso de aplicarse una metodología propia conforme a esa misma disposición. Son provisiones voluntarias las que excedan de aquellas que los bancos deban mantener por disposición de la ley o por norma de la Comisión.

Cuando un banco efectúe aportes a sociedades filiales o de apoyo al giro o asigne capital a una sucursal en el exterior, su patrimonio efectivo se calculará aplicando las normas generales de consolidación que establezca la Comisión.

La Comisión, para efecto de la determinación del patrimonio efectivo, podrá fijar, mediante norma de carácter general, ajustes o exclusiones de partidas de activos o pasivos, incluyendo mitigadores de riesgos, que incidan en su valor.”.

59. Intercálanse, a continuación del artículo 66, los siguientes artículos 66 bis, 66 ter, 66 quáter y 66 quinquies:

“Artículo 66 bis.- Los bancos deberán mantener un capital básico adicional equivalente al 2,5% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, por sobre el patrimonio efectivo mínimo que le sea exigible de acuerdo con lo establecido en el artículo 66.

En caso de incumplir lo anterior, el banco deberá sujetarse a lo dispuesto en el inciso final del artículo 56, en tanto no se subsane dicho déficit, sin perjuicio de las demás facultades que, al respecto, pueda ejercer la Comisión.

Artículo 66 ter.- El Banco Central de Chile, en consideración a la fase del ciclo económico, podrá determinar la activación de una exigencia de capital básico adicional de carácter contra-cíclico, aplicable de manera general a todas las empresas bancarias constituidas o autorizadas para operar en el país. Para estos efectos, citará especialmente al Ministro de Hacienda a la sesión respectiva, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19 de la ley N° 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile. 

Adoptado el acuerdo por el Consejo, el Banco Central de Chile, previo informe favorable de la Comisión, fijará la exigencia de capital básico adicional entre el 0% y el 2,5% de los activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, así como el plazo que tendrán los bancos para cumplir dicha exigencia, el que no podrá ser inferior a seis meses contados desde su imposición. Asimismo, la Comisión establecerá, mediante norma de carácter general, las demás condiciones necesarias para la implementación y supervisión de la exigencia descrita en el presente artículo.

En caso de no enterarse el capital básico adicional a que se refiere este artículo en el plazo establecido por el Banco Central, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 56, hasta que dicho capital sea constituido en su totalidad.

Asimismo, el Consejo del Banco Central de Chile determinará la desactivación de la exigencia adicional descrita en el presente artículo y el plazo en que ésta deberá materializarse, siguiendo el procedimiento descrito en los incisos precedentes. El acuerdo deberá ser comunicado a la Comisión para que establezca, mediante resolución fundada, las demás condiciones en que se materializará la desactivación.

Artículo 66 quáter.- La Comisión determinará, mediante norma de carácter general, y previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, los factores y metodología que permitan establecer si un banco o grupo de bancos puede ser calificado de importancia sistémica. Entre dichos factores podrá incluirse el tamaño, la participación de mercado, la interconexión con otras entidades financieras, el grado de sustitución en la prestación de servicios financieros o cualquier otro criterio objetivo que se considere relevante para dicho fin. 

Mediante resolución fundada, y previo acuerdo favorable del Banco Central de Chile, el Consejo de la Comisión calificará la calidad de sistémico de un banco. Por el mismo acto, o posteriormente y sujeto al mismo procedimiento, podrá imponerle una o más de las siguientes exigencias, en tanto mantenga dicha condición:

a) Adición entre 1,0 a 3,5 puntos porcentuales al capital básico sobre activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, por sobre el requerimiento mínimo general de 8% al que se refiere el artículo 66.

b) Adición de hasta 2,0 puntos porcentuales al capital básico sobre activos totales, netos de provisiones exigidas, por sobre el requerimiento mínimo general de 3% al que se refiere el artículo 66.

c) Que la reserva técnica que establece el artículo 65 sea aplicable desde que los depósitos y demás sumas a que se refiere esa norma excedan de una vez y media su patrimonio efectivo.

d) Que el margen de préstamos interbancarios establecido en el artículo 84 N° 1, párrafo penúltimo, se rebaje al 20% del patrimonio efectivo.

Sujeto al mismo procedimiento de calificación previsto en este artículo, el Consejo de la Comisión determinará si un banco deja de ser considerado de importancia sistémica, caso en el cual quedará eximido de las exigencias que se le hubieren impuesto en virtud de dicha calificación.”.

Artículo 66 quinquies.- La Comisión podrá imponer requerimientos patrimoniales adicionales a los establecidos en los artículos anteriores, mediante resolución fundada y con el voto favorable de al menos cuatro Comisionados, a aquellos bancos que, como resultado del proceso de supervisión, presenten, a juicio de la Comisión, riesgos no suficientemente cubiertos con las exigencias previstas en dichos preceptos. Tales requerimientos podrán ser satisfechos mediante capital básico, adicional al ya constituido en cumplimiento de lo dispuesto en la presente ley, o bien, con los instrumentos a que se refieren las letras b), c) y d) del artículo 66, según lo autorice la Comisión. En todo caso, el requerimiento patrimonial que se imponga a un banco no podrá exceder el 4% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, la Comisión establecerá, mediante norma de carácter general, los criterios y directrices generales que se tendrán en consideración para la determinación de los cargos de capital adicional descritos precedentemente.”.

60. Reemplázanse los artículos 67 y 68 por los siguientes:

“Artículo 67.- Para efectos de determinar la ponderación por riesgo de los activos, la Comisión establecerá metodologías estandarizadas para cubrir los riesgos relevantes de la empresa bancaria, entre ellos, el riesgo de crédito, de mercado y operacional. Dichas metodologías se establecerán mediante norma de carácter general, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Comisión podrá autorizar a los bancos a utilizar metodologías propias para determinar los activos ponderados por riesgo señalados en este artículo. Para estos efectos, se establecerá, mediante norma de carácter general y previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, los límites, requisitos y demás condiciones para la utilización e implementación de dichas metodologías, cumpliendo con los requisitos establecidos en el inciso anterior. En dicha norma, la Comisión podrá autorizar que las metodologías propias antes referidas contemplen un tratamiento diferenciado en materia de provisiones, respecto del modelo estándar al que se hace referencia en el inciso anterior. 

Asimismo, la Comisión podrá, en cualquier momento, representar fundadamente al banco que sus metodologías, o sus eventuales modificaciones, no se ajustan a la normativa vigente, en cuyo caso el banco deberá corregirlas dentro del plazo que ésta le indique. En caso de que el banco no realice la corrección ordenada, la Comisión podrá, sin más trámite, dejar sin efecto la metodología implementada, o sólo aquella parte que hubiere sido objetada, según sea el caso.

Artículo 68.- El banco que no se encuentre ajustado a algunas de las proporciones que señala el artículo 66 deberá encuadrarse en ellas dentro de un plazo de sesenta días contado desde que se produzca la infracción respectiva y podrá ser sancionado de conformidad con lo establecido en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.

Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión ordenará sin más trámite el cumplimiento de la obligación de encuadre señalada en el inciso precedente, adoptando las medidas que estime pertinentes de conformidad a la ley.”.

61. En el artículo 69:

a) Reemplázase su numeral 2 por el siguiente:

“2) Emitir bonos o debentures sin garantía especial. Asimismo, y con sujeción a las normas de carácter general que dicte la Comisión, los bancos podrán emitir bonos sin garantía especial, con el objeto de destinar los fondos recibidos al otorgamiento de mutuos amparados por garantía hipotecaria, ya sea para fines generales, o para el financiamiento o refinanciamiento de la adquisición, construcción, reparación o ampliación de viviendas. Esta circunstancia deberá consignarse en la escritura de emisión correspondiente, junto con el plazo máximo de antigüedad de los créditos hipotecarios que podrán ser financiados o refinanciados con cargo a dicha emisión y con las condiciones de rescate anticipado de los bonos en caso de incumplimiento de lo señalado anteriormente.

De acuerdo a las normas que imparta la Comisión, el banco emisor de los bonos destinados al financiamiento o refinanciamiento de operaciones hipotecarias deberá efectuar la asignación de los mutuos hipotecarios vinculados a esa emisión, pudiendo incluir para estos efectos a aquellos que hubiere otorgado hasta dentro de los doce meses anteriores a la colocación de los bonos. Asimismo, podrá reemplazar dicha asignación asociando la emisión de bonos a otros créditos de igual naturaleza. En estos casos, se deberá dejar constancia en un registro especial que la empresa mantendrá con sujeción a dichas normas.

Los mutuos hipotecarios a que se refieren los párrafos anteriores no podrán corresponder a los indicados en el numeral 5 de este artículo, sin perjuicio de lo cual se regirán por las disposiciones previstas en el título XIII de esta ley, en lo que fuere aplicable, incluyendo el procedimiento especial a que se refieren los artículos 103 y siguientes.

El Banco Central de Chile podrá ejercer, en relación con el otorgamiento de los créditos hipotecarios a que se refiere este numeral, las facultades normativas previstas en los artículos 92, Nos 1 y 2, y 99 de esta ley. Asimismo, el Banco Central de Chile determinará los instrumentos financieros en los que se mantendrán los recursos obtenidos por la empresa bancaria mediante la colocación de estos bonos hipotecarios en valores mobiliarios de renta fija, mientras éstos no se encuentren asignados a los respectivos mutuos hipotecarios.

Se aplicarán, asimismo, a los créditos hipotecarios y a los bonos que se emitan para su financiamiento las normas previstas en los artículos 134 y 134 bis de esta ley, entendiéndose, para todos los efectos legales, que las referencias que efectúan las citadas disposiciones a las letras de crédito regirán también en el caso de los bonos hipotecarios de que trata este numeral, debiendo la institución emisora dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en dichos artículos respecto de la cartera de créditos hipotecarios vinculada con una determinada emisión de bonos. El mismo tratamiento será aplicable a los valores mobiliarios de renta fija a que se refiere el inciso anterior, en caso que corresponda.”.

b) Intercálase en su numeral 6, entre la palabra “Central” y la preposición “de”, la expresión “de Chile”.

c) Modifícase su numeral 7 en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese en su párrafo primero la frase “generales que dicte la Superintendencia” por la siguiente: “de carácter general que dicte la Comisión”.

ii. Elimínanse de su párrafo tercero las expresiones “, las sociedades financieras” y “o sociedad financiera”.

iii. Intercálase, entre la expresión “1931,” y la conjunción “o”, la siguiente frase: “de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio,”. 

d) Sustitúyese en su numeral 11 el vocablo “Superintendencia” por “Comisión”.

e) Modifícase su numeral 18 en el siguiente sentido:

i. Intercálase, entre la expresión “Banco Central” y la coma que le sucede, la expresión “de Chile”.

ii. Reemplázase el guarismo “2°” por la palabra “segundo”.

f) Modifícase su numeral 25 en el siguiente sentido:

i. Añádese, a continuación de la dicción “de 1980”, la expresión “, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece Nuevo Sistema de Pensiones”.

ii. Elimínase la expresión “, N° 5”.

g) Modifícase su numeral 26 en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

ii. Reemplázase la frase “otra Superintendencia” por “otra entidad fiscalizadora”.

h) Reemplázase su inciso final por el siguiente:

“El banco que adquiera bienes en exceso de lo dispuesto en el inciso anterior, será sancionado con una multa del 10% sobre el exceso de la inversión realizada por cada mes calendario que lo mantenga. Sin perjuicio del procedimiento sancionatorio que se sustancie para la imposición de dicha multa, el banco deberá ajustarse a los límites establecidos en el inciso precedente en un plazo de noventa días. Si así no lo hiciere podrá aplicársele alguno de los apremios o sanciones establecidos en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.

62. En el artículo 70:

a) Elimínase en el encabezado de su inciso primero la expresión “y sociedades financieras”.

b) Modifícase el literal a) del siguiente modo:

i. Sustitúyese su párrafo primero por el siguiente:

“a) Agentes de valores; corredores de bolsa; sociedades administradoras de fondos de terceros a que se refiere la ley N° 20.712, sobre Administración de Fondos de Terceros y Carteras Individuales; securitización de títulos y corredores de seguros regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 251 del Ministerio de Hacienda, de 1931, de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio. Las sociedades que realicen las operaciones a que se refiere esta letra serán regidas por las leyes aplicables a tales materias, serán fiscalizadas por la Comisión y deberán sujetarse a las condiciones que ésta establezca para el desarrollo de dichas actividades mediante normas de carácter general.”.

ii. Reemplázase en su párrafo segundo la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

iii. Modifícase su párrafo tercero en el siguiente sentido:

- Sustitúyese la frase “Superintendencia de Valores y Seguros” por la palabra “Comisión”.

- Elimínase la preposición “de” que antecede a las expresiones “los seguros”.

c) Sustitúyense en su literal b) las oraciones “Superintendencia, mediante resolución general, haya estimado que complementan el giro de los bancos. En estos casos dicha Superintendencia deberá establecer mediante resolución general las condiciones del ejercicio de los referidos giros.” por las siguientes: “Comisión, mediante norma de carácter general, haya estimado que complementan el giro de los bancos. En estos casos, la Comisión deberá establecer, mediante normas de carácter general, las condiciones del ejercicio de los referidos giros.”.

d) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:

“Podrán también los bancos constituir filiales como sociedades inmobiliarias, las que, en su constitución y operación, se sujetarán a las normas de esta ley y de la ley N° 19.281, que establece normas sobre Arrendamiento de Viviendas con Promesa de Compraventa. Podrán, asimismo, administrar e invertir los recursos y fondos a que se refiere el artículo 54 de dicha ley, de acuerdo a las exigencias que en ella se establecen.”.

63. En el artículo 70 bis:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 70 bis.- Los bancos podrán constituir en el país sociedades filiales de asesoría previsional a las que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece Nuevo Sistema de Pensiones. Dichas entidades serán supervisadas también por la Superintendencia de Pensiones, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley referido.”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Pensiones” por “La Comisión y la Superintendencia de Pensiones”.

64. En el artículo 71:

a) Sustitúyese en su inciso primero la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la frase “La Superintendencia, también por normas generales” por “La Comisión, por norma de carácter general”.

65. En el artículo 72:

a) Reemplázase la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, todas las veces que aparece.

b) Sustitúyese en el numeral i) de su inciso primero la expresión “porcentajes mínimos” por “requerimientos de capital”.

c) Reemplázase en su inciso final la frase “por resolución fundada en que los otros” por “fundando su resolución en que los demás”.

66. Sustitúyese el artículo 73 por el siguiente:

“Artículo 73.- La Comisión tendrá un plazo de noventa días contado desde la presentación de la solicitud para pronunciarse acerca de la constitución de las sociedades a que se refieren los artículos precedentes, o del ejercicio directo de las actividades correspondientes. Si la Comisión solicitare antecedentes adicionales, dicho plazo se extenderá a ciento veinte días. Para rechazar la solicitud la Comisión deberá dictar una resolución fundada en que no se han cumplido los requisitos establecidos por la ley. En el caso de las entidades clasificadas en la categoría III, según lo dispuesto en el artículo 60, también podrá fundar la resolución en que existen deficiencias en su gestión que no la habilitan para acceder a la nueva actividad.

Si el banco solicitante se encontrare en la categoría I de gestión y solvencia, de acuerdo a lo señalado en el artículo 60, la solicitud de autorización se entenderá aprobada si la Comisión no la rechaza expresamente dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de su presentación, fundando su resolución en que no se han cumplido los requisitos legales. Si la Comisión no dictare la resolución denegatoria dentro del plazo legal, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.”. 

67. En el artículo 74:

a) Sustitúyese en su inciso primero el vocablo “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:

“La Comisión determinará, mediante norma de carácter general, las condiciones y requisitos para la constitución de filiales de acuerdo a lo dispuesto en este párrafo.”.

68. Sustitúyense los artículos 75 y 76 por los siguientes:

“Artículo 75.- La Comisión tendrá a su cargo la fiscalización de las sociedades a que se refieren los artículos 70 y 74, y estará facultada para dictar las normas de carácter general a que dichas sociedades deberán sujetar sus operaciones según el giro que realicen.

Artículo 76.- Los bancos podrán abrir sucursales u oficinas de representación en el exterior, efectuar inversiones en acciones de bancos establecidos en el extranjero o en acciones de empresas allí constituidas que tengan alguno de los giros que autorizan los artículos 70 , 71, 72 y 74. Las aperturas de sucursales u oficinas de representación requerirán autorización de la Comisión. Las demás inversiones referidas necesitarán, adicionalmente, la autorización del Banco Central de Chile. Para estos efectos, una vez emitido su pronunciamiento, la Comisión remitirá los antecedentes al Banco Central de Chile.”. 

69. En el artículo 77:

a) Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, todas las veces que aparece.

b) Reemplázase el literal a) por el siguiente:

“a) Cumplir con los requisitos de capital a que se refieren los artículos 66, 66 bis y 66 ter.”.

c) Intercálase en el literal e), entre la palabra “socios” y la preposición “con”, los vocablos “o accionistas”.

70. En el artículo 78:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las tres veces que aparece.

ii. Intercálase, entre las palabras “norma” y “general”, los vocablos “de carácter”.

iii. Sustitúyese la expresión “institución financiera” por “empresa bancaria y al Banco Central de Chile”.

b) Sustitúyese el numeral i) de su inciso segundo por el siguiente:

“i) Que el banco exceda en un punto porcentual el patrimonio efectivo que le sea exigible conforme a los artículos 66, 66 bis y 66 ter;”.

c) Modifícase su numeral ii del siguiente modo:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

ii. Intercálase, entre los vocablos “primera” y “categoría”, las palabras “o segunda”. 

d) Modifícase el numeral iii de su inciso segundo en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

ii. Intercálase, entre las palabras “socios” y “no” la expresión “o accionistas”.

e) Sustitúyese en el numeral iv de su inciso segundo la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

f) Reemplázase su inciso final por los siguientes incisos, nuevos:

“En el caso contemplado en el inciso anterior, los plazos señalados en el que lo precede se reducirán a la mitad y la resolución que deniegue la autorización será fundada y reclamable en conformidad con los artículos 69 y 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero. 

El banco que obtenga autorización para abrir una sucursal o una filial o para invertir en empresas en el exterior conforme al procedimiento establecido en el inciso segundo del presente artículo, deberá mantener, durante el plazo de un año contado desde el otorgamiento de la autorización, el patrimonio efectivo a que se refiere la misma disposición.”.

71. Sustitúyese el artículo 79 por el siguiente:

“Artículo 79.- Si la Comisión no dicta una resolución denegatoria de las solicitudes a que se refieren los artículos anteriores dentro del plazo que corresponda, el banco solicitante podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.

72. En el artículo 80: 

a) Sustitúyese en el numeral 2 de su inciso primero el vocablo “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Modifícase el numeral 3 de su inciso primero en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión y al Banco Central de Chile”, y la expresión “dicho organismo” por “la Comisión”.

ii. Intercálase, entre la expresión “ley Nº 18.045” y el punto y aparte, lo siguiente: “, de Mercado de Valores”. 

c) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:

“Sin perjuicio de las sanciones contempladas en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, o las medidas que sean aplicables conforme al artículo 81, el incumplimiento de cualquiera de las normas precedentes por parte del banco chileno o del banco, sucursal o empresa establecida o en que participe en el extranjero, que ponga en riesgo la estabilidad de la casa matriz, facultará a la Comisión para ordenar al banco chileno, mediante resolución fundada y sin más trámite, a enajenar todas las acciones que posea en el banco o empresa extranjera o a clausurar o enajenar la sucursal u oficina en que se haya cometido la infracción, dentro del plazo que determine, que no podrá ser inferior a noventa días.”. 

73. En el artículo 81:

a) Sustitúyese en su inciso primero la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las tres veces que aparece.

b) Reemplázase en el numeral 1 de su inciso segundo la frase “La Superintendencia podrá, de acuerdo a normas generales” por la siguiente: “La Comisión podrá, mediante norma de carácter general”.

c) Intercálase en el numeral 2 de su inciso segundo, entre la expresión “66,” y la expresión “69 N° 11”, los siguiente: “66 bis y 66 ter,”.

74. En el artículo 82:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

ii. Intercálase, entre las palabras “Ley” y “sobre”, la siguiente expresión: “N° 18.046,”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la oración “En ningún caso, la Superintendencia podrá proporcionar información sujeta a secreto según el inciso primero del artículo 154.” por la siguiente: “En el caso de la información protegida por secreto bancario se procederá de acuerdo a lo establecido en el artículo 5 N° 5 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.

75. En el artículo 83:

a) Sustitúyese en su inciso primero la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

b) Reemplázase en su inciso segundo la frase “la Superintendencia podrá fiscalizar” por “la Comisión fiscalizará”.

c) Sustitúyense en su inciso final la palabra “Superintendencia” por “Comisión” y el vocablo “informe” por “acuerdo”.

76. En el artículo 84:

a) Introdúcense los siguientes cambios en el inciso primero:

i. Reemplázase en el párrafo primero del numeral 1 el guarismo “16.4” por “164”, y elimínase la frase “o sociedades financieras”.

ii. Intercálase en la letra b) del párrafo tercero del numeral 1, entre la expresión “Ley N° 18.045” y el punto y coma que le sigue, lo siguiente: “, de Mercado de Valores”.

iii. Reemplázase en el párrafo quinto del numeral 1 la frase “El Superintendente deberá establecer normas sobre” por la siguiente: “La Comisión deberá dictar norma de carácter general respecto de la”.

iv. Reemplázase en el párrafo sexto del numeral 1 la frase “otra institución financiera regida” por “otro banco regido”.

v. Intercálase en el numeral 1 el siguiente párrafo séptimo, nuevo, pasando el actual séptimo a ser párrafo octavo:

“Respecto del total de créditos que un banco otorgue al conjunto de personas o entidades que pertenezcan a un mismo grupo empresarial, según la definición establecida en el título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, estos no podrán exceder el 30% del patrimonio efectivo del banco acreedor. Para estos efectos, no se computarán los préstamos señalados en el párrafo anterior.”.

vi. Sustitúyese en el párrafo séptimo, que pasa a ser octavo, del numeral 1, la expresión “incurrirá en” por “será sancionado con”.

vii. Sustitúyese en el párrafo segundo del numeral 2 la frase “Superintendencia determinar, mediante normas generales” por la siguiente: “Comisión determinar, por norma de carácter general”.

viii. Reemplázase en el párrafo tercero del numeral 2 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”. 

ix. Modifícase el párrafo primero del numeral 4 en el siguiente sentido:

- Intercálase, entre las palabras “cónyuge” y “ni”, la siguiente frase: “o a su conviviente civil”.

- Sustitúyese la frase “la Superintendencia podrá establecer, mediante normas generales” por “la Comisión podrá establecer, mediante norma de carácter general”.

x. Sustitúyese en la letra a) del numeral 5 el vocablo “Superintendencia” por “Comisión”.

xi. Reemplázase en el párrafo tercero del numeral 5 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

xii. Reemplázase en el párrafo cuarto del numeral 5 la frase “la Superintendencia, mediante normas generales” por “la Comisión, mediante normas de carácter general”.

xiii. Reemplázase en el párrafo quinto del numeral 5 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

“Sin perjuicio del procedimiento sancionatorio iniciado para la imposición de las multas señaladas en los incisos precedentes, el banco que infrinja los límites establecidos en el presente artículo deberá encuadrarse dentro de los márgenes correspondientes en un plazo no superior a noventa días. Si así no lo hiciere, podrá aplicársele alguno de los apremios o sanciones establecidos en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.

77. En el artículo 85:

a) Intercálase en su literal a), entre la palabra “utilidades” y el punto y coma que le sucede, la siguiente frase: “y por empresas individuales de responsabilidad limitada en que el deudor fuere titular”. 

b) Sustitúyese en el literal b) la expresión “La Superintendencia, mediante normas generales” por “La Comisión, mediante normas de carácter general”.

78. En el inciso segundo del artículo 89:

a) Sustitúyese la expresión “el Servicio de Tesorerías” por “la Tesorería General de la República”.

b) Intercálase, entre el guarismo “1980” y el punto y aparte, la siguiente frase: “, que establece un nuevo sistema de pensiones”.

79. En el artículo 90:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 90.- En caso de declararse el inicio de un procedimiento de liquidación de un banco, la Comisión o el liquidador, con autorización de aquella, podrá encomendar a otra institución bancaria la atención de las comisiones de confianza que estaban a cargo de la empresa sometida al procedimiento de liquidación.”.

b) Reemplázase en los incisos segundo, tercero y cuarto la expresión “el Superintendente” por “la Comisión”.

80. En el inciso segundo del artículo 96:

a) Reemplázase la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

b) Sustitúyese la frase “en el artículo 22” por la siguiente: “en los artículos 69 y 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero”.

81. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 104 la expresión “del departamento” por “de la comuna”.

82. Sustitúyese en el artículo 110 la frase “asignadas a los falsificadores de billetes del crédito público” por la siguiente: “establecidas en el párrafo II del título IV del libro segundo del Código Penal”. 

83. Sustitúyese en el artículo 111 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

84.Intercálase a continuación del artículo 111 el siguiente título XIV, nuevo:

“TÍTULO XIV

Medidas para la Regularización Temprana

Artículo 112.- Las empresas bancarias deberán informar a la Comisión en forma inmediata, a través de los medios que ésta instruya mediante norma de carácter general, si ocurriere cualquiera de las circunstancias siguientes:

a) Se haya dejado de cumplir alguno de los requerimientos patrimoniales que le sean aplicables. En el caso de las empresas bancarias dichos requerimientos se refieren a los establecidos en el artículo 66 de la presente ley.

b) Por efecto de pérdidas observadas en la información financiera disponible correspondiente a dos o más meses seguidos, se desprenda que, de mantenerse dicha tendencia dentro de los siguientes seis meses, la empresa fiscalizada quedará en alguna de las situaciones previstas en el literal precedente.

c) Se haya incurrido en incumplimiento reiterado de las disposiciones legales, de la normativa dictada por la Comisión, o de las órdenes e instrucciones impartidas por ésta.

d) Se haya incumplido reiteradamente las normas sobre liquidez establecidas por el Banco Central de Chile en virtud de lo dispuesto en el artículo 35 de la ley N°18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile, que deben mantener las referidas instituciones. 

e) Se haya recurrido al financiamiento de urgencia del Banco Central de Chile en tres o más meses de un mismo año calendario, o se hubiere renovado el vencimiento de algún crédito de esa misma naturaleza que le hubiere sido otorgado dentro del mismo período. 

f) Por efecto de la disminución en sus flujos de financiamiento, se desprenda que, de mantenerse dicha tendencia dentro los siguientes treinta días, la institución no podrá cumplir con el pago de sus obligaciones.

g) Dentro de un periodo de hasta doce meses se observen pérdidas que superen el 10% del capital pagado y reservas.

h) Se haya pagado en tres o más meses tasas de interés al público que superan en 20% o más los promedios que correspondan a las instituciones fiscalizadas de su misma especie, dentro de los últimos doce meses.

i) Se haya otorgado créditos a personas relacionadas, directamente o a través de terceros, a la propiedad o gestión de la empresa en términos más favorables en cuanto a plazo, tasas de interés o garantías que los concedidos a terceros en operaciones similares; o se haya concentrado créditos a dichas personas relacionadas por más de una vez su capital pagado y reservas.

j) Se hayan celebrado contratos de prestación de servicios o adquisición o enajenación de activos de cualquier naturaleza con personas relacionadas, directamente o a través de terceros, con su propiedad o gestión, y que hayan sido objetados fundadamente por la Comisión en forma previa a su celebración o con posterioridad a ella.

k) Los auditores externos de la empresa señalen reservas acerca de la administración o de la estabilidad de la entidad como empresa en marcha.

l) Se haya incumplido gravemente el plan de desarrollo a que se refiere el artículo 31.

m) Si alguno de los déficits establecidos en el artículo 65 se mantuviere por más de quince días.

n) Se haya incumplido la exigencia patrimonial a que se refiere el artículo 78.

ñ) Se haya detectado cualquier otro hecho indiciario de inestabilidad financiera o administración deficiente.

Artículo 113.- Efectuada la comunicación a que se refiere el inciso primero del artículo precedente, la empresa bancaria deberá presentar, dentro de un plazo de cinco días corridos, el cual podrá ser prorrogado por la Comisión hasta completar diez días corridos en total, un plan de regularización, aprobado por su directorio o el que haga sus veces, el que deberá contener medidas concretas que le permitan remediar la situación en que se encuentra y asegurar su normal funcionamiento. Dicha aprobación tendrá, para todos los efectos, el carácter de reservada. 

Asimismo, en caso que la Comisión tomare conocimiento, por cualquier medio, de que una empresa bancaria ha incurrido en alguno de los hechos descritos en el artículo precedente y éstos no le hubieren sido comunicados oportunamente, podrá requerir a la entidad la presentación de dicho plan de regularización aprobado por su directorio o el que haga sus veces, sin perjuicio de las responsabilidades y sanciones que correspondan.

En su propuesta, el banco deberá indicar el plazo previsto para el cumplimiento del plan, el que no podrá exceder de seis meses contados desde la notificación de la resolución que lo aprueba, salvo autorización expresa de la Comisión. 

La Comisión deberá pronunciarse sobre la suficiencia del plan y podrá formularle observaciones o requerir que se complemente con aquellas medidas adicionales que considere necesarias, con el objeto de que dentro del plazo que ella determine, el directorio, o quien haga sus veces, presente el plan modificado. El rechazo del plan deberá ser efectuado mediante resolución fundada.

El banco deberá entregar a la Comisión reportes periódicos sobre la implementación del plan de regularización, en los términos acordados en éste. Durante la implementación del plan, la Comisión podrá formularle observaciones o requerir que se complemente con las medidas adicionales que considere necesarias para su éxito, así como extender el plazo aprobado para su implementación.

La Comisión deberá comunicar de forma reservada e inmediata al Consejo de Estabilidad Financiera respecto del contenido de la solicitud y de la presentación de un plan de regularización por parte de una entidad bancaria en virtud de lo dispuesto en este título, así como la aprobación, rechazo u observaciones que se efectuaren a éste.

El requerimiento, presentación y contenido del plan de regularización, así como la comunicación a que se refiere el inciso primero del artículo anterior y los reportes periódicos a los que se refiere el inciso quinto de este artículo, tendrán el carácter de reservado y se sujetarán a la obligación establecida en el artículo 28 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.

En caso de que la Comisión no apruebe el plan de regularización de que trata este artículo, si éste no fuera presentado dentro del plazo establecido, o si la empresa bancaria no cumpliere los términos y condiciones aprobados para su ejecución, incluyendo el plazo para su implementación, se podrá aplicar lo dispuesto en el artículo 117.

Artículo 113 bis.- En caso de que, como una de las medidas del plan de regularización aprobado por la Comisión, se haya establecido la necesidad de un aumento de capital, el directorio del banco deberá convocar a la junta de accionistas para que acuerde dicho aumento. La junta deberá celebrarse dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de la convocatoria.

La convocatoria señalará el plazo, forma, condiciones y modalidades en que se emitirán las acciones y se enterará dicho aumento, y deberá contar con la aprobación previa de la Comisión. El rechazo de las condiciones de la convocatoria deberá constar en resolución fundada. En dicho caso, el directorio deberá presentar una nueva convocatoria dentro del plazo de cinco días contado desde la dictación de la resolución.

Si la junta de accionistas rechaza el aumento de capital en la forma propuesta, la Comisión podrá aplicar las prohibiciones contempladas en el artículo 116, sin perjuicio de las demás medidas que correspondan en conformidad a esta ley. En caso de que el aumento de capital sea aprobado pero no se entere dentro del plazo establecido, o si la Comisión rechaza por segunda vez las condiciones de convocatoria presentadas por el directorio, el plan de regularización se entenderá incumplido y la Comisión podrá proceder de acuerdo con lo establecido en los artículos 116, 117 o en el párrafo 1 del título siguiente, según corresponda.

Artículo 114.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 113 bis, en caso de que alguna de las medidas del plan de regularización requiera de la aprobación de la junta de accionistas, el directorio deberá convocarla para su celebración dentro del plazo de quince días.

Los avisos de citación establecidos en la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, podrán efectuarse a contar de la fecha de convocatoria, debiendo el último de ellos publicarse al menos con siete días de anticipación a la fecha fijada para su celebración. La citación por correo a los accionistas a que se refiere el artículo 59 de dicho cuerpo legal deberá ajustarse a los plazos del presente artículo.

La junta podrá celebrarse válidamente en un plazo inferior al indicado en el inciso precedente y sin cumplir con las formalidades de la citación, siempre que concurrieren la totalidad de las acciones emitidas con derecho a voto.

En caso de que la junta de accionistas rechazare la propuesta objeto de su convocatoria, o si aprobada no se ejecutare dentro del plazo establecido, la Comisión aplicará las prohibiciones contempladas en el artículo 116 que estime pertinentes, sin perjuicio de la adopción de las demás medidas que correspondan en conformidad a la ley.

Artículo 115.- Si una empresa bancaria se encontrare en alguna de las situaciones descritas en el artículo 112, podrá convenir, como parte del plan de regularización, un préstamo por un máximo de tres años plazo con una o más empresas bancarias. En caso de que la empresa bancaria deudora deba someterse a lo dispuesto en el título XV de la presente ley, dicho préstamo será pagado después de que sean cubiertos los créditos de los valistas.

Las condiciones de estos préstamos deberán ser acordadas por los directorios de las instituciones involucradas y contar con autorización de la Comisión, sin que sea necesario someterlas a junta de accionistas.

Ningún banco podrá conceder créditos de esta naturaleza por una suma superior al 25% de su patrimonio efectivo.

Estos préstamos se contabilizarán como capital básico de la empresa prestataria para los efectos de los márgenes que establece la presente ley. La institución prestamista podrá imponer a la deudora las obligaciones, limitaciones y prohibiciones a que se refiere la letra e del artículo 104 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores.

El referido préstamo sólo podrá ser pagado en la medida que la empresa deudora se encuentre debidamente capitalizada en conformidad al artículo 66 de esta ley, con prescindencia del señalado préstamo.

Si el préstamo no fuere pagado dentro del plazo, podrá utilizarse para los siguientes efectos:

a) Para ser capitalizado previamente en caso de que se acuerde la fusión de la empresa prestataria con alguno de los bancos prestamistas. En este caso, las empresas bancarias acreedoras podrán convenir los términos y condiciones que habiliten a una de ellas para fines de proceder a la fusión con la deudora. Dichos términos y condiciones deberán contar con la aprobación previa de la Comisión. 

b) Para enterar un aumento de capital acordado por la empresa prestataria, siempre que las acciones que se emitan las suscriba un tercero. Las condiciones del financiamiento de las acciones serán convenidas entre las empresas bancarias que capitalizan su crédito y los suscriptores de ellas. No podrán pagar a plazo estas acciones las personas vinculadas, directa o indirectamente, a la propiedad o gestión del banco que capitalice su crédito.

c) Para suscribir y pagar un aumento de capital. En tal caso, las acciones adquiridas por las empresas bancarias prestamistas deberán ser enajenadas en un mercado secundario formal dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la fecha de la capitalización, a menos que las haya repartido entre sus accionistas en conformidad a las normas generales. La Comisión, por razones fundadas, podrá prorrogar el plazo antedicho hasta por el mismo período. Si no hubiere postores en el primer remate deberá éste repetirse en cada mes calendario.

Los adquirentes de acciones deberán cumplir con lo dispuesto en los artículos 28, 35 bis y 36 de la presente ley. Las juntas de accionistas necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo deberán contar con el quórum que señala el artículo 61 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas.

En caso de verificarse una operación de concentración en el contexto de alguna de las hipótesis señaladas en los literales a, b y c del inciso sexto, no le serán aplicables las disposiciones contenidas en el título IV del decreto ley N° 211 de 1973, que fija Normas para la Defensa de la Libre Competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

No podrán efectuar estos préstamos el Banco del Estado de Chile, los bancos que se encuentren sometidos a administración provisional o aplicando un plan de regularización en conformidad al presente título, ni los bancos que tengan accionistas comunes que, directa o indirectamente, controlen la mayoría de sus acciones.

Artículo 116.- Cuando un banco se encontrare en alguna de las situaciones descritas en el artículo 112, la Comisión podrá, mediante resolución fundada, y sin perjuicio de las sanciones que fueren procedentes, imponerle total o parcialmente y por el plazo máximo de seis meses, renovable por una vez hasta por el mismo período, una o más de las siguientes prohibiciones:

1) Otorgar nuevos créditos a cualquiera persona natural o jurídica vinculada, directamente o a través de terceros, a la propiedad o gestión de la institución.

2) Renovar por más de ciento ochenta días cualquier crédito.

3) Alzar o limitar las garantías de los créditos vigentes.

4) Adquirir o enajenar bienes corporales o incorporales que correspondan a su activo fijo o a sus inversiones financieras.

5) Enajenar documentos de su cartera de colocaciones.

6) Otorgar créditos sin garantía.

7) Celebrar determinados actos, contratos o convenciones o renovar los vigentes con las personas que señala el Nº 1.

8) Otorgar nuevos préstamos o adquirir inversiones financieras, siempre que el crecimiento de la suma de las colocaciones e inversiones financieras, en relación al mes inmediatamente anterior, supere la variación de la unidad de fomento en el mismo período.

9) Otorgar nuevos poderes que habiliten para efectuar cualquiera de los actos señalados en los números anteriores.

10) Efectuar inversiones, cualquiera sea su naturaleza, salvo en instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile y la Tesorería General de la República.

11) Anticipar el vencimiento de cualquier obligación o reestructurar pasivos sin autorización previa de la Comisión. Lo dispuesto en este número no regirá tratándose de las operaciones de derivados, respecto de las cuales se aplicará lo dispuesto en el artículo 140 de la ley N° 20.720, que sustituye el Régimen Concursal Vigente por una ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del Ramo; o en la ley N° 20.345, sobre Sistemas de Compensación y Liquidación de Instrumentos Financieros, según corresponda.

Con todo, la Comisión podrá anticipar el término de las prohibiciones impuestas en virtud de este artículo mediante resolución fundada, cuando a su juicio la situación del banco presente una recuperación suficiente que haga innecesaria la mantención tales medidas.

Durante la vigencia de estas prohibiciones, la revocación o renuncia de los directores de la institución o la renuncia o término de contrato de sus gerentes, administradores o apoderados no producirán efecto alguno si tales actos no han sido autorizados por la Comisión.

Asimismo, si durante su vigencia se convocare a Junta de Accionistas para aumentar el capital de la institución, fusionarla o vender sus activos, la Comisión podrá modificar el plazo de convocatoria y el número de avisos que deben publicarse con este mismo objeto.”.

Artículo 117.- Si una empresa bancaria no presentare el plan de regularización referido en el artículo 113, éste fuere rechazado por la Comisión, o incumpliere alguna de las medidas definidas en virtud del mismo; hubiere incurrido en infracciones o multas reiteradas; se mostrare rebelde para cumplir las órdenes legalmente impartidas por la Comisión; o hubiere ocurrido en ella cualquier hecho grave que haga temer por su estabilidad financiera, la Comisión, mediante resolución fundada, podrá designarle un inspector delegado a quien la Comisión le conferirá las atribuciones de su competencia que señale al efecto y la de suspender cualquier acuerdo del directorio o acto de los apoderados de la institución.

En los mismos eventos, la Comisión podrá, previo acuerdo del Consejo del Banco Central de Chile, haya designado o no el inspector delegado, nombrar un administrador provisional de la institución, el que tendrá todas las facultades del giro ordinario que la ley y los estatutos señalan al directorio, o a quien haga sus veces, y al gerente general. 

El administrador provisional tendrá los deberes y estará sujeto a las responsabilidades de los directores de sociedades anónimas. En todo caso, al ejercer su cometido el administrador provisional deberá anteponer y resguardar los intereses de los depositantes u otros acreedores y, en general, el interés público asociado a la estabilidad financiera. 

Las personas que la Comisión designe como inspectores delegados o administradores provisionales, según sea el caso, podrán ser funcionarios de la Comisión, con excepción del Fiscal, o profesionales externos debidamente calificados, sujeto a que cumplan los requisitos de idoneidad y capacidad técnica que la Comisión determine mediante norma de carácter general.

Producida la designación de un inspector delegado o administrador provisional, los contratos celebrados y las demás obligaciones contraídas por la empresa fiscalizada mantendrán su vigencia y condiciones de pago, por lo que no podrán resolverse o terminarse en forma anticipada por decisión unilateral del acreedor; exigirse anticipadamente su cumplimiento; o hacerse efectivas las garantías otorgadas por dicha empresa, invocando a título de causal la citada designación.

Lo dispuesto en el inciso anterior no regirá tratándose de las operaciones de derivados, respecto de las cuales se aplicará lo dispuesto en el artículo 140 de la ley N° 20.720, que sustituye el régimen Concursal Vigente por una ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del Ramo; o en la ley N° 20.345, sobre Sistemas de Compensación y Liquidación de Instrumentos Financieros, según corresponda.

La designación de inspector delegado o de administrador provisional no podrá tener una duración superior a un año. La designación de inspector delegado podrá renovarse sólo por otro año y la de administrador provisional cuantas veces la Comisión lo estime necesario. Las resoluciones que se dicten con tal objeto serán fundadas y deberán contar con el acuerdo previo favorable del Consejo del Banco Central de Chile.

Asimismo, en situaciones originadas con anterioridad a la designación del administrador provisional y sólo dentro del primer año de esta administración, la Comisión podrá suspender, mediante resolución fundada, la aplicación de los márgenes previstos en esta ley respecto de la empresa bancaria que fue objeto de dicha medida o de aquellas instituciones que le hubieren concedido créditos. En ningún caso se podrá suspender la obligación que establece el artículo 65. 

Con todo, la Comisión podrá anticipar el término de las funciones del inspector delegado o del administrador provisional mediante resolución fundada, cuando a su juicio la situación del banco presente una recuperación suficiente que haga innecesaria la mantención de tales medidas.

En caso que la Comisión designe como inspector delegado o como administrador provisional a un profesional externo a la Comisión, a dicha persona le serán aplicables las prohibiciones contenidas en los artículos 28 y 31 bis de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.

La designación del inspector delegado o del administrador provisional descrita en el presente artículo podrá ser reclamada de acuerdo con lo establecido en el artículo 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, y procederá sin perjuicio del procedimiento sancionatorio que se inicie para efectos de determinar las infracciones y responsabilidades que le correspondan a la entidad fiscalizada, su directorio, o sus ejecutivos principales.

Artículo 117 bis.- En los casos en que la Comisión haya designado administrador provisional o liquidador en una empresa bancaria; la Comisión, el administrador provisional o el liquidador podrán contratar, con cargo a la entidad fiscalizada, profesionales encargados de entablar las acciones judiciales destinadas a perseguir la responsabilidad penal y civil de los administradores, ejecutivos y demás personas que, a cualquier título, hayan actuado en la empresa respectiva.

El administrador provisional y el liquidador deberán rendir periódicamente cuenta de su gestión a la Comisión y podrán ser removidos por ésta, en caso de que, a juicio de su Consejo, no desempeñen satisfactoriamente el encargo.”.

85. Reemplázanse los epígrafes “Medidas para regularizar la situación de los bancos y su liquidación forzosa”, “Párrafo primero Capitalización Preventiva”, y los artículos 118 y 119, por lo siguiente:

“Artículo 118.- Sin perjuicio de las sanciones que fueren procedentes, los emisores y operadores señalados en el inciso segundo del artículo 2 de la presente ley que infrinjan las normas dictadas por el Banco Central de Chile, o que hubieren incurrido en infracciones o multas reiteradas, o se mostraren rebeldes para cumplir las órdenes legamente impartidas por la Comisión, o presentaren inestabilidad financiera o administración deficiente, o no cumplieren los estándares de seguridad operacional exigibles de acuerdo a las regulaciones y mejores prácticas aplicables en la materia, o hubiere ocurrido cualquier hecho grave que haga temer por el cumplimiento de las obligaciones asumidas, podrán ser suspendidos de todas o algunas de sus actividades por la Comisión, mediante resolución fundada emitida por el Consejo, hasta por noventa días.

Asimismo, la Comisión podrá ordenar en la misma resolución una o más de las siguientes medidas, según corresponda:

1. No emitir nuevos instrumentos de pago. 

2. No afiliar nuevos establecimientos de comercio. 

3. No realizar nuevas operaciones. 

4. No recibir provisión de fondos.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, el emisor u operador que infrinja las normas dictadas por el Banco Central de Chile deberá dar aviso a la Comisión apenas tome conocimiento del hecho y presentar, dentro del plazo que ella le fije, un plan de regularización de conformidad a lo dispuesto en el artículo 113 para su aprobación. En caso de no aprobarse el plan de regularización descrito precedentemente, o de incumplimiento del que se hubiere aprobado conforme a lo establecido en este artículo, la Comisión podrá revocar la autorización de existencia del emisor u operador de medios de pago, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile. Asimismo, podrá revocar dicha autorización si el emisor u operador no cumpliere con las obligaciones de pago contraídas para con el público o con la devolución de los dineros provisionados, en su caso.

Corresponderá, asimismo, a la Comisión dictar las resoluciones que otorguen o revoquen la autorización de existencia a las entidades antedichas, previo acuerdo favorable del Banco Central de Chile en caso de rechazo, en conformidad a las normas establecidas por éste en uso de sus facultades legales.

Del rechazo a la autorización de existencia, o de la revocación de dicha autorización, o de la suspensión de todas o algunas de las actividades, podrá reclamarse de acuerdo a lo establecido en los artículos 69 y 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.

En los casos en que la Comisión haya suspendido todas o algunas de las actividades, o revocado la autorización de existencia de un operador o emisor de medios de pago, podrá ejercer las facultades establecidas en el artículo 117 de la presente ley.”.

86. Sustitúyese el epígrafe “Párrafo Segundo Insolvencia y Proposiciones de Convenio por el siguiente:

“TÍTULO XV

Liquidación Forzosa

Párrafo I. De la Liquidación”.

87. Sustitúyese el artículo 120 por el siguiente:

“Artículo 120.- Los bancos sólo podrán ser sometidos a un procedimiento de reorganización o liquidación concursal regulado por la ley N° 20.720, que sustituye el Régimen Concursal vigente por una ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del Ramo, cuando se encuentren en liquidación voluntaria. En todos los demás casos serán aplicables las normas del presente título, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 116 N° 11, 117 inciso sexto, y 136 de la presente ley.”. 

88. En el artículo 121: 

a) Reemplázase la expresión “al Superintendente, quien” por “a la Comisión, la que”.

b) Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por “Comisión”. 

89. Deróganse los artículos 122 a 129 y el epígrafe “Párrafo Tercero Liquidación Forzosa”.  

90. Sustitúyense los artículos 130 y 131 por los siguientes:

“Artículo 130.- Si la Comisión estableciere que un banco no tiene la solvencia necesaria para continuar operando, o que la seguridad de sus depositantes u otros acreedores exige su liquidación, procederá a revocar la autorización de existencia de la empresa bancaria afectada y la declarará en liquidación forzosa. La decisión de la Comisión deberá contar con el acuerdo previo favorable del Banco Central de Chile, el que deberá pronunciarse en un plazo máximo de cinco días hábiles bancarios contado desde que la Comisión le proporcione los antecedentes que ha considerado para su adopción.

En todo caso, se presumirá que un banco no tiene la solvencia necesaria para continuar operando o que la seguridad de sus depositantes u otros acreedores exige su liquidación cuando:

a) El capital básico, deducidas las pérdidas acumuladas durante el ejercicio que aparezcan en un estado financiero, sea inferior al 3% de los activos ponderados por riesgo o al 2% de los activos totales, ambos netos de provisiones exigidas. La determinación de los activos que deberán considerarse para estos efectos se hará conforme a lo señalado en el artículo 67.

b) El patrimonio efectivo, después de deducidas las pérdidas acumuladas durante el ejercicio que aparezcan en un estado financiero, sea inferior al 5% de los activos netos de provisiones exigidas y ponderados por riesgo. La determinación de los activos que deberán considerarse para estos efectos se hará conforme a lo señalado en el artículo 67.

c) Por efecto de pérdidas acumuladas durante el ejercicio, que aparezcan en dos estados financieros consecutivos, se desprenda que, de mantenerse el aumento proporcional de ellas en los siguientes seis meses, el banco quedará en alguna de las situaciones previstas en las letras a) o b) precedentes.

d) La empresa bancaria mantenga con el Banco Central de Chile créditos de urgencia vencidos y, al solicitar su renovación, éste la deniegue, siempre que el informe de la Comisión haya sido también negativo, por razones fundadas.

e) La empresa bancaria haya suspendido el pago de sus obligaciones, incluyendo las correspondientes a cualquier cámara de compensación.

La resolución que dicte al efecto la Comisión deberá ser fundada y contendrá, además, la designación de liquidador, la que deberá recaer en una persona que reúna los requisitos de idoneidad y capacidad técnica que la Comisión exija mediante norma de carácter general. La falta de solvencia o de seguridad de los depositantes o acreedores deberá fundarse en antecedentes que aparezcan de los estados financieros y demás información de que disponga la Comisión.

La o las personas que sean designadas por la Comisión como liquidadores de la empresa bancaria podrán ser funcionarios de la Comisión, con excepción del Fiscal, o profesionales externos debidamente calificados.

Artículo 131.- El liquidador tendrá un plazo de tres años para el desempeño de su cargo y tendrá las facultades, deberes y responsabilidades que la legislación señala para los liquidadores de sociedades anónimas.

El plazo de la liquidación podrá renovarse por períodos sucesivos no superiores a un año, por resolución fundada de la Comisión, debiendo en tal caso el liquidador efectuar previamente una publicación en un diario de circulación nacional, y que se incluirá también en el sitio web institucional de la Comisión, sobre los avances de la liquidación.”.

91. En el artículo 132:

a) Sustitúyese en su inciso primero la frase “dicho artículo” por “el artículo 65”.

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “o la señalada en el artículo 123,”.

c) Elimínanse en su inciso final las frases “se efectúen las proposiciones de convenio o” y “según corresponda,”.

92. Sustitúyense los artículos 133 y 134 por los siguientes:

“Artículo 133.- El liquidador estará especialmente obligado a: 

a) Confeccionar una nómina detallada de todos los acreedores no comprendidos en el artículo anterior, con indicación del monto y naturaleza de la acreencia y las preferencias de que gocen, la que se mantendrá en todas las oficinas de la institución y sólo podrá exhibirse a quienes sean acreedores de la liquidación. 

El liquidador deberá practicar la notificación a los acreedores mediante el correo electrónico que tuvieren registrado en la entidad en liquidación, y mediante la publicación en el Diario Oficial y en un diario de circulación nacional de avisos en que se convoque a los depositantes y demás acreedores a concurrir al banco a verificar sus créditos, dentro del plazo de treinta días contado desde la publicación en el Diario Oficial. Podrá reclamarse del contenido de la nómina ante el juez de letras en lo civil del domicilio principal del banco en liquidación dentro del mismo plazo. El reclamo se tramitará como incidente. 

La nómina definitiva fijará los derechos de los acreedores a percibir los repartos correspondientes, salvo las excepciones legales.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente, efectuado un reparto entre los acreedores que figuren en la nómina, el acreedor que haga reconocer por sentencia judicial un crédito anterior a la fecha en que se haya declarado la liquidación, tendrá derecho a exigir, mientras haya fondos disponibles, su participación en los futuros repartos y no podrá demandar a los acreedores ya pagados la devolución de cantidad alguna, aun cuando los bienes de la liquidación no alcancen a cubrir el monto de los repartos insolutos.

Transcurridos dos años desde la publicación de la nómina en el Diario Oficial, no se admitirán nuevas acciones contra la empresa bancaria declarada en liquidación por obligaciones anteriores a ésta.

Para los efectos de los repartos de fondos que corresponda hacer a los acreedores de la liquidación, el monto de las acreencias que figuren en la nómina referida se incrementará en la forma que se indica a continuación:

1) Aquellas en que se haya pactado reajustes o intereses, o ambos, continuarán devengando los reajustes o intereses conforme a lo pactado.

2) Aquellas que no devenguen reajustes ni intereses o dejen de devengarlos por cumplimiento de plazo, ganarán intereses corrientes para operaciones no reajustables.

b) Informar anualmente de su administración a los accionistas y acreedores y rendir la cuenta final en la forma prevista en la ley N°18.046, sobre Sociedades Anónimas.

Artículo 134.- En las situaciones previstas en este párrafo, el liquidador deberá licitar la cartera de letras de crédito correspondientes a operaciones hipotecarias sujetas al título XIII y los bonos hipotecarios a que se refiere el artículo 69 número 2, procediendo en forma separada respecto de la cartera de letras de crédito o bonos hipotecarios para la vivienda de aquella que corresponda a otros fines diferentes. Podrán participar en las licitaciones otras instituciones financieras públicas o privadas, siempre que acepten hacerse cargo del pago de las letras de crédito o los bonos hipotecarios que correspondan a la cartera de que se trate, todo ello con sujeción a un balance de dichos créditos y obligaciones.

Las licitaciones que proceda efectuar deberán convocarse de manera que puedan quedar resueltas dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que se notifique la resolución que declare la liquidación. Si las ofertas recibidas importan que el adquirente se haga cargo del pago de las letras de crédito o los bonos hipotecarios por una cantidad equivalente o superior al 90% de su valor nominal, el liquidador procederá a transferir la correspondiente cartera a la institución adquirente. En tal caso, el valor de las letras de crédito o los bonos hipotecarios se reducirá al porcentaje ofrecido y la institución adquirente estará obligada a su pago hasta dicho monto, para lo cual dará aviso mediante publicación en el Diario Oficial. La institución procederá a retimbrar los títulos representativos de las letras o los bonos hipotecarios, con el porcentaje a que queden reducidas, cuando sean presentadas a cobro. En el caso de los valores emitidos en forma desmaterializada, bastará con efectuar la modificación respectiva en el sistema de anotaciones en cuenta correspondiente.

Por su parte, si las ofertas recibidas importan que el adquirente se haga cargo del pago de las letras de crédito o los bonos hipotecarios por una cantidad inferior al 90% de su valor nominal, el liquidador deberá convocar a los tenedores de dichas letras o bonos a una votación para determinar si aceptan la oferta de compra o se quedan a las resultas de la liquidación. La oferta se considerará aceptada si cuenta con los votos favorables de los acreedores señalados en este inciso, que representen la mayoría absoluta del valor no amortizado de las letras de crédito o los bonos hipotecarios. Para efectos de convocar a reunión, el liquidador publicará avisos en el Diario Oficial.

Dentro del plazo de quince días contado desde la publicación en el Diario Oficial referida en el inciso anterior, los tenedores de letras o bonos hipotecarios tendrán derecho a votar la aceptación o rechazo de la oferta de compra presentada en la licitación, para lo cual deberán manifestar su opción en las oficinas del banco expresamente indicadas al efecto. La votación deberá ser presenciada y el escrutinio practicado por un notario público u otro ministro de fe. 

Si en la licitación correspondiente no se presentare ningún postulante, se convocará a una nueva de manera tal que pueda quedar resuelta dentro del plazo de noventa días desde que se efectuó la primera. En esta licitación se aplicarán las mismas normas señaladas en el inciso anterior. 

Corresponderá a la Comisión dictar las demás instrucciones por las cuales deberán regirse las votaciones y resolver cualquier asunto que se suscite durante su discusión, aceptación o rechazo.

Los pagos a los acreedores por letras de crédito o bonos hipotecarios quedarán suspendidos hasta que se transfiera la cartera hipotecaria o queden dichos acreedores sometidos a las resultas de la liquidación en su caso. Los dineros recibidos de los deudores hipotecarios durante este período deberán ponerse a disposición del banco adquirente de la cartera.”.

93. Intercálase, a continuación del artículo 134, el siguiente artículo 134 bis:

“Artículo 134 bis.- Cuando se proceda a transferir los créditos hipotecarios correspondientes a las letras de crédito del título XIII o a los bonos del artículo 69 N° 2 en conformidad a las disposiciones de este título, el banco adquirente se hará cargo del pago total o parcial de las letras de crédito o los bonos hipotecarios, todo ello con sujeción a un balance de dichos créditos y obligaciones. Los demás acreedores de la empresa no podrán oponerse a esta transferencia. El adquirente gozará de todos los derechos, garantías y privilegios inherentes o accesorios a los créditos adquiridos.

La transferencia constará en escritura pública complementada por una nómina de los créditos cedidos, la que deberá ser protocolizada. La nómina expresará los nombres de los deudores, los montos primitivos de los créditos y los datos de las inscripciones hipotecarias.

Los conservadores de bienes raíces deberán tomar nota de la transferencia de estos créditos al margen de las respectivas inscripciones hipotecarias, a requerimiento del cedente o adquirente, con el solo mérito de la escritura de cesión y de la protocolización de la nómina.

Para fines exclusivos de información, el banco efectuará publicaciones en el Diario Oficial y en un diario de circulación nacional, en que se dé a conocer el hecho de haberse transferido la cartera hipotecaria a otra empresa, con indicación de la fecha de la escritura y de la notaría en que se haya otorgado.

Los notarios y conservadores de bienes raíces sólo podrán cobrar por las actuaciones a que se refiere este artículo la tasa fija que corresponda, sin recargo proporcional.”.

94. Sustitúyese el artículo 135 por el siguiente:

“Artículo 135.- Resuelta por la Comisión la liquidación forzosa de un banco, no se dará curso a las acciones ejecutivas que se entablen, ni se decretarán embargos o medidas precautorias por obligaciones anteriores a la resolución que determina la revocación de la autorización de existencia de la empresa afectada y que la declara en liquidación forzosa.”.

95. En el artículo 136:

a) Sustitúyese en su inciso primero la frase “establece el artículo 134 para las letras de crédito” por la siguiente: “establecen los artículos 134 y 134 bis para las letras de crédito y los bonos hipotecarios”.

b) Modifícase su inciso cuarto del siguiente modo:

i. Sustitúyese la palabra “inciso” por “párrafo”. 

ii. Reemplázase la frase “Ley de Reorganización y Liquidación de Activo de Empresas y Personas” por la siguiente: “ley N° 20.720, que Sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo”.

c) Sustitúyese en su inciso final los vocablos “El Superintendente” por “La Comisión”.

96. Reemplázase en el artículo 137 las palabras “El Superintendente” por “La Comisión”.

97. En el artículo 138:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Sustitúyense los vocablos “el liquidación” por “en liquidación”.

ii. Sustitúyese la expresión “misma Notaría se protocolizará” por la siguiente: “misma notaría en que haya sido suscrita dicha escritura se protocolizará”.

b) En su inciso final:

i. Elimínase la palabra “sendas”.

ii. Agrégase a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Asimismo, dicha información deberá ser divulgada a través del sitio web de la Comisión.”.

98. Elimínanse el epígrafe “Párrafo Cuarto Capitalización de un Banco por el Sistema Financiero” y el artículo 140.

99. Reemplázase el epígrafe “Párrafo Quinto Delitos Relacionados con la Liquidación Forzosa” por el siguiente: 

“Párrafo Segundo

De los Delitos Concursales Bancarios”.

100. Sustitúyense los artículos 141 y 142 por los siguientes:

“Artículo 141.- Los directores, gerentes u otras personas que hayan participado a cualquier título en la dirección o administración del banco, serán castigados con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo cuando, en el desempeño de sus cargos o con ocasión de ellos, hubieren ejecutado o autorizado, a nombre del banco, alguno de los actos u omisiones siguientes:

1) Reconocido deudas inexistentes.

2) Simulado enajenaciones, con perjuicio de sus acreedores.

3) Comprometido en sus negocios los bienes recibidos en el desempeño de un depósito de custodia o de una comisión de confianza.

4) Realizado, en conocimiento de la declaración de liquidación forzosa y sin autorización del liquidador, algún acto de administración o disposición de bienes en perjuicio de los acreedores.

5) Pagado, dentro de los quince días anteriores a la declaración de liquidación forzosa, a un acreedor en perjuicio de los demás, anticipándole el vencimiento de una obligación.

6) Ocultado, alterado, falsificado, o inutilizado los libros o documentos del banco y los demás antecedentes justificativos de éstos.

7) Pagado, dentro de los sesenta días anteriores a la fecha de la declaración de liquidación forzosa, intereses en depósitos a plazo o cuentas de ahorro con tasas considerablemente superiores al promedio vigente en la plaza en instituciones similares, o vendido bienes de su activo a precios notoriamente inferiores al de mercado, o empleado otros arbitrios ruinosos para proveerse de fondos.

8) Infringido en forma reiterada los márgenes de crédito a que se refiere el artículo 84, Nos 1, 2 y 4, o los que rigen la concesión de avales o fianzas, o ejecutado cualquier acto con el objeto de dificultar, desviar o eludir la fiscalización de la Comisión, que no sea de los comprendidos en el artículo 158, dentro del año anterior a la fecha de la declaración de la liquidación forzosa.

9) Celebrado contratos u otro tipo de convenciones en perjuicio de su patrimonio, con las personas naturales o jurídicas a que se refiere el artículo 84, número 2.

10) Incurrido en déficit en el cumplimiento de la obligación que le impone el artículo 65, durante los noventa días anteriores a la declaración de liquidación forzosa.

11) Ejecutado dolosamente cualquier operación que disminuya su activo o aumente su pasivo.

El delito establecido en este artículo es de acción pública.

Artículo 142.- Lo dispuesto en el artículo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad civil que los pueda afectar y no excluye la aplicación de las reglas previstas en los artículos 14 a 17 del Código Penal.

Si los actos que hubieren cometido las personas indicadas en el artículo anterior tuvieren asignada una pena superior a la contemplada en él, se aplicará la pena asignada al delito más grave.”.

101. Reemplázase en el artículo 143 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

102. Reemplázase el epígrafe “Párrafo Sexto Garantía del Estado” por el siguiente: 

“Párrafo Tercero

Garantía del Estado”.

103. En el artículo 144:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Elimínase la expresión “y sociedades financieras”.

ii. Elimínase la frase “y cubrirá el 90% del monto de la obligación”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “una entidad financiera” por “un banco”.

104. Sustitúyese el artículo 145 por el siguiente:

“Artículo 145.- Ninguna persona podrá ser beneficiaria de esta garantía en una misma empresa bancaria por obligaciones superiores a 200 unidades de fomento en cada año calendario. Con todo, el monto total del beneficio para una misma persona beneficiaria no podrá superar las 400 unidades de fomento en cada año calendario.”.

105. Reemplázase el artículo 148 por el siguiente:

“Artículo 148.- La garantía y las obligaciones que comprenda se harán exigibles por resolución de la Comisión cuando se declare en liquidación forzosa una empresa bancaria. En este caso, el pago lo hará el liquidador.”.

106. En el artículo 149:

a) Reemplázase la frase “la institución financiera, pero sólo en el porcentaje señalado en dicho artículo y” por la expresión “el banco,”.

b) Sustitúyese la frase “la limitación fijada” por “las limitaciones fijadas”.

107. Sustitúyese en el artículo 151 la frase “el convenio; o en la liquidación, según corresponda” por los vocablos “la liquidación”.

108. En el artículo 154:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “Los depósitos y captaciones de cualquiera naturaleza que reciban los bancos están sujetos” por “Las operaciones de depósitos y captaciones de cualquier naturaleza que reciban las instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley estarán sujetas”.

ii. Intercálase, entre la palabra “legalmente” y el punto y seguido, la siguiente frase: “, o a quien se encuentre facultado en virtud de un procedimiento especial regulado por ley”. 

b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

“Las demás operaciones quedarán sujetas a reserva y las instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley solamente podrán darlas a conocer a quien demuestre un interés legítimo y siempre que no sea previsible que el conocimiento de los antecedentes pueda ocasionar un daño patrimonial al cliente. Para estos efectos, se presumirá que el Servicio de Impuestos Internos y la Unidad de Análisis Financiero, en el ejercicio de las facultades que la ley les otorga, poseen interés legítimo y no resulta previsible el daño patrimonial al cliente.”.

c) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“No obstante lo señalado en el inciso precedente, y con el objeto de evaluar la situación de la institución fiscalizada, ésta podrá dar acceso a firmas especializadas del detalle de las operaciones que allí se señalan y sus antecedentes. Dichas entidades quedarán sometidas a la reserva señalada en el precitado inciso y siempre que la Comisión las apruebe e inscriba en el registro que abrirá para estos efectos.”.

d) Intercálase en el inciso sexto, entre la expresión “19.913,” y las palabras “los fiscales”, la siguiente frase: “que crea la Unidad de Análisis Financiero,”.

e) Agréganse los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno:

“En todo caso, las instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley podrán dar a conocer las operaciones señaladas en los incisos anteriores en términos globales, no personalizados ni parcializados, sólo para fines estadísticos o de información cuando exista un interés público o general comprometido, calificado por la Comisión.

Salvo lo dispuesto en otras leyes que contemplen procedimientos especiales, los antecedentes sujetos a secreto o reserva que se requieran a una institución fiscalizada en virtud de lo dispuesto en este artículo deberán ser entregados por ésta dentro del plazo de cinco días corridos, contado desde la recepción de la solicitud del titular o a quien éste autorice o de la autorización que fuere necesaria, en el caso del secreto; o bien, desde que se acrediten los requisitos establecidos en el inciso segundo de este artículo para efectos de la información sujeta a reserva. Con todo, dicho plazo podrá ser prorrogado por cinco días adicionales cuando la naturaleza, antigüedad y/o volumen de la información solicitada así lo justificare. 

La omisión total o parcial en la entrega de dichos antecedentes podrá ser sancionada por la Comisión de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 y siguientes de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.

109. En el artículo 155:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión en virtud de la presente ley”.

ii. Reemplázase la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”. 

b) Sustitúyese en su inciso final la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”.

110. En el artículo 156:

a) Sustitúyese en su inciso primero la frase “Las instituciones financieras estarán sujetas” por la siguiente: “Los bancos estarán sujetos”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “institución financiera” por “empresa bancaria”.

111. Reemplázase el artículo 156 bis por el siguiente:

“Artículo 156 bis.- Las cuentas de ahorros para niños y niñas, ofrecidas por los bancos, cooperativas u otras instituciones financieras regidas por esta ley, podrán ser abiertas por los ascendientes en línea recta hasta en el segundo grado de consanguinidad o por quien tuviere el cuidado personal del niño o niña por resolución judicial, con independencia de quien tenga la patria potestad de éste. 

Asimismo, la administración de dichas cuentas recaerá en aquel de los mencionados en el inciso anterior que haya firmado el contrato de apertura respectivo y en su titular, cuando se tratare de un menor adulto, pudiendo el contratante limitar la administración de la cuenta a su titular hasta la fecha en que éste alcance la mayoría de edad.”.

112. En el artículo 157:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la expresión “la Superintendencia” por la frase “la Comisión, en virtud de esta ley”.

ii. Intercálase, entre la palabra “tributarias” y el punto y aparte, el vocablo “mensuales”.

b) Elimínase su inciso segundo.

113. En el inciso primero del artículo 158:

a) Reemplázase la expresión “la Superintendencia”, la primera vez que aparece, por la frase “la Comisión, en virtud de esta ley”.

b) Reemplázase la palabra “ejercitar” por “ejercer”.

c) Reemplázase la palabra “Superintendencia”, la segunda vez que aparece, por el vocablo “Comisión”.

d) Sustitúyense los vocablos “incurrirán en” por “se les aplicará”.

114. Reemplázase en el artículo 159 la expresión “una institución financiera” por “un banco”.

115. Agréganse los siguientes artículos 161 y 162:

“Artículo 161.- Los directores, gerentes, administradores o apoderados que, sin autorización escrita de la Comisión, acuerden, ejecuten o hagan ejecutar cualquiera de los actos prohibidos en virtud del artículo 116 de la presente ley, serán sancionados con presidio menor en sus grados medio a máximo.

Artículo 162.- Las conductas que configuren los delitos tipificados en la presente ley podrán, además, ser sancionados por la Comisión de conformidad al título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.

Artículo 2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero:

1. En el artículo 1:

a) Reemplázanse en su inciso segundo las palabras “y asegurados” por la frase “, depositantes y asegurados, así como el resguardo del interés público”. 

b) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:

“Asimismo, le corresponderá velar porque las personas o entidades fiscalizadas cumplan con las leyes, reglamentos, estatutos y otras disposiciones que las rijan, desde que inicien su organización o su actividad, según corresponda, hasta el término de su liquidación; pudiendo ejercer la más amplia fiscalización sobre todas sus operaciones.”.

2. Agrégase en el artículo 2 el siguiente inciso segundo:

“Con todo, la Comisión estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de sus gastos.”.

3. Intercálanse en el artículo 3 los siguientes numerales 8 y 9, nuevos, pasando el actual numeral 8 a ser 10:

“8. Las empresas bancarias, cualquiera sea su naturaleza, así como las empresas dedicadas a la emisión y operación de tarjetas de crédito, tarjetas de pago con provisión de fondos o de cualquier otro sistema similar, siempre que importen que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con el público en general o ciertos sectores o grupos específicos de él.

9. Las cooperativas de ahorro y crédito sujetas a su fiscalización en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 25 de septiembre de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas.”.

4. En el artículo 5:

a) Modifícase su numeral 2 en el siguiente sentido:

i. Intercálase, entre la palabra “asegurados” y la conjunción “u”, lo siguiente: “, depositantes”.

ii. Agrégase, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Para estos efectos, la Comisión establecerá criterios y procedimientos para coordinar el trabajo entre sus diversas unidades, con el objeto de gestionar de manera eficiente las denuncias recibidas del público.”.

b) Modifícase su numeral 4 en el siguiente sentido:

i. Intercálase en el párrafo primero, entre las palabras “Examinar” y “todas”, la siguiente frase: “sin restricción alguna y por los medios que estime pertinentes”.

ii. Reemplázase en el párrafo primero la expresión “su información” por la siguiente frase: “obtener información acerca de su situación, sus recursos, de la forma en que se administran sus negocios e inversiones, de la actuación de sus personeros, del grado de seguridad y prudencia con que hayan invertido sus fondos, cuando corresponda y, en general, de cualquier otro punto que convenga esclarecer para efectos de determinar el cumplimiento de la normativa aplicable por parte de la entidad fiscalizada.”. 

iii. Intercálase en su párrafo tercero, entre el vocablo “fiscalización” y la frase “, sin alterar”, lo siguiente: “o estadística”.

iv. Intercálase en su párrafo quinto, entre la palabra “ley” y el punto y aparte, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo establecido en el título XVI del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican”.

c) Modifícase su numeral 6 en el siguiente sentido:

i. Intercálase en su párrafo segundo, entre la palabra “inversionistas” y la conjunción “y”, lo siguiente: “, depositantes”.

ii. Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:

“Con todo, para los fines de la aplicación del sistema de corrección monetaria del decreto ley N° 824, que aprueba el texto que indica de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se estará a las pautas de valorización indicadas en el artículo 41 de la mencionada ley. Sin embargo, el Director del Servicio de Impuestos Internos podrá establecer que se esté al valor que haya determinado la Comisión.”.

d) Agrégase en su numeral 7 el siguiente párrafo segundo:

“En las inspecciones que la Comisión realice en el marco de la fiscalización, podrá integrar su propio personal con el de la empresa fiscalizada.”.

e) Intercálase en el párrafo primero de su numeral 8, entre las expresiones “oportuna sobre” y “su situación”, la siguiente frase: “sus prácticas de gobierno corporativo y”.

f) Intercálase en su numeral 9 el siguiente párrafo segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser párrafo tercero:

“En general, podrá disponer que se cite a declarar a cualquier persona que tenga conocimiento de algún hecho que se requiera aclarar en alguna operación de las instituciones fiscalizadas o en relación con la conducta de su personal.”.

g) Sustitúyese en su numeral 19 la frase “que establece la presente ley” por “según se establezca en ésta u otras leyes”.

h) Agrégase en su numeral 24 el siguiente párrafo segundo:

“La Comisión, a través de la facultad consagrada en este numeral, procurará evitar la existencia de vacíos regulatorios que pudieren poner en riesgo el adecuado funcionamiento del mercado financiero, así como su debida fiscalización; promoverá la coherencia regulatoria entre los distintos mercados sometidos a su competencia; y velará por la permanente actualización de la regulación del mercado financiero, con el objeto de hacer frente a los desafíos y exigencias que pudieren surgir como consecuencia de nuevas actividades, mercados, agentes o instrumentos financieros.”. 

i) Sustitúyese en su numeral 30 la frase “que disponga la ley y que resulten necesarias para el cumplimiento de sus fines” por la siguiente: “que se estimen necesarias para el debido resguardo de accionistas, inversionistas, depositantes y asegurados, así como del interés público y la estabilidad financiera. Dichas medidas podrán ser establecidas sin más trámite en el contexto de sus atribuciones generales de fiscalización, e impugnadas en conformidad al artículo 70”.

j) Intercálase el siguiente numeral 33, nuevo, pasando el actual numeral 33 a ser 34:

“33. Designar a un inspector delegado, a un administrador provisional o a un liquidador, de conformidad con lo dispuesto en los títulos XIV y XV del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos que se indican, según corresponda.”.

5. En el artículo 8:

a) Intercálanse en su inciso primero, entre la palabra “encomienden” y el punto y aparte, las palabras “a ésta”. 

b) Intercálase en su inciso tercero, entre el punto y seguido y la palabra “Esta”, la siguiente oración: “Lo mismo se aplicará respecto del administrador provisional, el inspector delegado y el liquidador establecidos en los artículos 117 y 130 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos que se indican.”.

6. En el artículo 15:

a) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “dos veces” por “una vez”.

b) Elimínase su inciso final.

7. Intercálase en el numeral 4 del artículo 16, entre el vocablo “opiniones” y la expresión “, por”, la siguiente frase: “, durante o con anterioridad a asumir el cargo de Comisionado”.

8. Agrégase al artículo 17 el siguiente inciso tercero:

“Establécese respecto de las personas a que se refieren los incisos anteriores una asignación de Alta Dirección del Sector Financiero. El monto mensual de la asignación corresponderá a la suma de $2.318.561 para el presidente y de $2.094.169 para los restantes comisionados. Dicha asignación será imponible, tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración, salvo para la compensación económica a que se refiere el inciso segundo del artículo 30.”.

9. En el artículo 20:

a) Sustitúyese su numeral 1 por el siguiente: 

“1) Ejercer las atribuciones y cumplir las funciones que la ley le encomiende a la Comisión.”. 

b) Intercálase en su numeral 2, entre el vocablo “políticas” y la preposición “de”, la siguiente frase: “de planificación, organización, dirección, supervisión, coordinación y control de funcionamiento de la Comisión, así como las”.

c) Intercálanse los siguientes numerales 10, 11, 12 y 13, nuevos, pasando su actual numeral 10 a ser 14:

“10. Designar un inspector delegado, administrador provisional o liquidador, de conformidad con lo establecido, respectivamente, en los artículos 117 y 130 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, según corresponda. 

11. Elaborar, dentro del primer cuatrimestre de cada año, una cuenta pública anual en que se detalle el trabajo efectuado por la Comisión en el año inmediatamente anterior, incluyendo, entre otras materias, una evaluación general del comportamiento de los mercados que son objeto de su competencia, las acciones de la Comisión en materia normativa y regulatoria, la cantidad de sanciones impuestas y sus causas, el número de procedimientos sancionatorios en curso, su participación en el diseño de políticas públicas, los recursos empleados, el nivel de cumplimiento de los objetivos impuestos y los indicadores de desempeño utilizados, así como los desafíos y metas para el año siguiente.

12. Suspender provisionalmente, en casos graves y urgentes debidamente calificados, total o parcialmente, mediante resolución fundada, las actividades de una persona o entidad fiscalizada o la cotización o la transacción de uno o más valores, y adoptar, en general, cualquier medida preventiva o correctiva que disponga la ley, en los casos en que no se cumpla con las normas necesarias para el adecuado desarrollo de tales actividades o cuando así lo requiera el interés público, la estabilidad financiera o la protección de los inversionistas, depositantes y asegurados. 

Con todo, en el caso de las entidades cuyas actividades se encuentran reguladas en virtud del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, la facultad de suspensión provisional de actividades descrita en este numeral, será ejercida de conformidad a lo dispuesto en dicha ley.

13. Dictar las resoluciones que se pronuncien respecto de la autorización de existencia, funcionamiento y fusiones o reorganizaciones de las entidades fiscalizadas, según corresponda y, en general, pronunciarse sobre cualquier otra autorización o inscripción que deba otorgar la Comisión dentro del ámbito de sus competencias.”.

d) Sustitúyese en su inciso segundo el guarismo “9” por “12”.

e) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:

“En todo caso, el Consejo podrá delegar determinadas facultades de administración, autorización, inscripción y funcionamiento en el presidente, otros comisionados y demás autoridades o funcionarios de la Comisión, de acuerdo a lo establecido en su normativa interna de funcionamiento. Asimismo, el Consejo podrá conferir poderes especiales a funcionarios de la Comisión para la ejecución de determinados acuerdos.”.

10. En el artículo 21:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo::

i. Intercálase entre la expresión “de la Comisión” y el punto y seguido, la siguiente frase “, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 18”.

ii. Reemplázase la expresión “de su personal” por la frase “del personal de la Comisión”.

b) Modifícase el numeral 3 de su inciso segundo en el siguiente sentido:

i. Agrégase, a continuación de la frase “informar al Consejo,”, la siguiente: “en forma periódica y”. 

ii. Reemplázase la palabra “trimestralmente” por “mensualmente”.

c) Reemplázase el numeral 5 por el siguiente:

“5. Suspender provisionalmente, en casos graves y urgentes debidamente calificados, la cotización o la transacción de uno o más valores de oferta pública, sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 12 del artículo precedente. El presidente deberá informar al Consejo de la medida adoptada en la próxima sesión que se celebre, la que deberá citarse especialmente al efecto, a más tardar, para dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su adopción, y en la cual el Consejo deberá pronunciarse sobre la conveniencia de mantener o dejar sin efecto dicha medida.”.

d) Intercálase en el numeral 7, entre las palabras “Establecer” y “oficinas”, la siguiente frase: “, previa aprobación del Consejo,”.

e) Sustitúyese el numeral 11 por el siguiente:

“11. Publicar la memoria a que se refiere el numeral 11 del artículo precedente.”.

f) Reemplázase en el numeral 12 la expresión “Comunicar al” por la frase “Previa aprobación del Consejo, comunicar al”.

g) Intercálase el siguiente numeral 13, nuevo, pasando el actual numeral 13 a ser 14:

“13. Proporcionar información sobre las entidades fiscalizadas al Ministro de Hacienda, al Banco Central Chile y al Consejo de Estabilidad Financiera, no obstante lo dispuesto en el artículo 28 y sin perjuicio de las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos que se indican. En todo caso, para el cumplimiento de los fines de esos respectivos organismos, la Comisión podrá darles a conocer información sujeta a secreto bancario, siempre que se realice mediante la anonimización de los datos personales involucrados, esto es, mediante la previa modificación de los mismos para impedir la identificación de los individuos a que se refieren.”. 

11. Intercálase en el artículo 23, entre las expresiones “los sistemas” y “de supervisión”, la expresión: “y políticas”.

12. En el artículo 24:

a) Modifícase el numeral 1 del siguiente modo:

i. Elimínase la frase “de sus unidades dependientes,”.

ii. Intercálase, entre las expresiones “de oficio” y “o de los aportados”, la siguiente frase: “que le hayan sido proporcionados por otras unidades de la Comisión como resultado de sus procesos de supervisión”.

iii. Reemplázase la frase “para comprobar las infracciones a las leyes y normativa cuya fiscalización corresponda a la Comisión” por la siguiente: “con el objeto de comprobar las infracciones de las leyes y normativa cuya fiscalización corresponda a la Comisión y proponer al Consejo la imposición de las sanciones que la ley determine”.

b) Intercálase en su numeral 2, entre el guarismo “5” y el punto final, la siguiente frase: “, sin perjuicio de las facultades que le otorguen otras leyes”.

13. Sustitúyese en el artículo 25 la frase “que formulen particulares” por “que se le formulen”.

14. En el artículo 28:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la expresión “Los Comisionados” por la frase “La Comisión, así como los Comisionados”.

ii. Reemplázase la expresión “la Comisión” por “dicha entidad”.

iii. Sustitúyese la frase “, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos” por la siguiente: “, así como documentos, informes y antecedentes que elaboren, preparen o mantengan en su poder o de los que hayan tomado conocimiento en el ejercicio de dichas funciones, siempre que éstos no tengan el carácter de públicos”.

iv. Agrégase, a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Lo anterior es sin perjuicio del deber de abstención de participar y votar a que se refiere el artículo 16.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:

“Sin perjuicio de los deberes de reserva de que trata este artículo, y con el objeto de velar por el cumplimiento de sus respectivas labores, la Comisión, el Banco Central de Chile y la Superintendencia de Pensiones podrán compartir cualquier información, excepto aquella sujeta a secreto bancario. Cuando la información compartida sea reservada deberá mantenerse en este carácter por quienes la reciban.”. 

c) Sustitúyese su actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:

“Para todos los efectos legales, se entenderá que tiene carácter de reservada cualquiera información derivada de los documentos, antecedentes, informes a que se refiere el inciso primero y cuya divulgación pueda afectar el debido cumplimiento de sus funciones, así como los derechos a la intimidad, comerciales, económicos de las personas o entidades sujetas a su fiscalización, o que pudieren afectar la estabilidad financiera, en la medida que ella no tenga el carácter de público.”.

d) Intercálase en su inciso final, entre la palabra “inversionistas” y la conjunción “y”, lo siguiente: “, depositantes”. 

15. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 30 la palabra “deducirán” por la frase “De la compensación a que se refiere el inciso anterior se deducirán”.

16. Incorpórase, a continuación del artículo 30, el siguiente artículo 31 bis:

“Artículo 31 bis.- El personal de la Comisión deberá informar al Presidente los créditos que solicite en las empresas bancarias y otras instituciones sujetas a su fiscalización, así como los bienes que adquiera de tales empresas. El Consejo establecerá, en su normativa interna, los procedimientos necesarios para el debido cumplimiento de este deber, así como para el resguardo de la información recibida. Sin perjuicio de lo anterior, dicha información tendrá el carácter de reservada.”. 

17. Agrégase en el artículo 33 el siguiente inciso final:

“Se encontrarán exentas de enterar los pagos a que se refiere este artículo las entidades que se encuentren afectas a la contribución de las cuotas a que se refiere el artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos que se indican.”.

18. Intercálase en el inciso primero del artículo 36, entre las palabras “anónimas” y “sujetas”, la frase “y empresas bancarias”.

19. En el inciso segundo del artículo 37:

a) Intercálase, entre la expresión “Valores,” y la conjunción “y”, la siguiente frase: “en los artículos 157, 158, 159 y 160 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican,”.

b) Intercálase, entre la palabra “Hacienda” y el punto y aparte, la siguiente expresión “, de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio”.

20. Agréganse en el artículo 59 los siguientes incisos tercero y cuarto:

“Encontrándose firme la resolución del Consejo, la Tesorería General de la República podrá demandar ejecutivamente al infractor ante el juzgado en lo civil de Santiago correspondiente, acompañando copia de la resolución del Consejo que aplicó la sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá, por sí sola, mérito ejecutivo.

En el juicio correspondiente no será admisible la oposición del ejecutado, a menos que se funde en alguna de las siguientes excepciones:

1. Pago de la deuda. Si éste se hubiere efectuado en una fecha posterior a la de la notificación de la demanda, el demandado será necesariamente condenado en costas. 

2. No empecer el título al ejecutado. En virtud de esta excepción no podrá discutirse la legalidad de la resolución del Consejo. 

3. Prescripción.”.

21. En el artículo 67:

a) Agrégase en su inciso primero la siguiente oración final: “Asimismo, será para todos los efectos la continuadora legal de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras”. 

b) Intercálase en su inciso segundo, entre las expresiones “Superintendente de Valores y Seguros,” y “a la Superintendencia de Compañías de Seguros”, la siguiente frase: “a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y al Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras,”.

22. En el artículo 70:

a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:

“También podrán reclamarse, con sujeción al mismo procedimiento, las resoluciones de la Comisión que impongan las prohibiciones o limitaciones contenidas en el artículo 116 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos que se indican; que designen inspector delegado o administrador provisional, o renueven esas designaciones; revoquen la autorización de existencia o resuelvan la liquidación forzosa de una empresa bancaria.”. 

b) Sustitúyese su actual inciso segundo, que pasa a ser tercero, por el siguiente:

“De igual modo, procederá, en general, el mismo reclamo de ilegalidad para la impugnación de las demás resoluciones, órdenes o instrucciones que impongan a una persona o entidad fiscalizada por la Comisión una medida correctiva o preventiva en el ejercicio de la facultad consagrada en el numeral 30 del artículo 5 y el numeral 5 del artículo 21.”.

c) Agrégase en su inciso final, a continuación del punto y final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Tampoco podrán decretarse las medidas establecidas en el artículo 192 del Código de Procedimiento Civil u otras de igual naturaleza, mientras la reclamación se encuentre pendiente.”.

Artículo 3.- Modifícase el artículo 35 del decreto ley N° 2.079, de 1978, del Ministerio de Hacienda, que fija texto de la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, del siguiente modo:

1. Sustitúyense sus incisos tercero y cuarto por los siguientes:

“Las cuentas de ahorros para niños y niñas, regidas por esta ley, podrán ser abiertas por los ascendientes en línea recta hasta en el segundo grado de consanguinidad o por quien tuviere el cuidado personal del niño o niña por resolución judicial, con independencia de quien tenga la patria potestad.

Asimismo, la administración de dichas cuentas recaerá en aquel de los mencionados en el inciso anterior que haya firmado el contrato de apertura respectivo y su titular, cuando se tratare de un menor adulto, pudiendo el contratante limitar la administración de la cuenta a su titular hasta la fecha en que éste alcance la mayoría de edad.”.

b) Elimínase su inciso quinto.

Artículo 4.– Modifícase la ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo, en el siguiente sentido:

1. Agrégase en el párrafo segundo del literal c) del numeral 1) del artículo 57, después del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Lo dispuesto en esta letra no se aplicará a los convenios marco de contratación de operaciones de derivados en que el deudor sea un inversionista institucional, los que se regirán en esta materia por las normas especiales a que se refiere el inciso segundo y siguientes del artículo 140 de esta ley.”.

2. Intercálase en el artículo 140 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando su actual inciso cuarto a ser quinto: 

“Tratándose de los convenios marco en que sea parte una empresa bancaria o cualquier otro inversionista institucional, las causales de terminación y exigibilidad anticipada que digan relación con inestabilidad financiera, administración deficiente u otras situaciones anteriores a la liquidación forzosa de esas entidades que señale la regulación dictada por el Banco Central de Chile, sólo podrán hacerse efectivas una vez transcurrido el plazo que establezca dicha normativa, el que será fijado considerando las recomendaciones y mejores prácticas internacionales sobre la materia. En caso que la posición contractual de la entidad afectada por la situación descrita precedentemente sea transferida durante dicho lapso a otra institución, las operaciones comprendidas en el convenio marco conservarán sus términos y condiciones de vigencia originalmente estipulados.”.

Artículo 5.- Intercálase en el inciso primero del artículo 27 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, el siguiente numeral 5):

“5) Se realice conforme a lo dispuesto en el artículo 55 bis del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican , sujeto a los requisitos y condiciones que señala dicho precepto legal.”.

Artículo 6.- Modifícase el inciso vigésimo primero del artículo 45 del decreto ley N° 3.500 de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que Establece Nuevo Sistema de Pensiones, del siguiente modo:

1. Reemplázase en su párrafo primero el guarismo “9” por “10”.

2. Agrégase el siguiente numeral 10:

“10) Bonos sin plazo fijo de vencimiento emitidos por empresas bancarias conforme al artículo 55 bis del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. El Banco Central de Chile determinará el límite que se establezca en el Régimen de Inversión, el cual no podrá superar el 5% del valor del Fondo de Pensiones, para cada Tipo de Fondo A, B, C, D y E.”.

Artículo 7.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio:

1. En la letra b) del numeral 1 del artículo 21:

a) Reemplázase la expresión “financieras;” por la siguiente frase: “financieras, incluyendo los bonos sin plazo fijo de vencimiento descritos en el artículo 55 bis del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.”.

b) Agrégase el siguiente párrafo segundo:

“Respecto de los instrumentos señalados en esta letra, la Comisión podrá establecer, mediante norma de carácter general, los límites, plazos, requisitos, características, reglas y procedimientos que deberán cumplir para ser representativos de reservas técnicas y patrimonio de riesgo.”.

2. En el artículo 23:

a) Intercálase en su numeral 1 la siguiente letra a), nueva, pasando la actual letra a) a ser b), y así sucesivamente: 

“a) Entre un 5% y un 10% del total para los bonos sin plazo fijo de vencimiento contemplados en la letra b) del artículo 21;”.

b) Reemplázase en la letra g) de su numeral 2 la frase “letras a) e i)” por la siguiente: “letras b) e i)”.

c) Sustitúyese en el numeral iv) de la letra h) de su número 2 la frase “letras a) e i)” por la siguiente: “letras b) e i)”.

3. Sustitúyese la letra a) del artículo 24 por la siguiente:

“a) Entre un 10% y un 20% del total de los depósitos y captaciones y del total de letras hipotecarias emitidas por un banco o entidad financiera, y entre un 20% y un 30% para los bonos sin plazo fijo de vencimiento, en el caso de los instrumentos de la letra b) del Nº 1 del artículo 21;”.

Artículo 8.– Sustitúyense los artículos 87, 87 bis y 87 ter del decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, por los siguientes:

“Artículo 87.- Las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento quedarán sometidas a la fiscalización y control de la Comisión para el Mercado Financiero (en adelante, la Comisión), respecto de las operaciones que realicen en cumplimiento de su objeto. Para estos efectos, la Comisión, además de las facultades que esta ley le confiera, tendrá todas las facultades que le otorga la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero. 

Tales cooperativas deberán contar con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones; su patrimonio no podrá ser inferior al 10% de sus activos ponderados por riesgo, ni inferior al 5% de sus activos totales y quedarán sujetas a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos, en lo que sea compatible con su naturaleza. En especial se les aplicarán las normas del título I, los artículos 64 y 67, título XIV, con exclusión del artículo 113 bis, del título XV, con exclusión del inciso segundo del artículo 132, artículos 154, 155 y 156, y el título XVII. Asimismo, sus administradores deberán cumplir los requisitos de integridad contemplados en la letra b) del artículo 28 de la referida ley.

El resto de las cooperativas de ahorro y crédito deberá someterse a las normas sobre contabilidad, auditoría, publicidad y control que determine el Departamento de Cooperativas, en conformidad a sus facultades.

Artículo 87 bis.- Asumida la supervisión y fiscalización por parte de la Comisión, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento deberán acreditar, a satisfacción del organismo indicado, que cuentan con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones. 

Asimismo, el administrador provisional que se designe en conformidad al artículo 117 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos, estará facultado para enajenar todo o parte sustancial de los activos de la referida entidad, previo informe a la junta general de socios de la cooperativa de ahorro y crédito, sobre su conveniencia económica y sus efectos en la estabilidad financiera de la cooperativa. También será aplicable a estas cooperativas, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 58 bis de la presente ley. En tal caso, las facultades señaladas en dicho artículo deberán ser ejercidas por la Comisión.

En todo caso, las observaciones que formule la Comisión sobre cualquiera de los aspectos mencionados en el inciso primero deberán ser resueltas dentro del plazo que aquélla determine, contado desde la fecha en que se comunique el plan de regularización correspondiente y, si así no lo hiciere, se podrán aplicar a la cooperativa cualquiera de las medidas previstas en los artículos 116 y 117 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos, y, en último término, resolver sobre su disolución anticipada conforme al artículo 130 del mismo cuerpo legal, y decretar su liquidación forzosa.

Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1 de la presente ley. 

Artículo 87 ter.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 87, aquellas cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea inferior a 400.000 unidades de fomento podrán voluntariamente acogerse a un procedimiento de revisión anticipada por parte de la Comisión, a costa de la cooperativa, manteniéndose en todo caso sujetas a la supervisión del Departamento de Cooperativas. 

La cooperativa podrá presentar un prospecto a la Comisión, solicitando acogerse al procedimiento de revisión anticipada, el cual deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los siguientes tres años de funcionamiento.”.

Artículo 9.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.789, que crea el Consejo de Estabilidad Financiera:

1. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 1 la expresión “el Superintendente de Valores y Seguros, el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras” por “el Presidente de la Comisión para el Mercado Financiero”. 

2. En el artículo 2:

a) Reemplázase en su numeral 1 la expresión “a las Superintendencias de Valores y Seguros, de Pensiones y de Bancos e Instituciones Financieras” por “a la Comisión para el Mercado Financiero y a la Superintendencia de Pensiones”. 

b) Reemplázase en el párrafo primero de su numeral 2 la expresión “las Superintendencias Financieras” por “la Comisión para el Mercado Financiero y a la Superintendencia de Pensiones”.

c) Reemplázase en el párrafo segundo de su numeral 2 la expresión “Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras” por “Comisión para el Mercado Financiero”.

3. En el artículo 4:

a) Reemplázase en su inciso primero la palabra “tres” por “dos”. 

b) Reemplázase en su inciso final la frase “tres de sus cuatro miembros” por “la Comisión para el Mercado Financiero y la Superintendencia de Pensiones”.

Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra b) del inciso primero del artículo 2 de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de blanqueo y lavado de activos:

1. Elimínase en su párrafo segundo la expresión “o reserva”, las dos veces que aparece.

2. Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:

“Si los antecedentes a que se refiere este literal estuvieran sujetos a reserva, se estará a lo dispuesto en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.”.

Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:

1. En el artículo 62:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i. Elimínase el vocablo “bancarias”.

ii. Intercálase, entre la expresión “reserva,” y los vocablos “en el caso”, la frase “conforme al artículo 154 de la Ley General de Bancos,”.

b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:

i. Elimínase la palabra “bancarias”.

ii. Intercálase, entre la expresión “reserva,” y los vocablos “que resulten”, la frase “conforme al artículo 154 de la Ley General de Bancos,”.

c) Modifícase su inciso tercero de la forma que sigue:

i. Elimínase la palabra “bancaria”.

ii. Sustitúyense los vocablos “o reserva” por la frase “de acuerdo al inciso primero del artículo 154 de la Ley General de Bancos,”.

iii. En su numeral 1:

- Sustitúyense las palabras “al banco” por la expresión “a la institución”.

- Elimínase en su literal a) la palabra “bancaria”.

- Elimínanse en su literal b) las palabras “bancarios” y “bancarias”. 

iv. En su numeral 2:

- Reemplázanse los vocablos “el banco” por “la institución”, todas las veces que aparecen.

- Sustitúyese la expresión “del banco lo” por “de la institución la”.

v. En su numeral 3:

- Reemplázanse las palabras “al banco” por “a la institución”, todas las veces que aparecen.

- Reemplázase en su párrafo primero la palabra “éste” por “ésta”.

- Sustitúyense en su párrafo segundo los vocablos “el banco” por “la institución”, todas las veces que aparece.

- Elimínase en su párrafo segundo la expresión “o reserva”.

- Reemplázase en su párrafo segundo la palabra “liberado” por “liberada”.

- Reemplázanse en su párrafo tercero las palabras “el banco” por “la institución”.

vi. En su numeral 4:

- Reemplázanse las palabras “el banco” por “la institución”, las dos veces que aparecen.

- Reemplázase la palabra “él” por “ella”.

- Sustitúyense los vocablos “del banco” por “de la institución”.

vii. En su numeral 5):

- Sustitúyense las palabras “al banco” por “a la institución”.

- Reemplázase la expresión “entidad bancaria” por la palabra “institución”. 

viii. Reemplázase en su numeral 6 la expresión “del banco” por “de la institución”.

d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando su actual inciso cuarto a ser quinto, y así sucesivamente:

“Los requerimientos de información sometida a reserva, conforme al inciso segundo del artículo 154 de la Ley General de Bancos, que formule el Director de acuerdo al inciso segundo de este artículo, se sujetarán al siguiente procedimiento:

1) El Servicio, a través de su Dirección Nacional, notificará a la institución, requiriéndole para que entregue la información en el plazo que establezca por resolución, el que en ningún caso podrá ser inferior a diez días corridos contado desde la notificación de la solicitud. El requerimiento deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:

a) Contener la individualización del titular de la información que se solicita, salvo que no sea posible llevar a cabo esta individualización, y siempre que se trate de remesas, pagos, traslados u operaciones de fondos desde y hacia el exterior por un monto igual o superior a los diez mil dólares de los Estados Unidos de América.

b) Especificar la información, operaciones, productos, o tipos de operaciones sobre los que recaiga la solicitud.

c) Señalar los períodos comprendidos en la solicitud.

d) Expresar si la información se solicita para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos del contribuyente o la falta de ellas, en su caso, o bien para dar cumplimiento a un requerimiento de información de los indicados en el inciso segundo del presente artículo, identificando la entidad requirente y los antecedentes de la solicitud.

2) El retardo u omisión total o parcial en la entrega de la información por parte de la institución será sancionado de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del número 1 del artículo 97.

Los procedimientos a que se refiere este artículo se aplicarán respecto a la información que el Servicio solicite a las instituciones que se encuentren fiscalizadas por la Comisión para el Mercado Financiero.”.  

e) Sustitúyese en su inciso cuarto, que pasa a ser quinto la frase “La información bancaria sometida a secreto o sujeta a reserva, obtenida por el Servicio bajo este procedimiento, tendrá” por “La información sometida a secreto o reserva, obtenida por el Servicio bajo estos procedimientos, tendrá”.

f) Elimínase en su actual inciso quinto, que pasa a ser sexto, la palabra “bancaria”. 

2. En el artículo 62 bis:

a) Reemplázase la expresión “el banco” por “la institución”, todas las veces que aparece.

b) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i. Elimínase la palabra “bancaria”.

ii. Elimínase la expresión “reserva o”.

iii. Reemplázase la expresión “del banco requerido” por “de la institución requerida”.

c) Modifícase el inciso quinto en el siguiente sentido:

i. Elimínase la palabra “bancaria”.

ii. Elimínase la expresión “o reserva”.

Artículo 12.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, por el siguiente: 

“Las operaciones relativas a cuentas corrientes bancarias quedarán sometidas a secreto o reserva conforme el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.”.

Artículo 13.- A contar de la fecha en que la Comisión para el Mercado Financiero asuma las competencias de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el servicio de bienestar de esa Superintendencia continuará funcionando en la referida Comisión. En dicho servicio de bienestar sólo podrá continuar afiliado el personal que resultare traspasado desde esa Superintendencia a la Comisión y el personal jubilado de esa Superintendencia que se encontrare afiliado en él. Sin perjuicio de lo anterior, el señalado personal podrá optar por afiliarse al servicio de bienestar de la Comisión para el Mercado Financiero.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La normativa que debe emitir la Comisión en virtud del artículo 67 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, deberá ser dictada y entrar a regir dentro de los dieciocho meses siguientes a la fecha en que la Comisión para el Mercado Financiero asuma las funciones y atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. En tanto no entre a regir dicha normativa, no se aplicarán requisitos de capital adicional asociados a los riesgos de mercado y operacional y para efectos de su ponderación por riesgo de crédito, los activos de un banco, netos de provisiones exigidas, se clasificarán en las siguientes categorías:

Categoría 1. Fondos disponibles en caja, depositados en el Banco Central de Chile o a la vista en instituciones financieras regidas por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, e instrumentos financieros emitidos o garantizados por el Banco Central de Chile. También figurarán en esta categoría los activos constituidos por aportes a sociedades, adquisición de participación en ellas o asignación a sucursales en el extranjero cuyo monto se haya deducido del patrimonio efectivo de acuerdo al artículo 66 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos.

Categoría 2. Instrumentos financieros, emitidos o garantizados por el Fisco de Chile. También se incluirán en esta categoría los instrumentos financieros en moneda de sus países de origen emitidos o garantizados por Estados o bancos centrales de países extranjeros calificados en primera categoría de riesgo, de acuerdo a metodologías de empresas calificadoras internacionales que figuren en una nómina registrada en la Comisión para el Mercado Financiero.

Categoría 3. Cartas de crédito irrevocables y pagaderas a su sola presentación para operaciones de comercio exterior, pendientes de negociación, otorgadas por bancos extranjeros calificados en primera categoría de riesgo por empresas calificadoras internacionales que figuren en la nómina a que se refiere el artículo 78 del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, y préstamos u operaciones con pacto de retroventa acordadas por instituciones financieras regidas por dicha ley.

Categoría 4. Préstamos con garantía hipotecaria para vivienda, otorgados al adquirente final. También se incluirán en esta categoría los contratos de arrendamiento con promesa de compraventa que recaigan sobre una vivienda y que se celebren directamente con el promitente comprador.

Categoría 5. Activo fijo físico, otros activos financieros y todos los demás activos no incluidos en las anteriores categorías.

Para los efectos de los nuevos artículos 51, 66, 66 bis, 66 ter, 66 quáter y 66 quinquies del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, los activos comprendidos en las referidas categorías, se estimarán en los siguientes porcentajes de su valor de contabilización:

Categoría 1: 0%;

Categoría 2: 10%;

Categoría 3: 20%;

Categoría 4: 60%;

Categoría 5: 100%.

La Comisión podrá incluir dentro de las categorías o crear una categoría intermedia para las inversiones en contratos de futuros, opciones y otros productos derivados.

La Comisión, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros, podrá, mediante norma general, cambiar de categoría determinados activos, siempre que ello signifique subir o bajar un solo nivel en la tabla antes expresada o fijarles un nivel intermedio entre dos categorías o establecer que determinados activos se ubiquen en Categoría 1. En todo caso, la categoría a la que pertenezca un activo solo podrá ser modificada una vez al año, salvo que la unanimidad de los consejeros en ejercicio del Banco Central de Chile modifique el acuerdo anterior.

Los cambios de categoría que se introduzcan en virtud de lo dispuesto en los incisos precedentes entrarán a regir en el plazo que al efecto determine la Comisión, el que no podrá ser inferior a sesenta ni superior a noventa días, contado desde la fecha en que se hubiere adoptado el acuerdo descrito en el inciso anterior.

Artículo segundo.- A partir de la dictación de la normativa a la que se refiere el artículo 67 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, los bancos contarán con un plazo de cuatro años para la constitución del capital básico adicional descrito en el artículo 66 bis de dicha ley, para lo cual se considerarán requerimientos incrementales de capital básico de 0,625% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, para cada año a partir de la dictación de la normativa referida en este artículo.

Artículo tercero.- La exigencia de capital básico de 4,5% sobre los activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, a la que se refiere el artículo 66 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, tendrá vigencia inmediata.

La normativa que debe emitir la Comisión en virtud del artículo 55 bis de la precitada ley, deberá ser dictada y entrar en vigencia dentro de los dieciocho meses siguientes a la fecha en que la Comisión para el Mercado Financiero asuma las funciones y atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Durante el primer año de vigencia de dicha normativa, los bonos subordinados y las provisiones voluntarias podrán contabilizarse como equivalentes a los bonos sin plazo de vencimiento o a las acciones preferentes a los que se refiere el artículo 66 de dicha ley. 

A partir del segundo año de la dictación de la normativa, el límite de sustitución disminuirá de forma progresiva, reduciéndose cada año en el equivalente al 0,5% de los activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas.

Artículo cuarto.- La normativa que debe emitir la Comisión en virtud del artículo 66 ter del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, deberá ser dictada y entrar en vigencia dentro de los dieciocho meses siguientes a la fecha en que la Comisión para el Mercado Financiero asuma las funciones y atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. A partir de la vigencia de dicha normativa, la Comisión podrá exigir el capital básico a que se refiere el precitado artículo hasta por el 0,625% de los activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, incrementándose dicho límite en el mismo porcentaje cada año, hasta llegar al 2,5% al cuarto año de entrada en vigencia de la normativa referida en este artículo.

Artículo quinto.- La normativa que debe emitir la Comisión en virtud del artículo 66 quáter del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, deberá ser dictada y entrar en vigencia dentro de los dieciocho meses siguientes a la fecha en que la Comisión para el Mercado Financiero asuma las funciones y atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. A partir de la vigencia de dicha normativa, la Comisión podrá exigir el capital básico a que se refiere el artículo precitado hasta por el 0,625% de los activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, incrementándose dicho límite en el mismo porcentaje al segundo año, y el 1,125% los años siguientes, hasta alcanzar el techo de la banda del 3,5% en el cuarto año de entrada en vigencia de la normativa referida en este artículo.

Aquellos bancos que al momento de la publicación de esta ley estuvieran afectos a requerimientos de patrimonio efectivo adicionales en virtud de lo dispuesto en artículo 35 bis de la ley precitada, podrán reducir dicho requerimiento a partir de la entrada en vigencia de la normativa a que se refiere el inciso precedente en al menos el 25% del requerimiento patrimonial que estuvieren cumpliendo, incrementándose esta reducción en el mismo porcentaje en el segundo, tercer y cuarto años siguientes.

Asimismo, a partir de la vigencia de dicha normativa, la Comisión podrá exigir el capital básico a que se refiere el artículo precitado hasta por el 0,5% de los activos totales, incrementándose dicho límite en el mismo porcentaje al segundo, tercer y cuarto año siguientes, hasta alcanzar el techo de la banda del 2% en el cuarto año de entrada en vigencia de la normativa referida en este artículo.

Artículo sexto.- No obstante lo dispuesto en el artículo 35 bis, nuevo, del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, en caso que el Banco Central de Chile acordare efectuar una enajenación de acciones con sujeción a la ley Nº 19.396, que dispone un nuevo tratamiento de la Obligación Subordinada de determinados Bancos Comerciales, con el Banco Central de Chile, o mantuviere acciones en uno de los bancos objeto de la fusión, toma de control, o del aumento sustancial de participación accionaria, no procederá el informe del Banco Central de Chile y la Comisión resolverá por sí sola sobre la solicitud.

Del mismo modo, para efectos de lo previsto en el artículo 66 quáter, nuevo, del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, y de presentarse alguna de las circunstancias señaladas en el inciso anterior respecto de la titularidad de acciones de un banco por parte del Banco Central de Chile, tampoco procederá su informe previo para fines de calificar la calidad de sistémico del banco en particular de que se tratare ni, en su caso, para imponerle una o más de las exigencias a que se refiere esa normativa, y la Comisión resolverá por sí sola.

Artículo séptimo.- Las modificaciones introducidas por la presente ley al artículo 35 bis del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, no afectarán la validez de las resoluciones adoptadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras que hayan autorizado una operación de concentración bancaria sujeto a la observancia de una determinada exigencia, de acuerdo a las reglas anteriormente contenidas en esa disposición. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia o de la Comisión – en su carácter de continuadora legal de la primera - para modificar, complementar o dejar sin efecto las resoluciones antedichas, con motivo del ejercicio de las atribuciones que señalan las nuevas disposiciones de los artículos 35 bis y 66 quáter de la ley precitada.

Artículo octavo.- Sólo para los efectos de la obligación a la que se refieren los artículos 8 y 9 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, se entenderá por instituciones fiscalizadas el conjunto de entidades que mantenían ese carácter, o hubieren debido mantenerlo en virtud de su naturaleza jurídica y función, respecto de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, con anterioridad a la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

Artículo noveno.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que la Comisión para el Mercado Financiero asumirá las competencias de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, determinando, igualmente, la fecha de su supresión. Dicha fecha no podrá exceder a un año desde la fecha de publicación de la ley.

2. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios desde la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la Comisión para el Mercado Financiero. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará la forma en que se realizará el traspaso de todo el personal y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente o Presidenta de la República", por intermedio del Ministerio de Hacienda.

El traspaso del personal desde la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la Comisión para el Mercado Financiero, y el de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, transfiriéndose, asimismo, los recursos presupuestarios respectivos. Del mismo modo, la dotación máxima de personal de dicha Comisión se incrementará en el número de funcionarios traspasados. Además, en el ejercicio de esta facultad, podrá determinar normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables en la Comisión para el Mercado Financiero respecto del personal traspasado. 

3. El ejercicio de la facultad a que se refiere el numeral 2 quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral, ni disminución de sus remuneraciones. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios traspasados mantendrán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

d) Los funcionarios traspasados continuarán afectos a las disposiciones del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 1.383, de 1975, del Ministerio de Hacienda.

4. Transferir los bienes de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la Comisión para el Mercado Financiero. Con el solo mérito de copia autorizada del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, las reparticiones correspondientes efectuarán las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que procedan.

Artículo décimo.– Los funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras que sean traspasados a la Comisión para el Mercado Financiero podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la señalada Superintendencia.

Artículo decimoprimero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, podrá traspasar a la Comisión para el Mercado Financiero los recursos necesarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo decimosegundo. - El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al Presupuesto de la Comisión para el Mercado Financiero y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los presupuestos anuales de la Comisión para el Mercado Financiero.

Artículo decimotercero.- En caso de que algún banco se encuentre por sobre el límite de crédito del 30% del patrimonio efectivo a un conjunto de personas o entidades que pertenezcan a un mismo grupo empresarial, según la definición establecida en el título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, que se establece en el artículo 84 numeral 1), tendrán plazo de un año desde la entrada en vigencia de esta ley para dar cumplimiento a dicho límite.

Artículo decimocuarto.- La enmienda incorporada por el numeral 8 del artículo 2 de la presente ley, que añade un nuevo inciso tercero al artículo 17 de la ley N° 21.000, entrará en vigencia cuando la Comisión para el Mercado Financiero asuma las funciones y atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. La asignación de Alta Dirección del Sector Financiero establecida en el citado artículo 17 comenzará a reajustarse a contar de su entrada en vigencia conforme a los reajustes generales de remuneraciones de los trabajadores del sector público.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 23  de enero de 2018, con asistencia los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber (Presidente Accidental) y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 5 de marzo de 2018.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.

______________

1 Mediante Mensaje N° 200-364, de 24 de octubre de 2016.

2 Dice esta norma: “Artículo 19.- Las sociedades, personas o entidades sometidas a la fiscalización de la Comisión, en virtud de la presente ley, que incurrieren en infracciones a las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan o incumplieren las instrucciones u órdenes legalmente impartidas por la Comisión, podrán ser sancionadas conforme a las reglas establecidas en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, sin perjuicio de las sanciones especiales contenidas en este u otros cuerpos legales. Estas resoluciones podrán ser impugnadas de conformidad con lo establecido en el título V de la precitada ley.”.

3 Conforme a las reglas establecidas en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, sin perjuicio de la aplicación de otras sanciones especiales contenidas en este u otros cuerpos legales.

4 Artículo segundo numeral 30 literales a) y b).

5 Artículos 70 y 71 de la Ley N°21.000.

6 “Evacuado el traslado o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, la corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días.”.

7 “Evacuado el traslado, o acusada la rebeldía, la corte dictará sentencia en el término de quince días (…)”.
8“Artículo 71.- Los sancionados por el Consejo podrán presentar reclamo de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de diez días hábiles computado de acuerdo a lo establecido en el artículo 66 del Código de Procedimiento Civil, contado desde la notificación de la resolución que impuso la sanción que rechazó total o parcialmente el recurso de reposición o desde que ha operado el silencio negativo al que se refiere el inciso tercero del artículo 69. Dichos reclamos gozarán de preferencia para su vista y fallo.”.
9 “Evacuado el traslado o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, la corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días.”.

10 “La sentencia que rechace el reclamo de ilegalidad será susceptible de apelación ante la Corte Suprema, recurso que deberá interponerse en el plazo de diez días hábiles computado de acuerdo a lo establecido en el artículo 66 del Código de Procedimiento Civil, contado desde su notificación. La apelación será conocida en la forma prevista en los incisos anteriores y gozará de preferencia para su vista y fallo.”.

11 “Evacuado el traslado, o acusada la rebeldía, la corte dictará sentencia en el término de quince días. La sentencia que rechace el reclamo de ilegalidad será susceptible de apelación ante la Corte Suprema dentro del plazo de diez días hábiles computado de acuerdo a lo establecido en el artículo 66 del Código de Procedimiento Civil, contado desde su notificación. La apelación será conocida en la forma prevista en los incisos anteriores y gozará de preferencia para su vista y fallo.”.
12 Oficio N° 114-2013 de la Corte Suprema, de fecha 12 de septiembre de 2013.

13 Según esta norma, la apelación “será conocida en la forma prevista en los incisos anteriores”. Parece aludir a la forma dispuesta para que la Corte de Apelaciones conozca y resuelva en primera instancia del recurso de reclamación. Y aunque dicha regulación, no está en los incisos anteriores, sino en la primera parte del mismo inciso 6° del artículo 70, es claro que ella no considera la existencia de alegatos. Por el contrario, nos dice que “Evacuado el traslado, o acusada la rebeldía, la corte dictará sentencia en el término de quince días”.
14 Fallo dividido 3-2 (de los ministros Muñoz, Carreño y Pierry).

15 Boletín N° 4426-07.
16 Informe oficio N° 114-2013, de fecha  12 de septiembre de 2013.

17 Según este procedimiento, la cobranza administrativa y judicial de las obligaciones tributarias le corresponde al Servicio de Tesorería, constituyendo título ejecutivo, por el solo ministerio de la ley, las listas o nóminas de los deudores que se encuentren en mora (art. 168 inc. 3°). 

18 Sobre los mecanismos de defensa, la oposición del ejecutado sólo es admisible si se funda en las excepciones de pago, no empecerle el título y prescripción, y se deduce en un plazo fatal de 10 días hábiles, contados desde la fecha del requerimiento de pago. Si no cumple con ambos requisitos copulativos, dicha oposición se declarará inadmisible, resolución inobjetable por el contribuyente, por lo que procederá sin más remedio la ejecución.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR GARCÍA-HUIDOBRO, SEÑORAS VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER Y SEÑORES COLOMA Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE OBLIGA A LOS ESTABLECIMIENTOS DE EXPENDIO DE COMIDAS Y BEBIDAS A OFRECER AGUA POTABLE GRATUITA A SUS CLIENTES
(11.606-11)
FUNDAMENTOS

El artículo 19, número 9 de la de la Constitución Política de la República consagra, entre los derechos que reconoce a todos los chilenos el derecho a la protección de la salud. A continuación dispone que "El Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo.".

Su inciso tercero dispone que "Le corresponderá, asimismo, la coordinación y control único de las acciones relacionadas con la salud", agregando que "Es deber preferente del Estado garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se presten a través de instituciones públicas o privadas, en la forma y condiciones que determine la ley".

El agua es un derecho humano universal consagrado en la Carta Internacional de Derechos Humanos. En junio de 2012 en la ciudad de Río de Janeiro, se desarrolló la Cumbre de los Pueblos, paralelo y en conjunto a la Conferencia de la ONU sobre Desarrollo Sostenible, donde el criterio que prevaleció fue que el Agua es un derecho humano esencial y por lo tanto imprescriptible, indivisible e inalienable, por lo tanto el ser humano per se tiene derecho a acceder a este elemento insustituible, sin importar si no tiene dinero, por el sólo e importante hecho de ser persona.

Que en tanto derecho humano universal, el acceso al agua potable reviste inexorablemente el carácter de pública y gratuita para garantizar dicho derecho en situaciones de necesidad.

Una adecuada hidratación es de vital importancia para un funcionamiento correcto del cerebro. Cuando estamos adecuadamente hidratados, las células del cerebro reciben sangre oxigenada y el cerebro se mantiene alerta.

El consumo adecuado de agua es esencial para que los riñones funcionen bien, ayudándolos a eliminar residuos y nutrientes innecesarios a través de la orina. Mejora el tracto digestivo ya que el agua es necesaria en la disolución de nutrientes para que estos puedan ser absorbidos por la sangre y transportados a las células. El agua es un gran aliado para la piel ayudando a mantener la elasticidad de la misma y su tonicidad. Así como también actúa como un lubricante para los músculos y las articulaciones: ayuda a proteger a las articulaciones y a que los músculos funcionen correctamente.

Cuatro categorías de enfermedades, las cardiovasculares, las respiratorias crónicas, el cáncer y la diabetes son los principales responsables de la morbilidad y la mortalidad por enfermedades no transmisibles y constituyen el objetivo prioritario del plan de acción de la OMS del 2013. Esos cuatro tipos de enfermedades no transmisibles pueden prevenirse o controlarse en gran parte mediante intervenciones eficaces que abordan factores de riesgo comunes, como son el consumo de tabaco, la dieta malsana, la inactividad física y el uso nocivo del alcohol, así como mediante una detección y un tratamiento temprano.

La OMS viene alertando con preocupación del incremento sostenido de la obesidad en el mundo. En 2014, el 39% de las personas adultas de 18 o más años tenían sobrepeso, y el 13% eran obesas. La mayoría de la población mundial vive en países donde el sobrepeso y la obesidad se cobran más vidas de personas que la insuficiencia ponderal. En 2013, más de 42 millones de niños menores de cinco años tenían sobrepeso. La obesidad puede prevenirse.

La meta general de la Estrategia Mundial sobre Régimen Alimentario, Actividad Física y Salud (2004) es promover y proteger la salud orientando la creación de un entorno favorable para la adopción de medidas sostenibles a nivel individual, comunitario, nacional y mundial, que, en conjunto, den lugar a una reducción de la morbilidad y la mortalidad asociadas a una alimentación poco sana y a la falta de actividad física.

Esas medidas contribuyen al logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio de las Naciones Unidas y llevan aparejado un gran potencial para obtener beneficios de salud pública en todo el mundo. Entre sus objetivos se encuentran fomentar el establecimiento, el fortalecimiento y la aplicación de políticas y planes de acción mundiales, regionales, nacionales y comunitarios encaminados a mejorar las dietas y aumentar la actividad física, que sean sostenibles, integrales y hagan participar activamente a todos los sectores, con inclusión de la sociedad civil, el sector privado y los medios de difusión y seguir de cerca los datos científicos y los principales efectos sobre el régimen alimentario y la actividad física; respaldar las investigaciones sobre una amplia variedad de esferas pertinentes, incluida la evaluación de las intervenciones; y fortalecer los recursos humanos que se necesiten en este terreno para mejorar y mantener la salud.

Con esta Estrategia se espera lograr una reducción relativa del 30% en la ingesta poblacional media de sal/sodio, detener el aumento de la diabetes y la obesidad y lograr una reducción relativa del 25% en la prevalencia de la hipertensión o limitar la prevalencia de la hipertensión de acuerdo con las circunstancias nacionales.

En la misma se realizan una serie de recomendaciones:

a) Promover y apoyar la lactancia materna exclusiva durante los primeros seis meses de vida, la continuación de la lactancia materna hasta después de los 2 años y la alimentación complementaria suficiente y oportuna;

b) Establecer directrices, recomendaciones o medidas de política que comprometan a diferentes sectores pertinentes, como los productores y elaboradores de alimentos y otros operadores comerciales pertinentes para reducir la concentración de sal/sodio en los alimentos, eliminar virtualmente los ácidos grasos de tipo trans en los alimentos y sustituirlos por ácidos grasos insaturados, reducir la concentración de ácidos grasos saturados en los alimentos y sustituirlos por ácidos grasos insaturados, reducir el contenido de azúcares libres en los alimentos y las bebidas no alcohólicas, reducir el tamaño de las raciones y la densidad energética de los alimentos, con miras a limitar la ingesta excesiva de calorías;

c) Recoger la necesidad de formular medidas de política dirigidas a los vendedores minoristas de alimentos y servicios de comidas por encargo a fin de aumentar la disponibilidad, asequibilidad y aceptabilidad de productos alimentarios más saludables (alimentos de origen vegetal, como frutas y hortalizas, y productos con contenido reducido de sal/sodio, ácidos grasos saturados, ácidos grasos de tipo trans y azúcares libres)

d) Fomentar la oferta y disponibilidad de alimentos saludables en todas las instituciones públicas, en particular las escuelas y otras instituciones educativas, y en los lugares de trabajo.

En los siguientes apartados se recoge, entre otros, la necesidad de estimular medidas normativas para el sector agrícola que refuercen las medidas dirigidas a los elaboradores de alimentos, vendedores minoristas de alimentos, servicios de comidas por encargo e instituciones públicas, y ofrecer mayores oportunidades de utilización de alimentos y productos agrícolas locales más saludables, llevar a cabo campañas públicas e iniciativas de mercadotecnia social para informar a los consumidores y estimular entre ellos hábitos alimentarios saludables, y crear entornos propicios para la salud y la nutrición en las escuelas y otras instituciones educativas, en los lugares de trabajo, en los consultorios, en los hospitales y otras instituciones públicas y privadas, proporcionando educación sobre nutrición. Y por último proporcionar etiquetado nutricional en todos los alimentos preenvasados en los que se reivindiquen propiedades de carácter nutricional o sanitario.

La Segunda Conferencia Internacional sobre nutrición FAO-OMS 2014 destaca la existencia de los múltiples desafíos que representa la malnutrición en todas sus formas, incluidos el sobrepeso y la obesidad, para el desarrollo inclusivo y sostenible para la salud.

Las diversas formas de malnutrición limitan el desarrollo físico y cognitivo, limitan la realización del potencial humano, reducen la productividad y suponen una pesada carga en forma de consecuencias sociales y económicas negativas para las personas, las familias, las comunidades y los Estados.

Esta Conferencia reconoce que el sobrepeso y la obesidad, entre niños y adultos por igual, han venido aumentando rápidamente en todas las regiones: en 2013 había 42 millones de niños menores de cinco años afectados por el sobrepeso y en 2010, más de 500 millones de adultos afectados por la obesidad e identifica que los factores de riesgo dietéticos, junto con una actividad física inadecuada, representan casi el 10% de la carga mundial de la morbilidad y la discapacidad.

En su declaración final se destaca la necesidad de que las políticas de nutrición promuevan una alimentación diversificada, equilibrada y saludable en todas las etapas de la vida. En particular, debería prestarse especial atención a los primeros 1.000 días, esto es, desde el inicio del embarazo hasta los dos años de edad, a las mujeres embarazadas y lactantes, a las mujeres en edad reproductiva y las adolescentes, promoviendo y apoyando prácticas de cuidado y alimentación adecuadas, incluida la lactancia materna exclusiva durante los seis primeros meses y la lactancia materna continuada hasta los dos años de edad y posteriormente con una alimentación complementaria apropiada. Deberían fomentarse dietas saludables en los centros preescolares y escolares, las instituciones públicas, los lugares de trabajo y los hogares, así como una alimentación sana por parte de las familias; para mejorar la dieta y la nutrición son precisos marcos legislativos apropiados sobre inocuidad y calidad de los alimentos, así como a la mejora de la información dirigida a los consumidores, y evitar la promoción y la publicidad inapropiadas de alimentos y bebidas no alcohólicas dirigidas a los niños, como se recomienda en la resolución WHA63.14.

Los Estados Miembros adquieren el compromiso de elaborar políticas, programas e iniciativas para garantizar una dieta sana durante toda la vida y facultar a las personas para adoptar decisiones informadas sobre los productos alimenticios y crear un entorno favorable a tal fin con objeto de seguir prácticas alimentarias saludables y prácticas adecuadas de alimentación de lactantes y niños pequeños mediante la mejora de la información y la educación en materia de salud y nutrición.

La Comisión para acabar con la obesidad infantil 2014 de la OMS advierte que la obesidad infantil es un problema complejo de origen multifactorial y que requiere de intervenciones a múltiples niveles: esto incluye a los individuos, a las familias y a las comunidades y a los comportamientos sobre alimentación y actividad física entendidos en sentido amplio; que las intervenciones deben tener un enfoque centrado en las etapas de la vida; que las intervenciones tempranas empiezan antes de la concepción para prevenir o revertir respuestas inadecuadas a riesgos más tardíos como el ambiente obesogénico; las intervenciones deben dirigirse a todos los estadios claves del desarrollo y mantenerse y esforzarse en lugar de ser aislados y deben desarrollarse sistemas de información para conocer la utilización de servicios por parte de los niños y adolescentes con obesidad, los tipos de servicios prestados y las necesidades de formación de los profesionales sanitarios.

Por último en la 69 Asamblea de la OMS, en mayo 2016 en relación a la lucha contra la obesidad infantil se realizan las siguientes recomendaciones:

(a) Asegurar que la información nutricional adecuada y específica del contexto y las directrices para los adultos y los niños se desarrollan y se difunde de una manera sencilla, comprensible y accesible para todos los grupos de la sociedad.

(b) Implementar un impuesto efectivo sobre las bebidas endulzadas con azúcar.

(c) Poner en práctica el conjunto de recomendaciones sobre la comercialización de alimentos y bebidas no alcohólicas dirigida a los niños para reducir la exposición de los niños y adolescentes a la promoción e influencia de los alimentos malsanos, y el poder de la comercialización de alimentos poco saludables.

(d) Desarrollar en nutrientes perfiles para identificar los alimentos y bebidas no saludables.

(e) Establecer una cooperación entre los Estados miembros para reducir el impacto de la comercialización transfronteriza de alimentos y bebidas poco saludables.

(f) Implementar un sistema de etiquetado de nutrientes mundial normalizado.

(g) Implementar etiquetado interpretativo frontal del envase con el apoyo de la educación pública de adultos y niños de conocimientos sobre nutrición.

(h) Requerir ajustes tales como escuelas, centros de atención infantil, instalaciones deportivas infantiles y eventos para crear ambientes saludables de alimentos.

(i) Aumentar el acceso a alimentos saludables en las comunidades desfavorecidas.

El proyecto consta de un Artículo Único que establece la obligación de proveer gratuitamente agua potable en los restaurantes, centros de trabajo y en los centros de personas mayores y personas con discapacidad.

PROYECTO DE LEY

Artículo Único.- En los establecimientos gastronómicos de expendio de comidas y bebidas, se ofrecerá siempre a los clientes un recipiente con agua potable, de forma gratuita y complementaria a la oferta del propio establecimiento.

La inobservancia de lo establecido en este artículo será sancionada con multa 1 a 10 Unidades Tributarias Anuales.


(Fdo.): Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS MUÑOZ Y ALLENDE Y SEÑORES HARBOE, GUILLIER Y PIZARRO, CON LA QUE DAN COMIENZO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE EL USO DE AGUA DE MAR PARA DESALINIZACIÓN

(11.608-09)
Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1°, 5°, 19º y 63º de la Constitución Política de la República; en la ley 19.300 y el D.F.L. 340 de 1960 sobre Concesiones Marítimas.

Considerando:

1.- Que la larga sequía que afectó a la zona norte y central del país - e incluso sigue afectando a algunas comunas del sur-, junto a las perspectivas científicas que indican una menor disponibilidad futura de agua, como consecuencia del cambio climático y la mayor demanda de este elemento, tanto para el consumo humano como para fines productivos, ha generado una enorme presión respecto del uso del agua de mar desalada.

Desde hace algunos años vienen aprobándose, sin mayor planificación, diversos proyectos de este tipo.

Lo anterior ha puesto las alertas respecto de la carencia de una normativa específica sobre esta materia, que resguarde el bien común; asegurando su utilización sustentable y en aras del interés nacional.

No puede permitirse que sobre el agua de mar se incurra en las mismas falencias que hoy han llevado a la escasez y concentración de derechos de aprovechamiento sobre las aguas superficiales.

2.- Que en la actualidad, los proyectos existentes basan su regulación en tres tipos de normas:

Por una parte, la disposición incorporada al artículo 593 del Código Civil por la Ley 18.565:

Art. 593. El mar adyacente, hasta la distancia de doce millas marinas medidas desde las respectivas líneas de base, es mar territorial y de dominio nacional. Pero, para objetos concernientes a la prevención y sanción de las infracciones de sus leyes y reglamentos aduaneros, fiscales, de inmigración o sanitarios, el Estado ejerce jurisdicción sobre un espacio marítimo denominado zona contigua, que se extiende hasta la distancia de veinticuatro millas marinas, medidas de la misma manera.

Las aguas situadas en el interior de las líneas de base del mar territorial, forman parte de las aguas interiores del Estado.

A partir de este precepto no cabe duda del dominio público de estas aguas.

Una segunda regulación, es la referida al uso del borde costero, necesaria para la instalación de las plantas desaladoras, en tanto éstas constituyen estructuras permanentes.

Al respecto, el D.F.L. Nº 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Concesiones Marítimas, define las concesiones como las "que se otorgan sobre bienes nacionales de uso público o bienes fiscales cuyo control, fiscalización y supervigilancia corresponde al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, cualquiera que sea el uso a que se destine la concesión y el lugar en que se encuentren ubicados los bienes" (artículo 3°).

El artículo 4° dispone que todo concesionario pagará por semestres o anualidades anticipadas una renta mínima de un 16% anual sobre el valor de tasación de los terrenos, practicadas en cada caso por la Inspección de Impuestos Internos correspondiente.

El reglamento, D.S. N° 002, de 2005, en su artículo 24° clasifica las concesiones atendida la magnitud de la inversión.

Art. 24°.- Las concesiones marítimas, para los efectos de su otorgamiento y tramitación, se clasificarán, considerando el plazo de duración, el cual no podrá exceder de 50 años, y la cuantía de los capitales a invertir en dichas concesiones, del modo siguiente:

a) Concesión marítima mayor: aquella cuyo plazo de otorgamiento exceda de 10 años o involucre una inversión superior a las 2.500 Unidades Tributarias Mensuales (UTM), de acuerdo a la ponderación que realice el Ministerio.

b) Concesión marítima menor: aquella que se otorga por un plazo superior a 1 año y que no excede de 10 años e involucre una inversión igual o inferior a las 2.500 Unidades Tributarias Mensuales (UTM)

c) Permiso o autorización: aquella concesión marítima de escasa importancia y de carácter transitorio y cuyo plazo no excede de un año.

d) Destinación: aquella concesión marítima otorgada por el Ministerio a servicios fiscales, para el cumplimiento de un objeto determinado.

Por último, un tercer orden normativo lo constituye la amplia regulación sectorial de carácter urbanístico, sanitario y ambiental que debe cumplirse con el objeto de materializar los proyectos destinados a la desalación.

De lo anterior podemos concluir que sin existir una regulación específica, la normativa general sobre uso del borde costero, ha ido definiendo un estatuto para este tipo de plantas, el que, sin embargo, mantiene ciertos vacíos e imperfecciones.

3.- Que una de estas deficiencias es la determinación de la naturaleza jurídica del resultado del proceso de desalación, lo que deriva en la titularidad sobre el agua desalada resultante.

Al respecto, se han esbozado múltiples teorías. En el Régimen Jurídico de la Desalación del Agua Marina, la autora Concepción Jiménez Shaw expone algunas de ellas.

Reseña que Embid remarca el carácter artificial de estas aguas y su clara vinculación con una actividad de "producción", manifestando que con el propósito de "incentivar esta práctica" sería conveniente posibilitar su tráfico jurídico y "la consiguiente posibilidad de obtener beneficios económicos de ella"

En este sentido, reseña que la normativa existente en el derecho español (ver apartado correspondiente) aun cuando las sujeta al dominio público hidráulico, ello ocurre sólo "cuando se integren en masas de agua continental -superficiales o subterráneas- se encuentren o discurran éstas por cauces naturales o artificiales.". Mientras ello no ocurre "es posible comerciar con ellas, pues no son inalienables".

Otro autor, González Antón, citando a Andrés Molina, expone la existencia de dos opciones de regulación.

"La primera -afirma- consiste en que el agua sigue siendo dominio público marítimo-terrestre, aunque se puede hacer libre uso de la misma por el desalador". Explicando esta solución indica que sería similar a la posibilidad que tiene el dueño de un predio de utilizar las aguas pluviales.

A continuación expone que la ventaja de esta teoría radica en darle un mayor margen de acción a los poderes públicos. Con todo, entre sus dificultades está la de extender el dominio marítimo-terrestre tierra adentro, con las dificultades prácticas para asignar competencias entre los órganos del Estado.

Una segunda opción, para este autor es sostener que la desalación transforma el agua, la que se vuelve "un producto industrial libremente apropiable por el transformador". Por este motivo, "la naturaleza jurídica del agua será la de su titular y su destino".

Así, si su titular es público y su destino un uso de servicio público, también tendrá este carácter el agua resultante. Si ello lo realiza un privado el agua resultante será privada y se podrá comerciar con ella hasta que se incorpore al dominio público.

En este punto, Jiménez Shaw profundiza remarcando que el valor del trabajo de desalar y su costo en relación al valor de la materia hace que ésta se adquiera por quien aplica los medios y la inversión para llevar a cabo esta transformación.

Entre nosotros, este proceso está definido en el artículo 662 del Código Civil, que define la especificación, que se verifica cuando de la materia perteneciente a una persona, hace otra persona una obra o artefacto cualquiera, como si de uvas ajenas se hace vino, o de plata ajena una copa, o de madera ajena una nave.

En tales condiciones la regla general es que el dueño de la materia pueda reclamar la obra pagando al autor por la hechura. Sin embargo, el inciso tercero impone una contraexcepción, representada en el hecho que la obra o resultado "valga mucho más" que la materia prima, que sería el caso de la "producción" de agua desalada.

Legislación española

La legislación española constituye un interesante referente sobre esta regulación.

Así, la Comunidad de Canarias a través de la Ley 12/1990 y su reglamento del 2002, constituye el primer intento regulatorio sobre desalación en la península ibérica. Lo anterior fluye de la importancia de esta fuente de producción de agua para el abastecimiento humano en dicho territorio insular. Por lo mismo, la actividad se consideraba de servicio público.

En el resto de España regía el Real Decreto 1327/1995, que entregaba la situación a una concesión si su destino era general y a autorización si la realizaban los particulares, corporaciones locales o comunidades de regantes.

En 1999 se dictó una nueva Ley de Aguas, que contempló dos normas de importancia en el análisis que realizamos.

En primer término incorporó una nueva letra e) al artículo 2°. Ello significó declarar como dominio público hidráulico las aguas provenientes de la desalación cuando una vez fuera de la planta se incorporen a cualquiera de los restantes acuíferos o caudales que forman parte de dicho dominio.

Asimismo, el nuevo artículo 12 bis, luego convertido en artículo 13 en el texto refundido de 2001, señala que "Cualquier persona física o jurídica podrá desarrollar la actividad de desolación de agua de mar, previas las correspondientes autorizaciones administrativas respecto a los vertidos que procedan, a las condiciones de incorporación al dominio público hidráulico y a los requisitos de calidad, según los usos a que se destine el agua.

Lo anterior sin perjuicio de las autorizaciones y concesiones demaniales dispuestas en la Ley de Costas y a las que procedan según la normativa sectorial si a la desolación se asocian otras actividades industriales reguladas, así como los actos derivados de la intervención y uso del suelo.

Autorizaciones y concesiones que dependan de más de un organismo público se tramitarán en un solo expediente.

La desolación de aguas continentales se someterá al régimen previsto en esta ley para la explotación del dominio público hidráulico."

Dicha regulación mantuvo dos problemas.

El primero es que el agua producida por la desalación habitualmente se consumía, por lo que el artículo 2, letra e) no resultaba muy aplicable.

El artículo 13, en tanto, implicaba que el proceso de desalación podía ser desarrollado por "cualquier persona física o jurídica".

Una modificación del 2005 estableció como parte del dominio público hidráulico, "Las aguas procedentes de la desolación de agua de mar", sin mención a su incorporación, en acuíferos, por lo que ésta siempre tendrá consideración demanial.

Respecto del artículo 13, nuevas versiones introducidas en leyes de 2005 y 2007, han buscado clarificar tanto el procedimiento aplicable como las competencias para las decisiones a que éstos den lugar.

La enmienda a este precepto, según lo explica el Grupo Parlamentario Socialista, que lo impulsó "tiene como finalidad resolver determinados aspectos relativos a la operación y explotación de obras e instalaciones de desolación de interés general. Delimita las competencias sobre concesiones de aguas desaladas, que corresponderán a la administración competente sobre la demarcación en la que se ubique la instalación."

4.- Que, en cambio, en la legislación chilena no ha existido esa preocupación, careciéndose de normas específicas, generando con ello dudas relevantes que buscan ser subsanadas a través de esta moción.

En primer término, respecto del origen del derecho a captar agua marina para su utilización en el proceso de desalación. Éste se ha entendido incorporado en el otorgamiento de concesiones marítimas.

Al respecto, habitualmente se sostiene que se trata de un uso común y que la abundancia de este elemento permite que de la utilización no resulte merma ni afecte el uso de otros.

Sin embargo, a este respecto cabe tener presente lo señalado por Blanquez "Se trata de una concesión de «ocupación» de un bien inmueble (el lecho marino y la zona marítimo-terrestre), que no puede ser confundida con una concesión de «aprovechamiento» de un bien mueble (el agua marina). Además no se trata de un aprovechamiento «normal» del agua marina por ser conforme con el destino principal de ese bien (por ejemplo, para la producción de moluscos, o para el baño, como sucede en las instalaciones de talasoterapia), sino «anormal» por no ser conforme a dicho destino e implicar un proceso industrial de transformación artificial del agua marina. Por todo ello, y contra lo que ha afirmado algún sector de la doctrina, no cabe entender que la concesión de ocupación del inmueble incluye también la concesión del aprovechamiento consuntivo del agua marina como recurso natural."1
Existe, por tanto, la necesidad de clarificar si la concesión marítima autoriza el aprovechamiento consuntivo de agua marina y las características o limitaciones de ello.

Una segunda materia no resuelta es el régimen jurídico aplicable al producto de la desalación, el agua desalada.

Al respecto se analizó la existencia de diversas teorías jurídicas, siendo las principales, aquélla que le otorga al resultado el mismo carácter que tenga su titular y el destino de uso y la que sugiere la existencia de una apropiación por el productor en razón de la intervención del modo de adquirir accesión, en su variante de especificación, producto que el producto tiene un mayor valor que la materia prima.

Cabe tener presente, con todo, lo señalado por Blanquez, cuando manifiesta que "En cualquier caso, conviene aclarar que después de otorgada la concesión de aprovechamiento privativo del agua marina, no se adquiere el «dominio» sobre el recurso sino el «aprovechamiento» de cada metro cúbico de agua una vez captada. Aunque el aprovechamiento del agua sea privado su dominio sigue siendo público; la concesión administrativa no es título jurídico de atribución del dominio del agua sino de su aprovechamiento. Una de las facultades que forman parte del aprovechamiento privativo que resulta de la concesión administrativa es la limitación o la exclusión del uso por terceros del mismo bien, pero en el haz de facultades no se incluye la libre disposición del recurso. Lo que confiere la concesión demanial no es la propiedad sino su aprovechamiento, y esa utilización no es libremente disponible por el titular de la concesión, sino que está afectada al concreto destino que causalmente legitima el otorgamiento de la concesión y consiguiente atribución del aprovechamiento."2
Tercero, se carece de una definición pública en torno a las orientaciones y prioridades en el uso de mar, que compatibilicen los objetivos públicos o privados.

A este respecto, si bien la actual normativa inespecífica ha sido suficiente para la generación de algunos proyectos resulta claramente inadecuada para un uso en mayor escala.

Es indispensable que el Estado asuma un rol decisivo para cautelar el bien común en el uso de un bien nacional de uso público, garantizar el uso eficiente del borde costero, evitar el daño ambiental y maximizar los beneficios para los usuarios.

Reiteramos, en tal sentido una convicción respecto de que no puede permitirse replicar con el agua desalada los mismos errores existentes con el agua terrestre.

Cuarto, se carece de una atención acerca del riesgo ambiental tanto de uso de agua de mar en mayor cantidad que la actual, cuanto de la generación de los derivados y externalidades de la desalación, como las salmueras.

5.- Que los senadores que suscriben están conscientes que la normativa propuesta contiene aún vacíos y debe ser complementada con muchas otras definiciones, particularmente en el ámbito de la gestión pública de la desalación.

Sin embargo ello no forma parte del ámbito de iniciativa parlamentaria, bajo el actual texto constitucional.

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.- El agua desalada resultante del funcionamiento de las plantas que utilicen aguas de mar constituye también un bien nacional de uso público, que puede ser aprovechado por los titulares de la concesión marítima que la fundamente, exclusivamente en la cantidad y con la finalidad que fueron requeridos.

El titular de la concesión marítima deberá restituir a uno o más acuíferos cualquier exceso, en las condiciones adecuadas para no producir daño al medio ambiente.

Artículo 2°.- Existirá una Estrategia Nacional de Desalinización que tendrá por objeto la determinación de las orientaciones y prioridades para el uso del agua de mar y la instalación de plantas con dicho objetivo, procurando su utilización preferente para el consumo humano, doméstico y el saneamiento; el uso eficiente, armónico y sustentable del borde costero; evitar daños ambientales; recuperar acuíferos terrestres sobreexplotados, a través de su relleno y la sustitución de derechos de aprovechamiento que recaigan sobre ellos y minimizar los costos de este recurso tanto para el consumo domiciliario como productivo. Se ocupará, asimismo, de coordinar los esfuerzos públicos y privados que apunten hacia dicho objetivos.

Artículo 3°.- Modifíquese el D.F.L. 340, de 1960, sobre Concesiones Marítimas del modo que sigue:

1.- Incorpórese en el inciso primero del artículo 3°, la siguiente parte final:

"Los solicitantes de agua de mar destinadas al funcionamiento de plantas desalinizadoras deberán señalar la cantidad de agua que requieren, expresada en litros por segundo y justificar su finalidad."

2.- Incorpórese el siguiente Artículo 3° bis:

"Artículo 3° bis. Siempre prevalecerá el uso para el consumo humano, doméstico y el saneamiento y para la mantención de un caudal ecológico en los acuíferos."

3.- Incorpórese en la letra b) del inciso primero del artículo 7°, entre la palabra "reglamento" y la coma que le sucede, la frase: ", especialmente en lo referido a las cantidades y objetivos de extracción de agua autorizados"
(Fdo.): Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.

________
1 Público y privado en el régimen jurídico de la desalación del agua. David Blanquer.

2 David Blanquer. Op.cit.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO CONSEJERO DEL BANCO CENTRAL DE CHILE AL SEÑOR ALBERTO NAUDON DELL’ORO, POR EL PERÍODO QUE INDICA

(S 1.967-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del oficio de S.E. la Presidenta de la República mediante el cual, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 7° del artículo primero de la ley N° 18.840, solicita el acuerdo del Senado para designar Consejero del Banco Central de Chile al señor Alberto Naudon Dell'Oro, por el período legal de diez años.
La vacante correspondiente se produjo el 7 de diciembre del año 2017, con ocasión de la culminación del período legal de don SEBASTIÁN CLARO EDWARDS, que fuera nominado por decreto supremo Nº 1.557, del Ministerio de Hacienda, de 29 de diciembre de 2007.


En mérito de lo anterior, Su Excelencia la Presidenta de la República ha solicitado el acuerdo del Senado para designar como Consejero del Banco Central de Chile, por el período legal de diez años, a don ALBERTO NAUDON DELL’ORO, RUN 10.956.321-8.
---

Cabe señalar que S.E. la Presidenta de la República ha hecho presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

---

A la sesión en que se trató el proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, la Subsecretaria, señora Macarena Lobos, y el Periodista, señor Julio Nahuelhual.

Los asesores del Honorable Senador García, señores Marcelo Estrella y Felipe Cox.

Del Comité Renovación Nacional, la Periodista, señora Andrea González.


Del Diario Financiero, el Periodista, señor Sebastián Valdenegro.

Del Diario Pulso, la Periodista, señora Miriam Leiva.

---

Dentro de los antecedentes curriculares del señor Naudon se puede señalar que posee el título de Ingeniero Comercial, mención Economía, de la Pontificia Universidad Católica de Chile. 
Desde el año 2000 hasta la actualidad, se desempeñó como Economista, Economista Senior, Jefe del Departamento de Modelos y Proyecciones y Gerente de la División de Estudios en el Banco Central de Chile. Asimismo, durante los años 2013 y 2014, fue Economista Jefe del Banco de Crédito e Inversiones. 

Cuenta con experiencia docente en las universidades de Chile, Pontificia Universidad Católica de Chile, de Los Andes y Adolfo Ibañez, así como también diversas publicaciones académicas documentos de trabajo y reportes.

- - -


Al comenzar la audiencia, la Subsecretaria de  Hacienda, señora Macarena Lobos, expresó que el Consejero propuesto cuenta con una larga trayectoria profesional y se desempeña actualmente como Gerente de Estudios del ente emisor, teniendo, en opinión del Ejecutivo, todos los méritos necesarios para integrar el Consejo del Banco Central.
Enseguida, el señor Alberto Naudon efectuó una presentación del siguiente tenor literal:
“En primer lugar, agradezco la invitación que me ha extendido la Comisión de Hacienda, especialmente, considerando lo ajustada que es la agenda de sus integrantes en estos días previos al cambio de gobierno.

No es la primera vez que me encuentro en ella. Desde hace ya algunos años, en mi calidad de Gerente de la División Estudios del Banco Central de Chile, he acompañado a los presidentes del Banco a las presentaciones que trimestralmente hacen de los Informes de Política Monetaria. Instancias que son de la mayor importancia para un ente autónomo como el nuestro.

En esta oportunidad, sin embargo, lo hago por un motivo distinto. En particular, vengo en consideración a la nominación para el cargo de Consejero del Banco Central con que me ha honrado la Presidenta de la República, Sra. Michelle Bachelet. Por eso, quisiera partir agradeciéndole la confianza depositada en mí, agradecimiento que hago extensivo al Ministro de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre, y a la Subsecretaria, doña Macarena Lobos, quien me acompaña hoy.

En los minutos que siguen quisiera exponer brevemente algunos de mis puntos de vistas respecto de los desafíos que enfrenta el Banco Central de Chile, institución con la que tengo una relación de larga data. En efecto, desde diversos cargos, he estado ligado a ella la mayor parte de los últimos 18 años. Durante este tiempo he aprendido a admirar una institución que para muchos suele ser distante, pero de cuyo buen desempeño depende en grado importante el bienestar de todos los chilenos.

Mi exposición se centrará en tres aspectos del quehacer del Banco Central. En primer lugar, en su rol contra cíclico, en particular en cómo lidiar con el ciclo financiero global. En segundo lugar, su rol dentro del esquema de supervisión de la estabilidad financiera. Y en tercer lugar, en el papel que le cabe al Banco Central en el desafío mayor que es el de ser un país más justo y desarrollado. Finalmente, quisiera terminar con una breve mención a la importancia de la institucionalidad para cumplir correctamente las funciones que la ley le ha encomendado al Banco.

El ciclo financiero global y el rol contra cíclico del Banco Central
Una de las transformaciones económicas más significativas de los últimos años ha sido el desarrollo e interconexión de los sistemas financieros globales. Desde el punto de vista de economías pequeñas y abiertas al mundo, como la chilena, una de las principales consecuencias de este fenómeno es la mayor dependencia al llamado ciclo financiero global, es decir, al cambio en las condiciones financieras en mercados distintos del nuestro y respecto de los cuales no tenemos mayor influencia.

Este fenómeno se extiende ya por varias décadas, pero ha sido particularmente relevante en los años posteriores a la Crisis Financiera Global. Esto, tanto por la intensidad con que se ha dado, como porque en respuesta a dicho fenómeno, los bancos centrales de las principales economías del mundo se embarcaron en una serie de políticas novedosas, que han tenido impactos significativos en el precio de los activos financieros y, en general, en el comportamiento de los mercados alrededor del mundo.

Las economías emergentes, por cierto no han sido inmunes a estos cambios. Y así como nos beneficiamos de condiciones financieras extremadamente beneficiosas durante los últimos años, ahora que el mundo pareciera finalmente reencontrar la senda de crecimiento, nos enfrentaremos a los riesgos asociados a la normalización del ciclo de política monetaria en las economías desarrolladas y de las condiciones financieras globales.

Cómo lidiar con ello ocupará un espacio central en las preocupaciones del Banco Central en los años que vienen. En este contexto, creo importante mencionar la conveniencia de mantener un sistema de Tipo de Cambio Flexible, en línea con lo utilizado por el Banco Central desde fines de 1999. Sistema que ha permitido llevar adelante una política monetaria independiente de la de las principales economías del globo, permitiendo, así, amortiguar el efecto de los cambios en las condiciones financieras externas sobre las locales.

En términos más generales, el régimen de Tipo de Cambio Flexible, combinado con un esquema de Metas de Inflación que privilegia la convergencia gradual de la inflación, por sobre la estabilización de la misma en el corto plazo, ha permitido absorber de buena manera shocks de distinto tipo, mediante la aplicación de una política monetaria claramente contra cíclica.

Un buen ejemplo de lo anterior ha sido la actuación del Banco tras el fin del positivo ciclo del precio del cobre, situación que requirió un cambio significativo de precios relativos. La forma más efectiva de lograrlo era permitiendo que el peso se depreciará y que tasas de interés disminuyeran. Medidas que se tomaron rápidamente, en clara contraposición a lo ocurrido en algunos episodios similares del pasado, cuando el esquema de política monetaria, sin embargo, era diferente, y en otras economías de la región, donde las tasas de interés aumentaron, contrayendo aún más las condiciones financieras y afectando negativamente la demanda agregada.

Esta estrategia, no obstante, produjo un período de más de dos años en que la inflación se ubicó por sobre el 4%, consecuencia directa de la depreciación del peso. Costo que estoy seguro fue menor que los beneficios asociados a la política contra cíclica llevada adelante y que, por lo demás, es plenamente coherente con la decisión del Banco de llevar adelante su política monetaria de manera que la inflación proyectada a dos años, no la inflación de cada mes, se ubique en 3%.

Sin embargo, la capacidad del Banco Central para llevar adelante una política de atenuación del ciclo económico como la anterior supone la presencia de ciertos elementos fundamentales. En particular, de un alto nivel de credibilidad del mercado en la capacidad del Banco Central para controlar la inflación; del desarrollo de mercados de cobertura apropiados y accesibles; y de una adecuada supervisión financiera que regule las posiciones en moneda extranjera de algunos actores claves. En los años que vienen deberemos seguir invirtiendo esfuerzos en mejorar estos aspectos.

Supervisión del sistema financiero

El desarrollo de los mercados financieros y las lecciones de la crisis financiera global también han aumentado la presión en términos regulatorios. No es lugar para ahondar en estas materias, solo mencionar que algunos de los desafíos en este ámbito no son para nada menores.

En efecto, los eventos de la última década nos recuerdan que es necesario que la regulación avance de la mano con el desarrollo de los mercados y sea capaz de adecuarse al estado del ciclo. En efecto, la crisis financiera global hizo patente una serie de debilidades en el esquema de regulación financiera que incidieron en la gravedad de la crisis, incluyendo requerimientos mínimos de capital muy bajos, alta volatilidad de los Activos Ponderados por Riesgo, demasiados espacios para el “arbitraje regulatorio” y mecanismos incompletos de Resolución Bancaria. Todos temas que se han discutido intensamente en el último tiempo, y varios se han incorporado al proyecto de nueva Ley General de Bancos que se discute actualmente en el congreso.

En lo que respecta al Banco Central, esta situación plantea una serie de desafíos, incluyendo la implementación de varios aspectos de la nueva regulación, la interacción con otras entidades reguladoras y la interacción con la política monetaria.

El desafío es aún mayor, cuando se considera que, a diferencia de lo que sucede con la política monetaria, en estos temas el conocimiento de la profesión es bastante menor, y que los avances tecnológicos en esta área son sorprendentes. Esto requerirá desarrollar la capacidad analítica y operativa del Banco para estar al día en las innovaciones y participar en el intenso debate internacional que se está dando sobre la materia. En un contexto de cambios, alta competencia e internacionalización de la banca, no podemos darnos el lujo de quedarnos atrás en la tecnología, ni de estar fuera de las normas internacionales. Deberemos hacer un esfuerzo mayor para adaptarnos a los cambios velando por la estabilidad del sistema y respetando los aspectos propios de los mercados locales.

El rol del Banco Central en el lograr una sociedad más justa y desarrollada

El Banco Central de Chile es una institución esencial en la estructura económica del país y, como tal, su rol debe estar bien articulado con los objetivos generales de la nación. Esto por lo demás, está correctamente establecido en la Ley Orgánica que lo rige, la que señala explícitamente que el Consejo debe “tomar en consideración la orientación general de las políticas del gobierno”. La ley también establece de forma bien precisa cuáles son los objetivos del Banco Central: "Velar por la estabilidad de la moneda y el normal funcionamiento de los pagos internos y externos". Objetivos que, a mi juicio, han sido correctamente identificados por el legislador, toda vez que, dadas las herramientas que se le han dado a la institución, son la mejor manera en que este puede ayudar al desarrollo de una sociedad más justa y desarrollada.

Mirar la historia de Chile, y del continente, no debieran dejar dudas al respecto. En primer lugar, hay pocos fenómenos que dañen más la distribución del ingreso que inflaciones altas y volátiles como las que caracterizaron a nuestro país durante gran parte de siglo XX. Después de todo, son justamente los personas de menores ingresos las que menos posibilidades tienen de defenderse de la erosión de ingresos que genera la inflación alta. La que a final es equivalente a un impuesto que se focaliza con especial fuerza en los grupos menos afortunados.

Por otra parte, las crisis financieras han sido históricamente una de las causas de mayores retrocesos y estancamiento económico, afectando también desmedidamente a los grupos de ingresos medios y bajos. El ejemplo de la crisis de 1982 - 83, es un ejemplo no muy lejano. Más recientemente, el impacto negativo, profundo y persistente de la crisis financiera global es una muestra patente de los beneficios de moderar el ciclo financiero.

Así, no es una exageración decir que la mantención de inflaciones bajas y estables y la estabilidad del sistema de pagos son de las contribuciones más importantes al desarrollo de una sociedad más justa y próspera. Por cierto, no son condición suficiente para un desarrollo inclusivo, pero si condiciones necesarias y que se condicen con las herramientas que el legislador le dio al Banco Central.

Rol de la institucionalidad

El logro de estos objetivos depende no sólo del trabajo serio de los cientos de personas que forman parte del Banco, sino que también de un correcto diseño institucional, que genere los incentivos adecuados.

El próximo año se cumplen 30 años desde que se le concedió la independencia al Banco Central de Chile. Es difícil minimizar la importancia de este hito en la historia política - económica del país. Por lo pronto, el acuerdo en torno a la conformación del primer Consejo fue una de las primeras acciones que mostraron que la capacidad de retomar una convivencia democrática, después de años en que parecía muy difícil sino imposible, era una realidad. Por otra, la independencia del Banco Central, y el actuar de los sucesivos Consejos, logró el elusivo control de la inflación. Situación no menor, si se considera que no pocas historias fallidas de recuperación de democracia en la región se debían a la incapacidad de manejar los equilibrios macro económicos.

A pesar del éxito y alta valoración del Banco Central (la última encuesta CADEM indica que un 54% de la población aprueba la gestión del Banco), creo de suma importancia reconocer que, en un contexto de rápidos cambios sociales, la autocomplacencia es un riesgo alto. Por el contrario, es necesario pensar todo el tiempo en cómo mantener el aprecio y la confianza de la ciudadanía. Después de todo, la evidencia muestra que la autonomía sólo se mantiene en la medida que la ciudadanía crea en ella.

Por eso, quisiera terminar estas palabras señalando que un desafío fundamental de nuestra institución es mantener la confianza y credibilidad ganada. Si la sociedad no nos valora y entiende la importancia de nuestro quehacer es muy difícil que una institución autónoma, no sujeta directamente al escrutinio popular, pueda perseverar en sus políticas.

Para esto es necesario trabajar bien y duro, aprendiendo de los aciertos y errores y, sobre todo, apoyándose lo más posible en la evidencia empírica relevante y en las mejores prácticas internacionales.

En segundo lugar, es muy importante ceñirse a los objetivos y tareas que la ley asigna al Banco Central, manteniéndolo alejado de la discusión política y de otros temas que, aunque importantes, no están dentro del su ámbito de acción. Esto por cierto, no implica que el Banco Central no pueda usar parte de su capacidad técnica para contribuir a ciertos debates, que por su naturaleza se benefician de una visión analítica que a veces no es fácil encontrar fuera del banco. No obstante, la forma en que lo hagamos y los temas que abordemos deben siempre considerar que hacerlo tiene costos asociados, tanto en términos de recursos, como de protección de la autonomía por la politización inherente a muchos de ellos.

Por último, con el tiempo se ha entendido que la transparencia y la buena comunicación con el mercado, y la sociedad en general, son elementos esenciales para el cumplimiento de los objetivos del Banco. Esto es importante por varias razones. Primero, existe amplia evidencia que la efectividad de las políticas requiere en muchas ocasiones que estas sean predecibles y bien comprendidas por el mercado. Segundo, toda institución necesita algún mecanismo de accountability. En el caso del Banco Central, el veredicto que diariamente entrega el mercado y la prensa especializada, así como los numerosos analistas que periódicamente examinan sus decisiones, cumplen buena parte de esta función.

En esta materia hemos hecho avances importantes en lo más reciente. Junto al ex vicepresidente Sebastián Claro, el presidente del Banco, Mario Marcel, nos encargó proponer un plan para modernizar nuestro proceso de toma de decisiones, en materia de política monetaria, lo que finalmente derivó en una serie de cambios ya se han comenzado a implementar, y que nos colocan a la par con las mejores prácticas globales. Estos incluyen una serie de medidas que aumentan la información que se comparte con el mercado, incluyendo la ampliación del comunicado de política monetaria, de las minutas asociadas y la publicación de las actas íntegras de cada reunión después de un período de 10 años.

Conclusión

Quisiera terminar señalando que muchos de estos desafíos han sido parte de nuestra discusión interna durante los últimos meses, tiempo en que el presidente del Banco, Mario Marcel, ha diseñado y presentado el plan estratégico para su periodo. Este incluye cinco áreas de trabajo:
1. Fortalecer la capacidad de respuesta y el liderazgo intelectual del Banco para cumplir con los objetivos institucionales definidos en su Ley Orgánica Constitucional, incorporando la realidad de un entorno cada vez más complejo.

2. Fortalecer el entendimiento y el diálogo del Banco con su entorno.

3. Fortalecer el Gobierno Corporativo del Banco.

4. Mejorar la capacidad de comprender, manejar e incorporar los cambios tecnológicos al trabajo integral del Banco, tanto en el ámbito de su propia gestión como en las dimensiones relacionadas con los objetivos institucionales.

5. Ser un empleador de excelencia.

En un hecho nuevo, pero que justamente apunta a prácticas más modernas de gestión y relación con la sociedad, el Consejo decidió incorporar por primera vez la participación de personas externas al banco y dar un rol más relevante al staff en el diseño de la planificación estratégica. A mi juicio ha sido un gran paso, y si este Senado tiene a bien aprobar mi nominación, me propongo colaborar con entusiasmo a la implementación de las distintas iniciativas estratégicas que hemos desarrollado.”.
El Honorable Senador señor Lagos preguntó en qué se traduce lo afirmado por el señor Naudon cuando expuso que “el Consejo decidió incorporar por primera vez la participación de personas externas al banco y dar un rol más relevante al staff en el diseño de la planificación estratégica”.

El señor Naudon explicó que, cuando asume un nuevo Presidente del Banco Central, normalmente establece un plan estratégico para un período de 5 años, generalmente dependiendo en forma principal del Consejo del Banco. Indicó que el actual Presidente, señor Mario Marcel, decidió ejecutar un procedimiento más completo que incorporase la visión de agentes externos e involucrara la visión del personal.

Agregó que el resultado de este procedimiento permitió entender mucho mejor cómo la sociedad ve al Banco Central, visualizando las debilidades y fortalezas de la institución, y lograr un compromiso mucho mayor del personal respecto del plan estratégico.

El Honorable Senador señor Coloma destacó el mérito especial de que se proponga nombrar como Consejero a una persona que trabaja actualmente al interior de la entidad.
Asimismo, consultó la opinión del señor Naudon en relación a lo que está ocurriendo con el precio del dólar en nuestro país y los problemas que genera para áreas muy dependientes del mismo. Observó que en el pasado el propio Banco Central ha indicado que un precio de 630 ó 640 pesos por dólar resulta razonable para que el sector exportador sea competitivo, frente a una realidad actual con el precio en 585-590 pesos por dólar.

El señor Naudon manifestó que pocas preguntas causan más dificultad a un Banco Central que aquella referida al precio del dólar y la competitividad del país, y la razón debe ser que la experiencia de muchos años muestra que no existe un régimen intermedio de tipo de cambio y los países deben optar por un régimen flexible o por uno fijo, y distintas características hacen que un sistema u otro sean mejor para diversos países y economías (por ejemplo, países de la zona euro tienen tipos de cambio fijos entre ellos). En el caso de Chile, añadió, el tipo de cambio flexible es la respuesta adecuada desde un punto de vista agregado, pero ello no impide que sectores específicos de la economía del país sufran por este hecho. 

Si los problemas que se presentan son de índole sectorial, acotó, es necesario preguntarse qué políticas deben constituirse en la primera línea de defensa, y en ese momento surge que la política monetaria es una herramienta de carácter agregada y no sectorial, lo que implica que los bancos centrales son reacios a responder a ese tipo de problemas.

Observó que lo anterior no significa que problemas de tipo de cambio nunca sean abordados por un Banco Central, dado que en ocasiones excepcionales se verifica que el tipo de cambio se desliga de sus fundamentos generales lo que sí representa un problema agregado y no sectorial. Añadió que, a ello se debe que el Banco Central constantemente monitorea si existe evidencia que amerite pensar que existe una desviación en los fundamentos del tipo de cambio que justifican una intervención. Además, en esos casos, el instituto emisor cuenta con herramientas para actuar, lo que ha ocurrido cuatro veces en los últimos 18 años.

Respecto de la situación actual, señaló que no se tiene ninguna evidencia de que el tipo de cambio se haya desalineado de sus fundamentos y está reflejando las mejores condiciones externas para Chile y una visión de recuperación que se muestra en datos como el reciente Imacec, por lo que no existirían razones para adoptar medidas más drásticas. En estos casos, añadió, la política monetaria es muy poco lo que puede hacer sin poner en riesgo su objetivo principal que es el control de la inflación.

Observó que algo más se puede hacer con desarrollo del mercado de cobertura, tanto en su profundidad como en su costo, para que sea accesible para empresas medianas y pequeñas, y el Banco Central puede colaborar con información al respecto.

El Honorable Senador señor Montes manifestó estar preocupado y estimar que el Banco Central puede hacer un aporte al debate nacional e internacional, dado que cuenta con un gran grupo de economistas de primer nivel, dedicados a recibir información relevante con capacidad de procesarla, por lo que debieran pronunciarse y entregar estudios en materia como la productividad, las bolsas de valores y la sobrevaloración de los activos a nivel mundial o el desarrollo industrial.
El Honorable Senador señor Lagos indicó que, desde la presidencia del señor Rodrigo Vergara, se ha producido un cambio que ha llevado a complementar la actividad del Banco con estudios e informes que exceden el puro informe sobre política monetaria, como ocurrió en materia energética y en el alza en los precios de los bienes raíces en alguna zonas, lo que resulta muy valioso para el país.
El Honorable Senador señor García pidió que se tenga presente la posibilidad de entregar otros indicadores a nivel regional, como ya se hace con el Imacec (Índice Mensual de Actividad Económica), especialmente para conocer la inversión regional u otros datos de cómo se construye el referido índice de actividad económica regional.
- - -

En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros, tiene el honor de informaros que en la designación del Consejero en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente.
- - -

Acordado en sesión de fecha 6 de marzo de 2018, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 6 de marzo de 2018.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.

9

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO DIRECTOR DE LA EMPRESA TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE AL SEÑOR JORGE MÁXIMO PACHECO MATTE, POR EL PERÍODO QUE INDICA

(S 1.966-05)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de informar el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, de fecha 2 de marzo de 2018, mediante el cual solicita el acuerdo de esta Cámara para nombrar al señor Jorge Máximo Pacheco Matte como integrante del directorio de la Empresa Televisión Nacional de Chile, por el período que se indica.


A la sesión en que se trató esta materia concurrieron, especialmente invitados, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda, y el nominado por Su Excelencia la señora Presidenta de la República, señor Jorge Máximo Pacheco Matte.

- - - 

Cabe señalar que Su Excelencia la Presidenta de la República, en el mencionado oficio, hizo presente la urgencia para el despacho de la solicitud en análisis, en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
Asimismo, debe puntualizarse que de acuerdo con lo prescrito en el artículo 205 del Reglamento de la Corporación, los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”

- - -

Asimismo, es necesario puntualizar que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4 de la ley N° 19.132, cuerpo legal que crea la Empresa Televisión Nacional de Chile, para la aprobación del nombre del señor Pacheco Matte como miembro del Directorio de la estación estatal, se requiere el voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.

- - - 

ANTECEDENTES

1.- Título II de la ley N° 19.132, de 8 de Enero de 1992, que crea la Empresa Televisión Nacional de Chile.
El referido texto legal, en su artículo primero, establece que Televisión Nacional de Chile es una persona jurídica de derecho público que constituye una empresa autónoma del Estado y que está dotada de patrimonio propio. Acto seguido, sostiene que su objeto es establecer, operar y explotar servicios de televisión, para lo cual puede realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de televisión constituida como persona jurídica de derecho privado, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones, debiendo eso sí, en el cumplimiento de los fines antes señalados, sujetarse estrictamente al correcto funcionamiento que define el inciso 3° del artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión
. Asimismo, hace presente que el pluralismo y la objetividad deberá manifestarse en toda su programación y, muy especialmente, en los noticieros, programas de análisis o debate político.

En lo que respecta a la administración de la estación estatal, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 4 y siguientes, la normativa en comento dispone que ella recaerá en un Directorio, a quien además pertenece la representación de la Corporación, y en la figura del Director Ejecutivo, a quien corresponde la ejecución de los acuerdos del Directorio, la supervisión permanente de la administración y funcionamiento de la empresa y la representación judicial y extrajudicial de la misma.

En cuanto al Directorio, este órgano se compone de siete miembros, uno de los cuales es designado libremente por el Presidente de la República con las solas limitaciones que deberá ser una persona de relevantes méritos personales y profesionales y que su idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la Corporación. Este Director es quien debe desempeñarse como Presidente del Directorio. Los otros seis Directores son designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado. Sobre el particular, la aludida ley agrega que el Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado de manera pluralista. Estos seis Directores, que deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, durarán ocho años en sus cargos, podrán ser designados por nuevos períodos y se renovarán por mitades, cada cuatro años. 

Cabe indicar que el Directorio, además de estos siete miembros, está integrado por un representante de los trabajadores, el cual sólo tendrá derecho a voz, durará dos años en funciones, será elegido en votación secreta y directa por los trabajadores de planta de la Corporación y podrá ser reelegido hasta por cuatro períodos consecutivos.
Es necesario tener presente que el texto legal vigente ha establecido ciertas inhabilidades para desempeñar el cargo de Director, entre las que se encuentran, en primer lugar, las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes legítimos hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o a través de personas naturales o de personas jurídicas en que tengan control de su administración, posean o adquieran -a cualquier título- interés en concesiones de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión o en empresas publicitarias de producción de programas audiovisuales o de prestación de servicios televisivos que estén directamente vinculados a la explotación de una concesión de servicios de televisión de libre recepción o servicios limitados de televisión. En segundo lugar, quienes desempeñen los cargos de Presidente, Vicepresidente, Secretario General y Tesorero en las directivas centrales de los partidos políticos o en directivas nacionales de organizaciones gremiales o sindicales, y, por último, los que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 80 de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.

Finalmente, en cuanto a las funciones que deberá cumplir el Directorio, el artículo 16 de la ley N° 19.132 precisa que le corresponderá la administración y representación de la Corporación con las más amplias y absolutas facultades. Asimismo, deberá designar a quien se desempeñará como Vicepresidente de la Corporación, al Director Ejecutivo y a quien deberá reemplazarlo transitoriamente en caso de ausencia o imposibilidad temporal de éste. Además, deberá dictar los reglamentos y normas que estime convenientes para la organización interna de la empresa y su adecuado funcionamiento, dictar las normas y pautas generales relativas a la programación de televisión, establecer y modificar las plantas del personal, aprobar y modificar los presupuestos anuales de ingresos, gastos e inversiones, pronunciarse sobre los estados financieros y aprobar la creación de oficinas, agencias o representaciones dentro del país o en el extranjero.
2.- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República.

Mediante el Oficio N° 266, de 2 de marzo de 2018, Su Excelencia la señora Presidenta de la República solicitó el acuerdo del Senado para designar como integrante del directorio de Televisión Nacional de Chile a la persona señalada precedentemente.


El nombramiento responde al hecho que se ha producido una vacante en el referido directorio como consecuencia de la vacante originada por la renuncia del señor Augusto José Góngora Labbé, aceptada por el decreto supremo N° 7 de la Secretaría General de Gobierno, de 17 de abril de 2017.


El oficio recuerda que con fecha 14 de junio de 2017, se propuso para su reemplazo al señor Jorge Andrés Richards Rojas, proposición que fue dejada sin efecto mediante el retiro del referido oficio con fecha 24 de enero del año en curso.


Ahora, y de acuerdo a lo explicado, se propone en reemplazo del referido director a la persona de Jorge Máximo Pacheco Matte por resto del período que al primero le restaba al señor Góngora, esto es, hasta el 11 de agosto del año 2024.

Cabe recordar que el directorio de esta empresa autónoma del Estado, se compone de siete miembros, uno de los cuales es designado libremente por el Presidente de la República
 y se desempeña como Presidente del mismo, cargo que en la actualidad ocupa Ricardo Solari, y los otros seis Directores son designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado
. Sobre el particular, la ley N° 19.132 agrega que el Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado de manera pluralista. Estos seis Directores durarán ocho años en sus cargos, podrán ser designados por nuevos períodos y se renovarán por mitades, cada cuatro años. 


En mérito de lo anterior, y conforme lo establece la referida ley N° 19.132, Su Excelencia la señora Presidenta de la República ha propuesto designar, previo acuerdo del Senado, a don Jorge Máximo Pacheco Matte hasta la fecha referida.
 


Cabe hacer presente que los antecedentes profesionales del postulante se acompañan en el Oficio del Ejecutivo y, como corresponde en estos casos, esta Comisión debe informar a la Sala si en esta designación se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico, que son los señalados precedentemente.


De acuerdo al artículo 4° de la ley ya citada, el Senado debe pronunciarse sobre esta proposición, en sesión secreta especialmente convocada al efecto, y su aprobación requerirá del voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio y de no reunirlos, se tendrá por rechazada.
-  -  -

En los antecedentes que se acompañan al oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, se destaca que el señor Pacheco Matte es ingeniero comercial y economista de la Universidad de Chile, militante del Partido Socialista y que en su actividad política se ha destacado por su fuerte compromiso social y en su vida profesional por encabezar grandes proyectos de desarrollo, tanto en Chile como en el extranjero. Asimismo, destaca los siguientes antecedentes:


- Sus estudios básicos y medios los realizó en la Escuela Pública N229 de Moscú en la Unión Soviética y en el Saint George's College, establecimiento educacional del cual egresó en 1970.


- Inició su vida profesional en 1978 como Gerente Banca de Personas del Banco Osorno. 



- Entre 1983 y 1990 fue Gerente General de Leasing Andino 


- En 1994, asumió como Vicepresidente Ejecutivo para Chile y Latinoamérica de la firma Carter Holt Harvey. En 1990 fue nombrado Vicepresidente Ejecutivo de Operaciones de la Corporación del Cobre de Chile, Codelco.


- Entre 2004 y 2009 tomó la dirección de IP en Brasil y en 2000 comenzó a dirigir la representación de esta empresa para Latinoamérica.


- Desde 2004 a 2013 fue Vicepresidente Senior de International Paper (IP). Paralelamente, entre los años 2010 y 2013 fue el presidente de la unidad regional de esta empresa para Europa, Medio Oriente, África y Rusia. 


- Entre 2014 y 2016 se desempeñó como Ministro de Energía.

- - -

ANALISIS DE LA PROPOSICIÓN


La Comisión, en sesión del día 6 de marzo de 2018, escuchó a  la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, Paulina Narváez, y candidato propuesto por Su Excelencia la señora Presidenta de la República, señor Jorge Máximo Pacheco Matte.

En primer término, la señora Ministra expresó que el candidato propuesto cumple con los requisitos que establece nuestro ordenamiento jurídico para desempeñar el cargo y, además, posee la experiencia y el conocimiento necesario para ejercer como director de Televisión Nacional de Chile por lo que solicitó a la Comisión dar su apoyo a la propuesta presidencial.


Por su parte, el señor Pacheco junto con expresar sentirse muy honrado con la proposición presidencial, señaló que en su vida profesional ha desempeñado muchos cargos en directorios de distintas empresas, tanto de carácter nacional como internacional, públicos y privados.


Refiriéndose al rol que pretende desempeñar en el directorio del canal de televisión estatal, señaló que es necesario desarrollar un buen proceso de inducción, de manera de determinar adecuadamente cuáles son sus desafíos y oportunidades, dentro de lo que denominó el proceso de mutación que experimenta la televisión chilena. En ese mismo orden de ideas, reconoció que Televisión Nacional de Chile ha pasado por momentos difíciles, lo que también ha podido observarse respecto de todos los canales de las industria local, lo cual ha exigido una importante inyección de recursos, cosa que también ha hecho el Estado de Chile a través de la aprobación reciente de la legislación referida a esta materia, lo que estimó como un hecho altamente positivo.


Continuando con sus comentarios, expresó que uno de los desafíos que actualmente enfrenta la televisión local, y en particular, Televisión Nacional de Chile, es afrontar la manera diversa en la cual las personas se vinculan con este medio de comunicación, ya que puede observarse una mayor relación del público con sus celulares que con aquella. Asimismo, añadió, en este mismo contexto, que es necesario resolver la relación entre los ingresos de dicha empresa y sus costos.


En relación con este último aspecto, destacó el mejor balance que ha tenido la institución en los últimos años, con una disminución relevante en las pérdidas de la estación, pasando de un monto de 26 mil millones de pesos hace algunos años, a una cifra, que probablemente, será de un digito este año.


A continuación el Honorable Senador señor Montes junto con expresar que no existen dudas respecto de la trayectoria profesional y de las capacidades del señor Pacheco, hizo hincapié en cuanto a la necesidad de que, además del financiamiento aprobado con ocasión de la discusión reciente de la legislación de la empresa- 18 mil millones de dólares-, el canal cultural tenga un financiamiento permanente. En ese sentido, destacó que la señal referida está destinada a cumplir un rol esencial en el desarrollo del país, no sólo por su vinculación con el proceso educacional, sino también, porque a través de aquella la política y otras materias tengan una adecuada expresión.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana coincidió con los juicios expuestos en cuanto a la idoneidad del postulante, e hizo referencia al momento crucial que está viviendo el país en materia cultural, como ha quedado de manifiesto con el reciente premio “Oscar” obtenido, en la categoría de mejor película extranjera, por la película chilena “Una mujer fantástica”.


En ese sentido, hizo hincapié en la necesidad que Televisión Nacional de Chile desarrolle la industria de manera diversa a como los hace los demás canales locales, que sin abandonar ciertos nichos programáticos, aborde otras áreas temáticas relevantes para el desarrollo cultural del país.


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Von Baer, junto con reconocer los méritos de la persona propuesta, expresó su desazón por el procedimiento usado por el Ejecutivo en este tema, ya que, una vez más, no existió consideración alguna con la oposición para conversar acerca del postulante. Por lo anterior, y en atención a que además de su calidad integrante de esta instancia, en ella actúa como representante de la bancada del Partido Unión Demócrata Independiente, no podrá votar en esta oportunidad ya que es necesario conocer la opinión del resto de los senadores que integran la referida bancada sobre el particular.


En relación con este punto, la señora Ministra Narváez señaló que el Gobierno definió ciertos mecanismos de relación con la oposición y desconoce los motivos por los cuales ellos no se verificaron, situación que, por cierto, deberá revisar.


A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó su concordancia con lo expuesto por los demás integrantes de la Comisión, ya sea en lo referido a los méritos del postulante como en cuanto al procedimiento usado para que esta propuesta hubiera sido conocida por la oposición con la debida antelación. 


En efecto, expresó que el señor Pacheco es un candidato de lujo para ser director de Televisión Nacional de Chile, ya que cumple con las dos características básicas que debe enfrentar dicha empresa, esto es, liderazgo y gestión. Asimismo, agregó, valora la visión desde afuera que tendrá el postulante respecto del funcionamiento de aquella.


Finalmente, destacó que a inyección de recursos – 70 mil millones de dólares- que tendrá Televisión Nacional de Chile da derecho a exigir resultados ya que ellos deben tener, realmente, un adecuado rendimiento.

Antes de concluir el análisis de la propuesta, el Honorable Senador señor Montes lamentó la situación que ocurrió con el señor Richards en la anterior proposición, en que se le objetó por ciertas afirmaciones que el expresó, situación que no ocurrió con la señora Pilar Molina, por ejemplo, lo que, en definitiva, lo llevó a renunciar a la postulación. 

- - -

Tras escuchar estos planteamientos, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, declaró cerrado el debate, y recomendó aprobar la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República en los términos propuestos e informar a la Sala que se da cumplimiento a los requisitos establecidos en la ley N° 19.132 que crea la Empresa Televisión Nacional de Chile, ya que consideró que se reúnen las condiciones que exige el inciso octavo del artículo 4 de la ley N° 19.132 y que no pesa sobre el candidato las inhabilidades que establece el artículo 5 del mismo cuerpo legal.
- Por lo tanto, y en virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Educación y Cultura, tiene el honor de informar que, en la designación como miembro del Directorio de la Empresa Televisión Nacional de Chile se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente, y propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento como director de dicha estación televisiva al señor Jorge Máximo Pacheco Matte por el período ya señalado, esto es, hasta el 11 de agosto de 2024.
La decisión anterior contó con el voto unánime de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -


Tratado y acordado en sesión celebrada el día de 6 de marzo de 2018, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Montes Cisternas y Jaime Quintana Leal.


Sala de la Comisión, a 6 de marzo de 2018.

Fdo.: Francisco Javier Vives D., Secretario.

� Señala el referido precepto que “se entenderá por correcto funcionamiento de esos servicios el permanente respeto, a través de su programación, a los valores morales y culturales propios de la Nación; a la dignidad de las personas; a la protección de la familia; al pluralismo; a la democracia; a la paz; a la protección del medio ambiente, y a la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud dentro de dicho marco valórico.”


� El requisito que debe cumplir es ser una persona de relevantes méritos personales y profesionales y que su idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la Corporación,


� Sobre el particular, el artículo 4° de la ley 19.132 dispone que los directores deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales. Actualmente componen el referido Directorio, además de su presidente, ya mencionado, los señores Francisco Frei Ruiz-Tagle, Antonio Leal Labrín y Jaime de Aguirre Hoffa. Fuente, página web de Televisión Nacional de Chile, www.tvn.cl.


� El inciso penúltimo del artículo 4° de la ley N° 19.132 dispone que “la  proposición para llenar las vacantes de los Directores a los que se refiere la letra b), deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes de producidas éstas y el reemplazante durará en funciones por el tiempo que reste para completar el período del Director reemplazado”.
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